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— Adquisición voluntaria de otra 
nacionalidad: efectos ll-V-77. 
— Expediente de adquisición, 4-V-78. 
— Adquisición originaria «iure soli», 
20-IV-78. 
— Denegación de adquisición por 
motivos de orden público, 30-VI-
77. 
C 
CAPACIDAD DE EXTRANJEROS: 
— 14-V y 14-XII de 1981. 
CAPITULACIONES MATRIMONIA-
LES: 
— 6-V-77 y 7-XII-81. 
COMPRAVENTA: 
— Compras de extranjeros en zo-
nas fronterizas, 27 y 28 de Marzo 
y 13 de Junio de 1979. 
1. Las Resoluciones de los años 1977, 1978 y 1979 se han tomado del 
Anuario de la DGRN y las de los años 1980 y 1981 del Boletín de Informa-
ción del Ministerio de Justicia. 
1. Para localizar el epígrafe con que la Resolución figura en el texto puede consultarse el 
índice cronológico. 
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— Compras por extranjeros en zo-






— Matrimonio entre española y ex-
tranjero divorciado, 6-IV-79 y 28-
1-81. 
— Matrimonio de español divorcia-
do en el extranjero, 19-X-79. 
— Matrimonio entre soltero y divor-
ciada, 23-XII-81. 
DOBLE NACIONALIDAD: 
— 22-IX-77 y 27-11 y 21-111 de 1979. 
— Inscripción del celebrado en for-
ma local, 13-VI-78. 
— Opción a la nacionalidad por ma-
trimonio, 26-XI-77 y 29-11-80. 
— Transcripción en el Registro con-
sular, ll-V-77. 
— Vid. también el epígrafe REGIS-
TRO CIVIL. 
MENORES: 
— Adquisición de nacionalidad por 
guiñéanos menores, 14-XII-78. 
— Nacionalidad de los menores, l l -
V-77. 
— Pérdida de nacionalidad y mayo-
ría de edad, 19-1-79. 
— Pérdida de nacionalidad por ra-
zón de patria potestad, 10-X-78. 
— Recuperación de nacionalidad 
por menores, 16-1-78. 
c N 
NACWNALSÍAD- Y 0 P C I 0 N D E N A C I O N A L I D A D : 
_ 6 V T T S I - Vid. el epígrafe que interese: AD-
° " V X 1 " 6 1 - Q U I S I C I O N ; P E R D I D A ; M E N O -
R E S ; O P C I Ó N ; M A T R I M O N I O , 
G etcétera. 
GIBRALTAR: 
— Adquisición de nacionalidad espa-
ñola por residentes en Gibraltar, 
30-IV-77. 
GUINEA: 
— Adquisición de nacionalidad por 
guiñéanos menores de edad, 14-
XII-78. 
— Condición de españoles de deter-
minados guiñéanos, 14-X-80. 
IMPEDIMENTOS: 
— Dispensa, 19-V-77. 
INTERÉS NACIONAL: 
— 4-III y 14-XII de 1981. 
INVERSIONES EXTRANJERAS EN 
ESPAÑA: 
— 27 y 28 de Marzo y 13 de Junio de 
1979 y 18 de Octubre de 1981. 
M 
O 
OPCIÓN A LA NACIONALIDAD ES-
PAÑOLA: 
— 3-II, 30-V y 25-X de 1978, 29-11-80 
y 8-VII-81. 
ORDEN PUBLICO: 
— 30-VI-77, 6-IV-79 y 28-1-81. 
P 
PERDIDA DE NACIONALIDAD ES-
PAÑOLA: 
— 23-1-77; 3-1-78; 30-1-78; 16-1-78; 20-
IX-78; 29-XII-78; 19-1-78; 14-1-81 y 
26-11-81. Vid. también Registro 
civil. 
PRUEBA DEL DERECHO EXTRAN-
JERO: 
— 4-III y 14-XII de 1981. 
PRUEBA DE LA NACIONALIDAD: 
— 19-IV-79 y 13-111-81. 
MATRIMONIO: 
— Acatolicidad de los contrayentes, 
19-1-79. 
— Celebración en forma local, 13-
VI-78. 
— Dispensa de impedimentos, 19-V-
77. 
— Dispensa de proclamas, 28-XI-78. 
R 
RECUPERACIÓN DE LA NACIONA-
LIDAD ESPAÑOLA: 
— 16-1-78. 
REGIMEN ECONÓMICO - MATRI-
MONIAL: 
— 6-V-77 y 7-XII-81. 
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REGISTRO CIVIL: 
— Cancelación de inscripción de 
pérdida de la nacionalidad espa-
ñola, 14-1-81. 
— Expedientes de nacionalidad y 
matrimonio: tasas, 6-XI-81. 
— Inscripciones: 
— de opción de nacionalidad, 8-
VII-81. 
— de pérdida de nacionalidad, 3 
y 30-1 y 25-X de 1978. 
— Vid. MATRIMONIO en este 
epígrafe. R. 
— Libros del Registro civil central, 
5-X-79. 
— Matrimonio: 
— Inscripción del celebrado en el 
extranjero según la forma lo-
cal, 19-1-79. 
— Inscripción del canónico cele-
brado en el extranjero, 2-XI-
81. 
— Inscripción del civil celebrado 
en el extranjero, 30-VI-81. 
— Nacimientos: inscripción fuera 
de plazo, 7-V-80. 
— Nacionalidad: consignación como 
mención de identidad, 6-XI-80. 
Vid. también INSCRIPCIÓN en 
este epígrafe R. 
— Nombres propios, 13-VI, 2-VII y 
28-X de 1980. 
RETROACTIVIDAD E IRRETROAC-
TIVIDAD DE LAS LEYES: 
— 26-XI-77; 20-IV y 28-XI de 1978. 
s 
SAHARA: 
— Opción a la nacionalidad espa-
ñola por saharahuis, 3-II-78. 
V 
VATICANO: 
— Adquisición de ciudadanía vati-
cana y pérdida de nacionalidad 
española, 23-XI-77. 
ÍNDICE CRONOLÓGICO Y NUMÉRICO 2 
— O. 19 Marzo 1977, 34. 
— Res. 30 Abril 1977,14. 
— Res. 6 Mayo 1977, 44. 
— Res. 11 Mayo 1977, 1. 
— Res. 19 Mayo 1977, 4. 
— Res. 30 Junio 1977, 25. 
— Res. 22 Septiembre 1977, 27. 
— Res. 11 Octubre 1977, 48. 
— Res. 23 Noviembre 1977, 9. 
— Res. 26 Noviembre 1977, 15. 
— Res. 3 Enero 1978, 21. 
— Res. 16 Enero 1978, 2. 
— Res. 30 Enero 1978, 22. 
— Res. 3 Febrero 1978, 13. 
— Res. 20 Abril 1978, 8. 
— Res. 4 Mayo 1978, 7. 
— Res. 30 Mayo 1978, 16. 
— Res. 13 Junio 1978, 36. 
— Res. 26 Julio 1978, 26. 
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— Res. 19 Enero 1979, 37. 
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— Res. 21 Marzo 1979, 29 
— Res. 27 Marzo 1979, 54. 
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— Res. 6 Abril 1979, 40. 
— Res. 13 Junio 1979, 56. 
— Res. 19 Octubre 1979, 41. 
— Res. 29 Febrero 1980, 18. 
— Res. 7 Mayo 1980, 49. 
— Res. 13 Junio 1980, 51. 
Circ. 2 Julio 1980, 50. 
— Res. 14 Octubre 1980, 19. 
— Res. 18 Octubre 1980, 57. 
— Res. 28 Octubre 1980, 52. 
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2. El número situado a continuación de la fecha corresponde a la numeración que en el en-
cabezamiento de cada Resolución lleva el texto. 
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— Res. 14 Enero 1981, 23. 
— Res. 28 Enero 1981, 42 
— Res. 26 Febrero 1981, 24. 
— Res. 4 Marzo 1981, 32. 
— Res. 30 Junio 1981, 38. 
— Res. 6 Julio 1981, 6. 
Res. 2 Noviembre 1981, 39. 
Res. 6 Noviembre 1981, 47. 
Res. 7 Diciembre 1981, 45. 
Res. 4 Diciembre 1981, 33. 
Res. 23 Diciembre 1981, 43. 
Res. 8 Julio 1981, 20. 
I.—CUESTIONES GENERALES 
1.—RETROACTIVIDAD E IRRETROACTIVIDAD DE LAS LEYES. 
Pueden verse las Resoluciones de 2 6 de Noviembre de 1 9 7 7 y 
2 0 de Abril y 2 8 de Noviembre de 1 9 7 8 que se transcriben más 
adelante. 
2.—PRUEBA DEL DERECHO EXTRANJERO. 
Ver las Resoluciones de 4 de Marzo y 1 4 de Diciembre de 1981 
y sus comentarios. 
3.—ORDEN PUBLICO. 
Ver las Resoluciones de 6 de Abril de 1 9 7 9 y 2 8 de Enero de 
Sobre esta materia pueden verse las obras generales sobre De-
recho internacional privado y, además: AGUILAR BENÍTEZ DE LU-
GO, M. : «Estatuto personal y Orden Público en el Derecho inter-
nacional privado español», en R.E.D.I., 1 9 6 7 , págs. 2 1 7 y ss. Id.: 
«Algunos aspectos del matrimonio confesional en el Derecho in-
ternacional privado español e italiano», en Rev. de la Facultad de 
Derecho de la Univ. de Madrid, 1 9 6 8 , págs. 2 0 5 y ss., CORRIENTE 
CÓRDOBA, J. A.: «La excepción de orden público en el Derecho In-
ternacional privado español», en este mismo Anuario, 1 9 7 5 , T. II, 
págs. 125 y ss. MIAJA DE LA MUELA, A.: «Indicios de atenuación del 
orden público en el Derecho internacional privado español», en 
Fetschrift für W. Wengler, T. II, 1 9 7 3 , págs. 5 7 2 y ss., PECOURT 
GARCÍA, E.: Nota a la s. T. S. de 2 9 de Septiembre de 1 9 6 1 , en 
R.E.D.I., 1 9 6 3 , págs. 6 1 1 a 6 1 5 y PUENTE EGIDO, J.: «Influencia del 
Derecho constitucional en la configuración de nuevas reglas de 
conflicto: examen de la jurisprudencia civil de nuestro Tribunal 
Supremo de 1 9 3 3 a 1 9 3 7 en la determinación de la ley aplicable 
a las relaciones personales entre cónyuges», en R.E.D.I., 1 9 7 2 , 
págs. 3 2 7 y ss. 
1 9 8 1 . 




RESOLUCIÓN DE 1 1 DE MAYO DE 1977.—Consulta del Encargado de 
Negocios de España en Moscú. 
limo. Sr.: Vista la consulta que, con informe de V. I., formula el En-
cargado de Negocios de España en Moscú con fecha 16 de marzo pasado 
y en la que plantea diversas cuestiones sobre la nacionalidad española de 
menores y mayores de edad y sobre el matrimonio civil de éstos, esta Di-
rección General ha acordado comunicarle lo siguiente: 
1." El menor de edad, originariamente español, no pierde su naciona-
lidad por el simple hecho de que durante la minoría le haya sido concedida 
otra nacionalidad. Ahora bien, hay que hacer dos salvedades: a) Que haya 
perdido la nacionalidad española por razón de la patria potestad (artículo 
18 del Código en su primitiva redacción y 23 en su redacción actual), esto 
es, que el padre que la ejerza haya adquirido voluntariamente la naciona-
lidad extranjera, que esta adquisición suponga pérdida de la española (ar-
tículo 22 del Código) y que al hijo le corresponda seguir la nacionalidad 
extranjera de su padre. En tal supuesto, el hijo sólo puede recuperar la 
nacionalidad española por opción en el plazo de un año a contar desde su 
mayoría de edad o emancipación (artículos 25 y 18 del Código), de modo 
que transcurrido este plazo únicamente podrá adquirir la nacionalidad 
española por los demás medios establecidos: residencia, carta de naturaleza 
u opción por razón de matrimonio con español o española, b) Que, llegado 
el momento de su plena capacidad, el español siga asintiendo voluntaria-
mente a la nacionalidad extranjera que viniera ostentando. En estos casos, 
que serán muy frecuentes en Rusia, hay que recordar que es doctrina cons-
tante y reiterada de este Centro que tal asentimiento se asimila a la ad-
quisición voluntaria de otra nacionalidad y, consiguientemente, que puede 
producirse la pérdida de la nacionalidad española si se cumplen los requi-
sitos que menciona el párrafo segundo del artículo 22 del Código Civil. 
Pero actualmente, y por lo dispuesto en el artículo 24 del Código, en su 
última redacción, el interesado podrá recuperar su nacionalidad española. 
El régimen de esta recuperación, que puede promoverse para mayor segu-
ridad del estado civil del declarante, aparece desarrollado por los artícu-
los 227 a 229 del Reglamento del Registro Civil y Circular de este Centro 
de 22 de mayo de 1975, epígrafes III y VI. 
2° Para los mayores de edad que hayan adquirido voluntariamente la 
nacionalidad soviética, con efectos de pérdida de la española según el artícu-
lo 22, es totalmente aplicable el régimen de recuperación que se acaba de 
indicar. 
3." La transcripción en el Registro Consular de los matrimonios de espa-
ñoles celebrados en Rusia con arreglo a la forma local es preceptiva a tra-
vés del expediente previsto en los artículos 73 de la Ley del Registro 
Civil y 249 de su Reglamento. La regulación fundamental de este expe-
diente (que no hay que confundir con el normal previo para la celebración 
del matrimonio civil) está explicada en el apartado b) de la Instrucción de 
7 de julio de 1971, dictada por este Centro precisamente en respuesta a 
una consulta de esa Dirección General. 
En fin, con relación a la nacionalidad de los cónyuges se recuerda que, 
después de la entrada en vigor de la Ley de 2 de mayo de 1975, el que 
contraiga matrimonio con español o española sólo se beneficia de la espe-
cial opción establecida por el artículo 21, párrafo 3.° del Código Civil y 
que esta opción aparece reglamentada en el epígrafe I de la Circular men-
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donada de 22 de mayo de 1975. Por otra parte, si se trata de subdita rusa 
que hubiera contraído matrimonio con español, antes de la Ley de 1975, 
habrá adquirido automáticamente la nacionalidad española de su esposo, 
y únicamente la habrá perdido si se da la hipótesis prevista en el párrafo 2° 
de la disposición transitoria de esta Ley, aclarada por el epígrafe V de la 
Circular de 22 de mayo de 1975 y por la Instrucción de 11 de diciembre 
de 1975. 
OBSERVACIONES.—De las vigentes causas de pérdida de la naciona-
lidad española va a tratarse únicamente de la adquisición voluntaria de otra 
nacionalidad (artículo 21-11 y 22 del Código civil) 1 y de la pérdida por 
razón de patria potestad. La primera es el único supuesto en que puede 
perder la nacionalidad española un español de origen, ya que el artículo 
11 de la Constitución española de 1978 dispone en su número 2 que 
«Ningún español de origen podrá ser privado de su nacionalidad». Eviden-
temente la adquisición voluntaria de otra nacionalidad no supone privación, 
que implica un acto de poder independiente de la voluntad del adminis-
trado 2 . Una interpretación en sentido contrario iría contra la Declaración 
Universal de Derechos Humanos y la casi unánime regulación del Derecho 
comparado, ya que se impediría (de considerar privación la pérdida volun-
taria) el cambio de nacionalidad. 
La pérdida por las causas enumeradas en los números 1.° y 2° del ar-
tículo 23 del Código civil sólo es aplicable a los españoles por naturaliza-
ción (lo cual es extraño y discriminatorio y puede, además, llevar a situa-
ciones de apatridia). 
I.—Pérdida de la nacionalidad española por adquisición voluntaria de 
otra.—Viene regulada por el artículo 22 del Código civil y sus requisitos, 
en la enumeración de Peña y Bernaldo de Quirós 3 , son: 1.°) Capacidad 
especial. 2°) Un mínimum de desconexión con España: residencia fuera 
de España en los tres años anteriores. 3.°) Ausencia de condiciones inopor-
tunas (por razón de servicio militar; por razón de guerra). 4.°) Adquisición 
voluntaria de otra nacionalidad. 5.°) Que la adquisición de nacionalidad 
extranjera no sea de aquellas adquisiciones que por Convenio Internacio-
nal no producen la pérdida de la nacionalidad española4. 
a) Respecto de la capacidad especial que exige el acto por tratarse 
de una facultad modificativa del estado civil y la edad exigida por el 
1. Se omite, de momento, toda referencia al art. 26 C e , ya que aparte de ser 
anticonstitucional, no ha recaído Resolución alguna sobre este particular. Roza el 
supuesto del art. 26, y allí puede verse, la Rs. de 22 de septiembre de 1977, comen-
tada más adelante. 
2. Más adelante se tratará de la pérdida por razón de patria potestad; supuesto, 
probablemente de «privación» y anticonstitucional, si bien responde a un crite-
rio uniforme en Derecho comparado que es el de la unidad familiar. 
3. PEÑA Y BERNALDO DE QUIRÓS, en Comentarios al Código Civil y Compilacio-
nes foraíes dirigidos por Manuel Albaladejo, Madrid, 1978. T. I, p. 684. 
4. Puede verse sobre doble nacionalidad y el art. 11 de la Consttiución espa-
ñola la Rs. de marzo de 1979 que se transcribe en estas mismas páginas. 
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Código civil puede verse la Resolución de 19 de enero de 1979 y su co-
mentario en estas mismas páginas. 
Cabe preguntarse por el valor que puede tener la adquisición volunta-
ria de una nacionalidad extranjera por quien no tiene todavía capacidad 
suficiente. La Resolución de 20 de septiembre de 1978 establece que 
«...según reiterada doctrina de este Centro, si tal español (el que no es 
plenamente capaz según la ley española), al llegar al momento de plena ca-
pacidad según la ley patria, sigue asintiendo voluntariamente a la naciona-
lidad extranjera anteriormente adquirida incurrirá en la causa de pérdida 
prevista en el artículo 22 del Código, siempre que, como es obvio, se 
cumplan —o en cuanto se cumplan— en él los restantes requisitos esta-
blecidos por el repetido artículo». Por su lado la Resolución de 11 de 
mayo de 1977 dice respecto del español al que durante su minoría se le 
concede otra nacionalidad (la rusa): «b) que llegado el momento de su 
plena capacidad, el español siga asintiendo voluntariamente a la naciona-
lidad extranjera que viniera ostentando. En estos casos... hay que recordar 
que es doctrina constante y reiterada de este Centro que tai asentimiento 
se asimila a la adquisición voluntaria de otra nacionalidad y, consiguiente-
mente, que puede producirse la pérdida de la nacionalidad española si 
se cumplen los requisitos que menciona el párrafo segundo del artículo 
22 del Código Civil». También, en el período jurisprudencial examinado, 
se pronuncia en el mismo sentido la Resolución de 30 de noviembre de 
1978 diciendo «Que es muy reiterada la doctrina de este Centro, a par-
tir de la Resolución de 15 de marzo de 1960... en el sentido de que hay 
pérdida de la nacionalidad española desde el momento en que el español 
asienta voluntaria e inequívocamente a la nacionalidad extranjera que hu-
biera venido ostentando y cumpla entonces los diversos requisitos exigidos 
por el artículo 22 del Código civil, aunque en el momento en que adqui-
rió anteriormente la nacionalidad extranjera no concurriese por cualquier 
causa alguno o algunos de dichos requisitos» 5 . 
c) No estar sujetos los varones al servicio militar en período activo, 
salvo que mediare dispensa del Gobierno. El evitar el cumplimiento del 
servicio militar es uno de los motivos relativamente frecuentes de pérdida 
de nacionalidad española. También es, igualmente, uno de los requisitos 
que recuerda con frecuencia la DG en las abundantes consultas que plan-
tean los Consulados y Embajadas en esta materia. En estos sentidos pue-
den verse las Resoluciones de 20 de septiembre y 30 de noviembre, 26 
de febrero y 13 de marzo de 1978. 
Incluso parece sentirse molesta la DG cuando se aborda el tema de 
la dispensa del Gobierno diciendo «Que la dispensa del servicio militar 
en período activo, prevista en el artículo 22 del Código civil, no está de-
sarrollada hoy en ningún precepto específico, puesto que lo que pudo 
disponer al respecto el Decreto de 2 de abril de 1955 carece hoy de todo 
5. Con estas afirmaciones se reitera él criterio de las Resoluciones de 8 de sep-
tiembre de 1975, 8 de junio de 1973 y 16 de diciembre de 1976, 
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valor normativo al haber sido derogado expresamente ese Decreto por la 
Disposición final primera del Reglamento del Registro Civil. 
En todo caso, aunque no existan actualmente normas especiales sobre 
la materia, parece normal entender —y este es el criterio del Ministerio 
de Defensa— que compete a este Departamento conceder la citada dis-
pensa (cfr. art. 532 del Reglamento de la Ley General Militar». 
El tema de la exigencia del Servicio Militar lo estudia por extenso 
PEÑA 6 . Son fundamentales, en cuanto a la duración del período activo, 
el dictamen del Consejo de Estado de 1 de julio de 1976 y dos Resolu-
ciones de 20 de julio de 1976. 
d) Adquisición voluntaria de otra nacionalidad.—Este requisito pue-
de desdoblarse en dos: es necesario adquirir otra nacionalidad y es preciso 
que dicha adquisición sea voluntaria. 
a') Adquisición de otra nacionalidad.—El legilador quiere excluir la 
apatridia y restringir la pérdida de nacionalidad española; por ello no ad-
mite la simple renuncia a la nacionalidad como forma de pérdida, es pre-
ciso adquirir otra nacionalidad. Pero, además, la nacionalidad que se ad-
quiere ha de ser, para el legislador español, una verdadera nacionalidad, 
sin que baste una adscripción incidental o no plena a un Estado distinto. 
En este sentido la Resolución de 23 de novimebre de 1977 establece que 
«si la condición adquirida no merece para el Derecho español la califica-
ción de verdadera nacionalidad —atendiendo a los caracteres con que se 
regula ésta por la Ley extranjera— habrá que concluir que no se ha 
producido pérdida de la nacionalidad española, máxime a la vista del ca-
rácter taxativo y restrictivo con que deben ser apreciadas las causas de pér-
dida de nacionalidad española». 
El tema de la nacionalidad vaticana (a que se refiere la Resolución 
últimamente citada), nacida del Tratado de Letrán de 11 de Febrero de 
1919 y regulada por Ley de 17 de junio de 1929, ha sido objeto de aten-
ción doctrinal tanto entre nosotros como en el extranjero. Entre nuestros 
autores el profesor Miaja abogaba porque nuestra legislación resolviese el 
problema de si existe una «suspensión» de la nacionalidad originaria del 
que adquiere la vaticana o si se trata de un supuesto de doble nacionali-
dad 7. 
Para Scelle8 es una pseudonacionalidad; para Niboyet9 se trata de una 
«ciudadanía de función», tesis que parece seguir d'Avack en el Novíssimo 
Digesto Italiano. 
La DG sigue las apuntadas direcciones doctrinales que, como se ve, 
coinciden en no calificar de nacionalidad (en el concepto estrictamente 
internacional) a la vaticana. 
6. 0.c, p. 689. 
7. MIAJA DE LA MUELA: Derecho Internacional Privado, 7.A ed., T. II, p. 36. 
8. SCELLE: Précis de Droit de Gens, T. I, París 1932, p. 307. 
9. NIBOYET: «Les Accords de Letran et le Droit International privé», en Rev de 
D. intednational et des sciences diplomatiques et politiques, 1929, págs. 99 a 111. 
Este, como el anterior en cita de MIAJA, ob. cit. 
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b') Voluntariedad de la adquisición.—La voluntariedad de la adqui-
sición de la nacionalidad extranjera es, como señala Peña 1 0 , un requisito 
exigido por el Ordenamiento español y por ello a él le corresponde va-
lorarlo. La adquisición de nacionalidad extranjera «ex lege» aceptada volun-
tariamente con los requisitos que impone nuestra legislación por un es-
pañol produce la pérdida de nacionalidad española, mientras que la adqui-
sición voluntaria por un incapaz según nuestro Ordenamiento no produce 
pérdida de la condición de español. 
Tres cuestiones se abordan en las Resoluciones comentadas en torno a 
este punto: 
a") Reitera el carácter voluntarista de la adquisición de la naciona-
lidad extranjera, recordando la Instrucción de 11 de diciembre de 1975, 
«Que aquel asentimiento voluntario a la nacionalidad extranjera que se 
viniera ostentando ha de inferirse de una conducta libre, concluyente e 
inequívoca de la persona» (Resolución de 29 de diciembre de 1978). En 
la Resolución de 14 de enero de 1981 se refiere el Centro Directivo a 
«la expresa e incondicionada declaración de querer conservar la naciona-
lidad (extranjera)». Y en iguales términos se puede ver la Resolución de 
30 de noviembre de 1978 al calificar el asentimiento a la nacionalidad 
extranjera de «voluntario e inequívoco». 
b") Respecto de los menores señala el momento en que se produce 
la pérdida de la nacionalidad española por asentimiento voluntario a la 
extranjera (cuando la adquisición-pérdida no se produjo como consecuen-
cia de la patria potestad). Ya se apuntó que la calificación de la adquisi-
ción como voluntaria debe hacerse conforme con el Ordenamiento espa-
ñol, de ahí que se insista en la necesidad de que llegado el momento 
de plena capacidad del menor (entiendo que capaz según la ley española, 
ya que todavía es español antes del asentimiento voluntario a la naciona-
lidad extranjera) siga asintiendo a la nacionalidad extranjera u . 
Es evidente, por las razones al principio apuntadas, que la pérdida 
en el caso de atribución ex lege de la nacionalidad extranjera durante la 
menor edad (no derivada de la patria potestad) no se produce hasta el 
momento en que concurran los requisitos de plena capacidad y asentimiento 
voluntario derivado de conducta libre, inequívoca y concluyente. 
c) La Resolución de 14 de enero de 1981 trata de un curioso su-
puesto en que la DG admite la doble nacionalidad de hecho 
«por no aparecer acreditada la voluntad de D.' XX de querer conservar la nacio-
nalidad alemana, con el carácter indubitado que, a efectos de pérdida de la nacio-
nalidad española, debe exigirse: 1.° Porque las manifestaciones realizadas en este 
expediente no son por sí concluyentes ya que expresan meramente un heno inde-
pendiente de la voluntad: que la ley alemana le atribuye la nacionalidad alemana, 
y, a lo sumo, un deseo, el de conservar las dos nacionalidades, lo que no equivale 
a la expresa e incondicionada declaración de querer conservar la nacionalidad ale-
mana. 2.a Porque solicitar y obtener la nacionalidad alemana para los hijos, no es 
por sí tampoco concluyente en el sentido indicado, ya que no se ha acreditado que 
10. O.c, p. 695. 
11. Pueden verse sobre la materia en estas páginas las Resoluciones de 11 de 
mayo de 1977, 20 de septiembre y 30 de noviembre de 1978 y las que se citan 
en el epígrafe I a) de este comentario. 
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sea necesario para que los hijos adquieran tal nacionalidad que la madre sea 
alemana al tiempo de solicitar tal nacionalidad para sus hijos, pues pudo haber 
bastado que, conforme a la ley alemana, la madre fuera alemana en el mo-
mento en que los hijos nacieron aunque perdiera esta nacionalidad después; y 
la voluntad que valora, para la pérdida, ta Ley española no es la referida a 
una nacionalidad pasada, atribuida con anterioridad a la Ley española de 1975, 
sino a la nacionalidad que, con posterioridd a esta Ley, le podía seguir asig-
nando la Ley alemana». 
Sin perjuicio de que deba tenerse en cuenta la citada Resolución en 
tema de doble nacionalidad de hecho, es de destacar que si se leen los 
considerandos de la Resolución, que son 9, no se logra averiguar hasta 
el 8° (el noveno se refiere a costas) de cuál va a ser la solución, ya que 
hasta el citado considerando parece que va a sostenerse un fallo contrario 
al que acaba produciéndose. En el considerando 8.° hay un momento en 
que parece vacilar la DG, pues en el apartado primero del mismo parece 
admitir como causa de pérdida de la nacionalidad española «la declaración 
de querer conservar la nacionalidad alemana», si bien en el número 2° 
del mismo considerando termina diciendo que «la voluntad que valora, 
para la pérdida, la Ley española no es la referida a una nacionalidad pa-
sada, atribuida con anterioridad a la Ley española de 1975, sino a la na-
cionalidad que, con posterioridad a esta Ley, le podía seguir asignando 
la Ley alemana». 
Esta Resolución es fiel exponente del carácter taxativo y restrictivo 
(que afirma la Resolución de 23 de noviembre de 1977) con que inter-
preta y trata la DGRN los preceptos relativos a la pérdida de naciona-
lidad. 
Consolida también la citada Resolución de 1981 el carácter plenamen-
te voluntario y Ubre que precisa la adquisición de la nacionalidad extran-
jera para ser causa de pérdida de la española. 
II.—Pérdida de la nacionalidad por razón de la patria potestad. Debe 
hacerse notar que el artículo 23-3.° del Código civil puede considerarse 
anticonstitucional por ir contra el antes citado artículo 11-2 de la vigente 
Constitución española. Así lo entendía Peña 1 2 con relación al derogado 
artículo 20 del Fuero de los españoles porque 
«La pérdida de la nacionalidad se produce, en este supuesto, con indepen-
dencia de la voluntad de quien la sufre. Aunque haya voluntad de cambio en 
quien, respecto de él, ostente la representación legal (quien ejerza la patria po-
testad), nunca estaremos ante una pérdida que pueda conceptuarse jurídica-
mente como querida por el sujeto afectado: 1." Porque la voluntad del que 
ejerce la patria potestad se manifiesta en su propio nombre o interés y no en 
nombre e interés del representado; la pérdida se produce directamente, cuando 
se den los requisitos exigidos, en cabeza de quien ejerce la patria potestad, y 
en el hijo la pérdida se produce sólo de modo reflejo y automático —como 
la adquisición en el supuesto del art. 19, III, C. c.— en razón al principio de 
unidad jurídica de la familia (a que expresamente se refiere la E. M. de Ley 
de 1954). 2." Porque el ejercicio de las facultades de cambio del estado civil 
—de cambio de la nacionalidad, por tanto— es de carácter personalísimo; no 
cabe, en esta materia, la sustitución del sujeto por su representante legal. Y, 
en efecto, ni el padre mismo (tampoco el organismo tutelar) podría realizar, 
en nombre del menor (o incapacitado), un acto modificativo de la nacionalidad. 
3." Porque por sí no basta, para evitar la pérdida, que el padre haga, con 
este fin, una declaración en nombre del hijo. 
12. O.c, p. 714, En sentido contrario se pronuncia PALOMA ABARCA, en Lectu-
ras sobre la Constitución Española, Madrid, 1978. T. II, p. 359. Me convence más 
la tesis de PEÑA. 
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El mismo Código distingue, a efectos de recuperación, la pérdida de la na-
cionalidad por haber adquirido voluntariamente otra (art. 24), y la pérdida por 
razón de la patria potestad (art. 25, 1). 
En rigor, pues, estamos ante otro supuesto de pérdida anticonstitucional: un 
español es privado de su nacionalidad por causas distintas de las previstas 
como únicas posibles por el artículo 20 F. E. Y de carácter especialmente anó-
malo (cambia el estado civil de una persona, por las determinaciones de otra 
personal». 
De las afirmaciones que hacen las Resoluciones del período comen-
tado cabe destacar las siguientes, en cuanto a la pérdida por razón de pa-
tria potestad: 
— Que es preciso: 1.° Que el padre (o la madre, en su caso) adquiera 
voluntariamente la nacionalidad extranjera (si no habría «pérdida», que es 
lo que exige el art. 23-3.° C e ) . 2.° Que esta adquisición suponga pérdida 
de la nacionalidad española (que se reúnan todos los requisitos del art. 22 
Ce. a que antes se ha hecho referencia) y 3.° Que al hijo le corresponda 
adquirir la nacionalidad del padre o, en su caso, la madre. 
— Que es la legislación extranjera la que determinará si se ha pro-
ducido o no pérdida de la nacionalidad española por consecuencia de la 
naturalización del padre o madre. (Vid. Resolución de 16 de enero de 
1978). 
— La expresión «siempre que les corresponda» la nacionalidad que 
adquiera el que ejerce la patria potestad debe ser interpretada en el sen-
tido de que la pérdida de la nacionalidad española se producirá para el 
hijo, tanto porque la nacionalidad extranjera se le comunique automática-
mente, como porque se le atribuya por un hecho o acto simultáneo o 
posterior, concurrente o independiente 1 3. Recuérdese, acerca de este tema, 
la discusión acerca de si suponía o no pérdida de nacionalidad española la 
adquisición de nacionalidad extranjera no coetánea ni automática del hijo 
con respecto a la de su padre. Hoy parece más claro que se produce la 
pérdida 1 4. 
2 
RESOLUCIÓN DE 16 DE ENERO DE 1978.—Recuperación de la nacio-
nalidad perdida por razón de la patria potestad. 
limo. Sr.: Vista la Nota Verbal de la Embajada de Bélgica sobre la 
nacionalidad de los hermanos Guijo Fernández, quienes han adquirido la 
nacionalidad belga por efecto de la naturalización de este país obtenida 
por su padre y los cuales han declarado después ante las autoridades belgas 
se renuncia a esta nacionalidad, y que ha trasladado V. I. a este Centro 
a los efectos oportunos. 
Esta Dirección General ha acordado comunicar a V. I. para su conoci-
miento y el de la Embajada interesada: 
13. Así se expresa la Rs. de 10 de octubre de 1978. En el mismo sentido cfr. Rs. 
de 20 de septiembre de 1978. 
14. Vid. PEÑA Y BERNALDO DE QUIRÓS, O.C, p. 720. 
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1.°) Que, con arreglo al artículo 23-3." del Código Civil, pierden la na-
cionalidad española los hijos que se encuentran bajo la patria potestad (en 
principio, pues, los menores de 21 años), si el que la ejerce pierde la na-
cionalidad española y siempre que les corresponda la que adquiera éste. 
2.°) Que es, por lo tanto, la legislación belga la que determinará si se 
ha producido o no pérdida de la ciudadanía española, por consecuencia de 
la naturalización del padre, debiendo tenerse que, conforme ha señalado 
la Resolución de este Centro de 31 de mayo de 1974, esta pérdida tendrá 
lugar, tanto porque la nacionalidad del padre se comunique automáticamente 
a los hijos, como ello ocurra en virtud de un hecho o acto simultáneo o 
posterior, concurrente o independiente. 
3.°) Que, si según se desprende de lo anterior y de los términos de 
la consulta, los hermanos Grijo Fernández perdieron la nacionalidad espa-
ñola por razón de la patria potestad, únicamente podrán recuperarla, una 
vez extinguida ésta, mediante el ejercicio de la opción regulada en el artícu-
lo 18 (artículo 25 del Código Civil). Tal opción únicamente puede hacerse, 
según este artículo 18 del Código, dentro del año siguiente a la mayoría 
de edad o emancipación y ante un Agente consular o diplomático español, 
cuando, como aquí ocurre, residen los interesados en el extranjero. Carece, 
pues, de todo valor, a los efectos de recuperar la nacionalidad española, 
la declaración de renuncia a la nacionalidad belga efectuada ante las Auto-
ridades comunales de este país. 
3 
RESOLUCIÓN DE 1 0 DE OCTUBRE DE 1978.—Pérdida de la naciona-
lidad española por razón de la patria potestad. 
Vista la Nota Verbal de la Embajada de la República Federal de Ale-
mania en Madrid, relativa a la interpretación que debe darse al número 3." 
del artículo 23 del Código, en cuanto a la pérdida de la nacionalidad es-
pañola por los hijos sujetos a la patria potestad, esta Dirección General ha 
acordado comunicar a V. I., para su traslado a la Embajada consultante, 
que la cuestión planteada fue ya resuelta por la Resolución de este Centro 
de 31 de mayo de 1974 en la cual se señala que la expresión «siempre 
que les corresponda» la nacionalidad que adquiera el que ejerce la patria 
potestad debe ser interpretada en el sentido de que la pérdida de la na-
cionalidad española se producirá para el hijo, tanto porque la nacionalidad 
extranjera del padre se le comunique automáticamente, como porque se 
le atribuya por un hecho o acto simultáneo o posterior, concurrente o in-
dependiente. 
4 
RESOLUCIÓN DE 1 4 DE DICIEMBRE DE 1978.—Obtención de la na-
cionalidad española por guiñéanos menores de edad. 
Se devuelve a V. S. la adjunta acta de declaración por la nacionalidad 
española, formulada por doña María Judith Molonga Nguba, natural de 
Guinea, toda vez que, con arreglo al artículo 2." del Real Decreto 2.987/ 
1977, de 28 de octubre, en que se ampara esa declaración, la misma, tratán-
dose de menores de edad, sólo puede hacerse por el interesado dentro del 
año siguiente a la mayoría de edad o emancipación. 
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5 
RESOLUCIÓN DE 19 DE ENERO DE 1979.—Pérdida de la nacionali-
dad española y mayoría de edad. 
Vista la consulta formulada por el Cónsul General de España en 
Francfort, acerca de si el artículo 22 del Código Civil en materia de pér-
dida de nacionalidad ha quedado o no modificado por el Real Decreto-Ley 
33/78, de 16 de noviembre, sobre mayoría de edad, y que ha trasladado a 
V. I. a este Centro. Y teniendo en cuenta: 
1.° Que la circunstancia de que el mencionado Real Decreto-Ley no 
haya modificado directamente la redacción del artículo 22 del Código, a 
diferencia de lo que se ha hecho con el artículo 19 del propio Cuerpo le-
gal, en materia tan afín como es la de la adquisición voluntaria de la na-
cionalidad española, podrá obedecer a un olvido del legislador, pero no 
es razón suficiente para concluir que dicho artículo 22 no haya quedado 
alterado por consecuencia de aquel Real Decreto-Ley, si, como es obvio, 
la redacción que se mantiene resulta incompatible con el nuevo principio 
legal sobre comienzo de la mayoría de edad. 
2° Que, en efecto, el artículo 22 del Código Civil sigue estableciendo 
que para que la pérdida de la nacionalidad española, por adquisición volun-
taria de otra nacionalidad, produzca efectos, se requiere, además de otros 
requisitos, «tener veinte años cumplidos o dieciocho y hallarse emancipado», 
y esta expresión entrecomillada carece hoy de sentido, puesto que a los 
dieciocho años los españoles alcanzan la mayoría de edad o emancipación 
plena, con capacidad general para todos los actos de la vida (art. 320 del 
Código), de modo que no puede actualmente darse la situación de que la 
persona de dieciocho años de edad requiera, además, estar emancipado y es 
igualmente imposible la disyuntiva de que se exija tener, o veintiún años 
o dieciocho años. 
3.° Que no es oportuno ahora resolver por vía de consulta la otra 
cuestión que, en orden a la capacidad, puede plantear hoy el artículo 22 del 
Código Civil, es decir, la de si el emancipado de dieciséis años podrá 
perder la nacionalidad española, dada la mayor complejidad del supuesto y 
la dificultad inherente al hecho de que el repetido artículo no mencione 
para nada aquella edad de los dieciséis años. 
Atendiendo a las anteriores consideraciones, este Centro Directivo ha 
acordado resolver la consulta planteada en el sentido de que la persona 
de nacionalidad española que haya cumplido los dieciocho años, por ser 
mayor de edad y plenamente capaz, para los actos de la vida civil, perderá 
su nacionalidad cuando adquiera voluntariamente otra y reúna los demás 
requisitos que al efecto impone el artículo 22 del Código Civil. 
OBSERVACIONES.—Muy acertado me parece el criterio de la DG y 
convincente su argumentación: 
— parece un olvido del legislador (no muy excusable). 
— la redacción del A. 22 es incompatible con el principio actual del 
comienzo de la mayoría de edad. 
— no cabe unir, por contradictorias, las exigencias de 18 años (ma-
yoría de edad) más emancipación. 
Tampoco es censurable que no entre la Dirección a examinar el pro-
blema que plantea la emancipación por exigirlo así el principio de con-
gruencia con la consulta. 
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Excusándome con la mayor complejidad del supuesto que le atribuye 
el Centro directivo creo que la solución debería ser la misma que acepta 
para la mayoría de edad: 
— porque el legislador parece que se olvidó de «todo» el precepto, no 
sólo de una parte. 
— porque si bien es cierto que no se mencionan los 16 años se men-
cionan los 21 y los 18 y la emancipación, que son las edades exigidas por 
el A. 22 Ce. en sus redacciones de 15 de julio de 1954 y 2 de mayo de 
1975 para las citadas instituciones, y en ambas fechas los artículos 318 
y 320 exigían, respectivamente, los reiterados 18 y 21 años. Entiendo que 
21 es igual a mayoría (tal como lo hace la DG) y que 18 es igual (en 
el A. 22 Ce.) a emancipación. 
Por otro lado debe tenerse encuenta que la emancipación por matri-
monio, excluida antes de la reforma de 16 de noviembre de 1978 no 
puede tener hoy lugar antes de la edad hábil para la emancipación (Artícu-
los 46-1.°; 63 y 317 Ce. y concordantes para las emancipaciones judicia-
les y habilitaciones de edad). 
— porque es incongruente exigir 18 años al emancipado por conce-
sión; bastaría con hablar de mayoría de edad. 
— porque habría que entender, si no se admite la interpretación ante-
rior, que se priva al emancipado (cualquiera que sea la causa de la eman-
cipación) de la posibilidad de cambiar de nacionalidad, lo cual supone una 
indisponibilidad de su estado civil en absoluta discordancia con el régimen 
de la emancipación en nuestro Ce. y el espíritu y finalidad del A. 22 del 
mismo Código que admite la pérdida de nacionalidad por voluntad del 
emancipado. 
— porque la emancipación habilita al menor para regir su persona 
como si fuera mayor (A. 323 Ce.) y las restricciones si no existían antes 
(salvo que, como Peña, se apunten algunos supuestos, en aquélla época 
sin duda vigentes) tampoco deben existir ahora. También era excepción 
a la mayoría de edad (A. 322 Ce.) el A. 22 Ce. y la DG, con, insisto, 
buen criterio interpreta el A. en el sentido visto. 
— porque, por último, las limitaciones deben interpretarse restricta-
mente. 
6 
RESOLUCIÓN DE 6 DE JULIO DE 1981.—Emancipación y opción de 
nacionalidad. 
Vistas las actuaciones remitidas a este Centro por el Juez Encargado 
del Registro Civil de Valladolid, relativas a la emancipación y opción a la 
nacionalidad española de doña María Noelia Carmen Lelarge García. 
Vistos los artículos 18 y 19 del Código Civil; 15, 16, 40 y 64 de la 
Ley del Registro Civil; 66, 68, 154, 226, 227, 228 y 229 del Reglamento 
del Registro Civil; las Circulares de 22 de mayo de 1975 y de 11 de abril 
de 1978 y la Resolución de 22 de septiembre de 1975. Y teniendo en cuenta: 
Que hay que partir de la base de que las opciones a la nacionalidad es-
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pañola, formuladas al amparo del artículo 18 del Código Civil, no deben 
nunca dar lugar a un verdadero expediente de nacionalidad sujeta al con-
trol de la superioridad, sino que constituyen unas declaraciones de volun-
tad directamente inscribibles en el Registro competente, previa la necesa-
ria calificación del Encargado; 
Que, en concreto, el Encargado que reciba la declaración debe levantar, 
si no es el competente para extender el oportuno asiento marginal, el acta 
por duplicado a que se refieren los artículos 64 de la Ley del Registro 
Civil y 229 de su Reglamento y remitir uno de sus ejemplares al Registro 
competente; 
Que, en este caso, tanto la inscripción de nacimiento como la marginal 
de la opción y, en su caso, de la emancipación han de extenderse, por tra-
tarse de un nacimiento ocurrido en el extranjero de hija de madre espa-
ñola, según se afirma, en el Registro Civil Central, antes que en el Consu-
lar, por estar la promotora domiciliada en España (cfr. art. 68 R.R.C.); y 
sin que importe que el nacimiento en cuestión no esté, al parecer, todavía 
inscrito, pues de no poderse practicar ahora por falta de titulación suficien-
te, siempre se podrá extender la anotación soporte de asientos margina-
les, a que se refiere el artículo 154-1.° del R. R. C ; 
Que, respecto de la calificación de este tipo de opciones, es plenamente 
aplicable a este supuesto la doctrina establecida en el caso análogo de 
recuperación de la nacionalidad española por la Resolución de este Centro 
de 22 de septiembre de 1975, de modo que el Encargado que levante el 
acta habrá de realizar una primera calificación a fin especialmente de evitar 
una escueta declaración sin justificación alguna y procurar, por el contra-
rio, que el interesado, aunque no presente ningún documento, precise en 
su declaración todos y cada uno de los supuestos necesarios para que se 
produzca la adquisición de la nacionalidad española (cfr. Circular de 22 de 
mayo de 1975, epígrafe VI), siendo después el Encargado competente para 
la práctica de la inscripción marginal quien debe efectuar la calificación pri-
mordial, en los términos que resultan del art. 227 RR.C, aclarado por la 
citada Circular y por la de 11 de abril de 1978, número 3. 
Esta Direción General ha acordado, con traslado de esta Resolución al 
Juez de Distrito número 1 de Valladolid y a la representación de la inte-
resada, remitir todo lo actuado al Registro Civil Central para la debida ca-
lificación por sus Encargados de los actos inscribible existentes, teniendo 
especialmente presente el plazo de caducidad establecido para la opción 
por el artículo 18 del Código Civil, en relación con el artículo 226 del 
Reglamento del Registro Civil. 
OBSERVACIONES.—Variascuestiones plantea la presente Resolución: 
a) Registro competente para efectuar la declaración de la opción; b) Re 
gistro competente para realizar la inscripción; c) Actuaciones regístrales 
derivadas de la declaración de la opción; d) efectos de la declaración y 
e) caducidad del derecho de opción. 
a) Registro competente para efectuar la declaración de opción. La 
declaración deben hacerla los interesados, si residen en España, ante el 
encargado del Registro Civil del lugar de su residencia (artículo 18 C.c), 
bastando a estos efectos, como indica la Rs. de 31 de agosto de 1972, «la 
simple residencia». 
Si el declarante reside en el extranjero, cabe: 
1.—Que en el lugar de residencia no exista agente diplomático o con-
sular español, en cuyo caso, por aplicación del artículo 230 del Regla-
mento del Registro Civil, cabe formular la declaración mediante docu-
mento debidamente autenticado dirigido al Ministerio español de Asun-
tos Exteriores. 
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2.—Que exista en el lugar de residencia agente diplomático o consu-
lar. El Ce. exige que si los declarantes residieren en el extranjero se haga 
la declaración «ante uno de los Agentes consulares o diplomáticos del 
Gobierno español», pero no especifica si ha de ser el del lugar de resi-
dencia. Luces Gi l 1 5 se limita a señalar que el Agente sea de «su resi-
dencial»; Pere Raluy 1 6 indica que debe ser el de su «domicilio»; la DGRN, 
como se ha apuntado más arriba, exige la «simple residencia y Peña y 
Bernaldo de Quirós señala que «habrá que entender que el Agente habrá 
de ser tal en el país de residencia, como se requiere para las declaracio-
nes de recuperación (cfr. art. 24 C.c.) y conservación (cfr. art. 26 C e ) . 
Así parece suponerlo el artículo 230 R.R.c. (Aunque en esta materia, en 
que el rigor formal es tan trascendental, no conviene excluir absolutamente 
una interpretación flexible (para evitar la nulidad de la opción), según 
la cual el interesado gozaría de libertad de elección entre los agentes 
diplomáticos o consulares de España en el extranjero (aparte de que al 
ser el defecto formal imputable, en primer lugar, a la Propia Adminis-
tración, podría no dar lugar a la nulidad (cfr. R. de 30 julio 1955) 1 7 . 
En cuanto a la posibilidad de formular la declaración ante el Encargado 
del Registro civil mismo donde esté inscrito el nacimiento del interesado 
puede verse también el autor últimamente citado 1 8 . 
b) Registro competente para efectuar la inscripción.—En este punto 
no existen dudas: debe practicarse en el Registro donde se halle el folio 
registral correspondiente al nacimiento de la persona que ejercite la opción 
(artículos 46 y 64 de la L.R.c). 
La formulación de la declaración ante Encargado incompetente para 
la práctica de la inscripción obliga a levantar por duplicado el acta preve-
nida en el artículo 64 de la L.R.c. y remitir un ejemplar al Registro com-
petente. Dicha acta será el título para la práctica de la inscripción. Si la 
declaración se hizo ante el Encargado de Registro competente para la 
inscripción se practicará directamente, sin acta, la inscripción marginal. 
Debe advertirse que la fecha en que se produce la adquisición de la 
nacionalidad es la de la inscripción, pero los efectos se retrotraen a la 
fecha del acta o de la remisión del documento autenticado (artículos 64 
de la L.R.c. y 230 de su Reglamento). 
c) Actuaciones regístrales derivadas de la opción: 
1.—Si el Encargado del Registro ante el que se hace la declaración 
no es el del lugar en que se halle la inscripción de nacimiento (o si no 
la hay todavía y no es competente para practicarla) levantará, conforme al 
artículo 64 de la L.R.C. y 229 de su Reglamento, acta con las condicio-
nes exigidas para la inscripción y la remitirá al Registro competente para 
15. LUCES GIL: Derecho Registral Civil, Barcelona, 1976. p. 162. 
16. PERE RALUY: Derecho del Registro Civil, Madrid, 1962, T. II, p. 610. 
17. PEÑA Y BERNALDO DE QUIRÓSS O.C, p. 611. 
18. Id., O.c, p. 611. 
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la práctica de la inscripción marginal correspondiente. (Puede verse el 
modelo de acta en la Rs. de 29 de febrero de 1980). 
2.—Si el Encargado es competente para recibir la declaración de op-
ción y es el del Registro en que consta inscrito el nacimiento practicará 
la inscripción con arreglo al modelo oficial. 
3.—Tanto en un caso como en otro el Registrador ante el que se 
emita la declaración de voluntad de opción deberá calificar si se reúnen 
o no los requisitos necesarios para que se produzca la adquisición de la 
nacionalidad; así se desprende del artículo 227 del R.R.c. modificado 
por el R. D. de 1 de diciembre de 1977. En este sentido apuntaba ya el 
punto VI de la Rs. de 22 de mayo de 1975: 
o...el artículo 227 del Reglamento del Registro Civil indica textualmente en 
su primer párrafo que: «Las inscripciones de opción, conservación o recupe-
ración de nacionalidad, o relativas a la vecindad, son procedentes aunque no 
se presente documento alguno...». 
Ahora bien, este precepto supone que el Encargado del Registro Civil ten-
drá en cuenta en su calificación la declaración del interesado sobre los requi-
sitos respectivos. Y a este supuesto no debe adoptar una actitud totalmente 
pasiva, admitiendo, sin más, las escuetas declaraciones de nacionalidad que 
tengan a bien formular los comparecientes. Por el contrario, y no obstante, 
las prevenciones que sobre la eficacia de tales inscripciones contiene el segun-
do párrafo del mismo artículo, la misión fundamental de aquél de velar por 
la concordancia entre el Registro y la realidad (cfr. artículo 26 L. R. C), im-
pone al Encargado el deber de exigir que el interesado, aunque no presente 
ningún documento, precise en su declaración todos y cada uno de los supues-
tos necesarios para que se produzca, en el caso concreto, la adquisición de la 
nacionalidad española. Así, en la opción, el interesado deberá manifestar que 
ha nacido en territorio español, indicando dónde, de padres extranjeros, o fuera 
de España de padre o madre originariamente españoles, precisando por qué lo 
juzga así, o por qué hechos estima haber perdido la nacionalidad española 
por razón de la patria potestad (cfr. arts. 18 y 25 del Código civil); y, asimismo, 
la edad exacta o la fecha y circunstancias de la emancipación, al efecto de en-
juiciar que no ha transcurrido el plazo de un año que exige dicho artículo 18; 
en la recuperación deberá declarar por qué hechos estima que era originaria-
mente español, por cuáles ha adquirido después voluntariamente nacionalidad 
extranjera; etc. 
De este modo, sin coartar ni impedir con exigencias excesivas el derecho de 
los interesados y presente el estímulo que supone el riesgo de posible delito 
que implique la declaración falsa, facilitará al Encargado datos para una me-
jor calificación y para fundar, en su caso, la denegación de su intervención». 
Peña y Bernaldo de Quirós entiende que «Conviene precisar que es 
al Encargado del Registro que ha de practicar la inscripción a quien 
corresponde calificar si puede inscribirse la opción (cfr. art. 27 L.R.c.) 
(en este sentido R. de 22 de septiembre de 1975, recaída en relación con 
un acta de recuperación). Así pues, aunque esté levantada por otro en-
cargado el acta de opción, al calificar podrá aquél denegar la inscripción, 
o practicarla en unos u otros términos según estime o no justificados los 
requisitos de la opción (cfr. art. 227, II, R.R.c.)» 1 9. 
Ambas afirmaciones, la de la DG y la de Peña, son correctas; tanto 
el Encargado que levanta el acta de manifestación como el que practica la 
inscripción están obligados a calificar. 
Más recientemente debe verse el punto 3 de la Circular de la Direc-
ción General de los Registros y del Notariado de 11 de abril de 1978 
que se transcribe en estas páginas. 
No obstante lo expuesto hay que reconocer que, al no poder exigirse 
19. Id. O.c, p. 614. 
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la presentación de documentos, la calificación registral es muy restringida 
ya que tiene por base la simple declaración de los interesados sin que 
pueda pedirse justificación cumplidad de ninguno de sus extremos. La 
única garantía de veracidad es la que pueda derivar del posible delito de 
falsedad el documento público, sin perjuicio de los distintos efectos que 
produce la inscripción de la opción según se prueben o no los extremos 
a que se refiere el acta. Debe tenerse en cuenta, en cuanto a las últimas 
afirmaciones, la R. de 14 de enero de 1981 que se transcribe más adelante. 
d) Efectos de la declaración.—Como acaba de apuntarse son distin-
tos según se justifiquen o no los extremos precisos para la adquisición 
de la nacionalidad. Así lo señala la Circular de la DG. de 11 de abril 
de 1978 ya citada20. 
e) Caducidad del derecho de opción.—Dado el breve plazo de cadu-
cidad (1 año) que se tiene para el ejercicio de la opción se ocupa la DG 
de recordar al Encargado del Registro Civil que tenga «especialmente pre-
sente el plazo de caducidad establecido para la opción por el artículo 18 
del C.c, en relación con el 226 del R.R.c». Y es lógico ya que la cadu-
cidad impide toda interrupción de plazos y en este supuesto concreto el 
legislador, probablemente, haya prescindido de la farrogosa presentación 
de documentos y de la apertura de un verdadero expediente para evitar 
que las exigencias burocráticas impidan la adquisición de la nacionalidad. 
II.2.—ADQUISICIÓN 
A. En general. Expediente de nacionalidad. 
7 
RESOLUCIÓN DE 4 DE MAYO DE 1978.—¡regularidades en expedien-
te de nacionalidad. 
A los efectos señalados por los artículos 14 de la Ley del Registro Ci-
vil y 64 y 65 del Reglamento del Registro Civil, tengo el honor de remi-
tir a V. I. fotocopias de los denominados expedientes de cambio de na-
cionalidad de B. R. Z. y de C. A. S., tramitados ante el Juez Encargado 
20. En el sentido del texto señala PEÑA Y BERNALDO DE QUIRÓS (O.C, p. 613): 
«Lo que el legislador ha querido no exigiendo la presentación de documentos es 
evitar que las exigencias burocráticas retrasen la adquisición de la nacionalidad, para 
la que, además, sólo existe el plazo de un año que puede estar venciendo. Pero no 
es indiferente acreditar o no los requisitos de la opción, pues la fuerza probatoria 
de la correspondiente inscripción será distinta, como se desprende del artículo 227 
R.R.c, según se justifique o no, ante el encargado que haya de practicar la inscrip-
ción sólo da fe de las declaraciones en cuya virtud se practican, circunstancia que 
de modo destacado constará tanto en el asiento como en la certificación (cfr. art. 
227 R.R.c); (así pues, los demás requisitos de la adquisición de la nacionalidad por 
opción habrán de acreditarse, cuando proceda, extrarregistralmente). En cambio, 
si se justifican, se consignará en la inscripción que se han justificado debidamente ante 
el encargado los requisitos de la opción, y la inscripción de tal adquisición de nacio-
nalidad da fe del hecho adquiistivo sin restricciones, es decir, rigen las reglas ordi-
narias de las inscripciones.» 
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del Registro Civil del P,, así como los oficios de este Centro de fecha 21 
dé abril en los que se ilustra al Juez Encargado sobre el modo de pro-
ceder. 
Dadas las irregularidades que se observan en dichas actuaciones máxime 
cuando uno de los ejemplares del acta de juramento se ha entregado a los 
interesados, proporcionándoles así quizás una prueba totalmente improce-
dente de la nacionalidad española, se servirá V. I. comprobar las infraccio-
nes cometidas, promover lo necesario para su subsanación e imponer o 
proponer las multas que procedan. Es innecesario recordar que en los 
expedientes de adquisición de nacionalidad española por residencia o en 
los de opción por razón de matrimonio, es totalmente imprescindible que 
recaiga la oportuna Orden Ministerial para que pueda adquirirse la nacio-
nalidad española. 
Al mismo tiempo se le indica la conveniencia de que la investigación 
se extienda a otros expedientes de nacionalidad tramitados por el propio 
Registro Civil de P. Consulta así en este Centro que en el expediente 
410/1976, relativo a la opción por razón de matrimonio del subdito vietna-
mita D. N., que, no habiendo aún recaído la Orden Ministerial, la Dele-
gación Especial de Policía para Santa Cruz de Tenerife, ha comunicado a 
esta Dirección, en el trámite reglamentario de petición de informes, que 
a dicho interesado se le dio de baja como extranjero «por haber adquirido 
la nacionalidad española, según justifica con certificado del Juzgado Co-
marcal (sic), Registro Civil del P. de la C». 
OBSERVACIONES.—Tiene, como se ve, gran cuidado la DG en evitar 
principios de prueba de nacionalidad española. 
Poco antes de la fecha de esta Rs. en el Preámbulo o Introducción 
de la Circular de 11 de abril de 1978 había recordado la cuestión a pro-
pósito de las inscripciones de nacimientos ocurridos fuera de España di-
ciendo: «Fácilmente se comprueba la delicada labor que pesa sobre los 
Encargados de los Registros Civiles Consulares, que forzosamente deben 
verificar una investigación previa sobre la nacionalidad española de los 
sujetos, la cual cobra un especial relieve cuando de inscripción de naci-
miento se trata, pues de otro modo podría proporcionarse una importante 
prueba de que ostentan la nacionalidad patria a personas que no tengan 
tal condición». 
Y en el número 2 de la citada Circular insiste dicendo: 
«Ahora bien, en los supuestos señalados, como en otros análogos que puedan 
presentarse en la práctica, una regla de elemental prudencia aconseja que el 
Encargado del Registro Consular haga constar expresamente, tanto en la inscrip-
ción como en las certificaciones literales o en extracto que expida, la causa es-
pecial por la que ha extendido la inscripción, a pesar de constar que el inscrito 
no es español, o no estar acreditado que lo fuera, y que la misma no prueba la 
nacionalidad española. De este modo se logrará que ni los Cónsules ni las Auto-
ridades españolas provean de documentación nacional a personas que no gozan 
de la nacionalidad española, a salvo, claro está, que se compruebe posterior-
mente la adquisición de esta nacionalidad por el interesado por los medios legales 
establecidos». 
II.2.B.—ADQUISICIÓN ORIGINARIA «IURE SOLÍ». 
8 
RESOLUCIÓN DE 2 0 DE ABRIL DE 1978.—Irretroactividad del nú-
mero 3° del artículo 17 del Código Civil. 
Vista la consulta que formula a este Centro Directivo acerca de su 
posible nacionalidad originaria española, por aplicación de una disposición 
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de 15 de julio de 1954, puesto que, aun siendo italiana «iure sanguinis*, 
nació en España el día 26 de julio de 1954 de padres italianos residentes 
en España desde el nacimiento de los mismos. 
Vistos los artículos 17 del Código Civil y 19 del Decreto, hoy dero-
gado, de 2 de abril de 1955 y la Resolución de 20 de junio de 1972. Y te-
niendo en cuenta: 
1." Que, dada la importancia práctica de la consulta, conviene resol-
verla en cuanto cuestión de interés general. 
2° Que en el momento del nacimiento de la interesada no estaba en 
vigor aún la Ley de 15 de julio de 1954, que, publicada en el «B.O.E.» 
del día siguiente y al no contener disposición ninguna sobre la materia, 
entró en vigor, dado el alcance de las normas en ella contenidas, a los 
veinte días de su promulgación (artículo 1.° del Código en su redacción 
entonces vigente). 
3° Que, por lo tanto, lo dispuesto en el número 3." del artículo 17 
del Código Civil, redactado conforme a la Ley citada de 1954 y según el 
cual son españoles «los nacidos en España de padres extranjeros, si éstos 
hubieren nacido en España y en ella estuvieran domiciliados al tiempo del 
nacimiento...», únicamente podría aplicarse a la consultante si se estimara 
que el precepto tiene carácter retroactivo. 
4.° Que el artículo 19 del Decreto de 2 de abril de 1955 estableció 
claramente el carácter irretroactivo del precepto en cuestión y, aunque este 
criterio no ha sido recogido en la vigente legislación del Registro Civil, no 
hay motivos para entender que haya variado la doctrina entonces sentada, 
conforme ha señalado la Resolución de 20 de junio de 1972. 
Y 5° Que, en efecto, de acuerdo con la doctrina científica más auto-
rizada, las sucesivas reformas del Código Civil, en cuanto a los problemas 
de Derecho intertemporal que las mismas plantean y que no hayan sido 
expresamente resueltos por el regislador, deben regirse por las disposicio-
nes transitorias del mismo Cuerpo legal, y aunque se estimara aplicable al 
caso la disposición transitoria 1.*, la cual establece que el derecho decla-
rado por primera vez en el Código tendrá efecto desde luego, aunque el 
hecho que lo origine se verificara bajo la legislación anterior, pero «siem-
pre que no perjudique a otro derecho adquirido de igual origen» —aplica-
ción discutible porque la nacionalidad no es un derecho, sino un estado 
civil y como tal un complejo de derechos y deberes— parece obvio que 
proceder eficacia retroactiva al artículo 17-3." del Código iría en perjuicio de 
la correspondiente nacionalidad extranjera anteriormente adquirida. 
Esta Dirección Gneeral ha acordado declarar que el modo de adquisi-
ción «iure soli» de la nacionalidad española, contenido en el artículo 17-3." 
del Código Civil, sólo se aplica en detrimento de su correspondiente con-
dición extranjera a los nacidos a partir de la vigencia de la Ley de 15 
de julio de 1954, sin que ello obste el derecho que asiste a la consultante 
para pedir la ciudadanía española por residencia, conforme a las normas 
generales. 
Ver el comentario a la Rs. de 26 de noviembre de 1977 más adelante. 
II.2.C.—ADQUISICIÓN VOLUNTARIA DE OTRA NACIONALIDAD. 
9 
RESOLUCIÓN DE 2 3 DE NOVIEMBRE DE 1977.—Consulta de la Em-
bajada de España en la Santa Sede.—A los efectos del artículo 
22 del Código Civil se hace constar que no se pierde la nacionali-
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dad española por adquisición voluntaria de la ciudadanía vati-
cana. 
Vista la consulta formulada a este Centro Directrivo por la Dirección 
General de Asuntos Consulares sobre la petición de pasaporte español efec-
tuada ante la Embajada de España en la Santa Sede por S. E. R. Monseñor 
Antonio María Javierre, Secretario de la Sagrada Congregación para la 
la Educación Católica, a quien la Santa Sede ha otorgado la ciudadanía 
vaticana. En esta consulta la Dirección General de Asuntos Consulares ma-
nifiesta que el interesado no ha renunciado nunca a la nacionalidad espa-
ñola y señala su criterio de que la ciudadanía vaticana tiene una naturaleza 
meramente funcional y no la de una auténtica nueva nacionalidad que pue-
da suponer pérdida de la nacionalidad española. Se acompaña fotocopia 
de una Nota Verbal de la Secretaría de Estado de la Santa Sede, en la que 
se afirma que Monseñor Javierre nunca ha hecho renuncia a la naciona-
lidad española y que el otorgamiento de la ciudadanía vaticana no implica 
normalmente la pérdida de la ciudadanía de origen por parte de las per-
sonas afectadas. 
Visto el artículo 22 del Código Civil. Y teniendo en cuenta: 
Que esta Dirección General no es competente, en primera instancia, para 
decidir en concreto sobre si determinada persona ostenta la nacionalidad, 
pero ella no obsta para que, dado el interés del caso sometido a consulta, 
puede ser resuelto el mismo en lo que tiene de cuestión general; 
Que, en principio, con arreglo al artículo 22 del Código Civil y con 
los requisitos que el mismo determina, la nacionalidad española se pierde 
por la adquisición voluntaria de otra nacionalidad; 
Que es evidente la competencia de la Ley española para la interpreta-
ción de este precepto y concretamente en este caso para decidir cuándo 
hay adquisición de «otra nacionalidad», pues si la condición adquirida no 
merece para el Derecho español la calificación de verdadera nacionalidad 
—atendiendo a los caracteres con que se regula ésta por la Ley extranjera— 
habrá que concluir que no se ha producido pérdida de la nacionalidad 
española, máxime a la vista del carácter taxativo y restrictivo con que 
deben ser apreciadas las causas de pérdida de la nacionalidad española; 
Que, a estos efectos, conviene destacar los caracteres singularísimos con 
que, según es notorio, se configura tal ciudadanía vaticana, cuales son: 
a) Que el título de atribución es la residencia estable unida al ejercicio 
de un cargo cerca de la Santa Sede y, por consiguiente, no juegan en ella 
los criterios ordinarios (ius sanguinis*, «ius soli») de atribución originaria 
de nacionalidad, según la legislación de los diversos Estados; b) Que, por 
su base fáctica, aquella ciudadanía tiene una naturaleza precaria e ines-
table, que contrasta con la fijeza y estabilidad del estado civil de la na-
cionalidad en nuestro Derecho; y c) Que la ausencia de todo vínculo ori-
ginario entre los ciudadanos vaticanos es connatural a la idea de que el 
Estado de la Ciudad del Vaticano, en armonía con el carácter universal 
y religioso de la Iglesia Católica, carece propiamente de una comunidad 
nacional en sentido sociológico, de modo que sus ciudadanos sólo forman 
un conjunto o suma de personas unidas entre sí por un exclusivo vínculo 
religioso, 
Esta Dirección General ha acordado declarar con carácter general que, 
a los efectos del artículo 22 del Código Civil, no se pierde la nacionalidad 
española por adquisición voluntaria de la ciudadanía vaticana. 
OBSERVACIONES.—Aparte cuanto se dice en el comentario a la R. 
de 11 de mayo de 1977 debe tenerse en cuenta, según se desprende la 
presente Rs. (que esta DG no es competente, en primera instancia, para 
decidir en concreto si determinada persona ostenta la nacionaldiad...), el 
gran cuidado que tiene la Dirección en evitar una prueba plena, que no 
le compete, acerca de la nacionalidad española. En las páginas que preceden 
y siguen pueden verse también otras en el mismo sentido, 
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10 
RESOLUCIÓN DE 20 DE SEPTIEMBRE DE 1978.—Pérdida de la na-
cionalidad española por adquisición de otra nacionalidad. 
Visto su oficio de fecha 5 de septiembre, al que acompaña cierto es-
crito de la Embajada de España en Finlandia, relativo al problema plan-
teado por una lista de españoles que han adquirido la nacionalidad fin-
landesa a partir del año 1970 y que ha sido enviada a dicha Embajada por 
las autoridades de aquella nación, esta Dirección General, teniendo en 
cuenta la importancia general del caso consultado, ha acordado comuni-
car a V. I. lo siguiente: 
1.° Que el hecho de que un español mayor de edad o emancipado, 
según la Ley española, adquiera voluntariamente otra nacionalidad no es 
por sí suficiente para estimar que haya perdido la nacionalidad española, 
puesto que según dispone el artículo 22 del Código Civil, será, además, 
preciso que haya residido fuera de España en los tres años inmeditamente 
anteriores y, en cuanto a los varones, que no estén sujetos al servicio mili-
tar en período activo, salvo que mediante dispensa del Gobierno. 
2°) Que, por lo tanto, únicamente cuando se cumplan todos estos re-
quisitos es cuando existirá la obligación del Canciller del Consulado, en 
funciones del Ministerio Fiscal (art. 54 R. R. C), de promover la oportuna 
inscripción de pérdida de la nacionalidad española. Esta inscripción se rige 
por lo dispuesto en los artículos 67 de la Ley del Registro Civil y 232 
del Registro Civil y 232 del Reglamento del Registro Civil. Como normal-
mente no existirán documentos auténticos que acrediten plenamente el 
cumplimiento de los requisitos exigidos, habrá de tramitarse el oportuno 
expediente que ha de resolver el Juez de Primera Instancia correspon-
diente al lugar del nacimiento, si éste ha ocurrido en España; el Juez de 
Primera Instancia Decano de los de Madrid, si el nacimiento ha ocurrido 
en el extranjero y el promotor reside en España, o bien, el propio Encarga-
do del Registro Civil Consular, si el nacimiento ha ocurrido fuera de Es-
paña y el promotor del expediente reside también en el extranjero (cfr. art. 
342 R. R. C). 
3.°) Que las mismas reglas indicadas en el apartado anterior habrán de 
aplicarse cuando el español, no siendo plenamente capaz según la Ley es-
pañola, haya adquirido entonces otra nacionalidad. En efecto, según reite-
rada doctrina de este Centro, si tal español, al llegar al momento de plena 
capacidad según la ley patria, sigue asintiendo voluntariamente a la nacio-
nalidad extranjera anteriormente adquirida incurrirá en la causa de pér-
dida prevista en el artículo 22 del Código, siempre que, como es obvio, 
se cumplan —o en cuanto se cumplan— en él los restantes requisitos esta-
blecidos por el repetido artículo. 
Y 4.°) Que, por último, si el menor de edad español pierde la nacio-
nalidad española por razón de la patria potestad, es decir, en el supuesto 
contemplado por el artículo 23-3.° del Código Civil, el problema se recon 
duce a comprobar si el que ejerce la patria potestad ha perdido eficazmen-
te la nacionalidad española, conforme al tan reiterado artículo 22 del Có-
digo Civil. Por tanto, si en las actuaciones o expediente reglamentario se 
llega a la conclusión afirmativa respecto del progenitor, es cuando en las 
inscripciones de nacimiento de los hijos deberán extenderse las notas de 
referencia prescritas por el artículo 236 del Reglamento del Registro Civil. 
Ver el comentario general a la pérdida de la nacionalidad española 
en la Rs. de 11 de mayo de 1977. 
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RESOLUCIÓN DE 3 0 DE NOVIEMBRE DE 1978.—Pérdida de la nacio-
nalidad española por adquisición voluntaria de otra. 
limo. Sr.: Vista la consulta de la Embajada de Suiza, en Madrid, que 
ha traslado V. I . a este Centro y en la que, en relación a la pérdida de 
la nacionalidad española por adquisición voluntaria de otra en las con-
diciones que enumera el artículo 22 del Código Civil, se cuestionan los 
siguientes extremos: 
1.°) Cuáles son los requisitos exigidos para obtener la dispensa men-
cionada en dicho artículo. 
Y 2." Si el español, sujeto al servicio militar en período activo al 
tiempo de adquirir la nacionalidad suiza, perderá su nacionalidad española 
una vez expirado ese período. 
Esta Dirección General ha acordado comunicar a V. I . para su traslado 
a la Embajada interesada: 
a) Que la dispensa del servicio militar en período activo, prevista en 
el artículo 22 del Código Civil, no está hoy desarrollada en ningún pre-
cepto específico, puesto que lo que pudo disponer al respecto el Decreto 
de 2 de abril de 1955 carece hoy de todo valor normativo al haber sido 
expresamente derogado ese Decreto por la Disposición final primera del Re-
glamento del Registro Civil (cfr. también la Disposición final segunda de la 
Ley del Registro Civil). 
En todo caso, aunque no existan octualmente normas especiales sobre 
la materia, parece normal entender —y este es el criterio del Ministerio 
de Defensa— que compete a este Departamento conceder la citada dispensa 
(cfr. art. 532 del Reglamento de la Ley General Militar). 
b) Que es muy reiterada la doctrina de este Centro, a partir de la 
Resolución de 15 de marzo de 1960 en cuanto al segundo extremo de la 
consulta, en el sentido de que hay pérdida de la nacionalidad española desde 
el momento en que el español asienta voluntaria e inequívocamente a la 
nacionalidad extranjera que hubiera venido ostentando y cumpla entonces 
los diversos requisitos exigidos por el artículo 22 del Código Civil, aunque 
en el momento en que adquirió anteriormente la nacionalidad extranjera no 
concurriese por cualquier causa alguno o algunos de dichos requisitos. 
OBSERVACIONES.—Un estudio detallado sobre la exigencia relativa 
al servicio militar puede verse (tanto en cuanto a las personas a quienes 
afecta como respecto a las exenciones del mismo) en Peña y Bernaldo de 
Quirós2 1. 
El requisito de adquisición voluntaria de otra nacionalidad ha sido 
comentado con la Rs. de 11 de mayo de 1977. 
La Rs. exige, con razón, la concurrencia de «los diversos requisitos 
exigidos por el artículo 22 del Ce» . 
21. 0.c, p. 689. 
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1 2 
RESOLUCIÓN DE 2 9 DE DICIEMBRE DE 1978.—Pérdida de la nacio-
nalidad española por asentimiento voluntario a otra nacionali-
dad. 
Vista la consulta que formula el Sr. Cónsul General de España en 
Roma, y que ha trasladado V. I. a este Centro, acerca de si la utilización 
de pasaporte italiano por una española de origen que ha manifestado su 
decisión de renunciar a la nacionalidad italiana, adquirida automáticamente 
por haber contraído matrimonio con un ciudadano italiano, constituye una 
prueba de haber adquirido voluntariamente otra nacionalidad, esta Dirección 
General tiene el honor de comunicar a V. I. lo siguiente: 
1." Que es doctrina reiteradísima de este Centro Directivo la de que 
el asentimiento voluntario que un español capaz realice a una nacionalidad 
extranjera que viniera ostentando es causa de pérdida de la nacionalidad 
española, conforme al artículo 22 del Código Civil y siempre que se cum-
plan, como es obvio, los requisitos que señala el mismo precepto. 
2° Que. más concretamente la Instrucción de 11 de diciembre de 1975 
sienta unos principios directamente aplicables al caso consultado, de los que 
resulta: a) Que el español lo es a todos los efectos mientras no conste 
debidamente haber incurrido en causa de pérdida de su nacionalidad; b) Que 
aquel asentimiento voluntario a la nacionalidad extranjera que se viniera 
ostentando ha de inferirse de una conducta libre, concluyente e inequívoca 
de la persona; y c) Que existiendo esta conducta, es obligación del Cónsul 
o del Canciller investigar de oficio si se ha producido pérdida y promover 
la inscripción con arreglo a los artículos 67 de la Ley del Registro Civil y 
232 de su Reglamento. 
3." Que, consiguientemente, dependerá de cada caso concreto y de la 
investigación de oficio que se realice decidir si la utilización de pasaporte 
extranjero implica esa conducta libre, inequívoca y concluyente de asenti-
miento a la nacionalidad extranjera. 
Ver el comentario general a la pérdida de nacionalidad española en 
la Rs. de 11 de mayo de 1977. 
1 3 
RESOLUCIÓN DE 3 DE FEBRERO DE 1978.—Opción a la nacionalidad 
española por saharauis. Plazo. 
Visto su escrito, fecha 2 de enero de 1978, recibido en el Registro Ge-
neral de este Ministerio el día 30 del mismo mes y año, en el que 
solicita información sobre lo necesario para optar por la nacionalidad espa-
ñola como antiguo residente del Aaiún. 
Visto el Real Decreto 2.258/76, de 10 de agosto («B. O. del E.», de 
28 de septiembre de 1976), que concedió el plazo de un año para optar a 
la nacionalidad española a los naturales del Sahara, en determinadas oca-
siones. 
Esta Dirección General ha acordado informarle que, terminado el plazo 
concedido por el citado Decreto, no es posible ya acogerse a los efectos 
del mismo, por lo que tendrá que acudir en su caso, a los medios ordinarios 
para adquisición de la nacionalidad española normalmente al de residencia 
continuada en España por más de diez años, cuya tramitación ha de iniciarse 
ante el Encargado del Registro Civil correspondiente a su domicilio. 
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II.2.D.—ADQUISICIÓN POR OPCIÓN. 
1 4 
RESOLUCIÓN DE 3 0 DE ABRIL DE 1977.—Adquisición de nacionali-
dad por residente en Gibraltar, conforme al Decreto-Ley 13/1969, 
de 11 de julio. 
En el expediente incoado por V., en solicitud de que le sea concedida 
la nacionalidad española, acogiéndose a lo establecido en el Decreto-Ley 
13/1969, sobre concesión de facilidades a los residentes civiles en Gibraltar; 
Vistos los artículos 18 y 19 del Código Civil, el referido Decreto-Ley 
13/1969, de 11 de julio, y la Orden de la Presidencia del Gobierno de 19 
de julio de 1969. 
Y teniendo en cuenta que de las actuaciones practicadas y principalmente 
del informe de la Comisión Comarcal de Servicios Técnicos del Campo de 
Gibraltar, resultan suficientemente justificados los requisitos exigidos en el 
Decreto-Ley citado, al efecto de poder reconocérsele el derecho a optar por 
la nacionalidad española. 
Este Ministerio ha acordado reconocer a V. el referido derecho de 
opción, a los efectos establecidos en el artículo 2° del mencionado Decre-
to-Ley. 
15 
RESOLUCIÓN DE 2 6 DE NOVIEMBRE DE 1977.—Opción por razón de 
matrimonio de un extranjero casado con española con anteriori-
dad a la Ley de 2 de mayo de 1975. 
Vista la consulta de fecha 10 de noviembre, en la que muestra su ex-
trañeza ante el hecho de que el Ministerio de Justicia haya aprobado una 
opción a la nacionalidad española por razón de matrimonio, a favor de un 
marido que contrajo matrimonio con española con anterioridad a la Ley de 
2 de mayo de 1975, puesto que en su opinión el nuevo párrafo tercero del 
artículo 21 del Código Civil no debe tener eficacia retoractiva, por lo que 
en definitiva interesa si ha habido un error en la Orden citada o si es 
otro el criterio de este Centro Directivo, anunciando, además, que demo-
rará las diligencias subsiguientes al caso concreto resuelto en tanto no se 
aclare tal situación. 
Vistos los artículos 20 del Código Civil, en su redacción anterior y en la 
vigente, 21 del propio Cuerpo legal en su redacción actual y la Disposición 
transitoria primera del Código Civil. Y teniendo en cuenta: 
Que, aunque no se ha cumplido el trámite previsto para las consultas 
por el artículo 43 del Reglamento del Registro Civil, la urgencia de la 
misma y la importancia general del asunto planteado aconsejan que esta 
Dirección proceda a resolverlo sin más demora; 
Que el vigente artículo 21 del Código Civil, párrafo tercero, ha intro-
ducido en nuestro ordenamiento un derecho nuevo a favor del cónyuge 
extranjero, como es el de optar por la nacionalidad española de su cónyuge 
con los requisitos y condicionamientos que en él se establecen; 
Que, de acuerdo con la doctrina más autorizada, los problemas de 
derecho intertemporal provocados por las sucesivas modificaciones del Có-
digo Civil deben ser resueltos a la luz de lo que disponen con carácter ge-
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neral las disposiciones transitorias del propio Código, pero lo que es de 
aplicación al caso lo ordenado por el inciso segundo de la disposición tran-
sitoria 1.*, del que resulta que «si el derecho apareciese declarado por pri-
mera vez en el Código, tendrá efecto desde luego, aunque el hecho que 
lo origine se verificara bajo la legislación anterior, siempre que no perju-
dique a otro derecho adquirido, de igual origen», perjuicio que, como es 
obvio, no se da en este supuesto; 
Que, por lo tanto, el aludido nuevo derecho de opción debe aplicarse 
con carácter retroactivo en favor de los maridos extranjeros que hubieran 
contraído matrimonio con española con anterioridad a la entrada en vigor 
de la Ley 14/1975, de 2 de mayo; interpretación que se refuerza si se 
tiene en cuenta que, al haber desaparecido en el actual artículo 20 el bene-
ficio del plazo abreviado de dos años para la adquisición por residencia 
de la nacionalidad española por parte de aquellos maridos, se consagraría, 
de seguirse otra conclusión, una discriminación incomprensible entre los 
maridos extranjeros por el solo hecho circunstancial de la fecha del matri-
monio, pues mientras unos disfrutarían de una forma de adquisición pri-
vilegiada, los otros carecerían de toda facilitación para obtener la nacionali-
dad española, 
Esta Dirección General ha acordado resolver la consulta en el sentido 
que se desprende de las anteriores consideraciones. 
OBSERVACIONES.—No es tan obvio como afirma la DG que la ad-
quisición de una nacionalidad no perjudique a la que se pierde; ni siquiera 
lo es para ella misma ya que en menos de un año cambia de criterio 
y en la Rs. de 20 de abril de 1978 (Vid. en estas páginas) afirma en su 
quinto considerando; ...«siempre que no perjudique otro derecho adqui-
rido de igual origen» (se refiere a la aplicación de a la disposición tran-
sitoria 1.a del C.c.) —aplicación discutible porque la nacionalidad no es 
un derecho, sino un estado civil y como tal un complejo de derechos y 
deberes— parece obvio que conceder eficacia retroactiva al artículo 17-3.° 
del Código iría en perjuicio de la correspondiente nacionalidad extranjera 
anteriormente adquirida». 
En la indicada Rs. se cita entre los vistos la de 20 de junio de 1972 
en la que, acerca del A. 17 a) del C.c, en su redacción de 15 de julio 
de 1954, afirma que «Este modo de adquisición sólo se aplica en detri-
mento de la correspondiente nacionalidad extranjera a los nacidos a partir 
de la vigencia de la L. de 15 de julio de 1954». 
Bien es cierto que en ambas resoluciones se tiene el apoyo del artí-
culo 19 del Decreto de 2 de abril de 1955: («Lo dispuesto en el número 3.° 
del artículo 17 del Código (civil) se entenderá aplicable sólo a los nacidos 
a partir de la vigencia de la Ley de 15 de julio de 1954...». 
Tampoco convence «la discriminación incomprensible entre los mari-
dos extranjeros por el solo hecho circunstancial de la fecha del matrimonio» 
en que se acaba apoyando la Rs. comentada, ya que ese hecho circunstan-
cial es la clave de todo el derecho intertemporal. En las resoluciones más 
arriba citadas el hecho de la fecha del nacimiento determina una discri-
minación que no se tiene en cuenta: la la regulación para los nacidos veinte 
días después del 15 de julio de 1954 es distinta, a efectos del artículo 
17 C.c, que para los nacidos antes de esa fecha. 
Las soluciones (fallos) en la Rs. comentada, así como en las otras dos 
que se citan, me parecen correctas pero por distintas razones: en un caso 
(Rs. de 26 de noviembre de 1977) hay una declaración de voluntad del 
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interesado; en los otros dos no la hubo y la adquisición fue automática, 
no se trataba de una opción. 
Parece que la DG, pese a las fundadas dudas que manifiesta tener 
acerca de la naturaleza jurídica de la nacionalidad («la nacionalidad no es 
un derecho, sino un estado civil y como tal un complejo de derechos y 
deberes»), tiene en cuenta que en la regulación de la nacionalidad concu-
rren competencias de los Estados y exigencias de la protección interna-
cional de los derechos del hombre22. El Estado español ha regulado en 
distinta forma la adquisición de la nacionalidad iure soli (originaria) y 
por opción derivativa del matrimonio (arts. 17 y 21 C.c. respectivamente). 
En el primer caso impone la nacionalidad, a partir de determinada fecha 
(D. de 2 de abril 1955), a quienes nazcan concurriendo una serie de re-
quisitos; en el segundo supuesto concede un derecho. 
Si se diese a la forma de adquisición de nacionalidad efecto retroactivo 
se produciría, en el supuesto de adquisición iure soli, una naturalización 
en bloque de no nacionales sin contar con su voluntad (conculcando el 
art. 15 de la Declaración de Derechos Humanos); medida difícilmente 
aceptable por parte de los Estados cuyas nacionalidades ostentasen los 
afectados por la medida. El dar efecto retroactivo a este supuesto pro-
duciría una invasión de competencia legislativa de otro Estado: pérdida 
de la nacionalidad de éste 2 3. 
Por el contrario en el caso de opción por matrimonio lo que se hace 
no es imponer la pérdida de una nacionalidad ni la atribución automática 
de otra: se concede un derecho (exigiendo la renuncia a la nacionalidad 
anterior). Al ser un derecho, a diferencia de lo que ocurre con el supuesto 
anterior, es por lo que se aplica la disposición transitoria 1.a C.c. 
Cabe concluir que la diferencia está en la distinta clase o forma de 
adquisición de nacionalidad: a) originaria, impuesta y automática en la 
Rs. de 20 de junio de 1972, y b) derivativa, configurada en forma de 
derecho y susceptible de ejercicio o no en la Rs. que se comenta. 
16 
RESOLUCIÓN DE 30 DE MAYO DE 1978.—Inscripción de opción or-
dinaria. Apellidos de extranjero. 
Se devuelve a V, S. la adjunta acta de opción a la nacionalidad española 
y demás documentos acompañados, toda vez que por estar basada aquella 
opción en lo dispuesto por el rtículo 18 del Código Civil, la misma no 
requiere, a diferencia de la opción por matrimonio, Orden Ministerial no 
oponiéndose a la opción, la cual no está sujeta a ningún control del Go-
bierno. 
22. Sobre la concurrencia de competencias de distintos Estados y exigencias de 
la protección internacional de los derechos del hombre puede verse CORRIENTE CÓR-
DOBA, «La nacionalidad de las personas físicas ante el Derecho Internacional», en 
Anuario de Derecho Internacional, T. I, 1974, pp. 236 y ss. 
23. El resultado puede producirse por error técnico o de redacción o bien por 
razones técnico-jurídicas (nacionalidad ficticia a determinados efectos). Los supuestos 
son estudiados por MAKAROV en «Regles genérales du Droit de la Nationalité», Rec. 
Cours 1949-1, T. 74, pp. 206 ss. 
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En consecuencia, deberá V. S. calificar, a efectos de su inscripción, la 
aludida opción, teniendo en cuenta especialmente lo dispuesto por el ar-
tículo 227 del Reglamento del Registro Civil, aclarado por las Circulares 
de este Centro de fecha 22 de mayo de 1975 (epígrafe VI) y de 11 de 
abril de 1978 (epígrafe III). 
Se le recuerda, por último, en cuanto a la rectificación solicitada de 
nombre y apellidos, que es doctrina de esta Dirección, refejada especial-
mente en la Resolución de 19 de octubre de 1965, que por simple petición 
ante el Encargado del Registro puede hacerse constar al margen de la 
inscripción de nacimiento el nombre y apellidos que correspondan al nacido 
según su ley personal extranjera, siempre que se acredite debidamente 
por documento oficial, expedido por la respectiva autoridad nacional, tanto 
la nacionalidad del interesado como que, en efecto, el nombre y apellidos 
solicitados son los correspondientes por aplicación de la Ley nacional. 
OBSERVACIONES.—Es clara la diferencia entre el régimen anterior 
al 2 de mayo de 1975 (adquisición automática de nacionalidad) y el 
posterior a esa fecha (opción del vigente art. 21 C e ) . Las diferencias en 
cuanto a la tramitación de una y otra forma de lograr la inscripción re-
gistral resultan de esta Rs. y de la Circular de 22 de mayo de 1975 que 
en su punto II establecía: 
«Con arreglo al sentido general de la nueva Ley, especialmente reflejado en 
el primer párrafo del artículo 21 del C. c, ha dejado de existir la antigiua ex-
tensión automática de la nacionalidad española que, por aplicación directa de los 
artículos del Código y de su doctrina, según entendían diversas Resoluciones de 
este Centro Directivo, afectaba a la mujer casada cuyo marido adquiría la nacio-
nalidad por el marido, a que se refieren los artículos 19, in fine, del C. c. y 64 
de la L. R. c, se levanta con posterioridad a la entrada en vigor de la nueva 
Ley, la nacionalidad española así obtenida por el marido no se extenderá en 
ningún caso a su mujer, aunque el Decreto u Orden de concesión tenga fecha 
anterior. 
Consecuencia práctica de este nuevo criterio es también que, como la eficacia 
de los expedientes de adquisición de nacionalidad por residencia o por carta de 
naturaleza instados por el marido no alcanza a la mujer, cuando ésta también 
desee la adquisición de la nacionalidad española, deberá solicitarlo expresamente, 
justificando que, respecto de ella misma, se cumplen los requisitos establecidos. 
Naturalmente que no hay inconveniente en que, si ambos cónyuges formulan la 
solicitud, pueda acumularse la tramitación de ambos expedientes, conforme per-
mite el artículo 347 del Reglamento del Registro Civil. 
Otros efectos que se derivan directamente del nuevo artículo 21 del Código 
civil son la derogación implícita, por incompatibilidad con los actuales preceptos, 
de los artículos 226, párrafo segundo y 223 del Reglamento del Registro Civil, así 
como las especiales referencias al matrimonio y nacimiento de la mujer que 
imponía, hasta ahora, el párrafo primero del artículo 236 y la referencia a la 
nacionalidad del marido a que aludía el párrafo final de este artículo y el pá-
rrafo primero del artículo 231». 
Se ocupan también, en estas páginas, de la opción por razón de ma-
trimonio las Resoluciones de 26 de noviembre de 1977, 20 de abril de 
1978, 29 de febrero de 1980 y la Circular de 8 de julio de 1981. 
1 7 
RESOLUCIÓN DE 2 5 DE OCTUBRE DE 1978.—Opción a la nacionali-
dad española por razón de matrimonio. 
Vista el acta de opción a la nacionalidad española de doña Jocelyne 
López y Nieto, por causa de matrimonio con subdito español contraído con 
fecha 2 de abril de 1960. 
Teniendo en cuenta que el matrimonio fue celebrado antes de la en-
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trada en vigor de la Ley de 2 de mayo de 1975, de reforma del Código 
Civil y que, por tanto, la interesada adquirió la nacionalidad española por 
el solo hecho de su matrimonio, conforme al entonces vigente artículo 21 
del Código Civil: 
Esta Dirección General ha acordado devolver a V. S. el expediente de 
opción, por ser innecesario por las razones expuestas, pudiendo la intere-
sada proceder a su inscripción como española en el Registro Civil Central 
directamente o, por auxilio registral, a través del Encargado del Registro 
Civil del domicilio, acreditando debidamente la nacionalidad española de 
su esposo y el matrimonio debidamente inscrito en el Registro Civil espa-
ñol competente. 
Puede verse el comentario a la Rs. anterior. 
1 9 
RESOLUCIÓN DE 1 4 DE OCTUBRE DE 1980.—Sobre condición de 
subdito español de un guineano. 
«En el expediente seguido a instancia de Don Enrique N'Kulu Hondo 
para ser inscrito como español en el Registro Civil, actuaciones remitidas 
a este Centro Directivo por el Juez Decano de los de Primera Instancia 
y de los de Instrucción de Madrid en trámite de recurso, en virtud del 
entablado por el promotor contra el auto dictado por dicho Juez Decano, 
que confimaba la denegación acordada por el Encargado del Registro Civil 
Central; 
RESULTANDO que fue presentado en el Registro Civil Central un es-
crito mediante el cual don Enrique N'Kulu Hondo, promovía expediente 
para ser inscrito como español en el Registro Civil y, después de invocar 
lo establecido en la Disposición Adicional Primera del Real Decreto 2987/ 
1977, que se publicó en el «Boletín Oficial del Estado de 25 de noviem-
bre de 1977, referente al reconocimiento de la nacionalidad española a los 
guiñéanos que reúnen las condiciones especificadas en aquella Disposición, 
relacionaba los siguientes hechos: 1.") Se encuentra vinculado con la Arma-
da, actualmente en situación de reservista y, en caso de movilización, adscri-
to al Departamento Marítimo del Cantábrico; 2.°) Al licenciarse de la 
Armada en el mes de abril de 1968 como militar en activo, fijó su resi-
dencia en Madrid, donde lleva residiendo ininterrumpidamente más de diez 
años; 3.°) Se encuentra casado con mujer española, hija de padres españo-
les, de cuyo matrimonio existe una hija; 4°) Desde el año 1972 es funcio-
nario contratado del Instituto Nacional de Estadística; 5.°) No ha expre-
sado en ningún momento la voluntad de renunciar a la nacionalidad espa-
ñola que afirma ha venido ostentando a lo largo de su vida y finaliza tal 
escrito con la súplica en la que reitera la pretensión de ser inscrito en el 
Registro Civil Central como español, para conseguir renovar el Documento 
Nacional de Identidad; 
RESULTANDO que se acompañaba al referido escrito una fotocopia 
de una certificación, expedida el día 16 de octubre de 1968 por el Juzgado 
Permanente núm. 2 de la jurisdicción Central del entonces denominado 
Ministerio de Marina, que contiene los datos personales del solicitante, 
cabo Primero especialista electricista de la Armada, en situación de reserva, 
situación a la que pasó el día 1 de abril de 1968, por haber finalizado 
su compromiso con la Armada, así como relación de los ascensos que obtuvo 
el mismo con enumeración de los Buques y Dependencias donde prestó 
servicio; 
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RESULTANDO que, después de tal presentación, el Encargado del 
referido Registro recabó y obtuvo las siguientes informaciones: 1) La Se-
cretaría de la Jurisdicción Central de Marina comunicó no existir antece-
dentes respecto de si el ex-cabo Primero Especialista en situación de re-
serva don Enrique N'Kulu Hondo prestó servicios en la Armada después 
del 12 de octubre de 1968, añadiendo quetales datos deben aparecer en la 
Cartilla Naval del interesado, pero que la necesaria comprobación no resulta 
factible por desconocerse el domicilio de aquél; 2) La Secretaría Técnica 
del Instituto Nacional de Estadística, en relación con el peticionario, hizo 
constar que el mismo trabajaba en la Dirección General respectiva en cali-
dad de contratado, no perteneciendo a ningún Cuerpo de la Administración 
Civil, siendo su situación la derivada del contrato laboral suscrito y que 
el referido empleo lo ejerce como subdito extranjero, previo permiso de 
trabajo, renovado la última vez el día 24 de abril de 1978, datando su 
antigüedad del 8 de abril de 1972; 
RESULTANDO que se dio vista de las anteriores comunicaciones al 
promotor de este expediente, el cual para identificarse exhibió un certifica-
do expedido por la Dirección General de Seguridad, según el cual tenía 
solictiada la renovación del D.N.I número 78.666.131 con fecha 26 de di-
ciembre de 1978, presentando aquél posteriormente un escrito en el que ex-
plicaba el extravío de su D.N.I. del cual se apropió determinado individuo 
que luego cometió una estafa por lo que fue detenido posteriormente y 
puesto a disposición judicial el autor de dicho acto delictivo, pero no pudo 
recuperar el D.N.I. en cuestión ni tampoco ocnsiguió le fuese expedido un 
nuevo documento, ello debido a las trabas y dificultades que, según explica, 
le fueron planteadas por las autoridades correspondientes, y ante la nece-
sidad de documentarse se vio obligado a solicitar pasaporte guineano ante 
su Embajada en Madrid hasta que se procediese a resolver oficialmente la 
expuesta situación, como así vino a suceder cuando se dictó el Real De-
creto 2897/1977 sic del Ministerio de Justicia, con arreglo a lo que esta-
blece la Disposición Adicional Primera, en la que estima comprendida 
la circunstancia que concurre en el firmante a cuyo fin relaciona las refe-
rencias coherentes a su condición de español; 
RESULTANDO que el Fiscal ejerciente en el citado Registro Civil Cen-
tral apreció que en el peticionario no se dan las condiciones que fija la 
Disposición Adicional del Real Decreto invocado, ya que después del 12 
de octubre de 1968 el meticionadio no ha estado al servicio de las Armas 
españolas ni ha ejercido empleo público en España como subdito español; 
RESULTANDO que el Encargado del Registro Civil Central acordó de-
negar la petición del promotor por estimar no inscribible su nacionalidad 
española ya que no había optado respecto de la misma, para motivar dicho 
acuerdo, se examinaba la propia competencia calificadora, llegándose a tal 
opinión denegatoria con un estudio comparado de las circunstancias fijadas 
en el referido Decreto y el resultado de la prueba aportada en orden a la 
pretensión deducida; 
RESULTANDO que se efectuaron las notificaciones oportunamente pre-
venidas, en consecuencia a lo cual el promotor presentó escrito al objeto 
de recurrir contra el acuerdo notificado y constar en aquél como alegacio-
nes los defectos que indicaba, referidos a la notificación practicada, subsa-
nados los cuales el recurrente aportó nuevo escrito en el que planteaba las 
siguientes alegaciones: 1.°) Consignaba los argumentos relacionados a la 
afirmación de ser uno de los guiñéanos a los que afecta la citada Dis-
posición Adicional del Real Decreto 2987/1977 y aporta el documento que 
luego será extractado, añadiendo después un resumen sobre el concepto 
que merece el Servicio Militar voluntario en la Armada y la situación de 
reservista en que estará hatsa el 1 de enero de 1980 en que le alcanzará 
la licencia absoluta; 2.°) Hace un recuento de las vicisitudes por las que 
atravesaron los ciudadanos naturales de Guinea Ecuatorial a raíz de los 
acontecimientos políticos ocurridos en ese territorio, pero que residían en 
España como «subditos» españoles, concluyendo el escrito con la preten-
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sión de que se revoque el acuerdo recurrido y sea reconocida la nacionalidad 
española del firmante y, en consecuencia, se ordene su inscripción en el 
Registro Civil Central; acompañaba los siguientes documentos: 1) Cartilla 
Militar de la Armada, integrada con diecisiete páginas y en la que consta 
que el 1 de abril de 1968 pasó a situación de servicio eventual, así como 
que pasó una revista anual en febrero de 1974; 2) Certificación expedida 
por la Dirección de Reclutamiento y Movilización del Cuartel General de 
la Armada, que contiene circunstancias personales de don Enrique N'Kulu 
Hondo; 3) Comunicación procedente del Estado Mayor de la Armada que 
contiene el párrafo siguiente: «el hecho de su admisión como voluntario 
especialista en la Marina de Guerra, evidencia a tal efecto, se le consideró 
de nacionalidad española, y su situación actual como incluido en la Reser-
va, le sujeta al servicio de las armas, como tal ciudadano español en caso 
de moviHzación; esta comunicación dirigida al peticionario es de fecha 5 
de julio de 1979; 
RESULTANDO que se dio vista de la referida impugnación al Fiscal 
de Distrito ejerciente en el referido Registro y por lo que el mismo inte-
resó se recabó de la Dirección General la oportuna información de la que 
se comprobó que por Resolución de 16 de junio de 1978 se acordó no 
aprobar la opción a la nacionalidad española realizada por don Enrique 
N'Kulu Hondo Nchama ante el Juzgado de Distrito número 30 de Madrid, 
al amparo del Real Decreto 2987/77 de 28 de octubre, por interés u 
orden público, emitiendo sucesivamente el siguiente informe: 1.°) Que aun 
cuando el artículo 358 del Reglamento dispone que no pueden presentarse 
nuevos documentos con el escrito de recurso, no ve inconveniente en que 
queden unidos los presentados al expediente de su razón; 2°) Que da 
por reproducido el informe que emitió anteriormente; 3.°) Que la nueva 
prueba traída a las actuaciones acreditan en forma incuestionable que el 
promotor, antes de que iniciara ninguna actuación en el Registro Civil 
Central se consideraba subdito guineano; 4.") En todo caso el promotor 
no ha acreditado en forma alguna que haya optado a la nacionalidad espa-
ñola a los efectos de la Disposición adicional repetida; 
RESULTANDO que el Encargado del Registro Civil Central emitió el 
preceptivo informe en el que esencialmente mantiene las consideraciones 
que contiene la parte dispositiva del auto recurrido, haciendo constar que 
los documentos que han sido unidos por el recurrente a su escrito de re-
curso en nada desvirtúan los hechos recogidos en los resultandos del 
referido auto, puesto que la situación de reservista acredita que el intere-
sado no ha prestado los servicios activos a las armas españolas, después 
del 1 de octubre de 1968, que exige el Real Decreto, aparte de que sólo 
ha acudido a este camino, después de que se le denegó la opción expresa 
que formuló a la nacionalidad española; 
RESULTANDO que se recibieron las actuaciones en el Decanato de los 
Juzgados de Primera Instancia y de los de Instrucción de Madrid y el 
representante del Ministerio Fiscal en el mismo ejerciente informó en el 
sentido de que se oponía al recurso de apelación interpuesto, haciendo 
suyas las razones expuestas por el Encargado del Registro Civil Central; 
RESULTANDO que el Juez Decano de los de Primera Instancia reses-
timó el recurso interpuesto denegando la pretensión inicial, por lo que 
debía mantenerse la resolución impugnada motivando tal acuerdo en cuanto 
determinan los artículos 1 y 15 de la Ley del Registro Civil y habido cuen-
ta que si bien don Enrique N'Kulu Hondo optó a la nacionalidad española 
con posterioridad al 12 de octubre de 1968, por lo que habría de enten-
derse que el mismo se consideraba a la fecha de su petición como extran-
jero y con derecho a realizar aquella opción, le fue denegada la misma por 
Resolución de 16 de junio de 1978, por interés de orden público no concu-
rriendo consecuentemente en el solicitante ninguno de los supuestos pre-
cisos para ser inscrito su nacimiento en el Registro Civil español; 
RESULTANDO que se efectuaron las notificaciones oportunas y, en 
consecuencia, el promotor interpuso sucesivo recurso contra el acuerdo del 
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Juez de Primera Instancia por estimar que no se ajustaba a Derecho, pre-
sentando escrito en el que esencialmente reproducía las alegaciones conte-
nidas en el escrito motivado por su anterior disconformidad; 
RESULTANDO que sucesivamente, el Ministerio Fiscal informó en el 
sentido de entender era procedente la desestimación del recurso de alzada, 
debiendo confirmarse el auto recurrido que el informante, a efectos de 
argumentación, hacía suyo; 
RESULTANDO que el Juez de Primera Instancia Decano, al formular 
al reglamentario informe hizo constar que, sin perjuicio de dar por repro-
ducidos los considerandos de las dos resoluciones sucesivas que son objeto 
del recurso, es oportuno poner de relieve que el solicitante instó la nacio-
nalidad española ante el Juzgado que menciona y al amparo del Real De-
creto 2987/77, tantas veces mencionado, pero tal pretensión no fue apro-
bada según Resolución de la Dirección General dictada en fecha 16 de junio 
de 1978, como así consta en el correspondiente folio de estas actauciones; 
RESULTANDO que, no obstante la propuesta del Servicio, el Subdi-
rector entendió que procedía, para mejor proveer, que el solicitante acre-
dite que, tras el 12 de octubre de 1968 y antes de la entrada en vigor 
del Real Decreto 2987/1977 de 28 de octubre, cumplió con las obligacio-
nes que le impone la situación militar de reserva y, en particular, con las 
reservas militares periódicas exigidas a los reservistas, con indicación pre-
cisa de sus fechas y demás circunstancias; todo ello teniendo en cuenta los 
siguientes argumentos: 
1° Que la disposición adicional 1.* del Real Decreto 2987/1977 de 28 
de octubre, «reconoce a todos los efectos que los guiñéanos que, tras el 
12 de octubre de 1968, hubiesen estado al servicio de las Armas españolas 
o ejercido cargo o empleo público de España como subditos españoles opta-
ron por seguir teniendo esta condición». 
2." Que en esta norma el estado español se limita a reconocer la per-
sistencia de los vínculos con España, de aquellos guiñéanos que, no obstan-
te la independencia de Guinea, continuaron como subditos españoles vo-
luntariamente insertos en la organización jurídico-pública de la nación, y 
precisamente al servicio de aquellos puestos que son, en principio, exclusi-
vos constitucionalmente de los españoles: las Armas españolas o los cargos 
o empleos públicos de España; 
3." Que en el presente caso aparece acreditado por documento autén-
tico que el solicitante, cuya condición de guineano no se discute, se encon-
traba, tras el 12 de octubre de 1968, día de la independencia de Guinea, 
en situación de reserva como cabo primero, afecto al Centro de Recluta-
miento y Movilización de la Comandancia Militar de Marina de Las Palmas 
de Gran Canaria; 
4." Que la situación militar de reserva implica, por parte del Estado 
español, que el solicitante sigue considerado al serviico de las Armas espa-
ñolas como subdito español; en efecto la Ley General del Servicio Militar 
55/1968, de 27 de julio considera la situación de «reserva», como una de 
las situaciones que integran la otal duración del Servicio Militar, y el sujeto 
a ella, aunque haya terminado el período activo, sigue integrado —en este 
caso como Cabo Primero— en los cuadros militares (cfr. art. 74 de la Ley) 
y sometido a especiales deberes militares (posible movilización, reincorpo-
raciones periódicas, revistas periódicas) (cfr. arts. 77 y 79 de la misma Ley 
citada); y siempre como subdito español, pues —aparte unidades de excep-
ción— «en tiempo de paz ningún extranjero podrá servir en las Fuerzas 
Armadas españolas» (art. 2° de la citada Ley). 
5° Que, sin embargo, el simple dato de la pertenencia a la situación de 
reserva no basta por sí para considerar que, no obstante la independencia 
de Guinea, el solicitante siguió siendo subdito español, porque para ello ha 
de acreditarse que tal guineano ha cumplido efectivamente las mínimas 
obligaciones militares que la situación de reserva produce, pues es este 
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efectivo cumplimiento el que puede ser considerado, conforme al citado 
Decreto de 1977, como opción personal por su encuadramiento en la orga-
nización militar española y con ello, en la comunidad nacional; 
Vistos los artículos 15 y 98 de la Ley del Registro Civil, 66 yl 371 
del Reglamento del Registro civil y el Real Decreto 2.987/1977, de 28 de 
octubre, sobre concesión de la nacionalidad española a determinados gui-
ñéanos; 
CONSIDERANDO que el promotor, nacido en Guinea Ecuatorial, pre-
tende que se haga constar en el Registro que, no obstante la independencia 
de Guiea, él sigue siendo subdito español, por tratarse de uno de los gui-
ñéanos que ha de entenderse que han optado, sin necesidad de declaración 
expresa, por seguir teniendo la condición de subditos españoles, conforme 
a la disposición adicional primera del Real Decreto 2.987/1977, de 28 de 
octubre; 
CONSIDERANDO que este beneficio lo reconoce la disposición citada 
exclusivamente a los guiñéanos «que, tras el 12 de octubre de 1968, hu-
bieran estado al servicio de las Armas españolas o ejercido cargo o empleo 
público en España como subditos españoles» y, pese a sus alegaciones, 
ninguna de estas circunstancias concurre en el solicitante, ya que, en cuanto 
a su trabajo en el Instituto Nacional de Estadística, lo presta o ha prestado, 
según la certificación acompañada, como extranjero contratado y no perte-
neciente a Cuerpo de la Administración Civil, y, respecto de su servicio 
en la Marina, consta también auténticamente que el interesado, hoy ya 
en licencia absoluta, pasó a la situación de reserva el día 1 de abril de 
1968; 
CONSIDERANDO que esta situación de reserva sólo supone el some-
timiento a ciertas obligaciones militares v el servicio activo eventual para 
caso de movilización, que no ha tenido lugar, por lo que no puede equi-
pararse con al situación de servicio activo real a la que indudablemente 
se refiere la disposición adicional mencionada, de acuerdo con su finalidad, 
y en paralelismo con el ejercicio que del cargo o empleo público se exige 
sin que baste la situación de excedencia; pues de otro modo, resultarían 
como españoles un número considerable de excedentes y reservistas cuya 
dedicación y actividad ulteriores al 12 de octubre de 1968 eran ajenas al 
Estado español; 
CONSIDERANDO que, con arreglo a los artículos 98 de la Ley del 
Registro Civil y 371 de su Reglamento, son gratuitas las actuaciones segui-
das, al no apreciarse temeridad en el recurrente; 
Esta Dirección General( de conformidad con la propuesta del Servicio 
ha acordado: 
1." Desestimar el recurso interpuesto. 
2." Declarar la gratuidad de estas actuaciones. 
Sobre la situación de los guiñéanos tras la descolonización en cuanto 
a la nacionalidad española puede verse Peña y Bernaldo de Quirós, o.c, 
págs. 569 a 571. 
20 
CIRCULAR DE 8 DE JULIO DE 1981.—Sobre inscripciones de naci-
miento derivadas de la opción a la nacionalidad española por ra-
zón de matrimonio. 
Con la finalidad de evitar retrasos en la tramitación, la regla séptima del 
artículo 233 del Reglamento del Registro Civil prevé que, en ciertas con-
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diciones y una vez recaída la Orden Ministerial aprobando la opción, puede 
remitir directamente la Dirección General la documentación oportuna al 
Registro competente para la práctica de la inscripción marginal que proceda, 
el cual es en la inmensa mayoría de las ocasiones el Registro Civil Central, 
por tratarse de nacimientos ocurridos en el extranjero y estar el promotor 
domiciliado en España (Cfr. arts. 16 L.R.C. y 68 R.R.C.). 
Para que esta previsión, de utilidad evidente para los particulares, pue-
da llevarse a la práctica, resulta preciso que, al mismo tiempo que se le-
vanta la oportuna acta por duplicado (artículo 233, regla I." R.R.C.) el 
optante cumplimente la «declaración de datos para la inscripción de naci-
miento en el Registro Civil Central» según modelo impreso que se adjunta, 
acompañando la certificación del Registro Civil de su país de origen rela-
tiva a su nacimiento, debidamente legalizada. Igualmente, si aquél tuviese 
hijos sujetos a la patria potestad, a los que se extenderá la adquisición de 
la nacionalidad española y cuyo nacimiento, recurrido en el extranjero, no 
conste inscrito en Registro español, habrá de cumplimentarse también las 
hojas declaratorias de datos de los mismos y acompañar con ellas a las ac-
tuaciones las certificaciones del Registro Civil del país de origen, acredita-
tivas del nacimiento de dichos hijos, debidamente legalizadas. Finalmente, 
si los hijos sometidos a la patria potestad del optante hubieran nacido en 
España, bastará que se indiquen los datos regístrales de sus inscripciones de 
nacimiento, a fin de que se extiendan en su día las notas de referencia a 
que se refiere el artículo 236 del Reglamento del Registro Civil. 
En resumen, pues, los Jueces Encargados de los Registros Civiles, cuan-
do la persona que opte a la nacionalidad española por razón de matrimo-
nio haya nacido en el extranjero, procurarán que el optante cumpla lo 
siguiente: 
1." Rellenar la declaración de datos para la inscripción de nacimiento 
del optante en el Registro Civil Central, conforme al modelo adjunto. 
2.° Rellenar esa misma declaración con respecto a los hijos de aquél, 
sujetos a la patria potestad y a los que ha de extenderse la nacionalidad 
española de su progenitor, cuando éstos hayan nacido también en el extran-
jero. 
3.° Acompañar las certificaciones, legalizadas, de nacimiento antes indi-
cadas y, de no ser posible, manifestarlo así y unir las pruebas que se posean 
sobre tales nacimientos. 
4.° Facilitar los datos regístrales de las inscripciones de nacimiento de 
los hijos sometidos a la patria potestad, cuando los mismos hayan nacido 
en España. 
Todo ello debe ser remitido por Vuestras Señorías a esta Dirección 
General junto con el duplicado del acta de opción por matrimonio, para 
facilitar y agilizar su tramitación. 
Ver la Rs. de 6 de julio de 1981 y su comentario. 
II.3.—PÉRDIDA DE LA NACIONALIDAD. 
Ver, para todas las resoluciones de este epígrafe, el comentario gene-
ral a la pérdida de la nacionalidad que se hace en el de la Rs. de 11 de 
mayo de 1977. 
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RESOLUCIÓN DE 3 DE ENERO DE 1978.—Inscripción de pérdida de 
nacionalidad. 
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En el expediente sobre inscripción de pérdida de la nacionalidad espa-
ñola, instruido en ese Juzgado a instancia de don Manuel Alvarez Alonso. 
RESULTANDO que, por escrito presentado ante el Juez de Distrito 
Decano de los de Oviedo, don Manuel Alvarez Alonso, mayor de edad, 
casado, jubilado, de nacionalidad cubana y vecino de Oviedo, incoo el opor-
tuno expediente para obtener la inscripción de la pérdida de su nacionali-
dad española originaria, relacionando a tal fin los siguientes hechos: 1.°) 
Que nació en Oviedo el día 26 de octubre de 1902, siendo español de 
origen, y 2°) Que se trasladó a Cuba en el año 1917 y adquirió la nacio-
nalidad cubana voluntariamente en el año 1938, conservando desde enton-
ces esta ciudadanía. Invocó como fundamento de derecho el artículo 232 
del Reglamento del Registro Civil; 
RESULTANDO que, a su anterior escrito, acompañó fotocopias, debida-
mente testimoniadas por el Secretario del Juzgado, de su pasaporte cubano 
en vigor, y de una certificación del Secretario de Estado de la República 
de Cuba, por la que se concede la carta de naturaleza cubana, con fecha 
29 de diciembre de 1938, a don Manuel Alvarez y Alonso, natural de San 
Pedro de los Arcos, Oviedo, de 36 años de edad, soltero, hijo de José 
y de Isabel; 
RESULTANDO que, ratificado el peticionario en su solicitud, se publi-
có el oportuno edicto en la Oficina instructora, sin formularse oposición; se 
practicó la información testifical ofrecida con intervención de dos decla-
rantes, quienes manifestaron constarles de ciencia propia la veracidad de 
lo afirmado por el promotor, y fueron elevadas las actuaciones a este Cen-
tro, previo los informes favorables a lo pretendido del Ministerio Fiscal 
y del Juez Encargado; 
RESULTANDO que, ordenado por la Dirección para mejor proveer, se 
acompañó a lo actuado la certificación literal de nacimiento de Manuel 
Alvarez Alonso, nacido el día 26 de octubre de 1902 en la Parroquia de 
San Pedro de los Arcos de Oviedo, siendo hijo legítimo e José Alvarez y 
de Isabel Alonso, naturales respectivamente de San Pedro de los Arcos 
y de Oviedo. 
Vistos los artículos 20 del Código Civil en su redacción originaria, 
22 del Código Civil en su redacción actual, 67 de la Ley del Registro Civil 
y 232 del Reglamento del Registro Civil. 
CONSIDERANDO que en el expediente ha quedado suficientemente 
acreditado —aunque no con documentación auténtica, por falta de legali-
zación— que el promotor adquirió voluntariamente la nacionalidad cubana 
en el año 1938, lo que determinaba, de acuerdo con el artículo 20 del 
Código Civil en su redacción entonces vigente, la pérdida automática de su 
nacionalidad española originaria, sin necesidad de cumplirse los requisitos 
hoy exigidos a este efecto por el artículo 22 del propio Código Civil. 
Esta Dirección General ha acordado aprobar el expediente y ordenar en 
consecuencia que al margen de la inscripción de nacimiento del solicitante, 
obrante al Tomo 91, página 504, del Registro Civil de Oviedo, se inscriba 
la pérdida de su nacionalidad española por adquisición voluntaria de la 
cubana. 
OBSERVACIONES.—El artículo 20 C.c. en su redacción originaria dis-
ponía: «20. La calidad de español se pierde por adquirir naturaleza en 
país extranjero, o por admitir empleo de otro Gobierno, o entrar al ser-
vicio de las armas de una potencia extranjera sin licencia del Rey». 
Los requisitos exigidos por la legislación vigente para la pérdida de 
la nacionalidad pueden verse en el comentario a la Rs. de 11 de mayo 
de 1977. 
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RESOLUCIÓN DE 3 0 DE ENERO DE 1978.—Inscripción de pérdida 
de nacionalidad. 
Se devuelve el adjunto expediente sobre inscripción de pérdida de la 
nacionalidad española por adquisición voluntaria de otra nacionalidad, toda 
vez que, por virtud de lo dispuesto en los artículos 232, 342 y 365 del 
Reglamento del Registro Civil, en su nueva redacción por Real Decreto 
de 1.° de diciembre de 1977, tal expediente ya no es de la competencia 
directa de esta Dirección, sino que, de acuerdo con la regla general con-
tenida en el artículo 342 debe ser resuelto en este caso por el Juez de 
Primera Instancia correspondiente al lugar donde esté inscrito el naci-
miento y al cual deben ser enviadas las actuaciones a través del Juez En-
cargado competente para la instrucción (cfr. arts. 348 y 342, 2° párrafo, 
R. R. C). 
2 3 
RESOLUCIÓN DE 1 4 DE ENERO DE 1981.—Por la que se declara no 
acreditada la pérdida de la nacionalidad española y se ordena la 
cancelación de la inscripción practicada. 
«En el expediente sobre inscripción de pérdida de la nacionalidad es-
pañola de doña Ellen Gudru SchMab Kohlhepp, actuaciones remitidas a 
este Centro en trámite de recurso por virtud del entablado por ésta contra 
el auto dictado por el Cónsul General de España en Francfort, que orde-
naba aquella inscripción; 
RESULTANDO que el Canciller del Consulado General de España en 
Francfort, en funciones de Ministerio Fiscal, presentó escrito en el Con-
sulado por el que promovió la inscripción de la pérdida de la nacionalidad 
española de doña Ellen Schnab Kohlhepp, relacionando los siguientes he-
chos; 1) Que en su día compareció en ese Consulado General don Ilde-
fonso Sánchez-Moreno Masegosa, al efecto de solicitar la renovación del 
pasaporte español doña Ellen Schwab Kohlhepp, y al examinar el pasa-
porte pudo comprobarse que no tenía estampado el permiso de residencia 
de la República Federal de Alemaania; 2) Que esta circunstancia motivó 
que se interrogase al marido sobre si su esposa seguía conservando su na-
cionalidad alemana de origen, a lo que contestó afirmativamente; 3) Que, 
excepto la inscripción del matrimonio entre las dos personas citadas, no 
figura ningún otro asiento relativo a la esposa en el Registro Civil del Con-
sulado, y 4) Que hay que concluir que doña Ellen Schwab ha perdido la 
nacionalidad española que adquirió por matrimonio con español, por apli-
cación de la doctrina contenida en la Circular de lo Dirección General de 
los Registros de 22 de mayo de 1975 y en la Instrucción del propio Cen-
tro de 11 de diciembre de 1975, por lo que debe practicarse en el Registro 
el asiento correspondiente, conforme al artículo 232 del Reglamento del 
Registro Civil, para lo que está el Ministerio Fiscal legitimado según los 
artículos 24 y 26 de la Ley del Registro Civil; 
RESULTANDO que, admitido este escrito, se unió a las actuaciones 
una certificación negativa de la inscripción de nacimiento en el Registro 
del Consulado de doña Ellen Schwab, nacida en Francfort el 10 de di-
ciembre de 1938, así como una certificación literal del matrimonio contraído 
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en Francfort del Main el día 4 de marzo de 1961, entre don Ildefonso 
Sánchez-Moreno Masegosa, nacido en Madrid y cuyos datos de la inscrip-
ción de nacimiento se hacen constar, y doña Ellen Schwab (sic.) Kohlhepp, 
nacida en Francfort/Main; 
RESULTANDO que, notificada la incoación del expediente a la inte-
resada, ésta compareció en el Consulado y a preguntas del señor Cónsul con-
testó que es cierto que conserva su nacionalidad alemana, ya que no re-
nunció a ella al casarse, al no exigírselo la Ley nacional de su país; tam-
bién contestó que es cierto que sus hijos Joaquín y Ulrike Sánchez-Moreno 
Schwab tienen la nacionalidad alemana, puesto que el 21 de octubre de 
1976 solicitó y obtuvo para ellos esta nacionalidad, acogiéndose a la nueva 
legislación dictada en la República Federal; 
RESULTANDO que seguidamente la interesada presentó un escrito de 
alegaciones en el que expone lo siguiente; 1) Que adquirió la nacionalidad 
española en 1961 por razón de su matrimonio con español, conforme a 
lo que establecía el artículo 21 del Código Civil en su redacción por la 
Ley de 15 de julio de 1954, y esta adquisición fue automática y sin posi-
bilidad de declinar la adquisición de la nacionalidad, dijera lo que dijera 
la ley nacional de la esposa extranjera; 2) Que, a pesar de lo dispuesto 
en los artículos 15 de la Ley del Registro Civil y 66 de su Reglamento, y 
en la obligación oficial de procurar la concordancia entre el Registro y la 
realidad, no está inscrito su nacimiento en el Registro Civil del Consulado, 
como tampoco lo estaráan los de todas las esposas extranjeras casadas con 
español en la demarcación registral de Francfort, ni, desde luego, tampoco 
se han practicado las notas de referencia que impone el artículo 237 del 
Reglamento del Registro Civil; 3) Que en esta situación estaba hasta la 
promulgación de la Ley de 2 de mayo de 1975, de la que transcribe su 
artículo 21 y la Disposición transitoria, en su párrafo 2°; 4) Que la inter-
pretación de esta disposición llevada a cabo por la Circular de 22 de mayo 
de 1975 y por la Instrucción de 11 de diciembre de 1975 es totalmente 
errónea al deducir que se ha introducido una nueva forma de pérdida de 
la nacionalidad española, cuando lo cierto es que aquella disposición sólo 
dice que esas mujeres casadas podrán recuperar su nacionalidad anterior y 
nada más, sin que haya retroactividad de ninguna clase en la repetida dis-
posición ni en el artículo 21, que sólo consagran una facultad; 5) Que esa 
interpretación conduce a un verdadero despojo de la nacionalidad, sin que 
pueda prevalecer frente a la Ley, dado el ínfimo rango de las disposicio-
nes administrativas y lo establecido por los artículos 1." y 2° del Código 
Civil y por el artículo 11 de la Constitución; 
RESULTANDO que el Canciller del Consulado emitió dictamen favora-
ble a la inscripción marginal de pérdida de la nacionalidad, por estimar 
suficientemente acreditado el hecho y de conformidad con los artículos 
323 y 342 del Reglamento del Registro Civil, y a continuación el Cónsul 
General de España en Francfort dictó auto declarando la pérdida automá-
tica de la nacionalidad española de doña Ellen Schwab Kohlhepp; para lle-
gar a esta conclusión transcribe los artículos 11 de la Constitución, 19 y 
21 del Código Civil y la parte pertinente de la Circular de 22 de mayo 
de 1975 y de la Instrucción de 11 de diciembre del propio año; 
RESULTANDO que este auto fue comunicado por escrito a la inte-
resada con fecha 18 de mayo de 1979 y en 6 de junio siguiente se prac-
ticó, según diligencia que figura en las actuaciones, la inscripción de la 
pérdida de nacionalidad acordada; 
RESULTANDO que, como consecuencia de esa notificación, la intere-
sada y su esposo, además de dirigir diversas cartas e instancias al Minis-
terio de Asuntos Exteriores, fundamentalmente para conseguir que se ex-
pidiera a aquélla nuevo pasaporte español, pusieron de manifiesto en ins-
tancia dirigida a esta Dirección General los defectos de la notificación ex-
presada, en la que sólo se señalaba el contenido del fallo y no su fun-
damentación y que el auto era recurrible ante la Dirección General de los 
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Registros conforme al artículo 9.° (sic.) de la Ley del Registro Civli; en 
esta instancia, se indicaba que este artículo en nada tiene que ver con el 
recurso, aparte de que no se les había indicado plazo para recurrir, ni apa-
rece relación de hechos, ni fundamentos de derecho; 
RESULTANDO que, tras ciertas incidencias y cruces de cartas entre 
los interesados y el Cónsul General de España en Francfort, por lo que 
ordenó la Dirección éste notificó, con fecha 27 de noviembre de 1979 el 
auto dictado, por lectura íntegra y entrega le copia literal del mismo y 
con la advertencia de que podía recurrir ante el Centro Directivo en el 
plazo de quince días hábiles, lo que motivó que la interesada presentase 
recurso ante la Dirección General de los Registros, en escrito que tuvo su 
entrada en el Registro General del Ministerio el día 13 de diciembre 
siguiente, en el que se suplica la revocación del auto apelado y la cance-
lación, en su caso, de la inscripción practicada; este escrito, además de 
una minuciosa exposición de los hechos y de todas las incidencias en las 
actuaciones, contiene las alegaciones siguientes: a) La Ley de 2 de mayo 
de 1975 pudo tener como finalidad acabar con situaciones de doble na-
cionalidad por razón de matrimonio, pero no lo ha conseguido porque 
aparte del híbrido de la doble nacionalidad convenida con países ibero-
americanos, lo cierto es que la doble nacionalidad de hecho se da en la 
vida diaria y no hay Ley que la pueda impedir, siendo buena prueba de 
ello el Convenio de establecimiento hispanoalemán, de fecha 23 de abril 
de 1976, en cuyo artículo 6." se contempla esta posibilidad; b) A pesar del 
artículo 21 del Código, la doble nacionalidad de hecho y por razón de 
matrimonio puede existir en el caso tan posible de que una española 
contraiga matrimonio con un subdito extranjero cuya Ley le imponga esta 
nacionalidad, ya que entonces la española seguirá también siendo española; 
c) Ni del artículo 21, ni de la disposición transitoria de la Ley de 2 de 
mayo de 1975, se deduce para nada que la extranjera casada con español 
antes de esta Ley pierda la nacionalidad española que adquirió en su mo-
mento automáticamente, y no hay por qué obligar a estas españolas a acu-
dir al nuevo mecanismo de la opción por matrionio que sólo está previsto 
para cónyuges extranjeros; d) Si la pérdida no está regulada en la Ley, se 
está infringiendo el artículo 11 de la Constitución, pues una Circular y 
una Instrucción no tienen rango para producir ese efecto; y e) concluye 
denunciando que ante ese despojo acudirá, si es preciso, ante el Tribunal 
Supremo, y que la actuación del Cónsul al no expedirle pasaporte es arbi-
traria e infringe, a su juicio, el artículo 232 del Reglamento del Registro 
Civil, además de la gran demora sufrida en la iniciación y en la tramitación 
del expediente, contra los principios de celeridad y economía y por inse-
guridad en los conocimientos jurídicos; 
RESULTANDO que la Dirección General en cumplimiento del artículo 
358 del Reglamento, ordenó que se notificase la interposición del recurso 
al Canciller del Consulado en funciones de Ministerio Fiscal, pero por 
extravío sufrido en la remisión, no se cumplimentó este trámite hasta el 
día 19 de julio de 1980, dando lugar a que el Canciller, en fase de alegacio-
nes, informara que debía mantenerse el auto recurrido y, seguidamente, 
el Cónsul elevó las actuaciones a este Centro, haciendo constar en su in-
forme que el auto apelado está en todo conforme a la Circular de 22 de 
mayo de 1975 y a la Instrucción de 11 de diciembre de 1975, y que el 
hecho de que daño Ellen Schwab esté en posesión de pasaporte alemán, 
haya inscrito a sus hijos como alemanes en el Registro local, haya conser-
vado siempre su nacionalidad alemana, no habiendo estado nunca sometidas 
a las leyes de extranjeros en este país y habiendo hecho siempre uso de 
los derechos que corresponden a los alemanes, son elementos suficientes 
para entender que se ha producido un asentimiento a su nacionalidad an-
terior por una conducta libre y concluyeme; se añade que la interesada, 
si lo desea, puede pedir ahora la nacionalidad española por la opción que 
establece el artículo 21, aunque eso sí, renunciando a su nacionalidad ale-
mana, y que la nacionalidad, además de punto de conexión en materias de 
estatuto personal, aparece como presupuesto de derechos y deberes a los 
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que hay que hacer frente sin que quepa sustraerse a los mismos por el 
juego de la doble nacionalidad y aprovechándose de una u otra según las 
circunstancias; 
Vistos los artículos 11 de la Constitución; 21 y 22 del Código Civil; 
67 y 98 de la Ley del Registro Civil; 232, 342 y 371 del Reglamento del 
Registro Civil; la Disposición transitoria de la Ley de 22 de mayo de 
1975, la Circular de 22 de mayo de 1975, la Instrucción de 11 de diciem-
bre de 1975; y las Resoluciones de 15 de marzo de 1960, 28 de abril 
de 1963, 19 de noviembre de 1964, 5 de abril y 8 de septiembre de 1965, 
15 de marzo y 31 de diciembre de 1966, 17 de marzo y 30 de noviembre 
de 1967, 29 de julio y 24 de septiembre de 1971, 7 de julio de 1972, 
8 de junio y 19 de julio de 1973, 21 de enero, 31 de marzo, 12 de abril, 
7 de mayo, 13 de junio, 17 de julio, 11 de agosto y 26 de noviembre de 
1975, 17 y 18 de febrero, 13 de marzo, 29 de abril, 20 de julio, 28 de 
septiembre y 15 y 16 de dociembre de 1976 y 11 de mayo de 1977. 
CONSIDERANDO que son hechos probados en el expediente los si-
guientes: a) que la interesada, alemana de origen, adquirió automática-
mente la nacionalidad española como consecuencia de su matrimono con 
ciudadano español, celebrado en 1961; b) que, no obstante lo anterior, 
conservó, y sigue conservando, su nacionalidad originaria, de acuerdo con 
la legislación alemana, y c) que en 6 de abril de 1979 afirma ante el Con-
sulado «que conserva su nacionalidad alemana» y que además tiene adqui-
rida la española; y que «el 21 de octubre de 1976, acogiéndose a la nueva 
legislación dictada en la República Federal alemana, solicitó y obtuvo la 
nacionalidad alemana para sus hijos»; 
CONSIDERANDO que la especial situación de las mujeres extranjeras, 
casadas con español antes de la entrada en vigor de la Ley de 2 de mayo 
de 1975, fue abordada por el párrafo segundo de la disposición transitoria 
de esta Ley, a cuyo tenor: «El régimen establecido en la nueva redacción 
del artículo 21 del Código Civil, será también aplicable a la mujer extran-
jera casada con español antes de la entrada en vigor de la presente Ley 
y, en consecuencia, podrá recuperar su anterior nacionalidad con arreglo a 
su Ley de origen»; 
CONSIDERANDO que la interpretación de este precepto —a todas 
luces confuso— ha sido llevado a cabo por la Circular de esta Dirección, 
de 22 de mayo de 1975 (Epígrafe V), así como por la Instrucción de 11 
de diciembre del propio año, cuya doctrina puede sintetizarse del modo 
siguiente: 1) Las mujeres casadas, que se encuentren en la situación ex-
presada, adquirieron la nacionalidad española, le asignaba la respectiva le-
gislación extranjera; 
CONSIDERANDO que esta conclusión no constituye ninguna novedad 
del ordenamiento español ni de la doctrina de la Dirección sobre este punto, 
puesto que se trata solamente de la aplicación a este supuesto especial del 
criterio general sobre la pérdida de la nacionalidad española, por asenti-
miento voluntario a una nacionalidad extranjera; en efecto; y con la única 
salvedad de no exigirse en este caso los requisitos que para la eficacia de 
la pérdida impone el artículo 22 del Código civil, es ya doctrina muy reite-
rada del Centro Directivo que la pérdida de la nacionalidad española por 
adquisición voluntaria de otra nacionalidad, a que se refiere el citado 
artículo 22, tiene lugar en cuanto el español capaz asiente voluntariamente 
a la nacionalidad extranjera que viniere ostentando, sin que se requiera 
forma especial para esta aceptación que puede manifestarse expresa o tá-
citamente, a través de actos libres y concluyentes; 
CONSIDERANDO que este resultado es el único congruente con la idea 
de que pasar voluntariamente a ser miembro de otra comunidad nacional 
«no es compatible, en la concepción vigente, con los deberes de fidelidad 
a la nación y con el carácter que de sujeto de poder político sobre los 
destinos de ella tiene, al menos en potencia, todo miembro de la comuni-
dad española: lo que no excluye que el Estado español, no los individuos, 
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establezcan con determinadas comunidades nacionales afines una cierta 
intercomunicación» (cf. Resoluciones de 8 de junio y de 19 de julio de 
1973); concepción, ésta, que se manifiesta en el Código, tanto al regular 
la adquisición o readquisición voluntaria de nacionalidad española, puesto 
que se exige la renuncia previa a la nacionalidad (cf. artículos 18, Í9, 24 y 
25 del Código civil), y, en concreto, al regular la adquisición por razón 
de matrimonio (cf. artículo 21 que se refiere al artículo 19), como al re-
gular la pérdida por adquisición voluntaria de otra nacionalidad (cf. art. 22 
del Código civil); y que está presente también en la misma Constitución, 
ya que en su artículo 11 presupone que sólo por excepción la adquisición 
voluntaria de la nacionalidad extranjera no comportará la pérdida de la 
nacionalidad española; 
CONSIDERANDO que en este supuesto, sin embargo, no aparece acre-
ditada la voluntad de doña Ellen de querer conservar la nacionalidad ale-
mana, con el carácter indubitado que, a efectos de pérdida de la nacio-
nalidad española, debe exigirse: 1." Porque las manifestaciones realizadas 
en este expediente no son por sí concluyentes ya que expresan meramente 
un hecho independiente de la voluntad: que la ley alemana le atribuye 
la nacionalidad alemana, y, a lo sumo, un deseo, el de conservar las dos 
nacionalidades, lo que no equivale a la expresa e incondicionada declara-
ción de querer conservar la nacionalidad alemana. 2° Porque solicitar y 
obtener la nacionalidad alemana para los hijos, no es por sí tampoco con-
cluyente en el sentido indicado, ya que no se ha acreditado que sea nece-
sario para que los hijos adquieran tal nacionalidad que la madre sea ale-
mana al tiempo de solicitar tal nacionalidad para sus hijos, pues pudo haber 
bastado que, conforme a la ley alemana, la madre fuera alemana en el 
momento en que los hijos nacieron, aunque perdiera esta nacionalidad des-
pués; y la voluntad que valora, para la pérdida, la Ley española no es 
la referida a una nacionalidad pasada, atribuida con anterioridad a la Ley 
española de 1975, sino a la nacionalidad que, con posterioridad a esta 
Ley, le podía seguir asignando la Ley alemana; 
CONSIDERANDO que con arreglo al artículo 98 de la Ley del Re-
gistro Civil, son gratuitas estas actuaciones; 
Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria: 
1." Estimar el recurso, y con revocación del auto apelado, declarar no 
acreditada la pérdida de la nacionalidad española sin prejuzgar que no 
la puede haber perdido por acto de voluntad concluyente aún no acreditado. 
2° Ordenar cancelar la inscripción de pérdida. 
3." Declarar la gratuidad de todas las actuaciones seguidas. 
2 4 
RESOLUCIÓN DE 2 6 DE FEBRERO DE 1981.—Pérdida de la naciona-
lidad. Requisitos. 
«En el expediente sobre inscripción de pérdida de la nacionalidad es-
pañola, actuaciones remitidas a este Centro en trámite de recurso por vir-
tud del entablado por el promotor contra el auto dictado por el Juez De-
cano de los de Primera Instancia de Madrid, que denegaba el asiento 
solicitado; 
RESULTANDO que, por escrito presentado al Registro Civil Central, 
don Felipe Gutiérrez Estévez, de diecinueve años de edad, soltero y veci-
no de Vigo, solicitó con fecha 22 de febrero de 1979 que se inscribiese en 
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el Registro citado, al margen de la inscripción de su nacimiento, la pérdida 
de su nacionalidad española por ostentar la brasileña; exponía que nació 
en Río de Janeiro el 7 de julio de 1959, según justifica con la fotocopia 
de la certificación expedida por el Registro Civil Central, habiendo sido 
emancipado por concesión de su padre, titular de la patria potestad, en 16 
de diciembre de 1977, según escritura autorizada por un Notario de Vigo; 
añadía que, cumplidos los requisitos exigidos por este país, adquirió Ja 
nacionalidad brasileña, conforme acredita con el título de nacionalidad ex-
pedido en 11 de agosto de 1976 por el Cónsul General de esta nación en 
Vigo; 
RESULTANDO que en este escrito no se invocaban fundamentos de 
derecho y al mismo se acompañaron, además de copia de la escritura de 
emancipación, una fotocopia del título de nacionalidad brasileña, junto con 
su traducción, así como otra fotocopia de un certificado de reclutamiento 
militar, y su traducción, expedido por el Consulado General de Brasil en 
Vigo el 5 de septiembre de 1977 y válido hasta el 31 de diciembre de 
1977, donde se hace constar que don Felipe Gutiérrez Estévez reside en 
Vigo y que la concesión de su reclutamiento quedará cancelada cuando su 
beneficiario ingrese al Brasil, para quedar entonces sujeto a incorporación 
en la Región militar que corresponda; 
RESULTANDO que, una vez ratificado el peticionario, se comunicó 
la incoacción del expediente a su padre, también residente en Vigo y que 
se identificó presentando su Documento Nacional de Identidad, el cual se 
mostró conforme con la petición deducida; acompañándose a continuación 
una certificación literal del nacimiento del padre del promotor, de la que 
resulta que tanto éste como su padre nacieron en España, sin que aparezca 
asiento marginal sobre pérdida de la nacionalidad española; 
RESULTANDO que el Ministerio Fiscal estimó en su dictamen que el 
solicitante no ha podido perder la nacionalidad española, por cuanto no se 
dan en él las condiciones exigidas por el artículo 22 del Código Civil, y el 
Jefe del Registro Civil Central, en su auto-propuesta, después de indicar 
que para inscribir la pérdida es preciso, a falta de documento indubitado, 
que así lo decrete el Juez de Primera Instancia (art. 232 R. R. C), propuso 
la denegación de la solicitud, atendiendo a que el interesado, español por 
nacimiento y cuya nacionalidad conservó por patria potestad (arts. 17 y 23 
del Código), no ha perdido esta nacionalidad por no haberse dado los 
condicionamientos exigidos por el artículo 22 del Código Civil; 
RESULTANDO que, previo nuevo dictamen del Ministerio Fiscal, 
acorde con la propuesta denegatoria, el Juez de Primera Instancia Decano 
de los de Madrid dictó auto, declarando la gratuidad del expediente y 
confirmado el auto-propuesta antes reseñado; se razona que no se han acre-
ditado los extremos que exige el artículo 22 del Código tales como el 
haber residido fuera de España al menos los tres años inmediatamente 
anteriores, y no estar sujeto al servicio militar en período activo; 
RESULTANDO que, este auto se notificó al Ministerio Fiscal y al 
promotor, lo que motivó que éste presentara recurso para ante la Dirección 
General de los Registros en escrito, en el que, sin invocar fundamento ju-
rídico alguno, reitera los hechos que ya expuso en su solicitud inicial, aña-
diendo los perjuicios que, al no existir Convenio, le produce la situación 
de doble nacionalidad de hecho que se le impone y que llegarán hasta el 
extremo de que se verá llamado a filas a pesar de tener otra nacionalidad. 
RESULTANDO que, se notificó la interposición del recurso al Minis-
terio Fiscal, el cual estimó procedente la confirmación del auto apelado, y 
fueron elevadas las actuaciones para su resolución a este Centro Directivo 
con informe del Juez de Primera Instancia, quien da por reproducidas las 
razones que expuso en los fundamentos de su auto; 
Vistos los artículos 22 y 23 del Código Civil; 67 y 98 de la Ley del Re-
gistro Civil; y las Resoluciones de 31 de diciembre de 1966 ,8 de febrero, 
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4 de mayo, 6 de junio y 24 de julio de 1968, 10 de enero, 31 de marzo y 
17 de abril de 1975 y 17 de febrero y 16 de septiembre de 1976; 
CONSIDERANDO que es doctrina reiterada de este Centro Directivo 
que, a los efectos de la pérdida de la nacionalidad española conforme al 
artículo 22 del Código Civil, se asimilan la adquisición voluntaria de otra 
nacionalidad y el asentimiento voluntario que el subdito español, con capa-
cidad según la Ley española, realice expresa o tácitamente a la nacionali-
dad extranjera que se le hubiera atribuido anteriormente, incluso «iure so-
lí» en el momento de su nacimiento; 
CONSIDERANDO que, en este segundo supuesto es requisito necesa-
rio para que la pérdida produzca efectos, conforme al citado artículo 22 
del Código Civil, que el interesado haya residido fuera de España al menos 
durante los tres años inmediatamente anteriores a la fecha de aquel asen-
timiento, y este requisito aquí no concurre puesto que el promotor, eman-
cipado en 1977 cuando tenía dieciocho años de edad, residía antes y enton-
ces —y sigue residiendo— en España; 
CONSIDERANDO que el solicitante, de diecinueve años al hacer la 
solicitud, tampoco ha acreditado no estar sujeto al servicio militar en pe-
ríodo activo; 
CONSIDERANDO que el expediente es gratuito, pero el recurso de-
venga derechos, conforme al artículo 371 del Reglamento, por apreciarse 
temeridad en el recurrente; 
Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria: 
1." Desestimar el recurso interpuesto, dejando a salvo la vía judicial 
ordinaria. 
2° Imponer al promotor el pago de las costas del recurso, sin perjuicio 
de la gratuidad del expediente. 
I I . 4 . DENEGACIÓN DE ADQUISICIÓN DE NACIONALIDAD ESPAÑOLA 
POR MOTIVOS DE ORDEN PÚBLICO. 
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RESOLUCIÓN DE 3 0 DE JUNIO DE 1977.—Recurso contra denega-
ción de nacionalidad por motivos de orden público. 
En el recurso de alzada interpuesto por don Feliciano Esola Mocara 
contra la Orden del Ministerio de Justicia de fecha 28 de abril de 1977, 
por la que se le denegó, por motivos de orden público, la opción a la na-
cionalidad española por razón de matrimonio con española. Y teniendo en 
cuenta: 
1." Que, en cuanto al fondo del asunto, es de observar que conforme 
al artículo 223 del Reglamento del Registro Civil «no se motivarán las re-
soluciones denegatorias por razón de interés a orden público», y debe te-
nerse presente, además, que la naturaleza civil y política (cf. artículo 483 de 
la Ley de Enjuiciamiento civil) de las cuestiones de nacionalidad excluyen 
estos expedientes de la aplicación de las normas ordinarias de Derecho 
Administrativo y de la jurisdicción contencioso-administrativa (artículo 2." 
de la Ley Reguladora de la Jurisdicción contencioso-administrativa y artícu-
los 341 y 16 del Reglamento del Registro Civil). 
2° Que nunca podría proceder recurso de alzada, que es el que se 
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esgrime, pues el órgano que resolvió en primera instancia no ha sido la Di-
rección General, sino este mismo Ministerio y el recurso de reposición debe 
rechazarse por las razones indicadas. 
Este Ministerio ha acordado denegar el recurso, dejando a salvo la po-
sibilidad de repetir la solicitud, pues la denegación por sí, no constituye 
obstáculo para que pueda después otorgarse al procesado la concesión en 
otro expediente por variación de las circunstancias. 
OBSERVACIONES.—Así lo advierte Peña y Bernaldo de Quirós: «Las 
cuestiones litigiosas sobre nacionalidad corresponden a la jurisdicción or-
dinaria, no a la contencioso-administrativa (cfr. arts. 267 L.O.P.J.; 31, 
63-1.° y 483-l. a L.e.c; 92 L.R.c. y 2.° a) L.J.C.A.»24. 
26 
RESOLUCIÓN DE 26 DE JULIO DE 1978.—Recursos en materia de 
nacionalidad. 
Visto su escrito de fecha 10 de julio actual, en el que hace protesta 
formal por la defectuosa notificación de la Resolución de 2 de mayo último, 
por la que esta Dirección General le denegaba por motivos de orden públi-
co la opción a la nacionalidad española que había formulado al amparo 
del Real Decreto 2.258/76, de 10 de agosto. Y teniendo en cuenta: 
1.° Que, en cuanto al fondo del asunto, es de observar que conforme 
al artículo 223 del Reglamento del Registro Civil, aplicable directamente a 
este tipo de actuaciones, «no se motivarán las resoluciones denegatorias por 
razón de interés u orden público», y debe tenerse presente, además, que la 
naturaleza civil y política (cfr. artículo 483 de la Ley de Enjuiciamiento 
Civil) de las cuestiones de nacionalidad excluyen estos expedientes de la 
aplicación de las normas ordinarias de Derecho administrativo y de la ju-
risdicción contencioso-administrativa (artículo 2." de la Ley Reguladora de 
la jurisdicción contencioso-administrativa, artículos 341 y 16 del Reglamento 
del Registro Civil y Resolución de 30 de junio de 1977). 
2." Que la anterior argumentación se ve reforzada por el carácter emi-
nentemente graciable que tiene la especial opción a la nacionalidad española 
a favor de determinados naturales del Sahara, que realmente constituye una 
modalidad de adquisición semejante a la carta de naturaleza del artículo 19 
del Código Civil, como lo demuestra la referencia a este artículo en el 
Preámbulo del Real Decreto citado y el régimen análogo previsto para cier-
tos guiñéanos por el Real Decreto de 28 de octubre de 1977. 
Esta Dirección General ha acordado comunicar a Vd. que no hay re-
curso alguno contra la Resolución de 2 de mayo de este año en la que no 
se aprobaba su opción a la nacionalidad española. 
Ver en el comentario a la Rs. anterior. 
24. 0.c, p. 531. 
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II .5 .—DOBLE NACIONALIDAD. 
27 
RESOLUCIÓN DE 22 DE SEPTIEMBRE DE 1977.—Consulta del Encar-
gado de Asuntos Consulares de Buenos Aires.—Se resuelven diver-
sos problemas planteados por el Convenio de Doble nacionalidad 
entre España y Argentina. 
limo. Sr.: En relación a la consulta que, sobre varias cuestiones relati-
vas a la doble nacionalidad hispano-argentina, ha formulado el señor Mi-
nistro Encargado de los Asuntos Consulares de Buenos Aires y que ha 
trasladado V. I. a este Centro Directivo; 
Vistos los artículos 17 y 22 del Código Civil, 66 de la Ley del Registro 
Civil y el Convenio de doble nacionalidad entre España y la República 
Argentina de 14 de abril de 1969, ratificado por instrumento de 2 de fe-
brero de 1970 y publicado en el Boletín Oficial del Estado de 2 de octubre 
de 1971. 
Esta Dirección Veneral ha acordado comunicar a V. I. lo siguiente: 
1." No están sujetos al régimen del Registro Civil español (inscripción 
obligatoria, exclusividad de la prueba, etc..) el matrimonio, ni la defunción 
ni otros hechos que afecten al estado Civil de los españoles que se hayan 
acogido al citado Convenio. En efecto, su artículo 1.°, párrafo segundo, dis-
pone que tales personas «quedarán sometidas a la legislación del país que 
ha otorgado la nueva nacionalidad y en ningún caso a la legislación de ambas 
Partes Contratantes simultáneamente» y es evidente que sujetar aquellos 
hechos a doble inscripción en el Registro argentino y español supondría in-
fracción de la norma transcrita. 
Ello no obsta, naturalmente, a que tales inscripciones devengan obliga-
torias cuando haya de aplicarse de nuevo íntegramente la legislación espa-
ñola, conforme a lo previsto en el artículo 4." del Convenio, y a que, en 
todo caso, hayan de inscribirse en el Registro Civil español correspondiente 
al lugar de su nacimiento las declaraciones, demás hechos que afecten a la 
condición de argentinos de que gocen, conforme al Convenio, los españoles 
(cf. artículo 66 L. R. C). 
2." Los nacidos en Argentina de padre español, que haya adquirido la 
nacionalidad argentina acogiéndose al Convenio citado, aunque argentinos 
«iure soli» son, a la vez, españoles igualmente que sus padres, en virtud de 
lo dispuesto en el artículo 17-1.° del Código Civil, y la inscripción de estos 
nacimientos en el Registro Consular es obligatoria. 
OBSERVACIONES.—Señala con razón Diez del Corral25 que la re-
dacción del artículo 66 de la L.R.C. no resulta de fácil comprensión. Y es 
curioso constatar que, a pesar de la oscuridad que revisten estos temas 
de la doble nacionalidad hispano-americana, únicamente una Resolución 
(hay que añadir hoy la que sigue a ésta) reciente (la comentada) ha te-
nido ocasión de abordar algunos aspectos del Convenio de doble nacio-
nalidad hispano-argentino. 
25. DÍEZ DEL CORRAL RIVAS: «Síntesis sobre nacionalidad y Registro civil», en 
Academia Matritense del Notariado. Divulgación jurídica, 1978. T. I, p. 14, nota 14. 
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Distingue la Resolución comentada entre doble nacionalidad de hecho 
(apartado 2°) y de derecho (apartado 1.°). Con buena lógica impone a 
los primeros la inscripción obligatoria de su nacimiento en el Registro 
civil español, ya que españoles son para nuestro Ordenamiento no sólo 
por lo dispuesto en el artículo 17-1 del Código civil, sino por lo estable-
cido en el artículo 26 del mismo 2 6. Lo que no aclara la DG es si los 
sometidos a la patria potestad gozan o no de doble nacionalidad, sobre todo 
en el supuesto examinado en que no cabe hablar de nacionalidad ante-
rior y posterior ya que la adquisición de ambas (iure soli y iure sanguinis) 
es simultánea. El menor tendrá las dos nacionalidades27 pero no le cabrá 
la posibildad de ostentarlas de derecho; ambas serán efectivas y ninguna 
estará latente. Creo que éste es un supuesto claro de consulta entre ambos 
Estados28; téngase en cuenta que siendo posterior el Convenio con Ar-
gentina a los de Costa Rica y Honduras parece que no haya querido 
concederse la doble nacionalidad a los subditos a que se viene haciendo 
referencia, ya que en el Convenio de que se trata no existe un precepto 
como el artículo 8.° de los últimos Convenios citados donde se establece 
que «Cuando las leyes de España y asimismo las leyes de la República 
de Honduras (Perú en el otro Convenio) atribuyan a una misma persona 
la nacionalidad española y la nacionalidad hondurena (peruana) podrá aco-
gerse también dicha persona a los beneficios del presente Tratado». 
En cuanto a la no sujeción obligatoria de los dobles nacionales de 
derecho al régimen registral del país en que no están domiciliados única-
mente cabe apuntar la posibilidad de anotación voluntaria al amparo del 
número 3.° del artículo 38 de la L.R.C.2 9. 
28 
RESOLUCIÓN DE 27 DE FEBRERO DE 1979.—Convenio de doble na-
cionalidad hispano-chileno.—Situación del acogido al Convenio 
que traslada su domicilio a un tercer país. 
Vista la consulta formulada por el Cónsul General de España en San 
Francisco, y que ha trasladado V. I. a este Centro, relativa a un español 
26. No debiera olvidarse a estas alturas la posibilidad del artículo 17-2." C.c. en 
la redacción de la Rs. 
27. Para gozar de nacionalidad española deberán cumplirse los requisitos del Art. 
2 6 C.c. y 65 L.R.C. 
28. El Art. 7 del Convenio establece «Asimismo se comprometen (ambos Gobier-
nos) a efectuar las consultas necesarias para adoptar las medidas conducentes a la 
mejor y uniforme aplicación de este Convenio, así como las eventuales modificaciones 
y adiciones que se estimen convenientes». 
29 . Pueden verse los problemas que suscitan las inscripciones de referencia en 
PEÑA Y BERNALDO DE QUIRÓS: O.C, pp. 702 y 703; LUCES GIL: O.c, pp. 172 y 173, 
y PERE RALUY: O.C, pp. 633 y 634. 
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que ha adquirido la nacionalidad chilena al amparo del Convenio de doble 
nacionalidad y que, después de haber residido, al parecer, en Chile, ha tras-
ladado su domicilio a Estados Unidos, donde ha manifestado su deseo de 
recuperar la nacionalidad española, conservando la chilena. En la consulta 
pone de relieve el señor Cónsul que, en su opinión, el español podrá re-
cuperar esta nacionalidad con arreglo al derecho que le concede el artículo 
24 del Código Civil, pero que habrá de renunciar a la nacionalidad chilena, 
ya que, conforme a la letra del Convenio, el que se traslade a un tercer 
Estado habrá de seguir sometido a la legislación aplicable que le correspon-
da y ésta viene determinada, imperativamente, por el último domicilio que 
se hubiere tenido en Chile o en España. 
Visto el Convenio vigente de doble nacionalidad entre Chile y España 
y la Resolución de 22 de diciembre de 1976. Y teniendo en cuenta, 
Que el Convenio citado parte de la base de que el criterio fundamental 
para determinar cuál es la legislación aplicable a los dobles nacionales es el 
del domicilio (art. 3.°), recalcando su artículo 4.° que «quienes gocen de la 
doble nacionalidad no podrán tener, a los efectos del presente Convenio, 
más que un domicilio» y que «en el caso de que una persona que goce de la 
doble nacionalidad traslade su residencia al territorio de un tercer Estado, 
se entenderá por domicilio, a los efectos de determinar la dependencia po-
lítica y la legislación aplicable, el último que hubiere tenido en el territorio 
de una de las Altas Partes contratantes». 
Que, consiguientemente, no es posible sin vulnerar el Convenio, admitir 
que al doble nacional hispano-chileno le sea aplicable íntegra y directamen-
te la legislación española, mientras el mismo no traslade su domicilio a te-
rritordio español. 
Que la anterior conclusión no ha de ser obstáculo para permitir que el 
español «recupere» su nacionalidad de origen, en uso del derecho que le 
concede el artículo 24 del Código Civil, aunque conviene precisar que su 
declaración no irá encaminada a recuperar la nacionalidad española —que, en 
rigor nunca ha perdido—, sino simplemente a obtener que le sea aplicable 
íntegramente en lo sucesivo la legislación española y que aquella manifes-
tación llevará consigo la pérdida de los beneficios inherentes a la situa-
ción de la persona acogida a la doble nacionalidad hispano-chilena, conforme 
a las razones apuntadas. 
Que la repetida conclusión viene apoyada por la circunstancia de que la 
doble nacionalidad hispano-chilena no es una imposición a los particulares, 
sino una facultad o beneficio que a éstos se les concede (cfr. art. 1." del 
Convenio) y que, en consecuencia, pueden renunciar. 
Esta Dirección General ha acordado resolver la consulta planteada en 
el sentido de que el español, que haya adquirido la nacionalidad chilena 
acogiéndose al Convenio de doble nacionalidad y que, residiendo en un 
tercer país, no haya tenido su último domicilio en España, podrá declarar 
su voluntad de que reviva su nacionalidad española durmiente, pero renun-
ciando a la chilena y cumpliendo los requisitos generales del artículo 24 del 
Código Civil. Tal declaración habrá de ser comunicada al Consulado chileno 
correspondiente, en cumplimiento de lo ordenado por el artículo 5.° del 
Convenio. 
OBSERVACIONES.—Dos cuestiones suscita la Resolución en orden a 
la no fácil interpretación de estos Convenios de doble nacionalidad: a) la 
posibilidad de hacer revivir la nuda nacionalidad o nacionalidad latente 
desde el domicilio de un Estado no parte en el Convenio (tercer Estado) 
y b) si cabe o no la renuncia a una de las nacionalidades convenidas. 
a) La primera de las cuestiones la trata la DG con muy acertado 
criterio, tanto por el tenor literal del Convenio chileno como porque su 
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decisión ataja los posibles fraudes que pudieran derivar de haber adop-
tado la solución contraria30. 
b) La cuestión de la posibilidad de renuncia a una de las naciona-
lidades sobre las que haya Convenio no es nueva en la doctrina española31. 
30. Ya PERE RALUY se había pronunciado en el mismo sentido afirmando que 
«Debe notarse que... si el doble nacional traslada su residencia a un tercer Estado, 
seguirá teniendo la nacionalidad efectiva que hasta aquel momento hubiera venido 
ostentando», y en nota a pie de página señalaba que «No parece posible... que en 
territorio extranjero pueda realizarse la inversión del papel de las dos nacionalidades». 
0.c, T. I I , pp. 632-633. 
31. LUCES GIL señala que «Aunque la cuestión es dudosa, no parece posible 
que los subditos de los países con convenio de doble nacionalidad, al adquirir la na-
cionalidad del otro Estado contratante, puedan renunciar a la anterior y ostentar una 
nacionalidad única. En la práctica la cuestión carece de importancia, ya que ningún 
gravamen supone para el adquirente la conservación de una nuda nacionalidad; por el 
contrario, puede resultarle útil la conservación de una nacionalidad de reserva sus-
ceptible de conversión en nacionalidad efectiva por el simple cambio de residencia». 
O.C., p. 172 en nota 15. 
PERE RALUY afirma que «Lo que no aclaran ni el C.C. ni los respectivos Conve-
nios es si es posible que, al adquirir un subdito de un Estado contratante la naciona-
lidad de otro, deje de operarse el efecto adquisitivo de la doble nacionalidad, a virtud 
de una renuncia a la nacionalidad anterior, o, lo que es lo mismo, si al realizarse 
alguno de dichos actos adquisitivos es posible que el adquirente renuncie a la nacio-
nalidad anterior, a esa nula nacionalidad que, como ya se ha indicado, es en realidad 
el vínculo subsistente con el Estado cvuya nacionalidad se venía ostentando. 
La cuestión es dudosa, y aunque ningún argumento de peso cabe esgrimir en 
orden a la viabilidad de la renuncia —el art. 5.° del Convenio hispanoparaguayo y el 
6.° de los Convenios hispanoperuano e hispanochileno, pueden suministrar argumentos 
positivos—, en la práctica ningún interés tendr» el adquirente en formular la denun-
cia, ya que la conservación de una nuda nacionalidad ningún interés tendrá el adqui-
rente en formular la renuncia, ya que la conservación de una nuda nacionalidad nin-
gún gravamen o perjuicio puede irrogar al mismo, y, en cambio, resulta del máximo 
interés la posesión de una nacionalidad en reserva, susceptible de fácil conversión en 
nacionalidad efectiva.» 
Más adelante señala, sobre el mismo tema, que «A otro supuesto adquisitivo se 
refieren los arts. 5.° del Convenio hispano-paraguayo y 6 ° de los hispanochileno e 
hispanoperuano, al decir —sirva de ejemplo el texto de este último—: «Los españoles 
y los peruanos que hubieren adquirido la nacionalidad peruana o española, renunciando, 
previamente, a la de origen, podrán recuperar esta última, declarando que tal es su 
voluntad ante las autoridades competentes respectivas. A partir de esta fecha se les 
aplicarán las disposiciones del presente Convenio, sin perjuicio de los derechos ya 
adquiridos». Esta norma y la correlativa de los restantes Convenios plantea diversas 
cuestiones; en primer término, la de si es aplicable, tan sólo, a adquisiciones —con 
correlativa pérdida— producidas con anterioridad al Convenio, cuestión que debe 
resolverse en sentido negativo si se entiende que con posterioridad a la instauración 
del régimen del mismo es posible tal renuncia. La más grave, sin embargo, de las 
cuestiones planteadas es la de si esa «recuperación» a que se refiere la norma trans-
crita sólo puede producirse al trasladar el domicilio al país cuya nacionalidad se quiere 
recuperar, en cuyo caso esta última se recobraría con la calidad de nacionalidad efec-
tiva, conservándose la otra como nuda nacionalidad, o si sabe un acto de recupera-
ción sin desplazamiento de residencia y al sólo efecto de ostentar, además de la na-
cionalidad efectiva, la recuperada en calidad de nuda-nacoinalidad; aunque del texto 
de los Convenios no se advierte ningún otro obstáculo a la viabilidad de la última 
hipótesis que el que la legislación interna de cada Estado contratante pueda oponerse 
a la recuperación de la nacionalidad de los residentes en otro Estado6, hay que 
reconocer que la recuperación, con el limitado contenido como es la nuda nacionalidad, 
apenas si tiene u ofrece aliciente alguno en la práctica, tanto más que la posibilidad de 
la recuperación ordinaria hace inútil el goce de los beneficios propios de la tenencia 
de una nacionalidad en reserva.» (En O.c, pp. 631-632 del T. II) . 
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El tema es dudoso ya que si bien el Artículo 1.° del Convenio chileno 
(y, en general el primero de los demás Convenios de doble nacionalidad 
existentes) habla de «podrán adquirir» y el artículo 7.° de nacionales 
«que no estuvieren acogidos a los beneficios que les concede este Con-
venio» (en el mismo sentido el artículo 7.° del Convneio con el Perú y 
el 6.° del argentino, etc.), en sentido contrario el artículo 6° para aque-
llos que recuperen la nacionalidad de origen renunciada establece que «A 
partir de esa fecha se les aplicarán las disposiciones del presente Conve-
nio», e igualmente el tenor literal del artículo 22 del Código civil abona 
más que la tesis de la posibilidad de renuncia, la de la adquisición más que 
de la ipso iure (cumpliendo el requisito de inscripción) del status de doble 
nacional. Probablemente nadie esté obligado a tener doble nacionalidad y 
aunque la nacionalidad no sea un derecho sino un estado civil sí puede 
caber la renuncia al derecho a modificar el estado civil recuperando o 
adquiriendo una nacionalidad que se tiene como «nuda»; se trataría de la 
renuncia a un derecho secundario, potestativo o de formación (en termi-
nología del profesor De Castro). 
Es de destacar cómo puntualiza la DG excluyendo para el supuesto 
comentado el concepto de «recuperación» de nacionalidad y hablando de 
«obtener que le sea aplicable íntegramente en lo sucesivo la legislación 
española». 
De la aplicación del artículo 24 del Código civil deriva, lógicamente, 
la DG la pérdida de la doble nacionalidad, ya que se exigirá la renuncia 
a la nacionalidad anterior y, como consecuencia, la inaplicabilidad del Con-
venio. 
2 9 
RESOLUCIÓN DE 2 1 DE MARZO DE 1979.—Doble Nacionalidad, se-
gún el artículo 11-3 de la Constitución. 
Vista la consulta que ha formulado V. I. a este Centro, recogiendo la 
preocupación de diversas representaciones en España en el extranjero, rela-
tiva al alcance del artículo 11-3 de la Constitución, que permite, al margen 
de los tratados sobre doble nacionalidad, que en los países iberoamerica-
nos o en aquellos que hayan tenido o tengan una particular vinculación 
con España, aunque no exista un derecho recíproco, los españoles puedan 
naturalizarse sin perder su nacionalidad de origen. 
Vistos los artículos 11, 53 y disposición derogatoria de la Constitución, 
así como la Circular número 1/1979 del Fiscal General del Estado, sobre ade-
cuación del ordenamiento jurídico a las normas constitucionales. Y teniendo 
en cuenta: 
Que hay que partir de la base, como reconoce la Circular citada, de que 
a pesar de la fórmula general e indeterminada de la cláusula 3 de la dispo-
sición derogatoria de la Consttiución, no puede entenderse que siempre y en 
todo caso las normas constitucionales tengan efecto derogatorio inmediato 
sobre los ordenamientos legales que estén, a juicio del intérprete, en oposi-
ción con los principios que la Constitución establece; esta conclusión de-
berá admitirse cuando el texto constitucional regule ^ de modo completo una 
materia, pero no cuando se limite a sentar principios rectores que, por in-
cidir en ordenamientos muy complejos, requerirán, atendiendo a razones 
evidentes de seguridad jurídica, un ulterior desarrollo legislativo que habrá 
que esperar y al que habrá de estarse. 
Que, indudablemente, esta segunda hipótesis es la que concurre respecto 
de la aplicación del principio contenido en el artículo 11-3 de la Constitu-
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ción, puesto que: a) la conservación de la nacionalidad española, sin nece-
sidad de Convenio, por parte de los españoles de origen que se naturalicen 
en países iberoamericanos, no queda circunscrita a éstos, sino que se ex-
tenderá a otros países vinculados con España, lo que exige un desarrollo 
legislativo del precepto para concretar las naciones a que se refiere la norma; 
b) El artículo 11-1 de la propia Consttiución declara de modo general que 
«la nacionalidad española se adquiere, se conserva y se pierde de acuerdo 
con lo establecido por la Ley», lo que equivale a proclamar un principio bá-
sico e indeterminado, en cuyo desenvolvimiento habrán de tenerse en cuenta 
las directrices de los números 2 y 3 del propio artículo, que, por el mo-
mento, no son más que simples criterios orientadores, dirigidos al futuro le-
gislador; y c) el artículo 53 de la misma Constitución refuerza esta tesis 
al establecer determinadas garantías de las libertades y derechos fundamen-
tales reconocidos en los Capítulos segundo y tercero del Título I de la 
Constitución española, y nada se especifica respecto de su Capítulo primero, 
en el que se incluye, precisamente, el artículo 11 cuestionado. 
Esta Dirección General ha acordado resolver la consulta en el sentido 
de que la pérdida de la nacionalidad española, por adquisición voluntaria 
de otra nacionalidad, se rige hoy por el texto vigente del artículo 22 del 
Código Civil, sin que pueda tener aplicación inmediata, a reserva de un fu-
turo desarrollo legislativo, el principio contenido en el artículo 11-3 de la 
Constitución. 
II .6.—PRUEBA DE LA NACIONALIDAD. 
Sobre prueba de la nacionalidad puede verse Peña y Bernaldo de 
Quirós, O.c, págs. 552 a 558 y las obras por él citadas en p. 545; pue-
de verse también Luces Gil, O.c, págs. 175 y 176, así como la Circular 
de la DGRN de 22 de mayo de 1975. 
Ver también, en estas páginas las Resoluciones de 23 de noviembre 
de 1977 y 4 de mayo de 1978. 
30 
RESOLUCIÓN DE 19 DE ABRIL DE 1979.—Rectificación de una ins-
cripción de defunción. 
1.° No puede rectificarse el dato relativo a la nacionalidad, pues no se 
ha probado estuviera equivocado. 
2° Respecto del estado familiar del difunto, solamente debe figurar el 
de casado, que es el que en todo caso correspondía al fallecido, tenga vali-
dez o no su segundo matrimonio, sin que sea posible consignar otras men-
ciones sobre las esposas y el divorcio obtenido por aquél. 
En el expediente sobre rectificación de errores en una inscripción de de-
función, que tuvo entrada en el Registro General de este Ministerio el día 
26 de febrero de 1979, actuaciones que remite a este Centro Directivo el 
Juez de Primera Instancia de Betanzos, en trámite de recurso. 
RESULTANDO que el día 13 de diciembre de 1975 se presentó en la 
Oficina del Registro civil de Betanzos un escrito por medio del cual don 
Alfonso Ojén Fernández, mayor de edad, casado, vecino de Sada (La Co-
ruña), promovía expediente para la rectificación de la inscripción de de-
función de su padre, a quien se hizo figurar como Alfonso Ojén Alonso, 
cuando le pertenecían los nombres Ildefonso-José-Basilio; en el propio 
asiento se padeció también el error de consignar que el finado era ciuda-
dano americano, cuando realmente era de nacionalidad española, y también 
en la referida inscripción se hizo constar que el fallecido se hallaba divor-
ciado de Celia Fernández Vila, cuando lo exacto es que estaba casado con 
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la nombrada consorte. Seguidamente proponía la prueba documental y tes-
tifical de la que intentaba valerse, haciendo resaltar que el peticionario era 
el único hijo habido por el finado en su matrimonio con la citada Doña 
Cecilia Fernández Vila, la cual en aquella fecha se hallaba ausente en el 
extranjero y en ignorado paradero. Tras de invocar los fundamentos jurí-
dicos tenidos por procedentes (arts. 93 y 97 de la Ley y 342 y 343 del 
Reglamento), en la súplica del escrito se reiteraba la pretendida y circuns-
tanciada rectificación. Se aportaron los siguientes documentos: 1) Certifi-
cación literal de la inscripción de defunción de don Alfonso Ojén Alonso, 
ocurrida en Sada el día 21 de septiembre de 1975, de nacionalidad nor-
teamericana y divorciado de Celia Fernández Vila, de cuyo matrimonio 
queda un hijo, llamado Alfonso; 2) Certificación literal de la inscripción 
del nacimiento de don Ildefonso-José-Basilio Ogen Alonso, nacido en Sada 
el día 1 de febrero de 1900, al margen de cuyo asiento aparece la nota 
sobre el matrimonio que contrajo el día 12 de junio de 1920 con doña 
Celia Fernández Vila, en Sada; 3) Certificación literal de la inscripción del 
matrimonio contraído el día 12 de junio de 1920 en Sada por don Il-
defonso-José-Basilio Ogen Alonso y doña Celia Fernández Vila; 4) Una 
certificación negativa, expedida por el citado Registro Civil de Sada, en 
relación a que no consta marginalmente que haya renunciado (sic) a la 
nacionalidad española el inscrito don Ildefonso-José-Basilio Ogen Alonso. 
RESULTANDO que se ratificó el promotor en el contenido del escrito 
inicial, publicándose edictos en el Boletín Oficial de la Provincia, así como 
en el tablón de anuncios del Juzgado de Paz de Sada y en el de la Oficina 
instructora, por efecto de lo cual el Procurador de los Tribunales, don 
Santiago López Díaz, en nombre y representación de doña Cora Ortega, como 
acredita con la adjunta copia auténtica de poder a su favor otorgado, pre-
sentó un escrito para personarse en este expediente, formulando las si-
guientes alegaciones: 1) Concreta que el fallecido don Alfonso Ojén Alonso, 
nacido en España el día 1 de febrero de 1900, era hijo de don Braulio Ojén 
y de doña Josefa Alonso; 2) El día 21 de septiembre de 1950, don Alfonso 
Ojén Alonso contrajo matrimonio con la nombrada doña Cora Ortega en 
Nueva York, segundo enlace efectuado por aquél, porque el contrayente era 
divorciado al repetir nupcias, acompañándose un documento redactado en 
lengua inglesa, no traducida y legalizado por el Consulado General de Es-
paña en Nueva York; 3) La rectificación procedente no es la que se solicita, 
sino hacer constar que el finado estaba casado con doña Cora Ortega. 
RESULTANDO que el Juez Encargado decidió no tener por parte al 
citado Procurador en la representación que pretende, porque del certificado 
de matrimonio acompañado no se deduce que sea la poderdante quien con-
trajo matrimonio con el indicado en el mismo, dada la discrepancia de 
apellidos que se aprecia cotejando el referido documento; pero como se 
desprende existir un matrimonio que efectuó la persona fallecida, cuya 
certificación de defunción se intenta rectificar y sobre cuya trascendencia 
habrá de pronunciarse la resolución final del expediente, se acuerda y 
efectúa la publicación de nuevo edicto en el mismo sentido que el ya in-
sertado y en el mismo Boletín Oficial de la Provincia, a los efectos de 
concesión de nuevo plazo para personación en estos autos. 
RESULTANDO que se presentó por don Evaristo Luis Bugarín Tron-
coso, Procurador de los Tribunales, copia de escritura de poder, otorgado 
a su favor en Betanzos por don Alfonso Ojén Fernández, vecino de Nueva 
York, aunque con residencia accidental en la Parroquia de Señeiro, del 
Municipio de Sada, acordando el Encargado la unión de tal documento y 
que, en virtud del mismo, se entendieran las sucesivas actuaciones y dili-
gencias con el Procurador últimamente nombrado. 
RESULTANDO que el Pocurador don Santiago López Díaz, acompañó 
una escritura de poder especial para este asunto y trámite, otorgado a su 
favor por doña Cora Ortega Ojén, de soltera Ortega Lejarza, hoy viuda y 
ciudadana norteamericana, en Nueva York ante el Consulado español corres-
pondiente, documento que estaba debidamente legalizado, y presentó un 
escrito en el que formulaba análogas alegaciones a las contenidas en el 
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anteriormente presentado y el cual concluía con la misma pretensión en 
aquél articulada, adjuntando otra certificación, relativa al matrimonio que 
que el día 21 de septiembre de 1950 contrajo don Alfonso Ojén con doña 
Cora Ortega, pero sin traducción. 
RESULTANDO que se presentó por el respectivo Procurador un certi-
ficado literal de la inscripción del nacimiento de don Alfonso Ogén Fer-
nández que consta como hijo legítimo de don Udefonso-José-Basilio Ogén 
Alonso y doña Cecilia Fernández Vila; seguidamente consta practicada la 
información testifical ofrecida por el promotor y que se llevó a efecto 
con intervención de los Procuradores cuyas representaciones están acredi-
tadas, así como de dos declarantes que se refirieron de modo muy general 
a determinadas relaciones personales del finado, a su estado civil y a la 
modificación de la nacionalidad de aquél. Uno de los Procuradores actuan-
tes portaba (y quedó unida) fotocopia de un certificado de la ciudadanía 
de Estados Unidos de Norteamérica a nombre de Alfonso Ojén, de 35 años 
de edad, natural de España, expedido el día 16 de diciembre de 1935. 
Este documento también carece de traducción. 
RESULTANDO que se designó intérprete para que se efectuase la tra-
ducción de la certificación de matrimonio presentada por el Procurador, 
señor López Díaz, trámite que dio el siguiente resultado esencial: don 
Alfonso Ojén y doña Cora Ortega contrajeron matrimonio el día 21 de 
septiembre de 1950 en Nueva York; que son segundas nupcias para el 
contrayente, habiendo terminado en divorcio el anterior enlace. 
RESULTANDO que seguidamente el Fiscal de Distrito, en su informe, 
estimó que procedía la aprobación del expediente y que se acuerda de con-
formidad a lo solicitado por el promotor, sin que en modo alguno pueda 
desvirtuar la veracidad de los hechos la prueba presentada de adverso en las 
presentes actuaciones. 
RESULTANDO que el Juez Encargado acordó que se rectificase el 
asiento que se menciona, tanto en el sentido de que el finado debe constar 
con los nombres Ildefonso-José-Basilio, como en el de que era de ciuda-
danía española, en vez de americana y que se hallaba casado con doña 
Celia Fernández Vila, en vez de divorciado de esta última. Según la moti-
vación del fallo, en el procedimiento se habían justificado de modo sufi-
ciente los hechos recogidos en el escrito inicial, en lo que se refiere a que 
se hizo figurar el nombre de Alfonso en la inscripción que se pretende 
rectificar, cuando el que corresponde es el de Ildefonso-José-Basilio, se-
gún la propia certificación de nacimiento del mismo, en tanto que nada 
opone a ello la otra parte compareciente; por lo que se refiere a la na-
cionalidad, al constatar su nacimiento en España, de padres españoles y 
no figurar la renuncia a la nacionalidad de origen, ni inscripción alguna 
relativa a tal pérdida, a tenor de los artículos 46 y 47 de la Ley del Re-
gistro Civil y 231 de su Reglamento; y por lo que se refiere a que se hace 
constar en aquel se hallaba divorciado de Celia Fernández Vila, cuando 
correspondía haberse hecho constar que era de estado casado con la 
misma, de la certificación de defunción que se intenta rectificar y del 
hecho de no haberse presentado prueba alguna de haberse divorciado de 
aquélla, procede llegar a la conclusión que contiene dicha parte dispositiva, 
con base en los artículos 42, 51 y 52 del Código civil y 69, 70 y 76 de la 
Ley del Registro Civil. 
RESULTANDO que se efectuaron las notificaciones prevenidas y, en 
consecuencia, el Procurador que representa en las actuaciones a doña Cora 
Ortega, interpuso recurso contra el auto desestimatorio en parte de las pe-
ticiones formuladas, pues en atención a cuanto se alega, la rectificación de 
error habrá de practicarse en el sentido de hacer constar que el finado 
estaba casado con la nombrada poderdante, en lugar de hacerse la rectifica-
ción según interesa al promotor, y ello porque a tenor de cuanto está acre-
ditado en autos don Alfonso Ojén Alonso contrajo matrimonio el día 21 
de septiembre de 1950 con la nombrada doña Cora Ortega en Nueva York, 
siendo éste su segundo matrimonio, pues el señor Ojén Alonso era divorciado 
en el momento de contraer este segundo matrimonio. 
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RESULTANDO que no se produjo ningún otro escrito en fase de ale-
gaciones, por lo que a continuación el Juez Encargado emitió el reglamen-
tario informe, referido a la única cuestión impugnada por el recurrente, 
como ya ha quedado concretado; estima que no han sido desvirtuados por 
el escrito de impugnación los fundamentos del auto recurrido, ya que se 
insiste en los argumentos alegados inicialmente y que fueron rechazados 
en el único Considerando de la resolución recurrida. A continuación recalca 
que se deduce del Registro Civil que la nacionalidad del fallecido era la 
española y que no consta que el primer matrimonio con doña Celia Fer-
nández Vila haya sido disuelto antes de la celebración del segundo matri-
monio civil, en Estados Unidos, con doña Cora Ortega, por lo que este 
segundo matrimonio es irrelevante, según el canon 1.073 y los artículos 
9 y 75 del Código civil. Prosigue examinando las incorrecciones que se 
cometieron al extender el asiento de defunción que se desea rectificar, 
pero entiende que tales incorrecciones, relativas al dato de la nacionalidad 
y al del estado de divorciado, lo que requieren es que se disponga la 
cancelación propiamente dicha, citando en su apoyo los artículos 81 y 95 
de la Ley y 297 del Reglamento, en virtud de los cuales se encomienda 
la facultad decisoria para el expediente de cancelación al Juez de Primera 
Instancia. 
RESULTANDO que recibidas las actuaciones en el Juzgado superior, y 
tras dar por reproducido su precedente informe el Fiscal de Distrito, al 
evacuar el traslado que le fue conferido, se resolvió el recurso planteado 
mediante auto que en su parte dispositiva estimaba parcialmente la im-
pugnación objeto del recurso, y por ello se acordaba que se rectificase el 
cuestionado asiento en el sentido de que se haga constar en él al difunto 
con los nombres Ildefonso-José-Basilio, que era de nacionalidad española 
y que se hallaba en estado de casado, en lugar de divorciado. Se funda-
mentaba tal acuerdo en que, de conformidad con la legislación analizada, es 
indebida la mención al cónyuge e hijo que se hace en la inscripción des-
pués del epígrafe «otros títulos o datos», ya que el modelo oficial lo 
reserva para datos de la resolución o traslado, en su caso, o para los de 
identificación cuando las menciones de identidad sean desconocidas; por 
10 que procede la supresión, para lo que basta expediente gubernativo cuya 
resolución compete al Juzgado de Primera Instancia. También se estima 
que, con arreglo a los artículos 95 de la Ley y 297, 342 y 354 del Regla-
mento, procede decretar en este auto la cancelación de la mención a que 
antes se alude y que, respecto del estado civil relacionado con el matri-
monio, es indudable que la mención que corresponde hacer constar es la 
de casado, extremo en el que además concuerdan el promotor y la parte 
interesada que se ha personado, aunque discrepen en cuanto a la identidad 
del cónyuge. 
RESULTANDO que se notificó este último auto al Ministerio Fiscal, al 
promotor del expediente y al Procurador que representa a doña Cora Orte-
ga, en consecuencia a lo cual esta parte, últimamente citada, presentó escrito 
con el fin de recurrir en apelación ante este Centro Directivo y, a tal fin, 
suscitó las siguientes alegaciones: 1.a La rectificación supone una mala inter-
pretación del artículo 9 del Código civil, cuyo texto transcribe, pues es 
claro, con base a las certificaciones que se adjuntaron en su día al expe-
diente, que el señor Ojén Alonso no era español, es decir había perdido la 
nacionalidad española voluntariamente al adquirir otra nacionalidad, como 
dice el artículo 22 del Código civil. 2." Que según el propio precepto la 
Ley personal regirá el estado civil, los derechos y deberes de la familia, es 
decir que la ley personal del señor Ojén Alonso admite el divorcio, por 
lo cual, y como claramente se advierte de los artículos del Código civil 
anteriormente mencionados, el Registro Civil de Sada, si bien incompleto, 
no estaba equivocado —salvedad hecha respecto del nombre de pila— ya 
que debería añadir que, efectivamente, estaba divorciado, pero casado en 
segundas nupcias con doña Cora Ortega, y que su nacionalidad era la 
norteamericana. 
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RESULTANDO que se practicaron las consiguientes notificaciones deri-
vadas de la interposición de dicho recurso, no presentándose ningún otro 
escrito relacionado con el mismo, respecto del cual el Juez de Primera 
Instancia, al emitir su reglamentario informe, se remitió a lo ya expresado 
respecto de la resolución del Encargado y a la fundamentación del auto 
que ahora es recurrido. 
Vistos el artículo 20 del Código Civil en su redacción originaria; 22 y 24 
del Código Civil en su redacción vigente; 46, 67, 81, 93 y 98 de la Ley del 
Registro Civil; 12, 232, 280 y 371 del Reglamento del Registro Civil; la 
Orden Ministerial de 24 de diciembre de 1958 y las Resoluciones de 25 de 
julio de 1966 y de 21 de noviembre de 1968. 
CONSIDERANDO que para la solución de este recurso hay que partir 
de la base de que, por no haber sido objeto de impugnación, ha quedado 
firme el auto apelado en cuanto ordena, en una inscripción de defunción, 
la rectificación del nombre propio del fallecido y la cancelación de la 
mención de que el difunto había dejado un hijo llamado Alfonso, de modo 
que los únicos extremos que deben ser examinados son los relativos a una 
posible rectificación de los datos sobre la nacionalidad y el estado civil 
de la persona fallecida. 
CONSIDERANDO que respecto del primero de estos extremos, hay que 
tener presente que, como indica el artículo 67 de la Ley del Registro Civil, 
la pérdida de la nacionalidad española se produce siempre de pleno derecho, 
de forma que es obvio que la inscripción de la pérdida —exigida por el 
propio precepto— no tiene carácter constitutivo y su falta no ha de obstar 
para que el fallecimiento pudiera ostentar en el momento de su muerte la 
nacionalidad norteamericana. 
CONSIDERANDO que por consiguiente no ha quedado probado en es-
tas actuaciones que el dato de nacionalidad estuviese equivocado, aparte 
de que tal dato, por sí solo, no tiene fuerza probatoria en orden a de-
mostrar la nacionalidad del causante. 
CONSIDERANDO que, en cuanto al estado de casado o de divorciado 
que deba figurar en la inscripción, ha de tenerse en cuenta que no se ha 
puesto en duda por nadie la vida de la primera esposa del difunto, y no 
se acredita suficientemente que aparezca disuelto este matrimonio; pero 
aunque hubiera de concederse eficacia al divorcio y al segundo matrimonio, 
la solución en estas actuaciones sería la misma, esto es, que en el instante 
de la muerte el estado civil de aquél era el casado. 
CONSIDERANDO que esta última circunstancia es la única que, res-
pecto del estado civil, ha de figurar en la inscripción de defunción, tal y 
como previenen las disposiciones vigentes sobre el contenido del acta (cfr. 
art. 280 y 12 del Reglamento del Registro Civil, así como el modelo im-
preso número 3 de los aprobados por la Orden de 24 de diciembre de 
1958), por lo que resulta fuera de lugar la pretensión de que se con-
signen otros datos sobre el divorcio y sobre los nombres de las dos es-
posas. 
CONSIDERANDO que, conforme a los artículos 98 de la Ley del Re-
gistro Civil y 371 de su Reglamento, son gratuitos el expediente y los 
recursos entablados. 
Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria: 
1." Confirmar el auto apelado, excepto en cuanto ordena que se recti-
fique la nacionalidad del difunto. 
2° Ordenar al Juez Encargado del Registro Civil de Sada que, a la 
vista de los artículos 67 de la Ley del Registro Civil y 232 del Reglamento 
proceda a realizar las actuaciones procedentes por si procede inscribir la 
pérdida de la nacionalidad española por adquisición voluntaria de la norte-
americana, a que se refiere el documento incorporado al folio 36 del ex-
pediente, previa la citación a los herederos que exige el artículo 232 del 
Reglamento. 
3.° Declarar la gratuidad de todas las actuaciones seguidas. 
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PVESOLUCIÓN DE 1 3 DE MARZO DE 1981.—Declaración sobre nacio-
nalidad española con valor de simple presunción. 
«En el expediente gubernativo seguido para declaración sobre la nacio-
nalidad, con valor de simple presunción, de don Stefan Hans Jacob Wal-
ther Ahlers Commentz, remitido a este Centro Directivo, en trámite de 
recurso, en virtud del entablado por el peticionario contra el auto dictado 
por el Juez de Primera Instancia e Instrucción numero 1 de Santa Cruz 
de Tenerife. 
RESULTANDO que doña Carmen Blanca de las Mercedes Orive Ro-
dríguez, Procurador de los tribunales y de don Stefan Hans Jacob Walther 
Ahlers Commentz, casado y vecino de Santa Cruz de Tenerife, promovió 
expediente para declaración sobre nacionalidad con valor de presunción 
en base a las siguientes alegaciones: 1) que el solidante es hijo de don 
Joaquín Hans Jacob Ahlers, conocido también por don Joaquín Ahlers, 
de nacionalidad alemana, nacido en Santa Cruz de Tenerife el 12 de abril 
de 1913; 2) que con fecha 17 de septiembre de 1952, el padre del peti-
cionario don Joaquín, contrajo matrimonio en Hamburgo con doña Evelin 
Elisabeth Carla Erika Commentz, también de nacionalidad alemana y ve-
cina de dicha ciudad hasta su matrimonio; 3) que de este matrimonio na-
ció el solicitante en Las Palmas de Gran Canaria el 7 de septiembre de 
1955, al que se le impuso el nombre de Stefan Hans Jacob Walthers 
Ahlers Commentz, aunque se le conoce corrientemente por Stefan Ahlers; 
4) que con fecha 12 de septiembre del mismo año fue inscrito como ale-
mán en el Consulado de dicha nación en Santa Cruz de Tenerife; 5) que 
como subdito alemán realizó sus estudios en dicha ciudad, Bachillerato 
Alemán en el Colegio Alemán y Bachillerato Español en el Instituto de 
Enseñanza Media de La Laguna, quedando exento de los estudios de Re-
ligión y Formación del Espíritu Nacional, en cuanto a lo primero y ser 
extranjero, en cuanto a lo segundo; 6) que antes de llegar a los dieciséis 
años obtuvo la Tarjeta de Residencia en Santa Cruz de Tenerife, expe-
dida por la Dirección General de Seguridad el 14 de diciembre de 1970 y 
renovada, dos años después por igual período; 7) que el mandante posee 
pasaporte alemán, expedido por la Embajada de Madrid, el 6 de octubre 
de 1970, con vigencia hasta el 5 de octubre de 1980; 8) que como subdito 
alemán al llegar a los veinte años de edad, quedó sujeto a las obliga-
ciones militares con su país, cumpliendo en las mismas, según acredita; 
9) que residiendo en Sta. Gallen (Suiza), por razón de estudios, el man-
dante recibió con fecha 1 de abril de 1975 del Ayuntamiento de Santa 
Cruz de Tenerife, una citación para ser tallado y medido, a efectos del 
Servicio Militar, personándose en el Consulado General de España en 
Zurich para explicar al Cónsul su situación, por lo que, con fecha 3 de 
abril, éste remitió al Ayuntamiento de Santa Cruz de Tenerife oficio en 
el que manifestaba que, dadas las circunstancias del interesado, «procede 
quede sin efecto dicha citación»; no obstante, ante el temor de problemas 
con las autoridades militares a su vuelta a España, el mandante solicita 
del Consulado las prórrogsa reglamentarias, que no le fueron concedidas 
por no proceder, al no poder considerársele ciudadano español; 10) que 
al insistir las autoridades militares en su empeño de que el interesado 
esté sujeto al Servicio Militar, el mismo trató de obtener el D.N.I. español, 
que le fue denegado con fecha 29 de septiembre de 1978, por estimar 
que no era español y que dicho documento solamente es para españoles; 
11) que con todos los antecedentes, la Delegación de la Embajada Alema-
na en Santa Cruz de Tenerife solicitó informe a sus Servicios Jurídicos 
españoles que entregaron puntualmente dicho informe; 12) que con el 
dictamen expresado y demás documentos, con fecha 24 de febrero de 
1979, el mandante se dirigió al Ministerio de Asuntos Exteriores en súpli-
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ca de resolución, primero si era, exclusivamente, ciudadano de la R.F.A. o 
no; segundo, en caso afirmativo, si tenía obligaciones militares con el 
Estado Español o simplemente las que correspondían a cualquier ciudadano 
extranjero; 13) que la Dirección General de Asuntos Consulares de dicho 
Ministerio se declaró incompetente para resolver el caso, por estimar que 
dicta competencia correspondía a la Dirección General de los Registros 
y del Notariado del Ministerio de Justicia, o al de Defensa, remitiendo 
fotocopia del escrito y documentos que se acompañaban a dichos Minis-
terios; 14) que el Ministerio de Justicia comunicó al de Exteriores su 
resolución fecha 13 de marzo de 1979, trasladada al mandante con fecha 
2 de abril en la que se expresaba que el problema de interpretación del 
artículo 17-3.° del Código Civil quedaba abordado por Resolución de dicho 
Centro de 19 de enero de 1976, al tiempo que informaba que, para casos 
dudosos, la legislación del Registro Civil (artículo 96-2° de la Lev 335 y 
338 del Reglamento) prevé un expediente con valor de presunción a re-
solver por el Juez encargado del Registro Civil del domicilio del promotor; 
15) que el Ministerio de Defensa, antes de decidir, consultó al de Justicai, 
recibiendo la misma contestación que el Ministerio de Asuntos Exteriores, 
comunicando al mandante que «para determinar en un caso concreto si 
una persona es de nacionalidad española o no, el interesado puede recurrir 
al procedimiento regulado por Ley del Registro Civil de 8 de junio de 
1957 y Reglamento que resarrolla dicha Ley de 18 de noviembre de 1958 
(artículos 96-2.° y 335 y 338 respectivamente); vistos los antecedentes y 
hechos el peticonario promueve el presente expediente sobre la presun-
ción del estado de nacionalidad del mismo, invocando como fundamento 
de derecho el artículo 96-2.° de la Ley de Registro Civil, 338 del Regla-
mento y el principio general de derecho de que la Administración no 
puede ir contra sus propios actos, positivizando por la Ley de 17 de julio 
de 1958, artículo 110, para concluir en la súplica que se declare con ca-
rácter de presunción, que es subdito de la República Federal Alemana; 
RESULTANDO que, al referido escrito se acompañan los siguientes 
documentos: 1) copia de escritura de poder para pleitos, a favor entre 
otros de la Procurador actuante y en la que el poder dante se identifica 
exhibiendo D.N.I. español; 2) certificación de nacimiento en Santa Cruz 
de Tenerife del padre del mandante y certificación traducida del nacimien-
to en Hamburgo de la madre del mismo; 3) certificación traducida del 
matrimonio de sus padres; 4) certificación de nacimiento del peticionario; 
5) certificación de la Embajada de la República Federal Alemana, depen-
dencia Santa Cruz de Tenerife, por la que se certifica que el interesado 
está inscrito como subdito alemán; 6) fotocopias autenticadas ante notario 
de la autorización de Residencia para extranjeros a favor del solicitante 
desde 1970 a 1974; 7) fotocopias autenticadas del Pasaporte alemán del 
mandante, un visado español de entrada concedido en 1976; 8) certifi-
cación de la Agregaduría Militar de la Embajada de la R.F.A. en Madrid, 
acreditando que el señor Stefan Ahlers, está sujeto al Servicio Militar en 
Alemania y que, en el día de la fecha 26 de abril de 1976, se encuentra 
en Alemania en espera de ser llamado a filas; 9) fotocopia de certifica-
ción del Excmo. Ayuntamiento de Santa Cruz de Tenerife, Negociado de 
Quintas, citando al mandante para que se personara en el mismo, a 
efectos del Servicio Militar; 10) escrito dirigido al interesado por el Con-
sulado General de España en Zurich en el que se dice que, por ser alemán, 
no puede considerársele como español ni concederle prórrogas de incor-
poración a filas; 11) fotocopia del escrito del Consulado de España en 
Zurich, dirigido al señor Alcalde Presidente del Ayuntamiento de Santa 
Cruz de Tenerife, informando que, dadas las circunstancias personales del 
mandante considera procede quede sin efecto la citación a filas; 12) escrtio 
de la Alcaldía del Excelentísimo Ayuntamiento de Santa Cruz de Tene-
rife al Cónsul Español en Zurich invocando el artículo 17 del Código Civil 
en virtud del cual Stefan Ahlers Commentz es español por ser hijo de 
padres extranjeros nacidos en España y, por tanto, está sujeto al Servicio 
Militar español; 13) escrito del Consulado de España en Zurich al inte-
resado comunicándole el informe del Ayuntamiento de Santa Cruz de Te-
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nerife; 14) certificación de la Comisaría General del Documento Nacional 
de Identidad, denegando en diciembre de 1976 a Stefan Ahlers el D.N.I. 
español, por no acreditar fehacientemente su nacionalidad española y dicho 
documento «es sólo para españoles»; 15) dictamen emitido por el abo-
gado don Antonio Cabrera Revilla, del Ilustre Colegio de Santa Cruz de 
Tenerife, a petición de la Delegación de la Embajada Alemana sobre na-
cionalidad y obligación o no de prestar servicio militar en España del so-
licitante; en este dictamen se incluye que antes de la Resolución de la 
Dirección de 19 de enero de 1976, el artículo 17-3.° del Código debía 
interpretarse literalmente de modo que los dos progenitores debían haber 
nacido en España para que su hijo fuera español; después de esta Reso-
lución parece que basta que el padre haya vivido en España, pero caben 
otras interpretaciones y la Resolución no puede tener eficacia retroactiva; 
16) escrito de Stefan Hans Jacob Walther Ahlers dirigido al Ministro 
de Asuntos Exteriores; acuse de recibo al mismo declarándose incompe-
tente en el caso y comunicando al demandante que envía fotocopias del 
escrito y documentación ajena a los Ministerios de Justicia y Defensa para 
su resolución; 17) contestación de la Dirección General de Registros y del 
Notario del Ministerio de Justicia al Director General de Asuntos Exte-
riores; en la que se señala que la interpretación general del artículo 17-3." 
fue realizada por la Resolución de 19 de enero de 1976; que no es mi-
sión del Centro Directivo decidir un caso particular sobre nacionalidad y 
que el interesado puede acudir al expediente del artículo 96 de la Ley 
del Registro Civil; 18) escrito de la Dirección General de los Registros y 
del Notariado al Secretario General para Asuntos de la Política de Defen-
sa, transcribiendo la Resolución citada de 1976; 19) escrito de la Capitanía 
General de Canarias, Zona de Reclutamiento y Movilización 111 al mozo 
del R/1975 Stefan Ahler Commentz, informando al interesado del escrito 
anterior, de que conforme a la Resolución de 19 de enero de 1976 hay 
que estimarle español y de su derecho a promomer el expediente del 
artículo 96 citado: 
RESULTANDO que, admitido el escrito, compareció el interesado don 
Stefan Hans Jacob Walther Ahlers Commentz, identificado con pasaporte 
de la República Federal Alemana, que manifiesta estar conforme con el 
escrito presentado en su nombre en el Registro Civil de Santa Cruz de 
Tenerife por la Procurador mencionada en solicitud de que se tramite 
expediente con valor de simple presunción, referido a que es la naciona-
lidad alemana, según sugerencia de la Dirección General de los Registros 
y del Notariado hecha suya por el Ministerio de Asuntos Exteriores y por 
el Ministerio de Defensa; hace constar las personas que pueden tener 
interés legítimo en el expediente; 
RESULTANDO que publicados los edictos correspondientes no susci-
taron oposición alguna, presentándose don Joaquín Ahlers Kalhlbau, padre 
del demandante, el cual declara que es cierto lo expuesto por su hijo en 
el escrito inicial; 
RESULTANDO que el Fiscal del Distrito dictaminó que no se debía 
acceder a lo solicitado por no proceder la declaración con valor de sim-
ple presunción objeto del expediente, al considerar, por las condiciones 
concurrentes, que el interesado antes referido es de nacionalidad españo-
la; y este mismo es el criterio del auto dictado por el Juez Encargado, 
quien destaca que la cuestión que se plantea en el expediente quda limita-
da a resolver si debe corresponder la nacionalidad alemana en el supuesto 
de un hijo legítimo, nacido en España, de padre alemán, también nacido 
en España y de madre alemana, nacida en Hamburgo y ambos con do-
micilio habitual en Santa Cruz de Tenerife al tiempo del nacimiento del 
hijo, cuestión que ha sido resuelta por la Resolución de la Dirección de 
19 de enero de 1976 en el sentido de que el nacido en esas condiciones 
e sespañol, por los razonamientos que aparecen en la misma y que el 
interesado no desconoce pues ha aportado copia de dicha Resolución 
a las actuaciones, y cuyo valor interpretativo debe ser aceptado; se impone 
al promotor las costas del expediente; 
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RESULTANDO que realizadas las notificaciones reglamentarias al Fis-
cal del Distrito y a la parte interesada, ésta por medio de la Procurador 
actuante, interpuso recurso de apelación ante el Juzgado de Primera Ins-
tancia afirmando que en el auto denegatorio no se ha entrado en la 
cuestión de fondo sobre la «posesión de estado» de ciudadano alemán 
de su mandante consentido por la Administración española, aparte de que 
se ha hecho una interpretación errónea de las directrices de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado; 
RESULTANDO que, admitido el recurso, se notificó el mismo al Mi-
nisterio Fiscal, el cual se ratifica en todas sus partes en el informe ante-
rior emitido en este expediente, por mediar las mismas circunstancias y 
motivaciones ya expuestas; por su parte, el Juez Encargado, en su informe, 
estima debe rechazarse el recurso interpuesto y mantenerse lo resuelto en 
el auto recurrido, en base a los razonamientos expuestos en la fundamen-
tación del mismo y con las circunstancias de que las alegaciones del re-
currente no desvirtúan el pronunciamiento denegatorio de la declaración 
solicitada; 
RESULTANDO que el Juez de Primera Instancia interpretando el nú-
mero 3 del artículo 17 del Código Civil, según la reforma de 17 de julio 
de 1954, que tuvo por objeto evitar la perpetuación indefinida de estirpes 
extranjeras en España y la doctrina de la Dirección General de los Re-
gistros y del Notariado, dictó auto desestimando el recurso de apelación 
interpuesto por la representación del instante, condenando en costas al 
recurrente, conforme al artículo 371 del Reglamento; se agrega que la 
nacionalidad no es, por lo menos cuando concurren determinadas circuns-
tancias, un vínculo voluntario, sino obligatorio, ciertamente que en la 
certificación literal del instante, no se constata su nacionalidad española, 
lo que no deja de ser normal, pero sí se contienen todas las circunstancias 
necesarias para que, a tenor de las exigencias ya expuestas, haya, necesaria-
mente, que atribuírsele tal nacionalidad, sin que contra ello pueda influir, 
a efectos de Ley española, en manera alguna la posesión, que dice tener, 
de subdito alemán; 
RESULTANDO que este auto se notificó al Ministerio Fiscal y a la re-
presentación del interesado, la cual interpuso recurso de alzada ante la 
Dirección General de los Registros y del Notariado en escrito en el que 
se insiste especialmente en que no se han tenido en cuenta los docu-
mentos probatorios de la posesión de estado de la nacionalidad alemana; 
RESULTANDO que este recurso se trasladó al Ministerio Fiscal, quien 
estimó procedía confirmar el auto recurrido; a su vez, el Juez de Primera 
Instancia de Santa Cruz de Tenerife, cumpliendo lo dispuesto en el 
artículo 358 del Reglamento del Registro Civil, informa que debe recha-
zarse el recurso interpuesto en base a los razonamientos expuestos en base 
a los razonamientos expuestos en el mismo que, a juicio del informante, 
no fueron desvirtuados por las alegaciones del recurrente, pues, como se 
indicó, la posesión de nacionalidad alemana —suponiendo que así se en-
tendiese— no puede servir para rectificar el Registro por medio de un 
expediente de «declaración de simple presunción», y si este medio fue 
aconsejado por la Dirección General para resolver casos dudosos, en modo 
alguno se indicó al interesado que no era español, cuando, además, se le 
señaló el contenido de la Resolución del mismo Centro de 19 de enero 
de 1976; 
Vistos los artículos 17 del Código Civil, 96 y 100 de la Ley del Re-
gistro Civil, 335, 338 y 371 del Reglamento del Registro Civil y las Re-
soluciones de 8 de junio de 1973 y de 19 de enero de 1976; 
CONSIDERANDO que tanto en el escrito inicial como en los suce-
sivos recursos se ha concretado la súplica en el sentido de que se declare 
con valor de presunción que el interesado ostenta la nacionalidad extran-
jera, lo cual presupone, puesto que se pide a ólrganos españoles, que, 
según el recurrente no tiene, conforme a la ley española, la nacionalidad 
española; 
886 DOCTRINA DE LA DIRECCIÓN GENERAL 
CONSIDERANDO que no puede concederse al interesado una prueba 
de que no ostenta la nacionalidad española, de tanta fuerza como la que 
implica el expediente con valor de presunción del artículo 96-2.° de la 
Ley del Registro Civil, cuando, de una parte de los hechos probados re-
sulta que, de acuerdo con la doctrina de la Resolución de este Centro 
de 19 de enero de 1976, es español por aplicación del artículo 17-3.° del 
Código Civil, como nacido en España de padre alemán también nacido 
en España y en ella domiciliado al tiempo del nacimiento, y aunque la 
madre haya nacido en el extranjero, puesto que nada se ha justificado en 
cuanto a que la nacionalidad «iure sanguinis» le haya venido atribuida ex-
clusivamente por la madre y no por el padre; y de otra parte, cuando 
se ha invocado siquiera hecho alguno del que pudiera derivarse la pérdida 
de la nacionalidad española originaria; 
CONSIDERANDO que, conforme a los artículos 100 de la Ley de 
Registro Civil y 371 de su Reglamento, devengan derechos los recursos 
entablados, aparte de los que procedan por el propio expediente; 
Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria: 
1." Desestimar el recurso y confirmar el auto apelado. 
2° Imponer al promotor el pago de las costas del expediente y de los 
recursos interpuestos. 
3.° Dejar a salvo la vía judicial ordinaria a que se refiere el art. 483-3.° 
de la Ley de Enjuiciamiento Civil. 
III.—CAPACIDAD 
32 
RESOLUCIÓN DE 4 DE MARZO DE 1981.—Negativa a inscribir una 
Escritura de constitución de una sociedad anónima. 
Resolución de 4 de marzo de 1981, en el recurso gubernativo inter-
puesto por el Notario de Málaga, don Isidoro Lora-Tamayo Rodríguez, a 
efectos exclusivamente doctrinales, contra la negativa de V. S. a inscribir 
copia de la escritura de constitución de una Sociedad Anónima; 
RESULTANDO que en escritura autorizada por el Notario recurrente, 
el día 27 de agosto de 1979, se constituyó la Sociedad mercantil «Adminis-
traciones La Colina, Sociedad Anónima», por tres personas, una de las 
cuales de nacionalidad francesa y no residente en España, inscribía el 
50 por 100 del capital social; 
RESULTANDO que presentada copia de la anterior escritura en el 
Registro Mercantil, fue calificada con nota del tenor literal siguiente: «No 
admitida la inscripción de la presente escritura por adolecer de los siguien-
tes defectos: 1, expresarse de forma omnicomprensiva la mención que en 
relación al objeto social se relaciona en el apartado a) del artículo 2 de 
los Estatutos; 2, contravenir el artículo 10 de los Estatutos los artículos 
41 y 42 de la Ley de Sociedades Anónimas, por cuanto dichos preceptos 
no permiten dar preferencia en orden al contenido de los derechos de 
usufructo y prenda de acciones a lo que establece el título constitutivo de 
tales derechos que no venga determinado, en primer término, por lo que 
dispongan los estatutos sociales; 3, oscuridad en la redacción del artículo 
13 de los Estatutos al no llegarse con certeza a entender si las limitaciones 
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a la transmisibilidad de que se trata se refieren a la transmisión de las 
acciones por el usufructuario, facultad ésta que, en su caso, no podrá ser 
comprendida en el usufructo; 4, infringir el artículo 19 de los Estatutos 
lo establecido en el artículo 77 de la citada Ley, al prever que el Con-
sejo de Administración pueda delegar sus atribuciones en cualquier per-
sona; 5, no contener los Estatutos ninguna mención relativa a la forma 
de deliberar y tomar acuerdos la Junta de Accionistas, vulnerando en su 
virtud lo dispuesto por el artículo 11 j) de la Ley de Sociedades Anónimas 
y 102 i) del Reglamento del Registro Mercantil; 6, no acreditarse la capa-
cidad civil del socio de nacionalidad extranjera por alguno de los modos 
que previene el artículo 9.° del mencioado Reglamento; 7, no aportarse 
los certificados que se citan en la cláusula quinta de la escritura para acre-
ditar la aportación dineraria exterior a que dicha cláusula se refiere. Los 
expresados cinco primeros defectos se consideran insubsanables. Se ha 
cumplido lo dispuesto por el artículo 485 c) del Reglamento Hipotecario. 
Málaga, a seis de junio de mil novecientos ochenta»; 
RESULTANDO que habiéndose subsanado los defectos alegados en la 
anterior nota calificatoria mediante escritura pública autorizada por el No-
tario recurrente el día 19 de junio de 1980, se practicó la inscripción de 
dicha escritura de constitución en el Registro Mercantil, y se interpuso 
recurso de efectos doctrinales alegando que: respecto al punto primero de 
la nota, el apartado a) del artículo 2 de los Estatutos señala que será 
objeto social: «administrar, alquilar, construir, comprar y vender toda clase 
de bienes inmuebles. Asesorar respecto a las operaciones anteriores», no 
pudiendo alegarse que es omnicomprensivo, ya que no comprende la rea-
lización de cualquier actividad de signo patrimonial, o del comercio o la 
industria en general, ni se hace una enumeración exhaustiva de actividades 
comerciales, industriales o financieras, sino que, por el contrario, el objeto 
social se ciñe exclusivamente a la actividad inmobiliaria, aunque dándole 
gran amplitud dentro de esta gama; que respecto al segundo defecto, el 
artículo 10 de los Estatutos dispone que «en el caso de usufructo y prenda 
de acciones se estará a lo dispuesto en la Ley de Sociedades Anónimas, 
salvo que otra cosa se disponga en el título constitutivo de las respectivas 
situaciones jurídicas», no suponiendo una contravención de los artículos 
41 y 42 de la Ley de Sociedades Anónimas puesto que al ser estos pre-
ceptos de carácter dispositivo, los Estatutos pueden dejar en libertad a los 
accionistas para que pacten y concreten una regulación distinta a la legal 
y sin necesidad de que los Estatutos contengan una concreta regulación 
del contenido de estos derechos; que si los Estatutos se limitasen a decir 
que no se apliquen los artículos 41 y 42 de la Ley, deberán aplicarse enton-
ces las normas del título constitutivo de estos derechos y en su defecto 
la regulación contenida en el Código Civil; que el título constitutivo de 
esta situación jurídica es siempre el documento esencial a través del cual 
se llevará a cabo la legitimación del usufructuario frente a la Sociedad; 
que la cláusula discutida no hace más que adaptarse a la regla general 
establecida en el Código Civil de preferencia del título constitutivo sobre 
la Ley; que en otras muchas situaciones, por ejemplo, sustitución fidecomi-
saria, reserva hereditaria, etc., la norma básica reguladora será el título 
constitutivo de dicha situación y a él habrá que estar la Sociedad; que 
los artículos 41 y 42 de la Ley, al afectar al aspecto interno o de rela-
ciones de los socios en la Sociedad, tiene carácter dispositivo sin afectar a 
terceros extraños y sin que la publicidad del Registro aumente para el 
tercero; que la referida cláusula responde a una realidad sentida en aque-
llas sociedades familiares o cerradas como la presente, en que se desea 
poner en manos de cada uno de los socios la regulación específica de los 
derechos del usufructuario; que con referencia al motivo tercero de la 
nota, el artículo 13 de los Estados establece que «las limitaciones consig-
nadas en los artículos anteriores afectarán incluso al derecho de usufructo, 
cuando en el título constitutivo de este derecho se conceden los derechos 
de socio al usufructuario», no evidenciándose oscuridad alguna en su re-
dacción ya que claramente se limita a la transmisión del usufructo de 
acciones, figura perfectamente clara que no puede ser confundida con la 
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transmisión de la propiedad de acciones; que en cuanto al punto cuarto 
de la calificación, al señalar el artículo 19 de los Estatutos que «el Con-
sejo podrá delegar todas o parte de sus facultades, salvo las indelegables 
según Ley y con el apoderamiento a favor de cualquier persona», estas últi-
mas palabras están referidas al apoderamiento y no a la delegación, lo que 
responde al contenido de una y otra figura ya que la delegación sólo puede 
recaer en miembros del Consejo y el apoderamiento puede en cualquier 
persona, interpretación que ha de hacerse según las reglas contenidas en 
los artículos 1,271, 1.284 y 1.286 del Código Civil, así como según el 
artículo 57 del Código de Comercio; que el motivo quinto de la nota señala 
como defecto el no contener los Estatutos menciones relativas a la forma 
de tomar acuerdos y a la forma de deliberar, debiendo alegarse que el 
artículo 28 de los Estatutos dispone que «la Junta General válidamente 
constituida decidirá por mayoría de las acciones presentes todos los asun-
tos que sean propios de su competencia. Cada acción dará derecho a un 
voto», norma que ha de considerarse suficiente para regular la forma de to-
mar acuerdos; que en cuanto a la forma de deliberar, si bien el artículo 
11, j) de la Ley de Sociedades Anónimas exige esta mención estatutaria, 
en las pequeñas sociedades normalmente no se efectúa una regulación 
pormenorizada, ya que los socios confían en la ponderación del Presidente 
para ordenar las deliberaciones; que cuando en unos Estatutos se hace 
una remisión a la Ley de Sociedades Anónimas para regular lo no previsto 
en ellos, la práctica notarial y registral entiende que esta Ley tiene normas 
suficientes (entre otras las contenidas en los artículos 53, 65, 69 y 110), 
para que con ellas queden ordenadas las deliberaciones de la Junta; que 
el defecto sexto de la nota plantea el problema de si es preciso acreditar 
la capacidad del otorgante extranjero por los medios previstos en el artícu-
lo 9 del Reglamento del Registro Mercantil cuando sea capaz según la Ley 
española y se trata de un contrato celebrado en España, a título oneroso, 
sobre bienes que no sean inmuebles situados en el extranjero; que pese a 
señalar el artículo 9, número 1, del Código Civil, reformado por Decreto 
de 31 de mayo de 1974, que la Ley Personal regirá la capacidad y el 
estado civil, el número 8 del artículo 10 dispone que «serán válidos, a efec-
tos del ordenamiento jurídico español, los contratos onerosos celebrados 
en España por extranjero incapaz según su Ley nacional, si la causa de 
la incapacidad no estuviese reconocida en la legislación española. Esta 
regla no se aplicará a los contratos relativos a inmuebles situados en el 
extranjero», introduciéndose con ello en nuestro ordenamiento la doctrina 
del interés nacional, según la cual, dándose el supuesto de hecho contem-
plado, serán válidos ciertos contratos celebrados por extranjeros; que 
dándose las circunstancias del artículo 10, número 8, del Código no es 
preciso acreditar la capacidad del extranjero según su Ley nacional por 
los medios del artículo 9 del Reglamento del Registro Mercantil, puesto 
que al ser contrato válido es posible su inscripción aunque del certificado 
presentado o de aseveración hecha por el Notario resulte que según su 
Ley nacioal el extranjero es incapaz; que en consecuencia, la capacidad 
del extranjero ha de ser calificada por el Notario y por el Registrador con 
arreglo a la Ley española, cuando se den las circunstancias del número 8 
del artículo 10 del Código Civil y que no ha de esperarse a una sentencia 
judicial que determine si el contrato celebrado es o no válido, puesto que 
el Código establece de forma mecánica la validez del contrato; que en el 
supuesto de que el contrato sea a título gratuito o se celebre en el extran-
jero y especialmente cuando el extranjero es capaz según su Ley nacional, 
pero incapaz con arreglo a la legislación española, entonces sí será de apli-
cación el artículo 9 del Reglamento del Registro Mercantil; que, respecto 
del defecto séptimo, los certificados relativos a la aportación dineraria exte-
rior fueron exhibidos al Notario autorizante de la escritura antes de su 
otorgamiento y que si no fueron acompañados por los representantes de la 
escritura en el Registro, será una falta imputable a ellos; 
RESULTANDO que el Registrador mercantil dictó acuerdo por el que 
se procedía a acceder a la total reforma de la calificación en cuanto al de-
fecto cuarto, reforma parcial del defecto quinto en la parte relativa a la 
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forma de tomar acuerdos la Junta de accionistas, estimar subsanable el de-
fecto tercero y mantener la calificación respecto a los demás defectos, ale-
gando que: respecto del defecto primero, los conceptos de cosas muebles 
e inmuebles no coinciden con el sentido propio y gramatical de la palabra, 
por lo que contemplado el objeto social no como fin, circunscrito a una de-
terminada rama de la actividad mercantil o industrial, sino en función del 
substrato o sustancias de las cosas sobre que recae aquella actividad, puede 
ésta, aún referida a un concreto tráfico, resultar tan amplia que por la 
imprecisión del substrato haga aconsejable aplicar los criterios doctrinales 
sobre aplicación de las disposiciones contenidas sobre le objeto de los con-
tratos en los artículos 1.261 y 1.237 del Código Civil, y de la jurisprudencia 
sobre la indeterminación del objeto social como fin, especialmente la doc-
trina de la Dirección General de los Registros y del Notariado de 5 de no-
viembre de 1956; que, en cuanto al defecto segundo, no se puede confundir 
el carácter imperativo de los artículos 41 y 42 de la Ley de Sociedades Anó-
nimas al ordenar que la regulación de los derechos de usufructo y prenda 
de acciones se haga en los estatutos, con el carácter dispositivo en cuanto 
a la atribución de los derechos de accionista; que la expresión legal «salvo 
disposición contraria de los Estatutos» no tiene otro alcance que especificar 
que el ejercicio de los derechos de socio corresponden al nudo propietario 
de no establecerse —en los propios Estatutos— que corresponden al usu-
fructuario; que el título constitutivo no es algo extraño al usufructo de ac-
ciones, pero sólo es decisivo el efecto de legitimación frente a la sociedad 
para el ejercicio de estos derechos; que si bien la Ley de Sociedades Anó-
nimas ha introducido un usufructo especial, dada la finalidad perseguida 
por el legislador, no puede ser interpretado restrictivamente y dar preferen-
cia, como pretende el recurrente, al título constitutivo sobre la Ley; que 
deducir el carácter dispositivo de estos artículos por afectar al orden interno 
de relaciones socio-sociedad, está en contra del propósito del legislador que, 
precisamente, ha pretendido ordenar el contenido de estos derechos, puesto 
que implican una limitación de facultades dominicales del accionista que no 
tiene lugar en las otras instituciones que señala el recurrente; que, en cuanto 
al tercer defceto, el artículo 13 de los Estatutos parece referido no a la li-
mitación a la transmisión del derecho de usufructo para que los demás 
accionistas ejerciten el derecho de preferencia al adquirirlos, sino más bien 
parece referido a la concesión de un derecho al usufructuario para transmitir 
las acciones gravadas con el usufructo; que el cambio de redacción que 
efectúa el Notario en la escritura de rectificación señalando que «la transmi-
sión a extranjeros se regirá por la legislación vigente», implica el reconoci-
miento por el recurrente de la realidad del defecto señalado; que respecto 
al quinto defecto, el artículo 11 de la Ley de Sociedades Anónimas señala 
como mención estatutaria la forma de deliberar y su omisión no puede ser 
suplida por remisión a la Ley y sin que sean de aplicación los artículos 53, 
65, 69 y 110, ya que el primero se refiere a los asuntos que han de tra-
tarse en la Junta y los restantes están referidos a ciertos derechos de los 
socios, sin que por otra parte, se pueda determinar «a priori» el carácter 
abierto o cerrado de la Sociedad; que en relación al defecto sexto, la deno-
minada doctrina del interés nacional no tiene un ámbito de aplicación gene-
ral sino que constituye uno de los supuestos que en determinadas circuns-
tancias provoca el rechazo de la Ley extranjera reclamada por la propia 
norma de conflicto; que en dicha doctrina la causa de la incapacidad que 
afecte al extranjero adquiere entidad propia en el transcurso del negocio, no 
determinándose en el momento de la perfección del contrato; que la vali-
dez del contrato es la consecuencia del artículo 10, número 8, pero precisa 
de la intervención del Juez rechazando la aplicación de la Ley Nacional 
del Extranjero; que si inicial y excepcionalmente se determinase que el 
extranjero es incapaz según la ley personal, la causa de su incapacidad habría 
que parangonarla con las establecidas en la legislación española, quedando 
la calificación simplificada y favorecida; que olvida el recurrente que el ar-
tículo 10, número 8, se está refiriendo a un contrato ya celebrado por un 
extranjero incapaz a quien, en principio, se le tuvo por capaz; que la pos-
tura contraria iría en contra del principio de legalidad, además que el 
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Decreto de 31 de mayo de 1974 no contiene disposición derogatoria alguna 
por lo que continúan vigentes los preceptos acerca de la calificación, tales 
como 18 y 99 de la Ley Hipotecaria, 36 del Reglamento Hipotecario, 5 y 9 
del Reglamento del Registro Mercantil y 168-5.° del Reglamento Notarial; 
que, en consecuencia, no se ha justificado la capacidad civil del otorgante 
extranjero, ni que no le afectan limitaciones o prohibiciones como podrían 
ser las derivadas del régimen económico matrimonial; que en relación al 
defecto séptimo, al no haberse acompañado a la escritura los documentos 
acreditativos de haberse cumplido con las formalidades relativas a la legis-
lación monetaria, la falta, según el concepto reglamentario del título inscri-
bible, es atribuible a dicho título. 
Vistos los artículos 9-1°, 10-8.°, 468 y 470 del Código Civil; 11, 41 y 
42 de la Ley de 17 de julio de 1951; 9 del Reglamento del Registro Mer-
cantil de 14 de diciembre de 1956; 18 de la Ley Hipotecaria y 98 del Re-
glamento para su ejecución y la Resolución de 5 de noviembre de 1956. 
CONSIDERANDO que al haber reformado el Registrador su calificación 
y dejado sin efecto el defecto número 4 y parte del 5.°, y resultar además 
que el Notario recurrente reconoce indirectamente la justificación del defecto 
número 7 al no haber sido presentada en el Registro por el interesado la 
correspondiente certificación que tuvo a la vista al autorizar la escritura, este 
recurso gubernativo planteado a efectos exclusivamente doctrinales queda 
reducido a los restantes defectos de la nota que plantea las cuestiones que 
se irán examinando a continuación; 
CONSIDERANDO que el primer defecto hace referencia a si el texto 
del artículo 2 de los Estatutos que recoge el objeto social a que va a dedi-
car su actividad la Sociedad está redactado en forma general e indeterminada 
o si por el contrario aparece concretado de forma precisa, sin que ofrezca 
duda alguna de que es así, ya que tanto si se expresa con mayor o menor 
amplitud o con inclusión o no de posibles actividades subordinadas, lo que 
importa es que se determine y diferencie la naturaleza de las operaciones 
a realizar, que en el caso de este recurso se refire a la actividad inmobiliaria, 
sin qu se observe en su texto la adopción de fórmulas de carácter genérico 
o imprecisas, no autorizadas según doctrina de este Centro, como serían 
aquéllas que comprenden con carácter genérico toda posible actividad comer-
cial o industrial; 
CONSIDERANDO que el segundo defecto trata acerca de si en el su-
puesto de usufructo y prenda de acciones cabe remitirse en los Estatutos so-
ciales a que sean los accionistas quienes concreten esta materia en el título 
de constitución de esos dos derechos cuando quieran apartarse de la regu-
lación legal o si por el contrario el contenido específico y concreto de estos 
derechos, debe figurar en los propios Estatutos; 
CONSIDERANDO que al constituirse un derecho de usufructo o de 
prenda sobre acciones de una Sociedad mercantil, el «status» jurídico de usu-
fructuario y nudo-propietario o de deudor-propietario y acreedor pignoraticio 
se va a ver afectado por la existencia de una tercera persona, como es la 
propia Sociedad Anónima, y esta circunstancia se traduce en una complejidad 
de relaciones no fáciles de solucionar y que nuestra Ley ha procurado resol-
ver en sus artículos 41 y 42; 
CONSIDERANDO que a la vista de lo establecido en el mencionado 
artículo 41 un sector doctrinal distingue dentro del derecho de usufructo: 
a) unas relaciones internas entre usufructuario y nudo-propietario que no se 
verían afectadas por lo dispuesto en la Ley en cuanto que tales relaciones 
quedan fuera de la competencia de ésta, y se regularán por lo establecido 
en el título constitutivo que en este aspecto será siempre preferente; b) 
unas rlaciones externas o de ligitimación de los interesados frente a la So-
ciedad que son a las que la Ley se refiere, y que pueden regularse en los 
Estatutos, y en donde en caso de discordancia prevalecería el contenido de 
éstos sobre lo establecido en el título de constitución; 
CONSIDERANDO que, en efecto, el artículo 41 de la Ley establece una 
norma de carácter dispositivo, al ser en los Estatutos donde se podrá regular 
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esta materia, y sólo en su defecto se aplicará la prevención legal de enten-
der que la cualidad de socio reside en el nudo-propietario, pero sin que al 
amparo de esta facultad dispositiva pueda presuponerse autorizada una 
cláusula que con carácter general e indeterminado remita cada caso concreto 
al título de constitución del usufructo y lo mismo habría que indicar res-
pecto del supuesto de prenda de acciones del artículo 42 en cuanto que 
entonces la propia Sociedad desconocería la exacta situación en esta materia 
de la que se derivan tan complejas relaciones jurídicas; 
CONSIDERANDO en relación con el defecto 3.° y sin perjuicio de lo 
indicado respecto al defecto anterior es de advertir que no se observa nin-
guna oscuridad en la redacción del artículo 13, ya que este artículo estatu-
tario contiene la prevención de que si se hubiera pactado que el ejercicio 
de los derechos de socio corresponden al usufructario lo que en este mo-
mento, y hasta que no se cumpla con lo indicado en el artículo 41 de la 
Ley y se concrete a quién corresponde la cualidad de socio, se desconoce y 
dado que a la Sociedad no le es indiferente quiénes puedan ejercitar tales 
derechos establece para la transmisión del usufructo de acciones las mismas 
limitaciones que en los artículos anteriores se imponen a la transmisión del 
derecho de propiedad; 
CONSIDERANDO en cuanto al defecto 5." en la parte que el Registra-
dor no ha reformado, relativo a no contener ninguna mención concreta los 
Estatutos acerca de la forma de deliberar la Junta de accionistas, hay que 
entender que la remisión general al contenido de la Ley expresada en el 
artículo 35 de los Estatutos es suficiente para estimar cumplido el requisito 
del artículo 11 h) de la misma Ley; 
CONSILERANDO que el defecto número 6 de la nota hace referencia 
a si en los supuestos en que tiene aplicación el artículo 10, 8.°. del Código 
Civil o bien de aseverar el Notario autorizante de la escritura que por pro-
pio conocimiento el extranjero compareciente tiene capacidad civil suficiente 
conforme a su ley nacional o si no es así suplir esta falta de conocimiento 
directo de la ley extranjera por los medios supletorios establecidos en el 
artículo 9 del Reglamento del Registro Mercantil, o bien ya no es preciso 
cumplir la anterior norma, dado que se trata de un caso en que excepcio-
nalmente se aplica la legislación española; 
CONSIDERANDO que la nueva redacción del texto articulado del tí-
tulo preliminar del Código Civil de 31 de mayo de 1974, si bien ha mante-
nido en el artículo 9-1.° el criterio tradicional de ser la Ley nacional la que 
rija la capacidad y el estado civil de las personas físicas, ha introducido una 
importante excepción a este principio general en el artículo 10-8.° al objeto 
de procurar una mayor protección de la seguridad de la contratación y del 
tráfico jurídico, ya que ordena se aplique la Ley española cuando concurran 
las circunstancias señaladas en el mencionado artículo 10-8.°, a saber que 
se trata de un contrato oneroso celebrado en España que no tenga por objeto 
inmuebles situados fuera del territorio español, y en el que si el extranjero es 
incapaz con arreglo a su Ley nacional, la causa de esta incapacidad no esté 
reconocida en concreto en la legislación española; 
CONSIDERANDO que al acoger el Código Civil reformado esta norma 
correctora de la ley personal en materia de capacidad no ha hecho sino seguir 
las modernas orientaciones y enseñanzas del Derecho Comparado, y si bien 
las diferentes legislaciones pueden ofrecer un alcance y unos presupuestos 
de aplicación distintos, coinciden siempre todas ellas en la competencia de la 
Ley territorial y el consiguiente rechazo de la Ley nacional del extranjero 
que provoque la ineficacia del contrato; 
CONSIDERANDO que en el presente caso se dan las circunstancias es-
tablecidas en el artículo 10-8." del Código Civil ya que se trata de un con-
trato oneroso —Sociedad— a la que no se ha aportado por el socio extran-
jero inmueble alguno que esté situado fuera de España y si este socio es 
capaz, con arreglo a la Ley española, nuestro ordenamiento reconoce validez 
al acto realizado, por lo que en aplicación del principio de legalidad esta-
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blecido en el artículo 18 de la Ley Hipotecaria y 98 del Reglamento para su 
ejecución, la capacidad del extranjero habrá de ser calificada por Notarios y 
Registradores en estos supuestos especiales con arreglo a la Ley española, y 
de ahí que no sea necesario la aseveración exigida en el artículo 9 del Re-
glamento Mercantil ya que este precepto reglamentario hay que entenderlo 
derogado en este punto ante la posterior disciplina de mayor rango legal por 
lo que es suficiente en consecuencia el juicio general de capacidad hecha 
por el fedatario. 
Esta Dirección General ha acordado que procede: 
1. Confirmar el defecto número 2 del acuerdo del Registrador. 
2. Revocar los defectos 1.°, 3.°, 5.° en la parte no reformada y 6." de 
dicho acuerdo. 
Lo que, con devolución del expediente original, comunico a V. S. para 
su conocimiento, el del recurrente y efectos. 
OBSERVACIONES.—No basta con afirmar que el extranjero es capaz 
según la legislación española: es preciso calificar su capacidad según su 
ley personal (¿nacional?) y caso de no ser capaz según ella ver cuál sea la 
causa de incapacidad y si está o no reconocida por nuestro Ordenamiento. 
Si bastase al Notario con afirmar que el compareciente «tiene a su juicio 
capacidad suficiente» para el otorgamiento sobraría la calificación regis-
tral siempre, a no ser que el Notario, amparado por el artículo 9 del 
RRm, asevere la capacidad conforme a la ley extranjera aplicable, en cuyo 
caso la capacidad será calificada en la forma que se indica en el comen-
tario a la Rs. siguiente. 
Piénsese en un supuesto similar al comentario: Ante mí... comparece 
don Joseph X., yugoslavo de nacionalidad, casado, mayor de edad, e t c . . 
Tiene, a mi juicio, conforme el Derecho español, capacidad suficiente para 
el presente otorgamiento... 
Puede que el yugoslavo compareciente tenga 18 años cumplidos, luego 
es capaz según nuestra legislación, ¿pero y según su ley personal? Si 
seguimos las afirmaciones de la DG y del Notario recurrente, no habraí 
más remedio que aplicar el A. 10-8 del C.c. e inscribir el título; resulta 
sin embargo que la menor edad, a efectos dispositivos sobre inmuebles, 
es reconocida como «causa de incapacidad» en nuestra legislación, lo cual 
haría inaplicable la doctrina del interés nacional introducida en nuestro 
Derecho por el artículo 10-8 C.c. 
Lo más grave de la Rs. comentada es que, de darle carácter general, 
nos llevaría a la inaplicabilidad del derecho extranjero en materia de 
capacidad cuando de calificaciones regístrales se trate, ¿de qué sirven los 
artículos 9, números 1, 10 y 11 del C.c, 18 L.H. y 36 de su Reglamento 
y 9 del R.R.m.? La L.H. obliga a calificar, además de la validez de los 
actos y contratos, la capacidad de los otorgantes de actos dispositivos, 
sean éstos nacionales o extranjeros. 
Por supuesto que no pensaría lo mismo la DG si se hubiese planteado 
un problema de legitimación de un cónyuge respecto de bienes de la so-
ciedad conyugal, ya que éstas no son cuestiones de capacidad32. 
32. En el anteproyecto del Título Preliminar de 1962, en su artículo 10-3, sí que-
daban incluidos los temas de legitimación en sociedades conyugales: «...A tales efec-
tos, también se comprenderán en ese precepto las limitaciones derivadas de la autori-
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No debe hacerse «grandeur» del caso Lizardi; una cosa es defender 
el tráfico y otra crear actos y negocios claudicantes, aunque sólo claudi-
quen ante el Derecho y el Tribunal extranjero, donde puede tener que 
plantearse el cumplimiento del contrato oneroso «válido». Téngase en 
cuenta que una de las finalidades de la «ignorancia excusable de la ley 
extranjera» es evitar fraudes y ocultaciones (clandestinidad), y éstos pue-
den evitarse con una correcta calificación que impida el acceso al Regis-
tro de actos claudicantes. 
Con razón señala Fraguas Massip que: 
«No es precisa mucha imaginación para comprender los graves peligros 
que entraña una generalización de esta doctrina, que facilite al juzgador 
una válvula de escape para omitir la aplicación de la norma material ex-
tranjera competente, y utilizar en su lugar la ley del foro, más bene-
ficiosa para sus compatriotas. Esta actitud conduciría a la crisis del De-
recho Internacional Privado y a una situación de peligrosa inseguridad en 
el tráfico internacional.» 3 3 
Pienso, por lo expuesto, que no es suficiente el juicio de capacidad 
del Notario autorizante con arreglo al Derecho español. 
3 3 
RESOLUCIÓN DE 4 DE DICIEMBRE DE 1981 .—En el recurso guberna-
tivo interpuesto por él Notario de Las Palmas contra la negativa 
del Registrador de la Propiedad a inscribir una escritura de com-
praventa. 
Excmo. Sr.: En el recurso gubernativo interpuesto por el Notario de 
Las Palmas, don Manuel Alarcón Sánchez, contra la negativa del Registrador 
de la Propiedad número 2 de Las Palmas a inscribir una escritura de com-
praventa; 
RESULTANDO que por escritura autorizada por el Notario de Las Pal-
mas, don Manuel Alarcón Sánchez, el día 7 de noviembre de 1979, don 
Kenneth George Hands, subdito británico, vendió a doña María Luz Gó-
mez su apartamento situado en el Puerto de la Luz; que en dicha 
escritura se hace constar por el Notario autorizante que: «Tienen a mi jui-
cio y por lo que respecta al señor Hands conforme a su estatuto personal, 
que en lo necesario declaró conocer, capacidad legal bastante para lo expre-
sado...»; que a dicha escritura le acompañó para su presentación en el 
Registro de la Propiedad un certificado de ley expedido por el Vicecónsul 
de la Embajada Británica, traducido al idioma español por intérprete oficial 
jurado que transcribe los artículos 1, 2 y 4 de la Ley de Reforma Inglesa 
de 1835; 
RESULTANDO que presentada copia de la anterior escritura en el 
Registro de la Propiedad, fue calificada con la siguiente nota: «Registro 
de la Propiedad de Las Palmas número 2. Presentado nuevamente a las 
dad marital o del poder dispositivo de bienes gananciales o análogos y del régimen 
común matrimonial». Gracias a Dios esta parte del precepto no prosperó. 
33. FRAGUAS MASSIP: «Las excepciones a la aplicación del Derecho extranjero 
normalmente reclamado», en Estudios sobre el Titulo Preliminar del Código Civil, 
de la Academia Matritense del Notario, 1977, T. I, Vol. II, p. 440. 
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diez cuarenta horas de hoy, en unión de certificado de ley debidamente 
legalizado y traducido, se suspende nuevamente la inscripción por adolecer 
de los siguientes defectos subsanables: 1.", no acreditarse que el vendedor, 
de nacionalidad inglesa, puede enajenar por sí solo los inmuebles adqui-
ridos a título oneroso durante el matrimonio; 2°, no constar el nombre de 
la esposa, si fuere necesario, por el sistema económico-matrimonial de 
aplicación. No se toma anotación de suspensión por no haberse solicitado. 
Extendida de conformidad con mi cotitular y a solicitud expresa del in-
teresado. Las Palmas de Gran Canaria, 14 de abril de 1981»; 
RESULTANDO que el Notario autorizante de la escritura se interpuso 
recurso gubernativo contra la anterior calificación, y alegó: Que el Re-
gistrador de la Propiedad no puede señalar que no se acredita que el ven-
dedor pueda enajenar por sí solo cuando en la escritura se contiene la 
afirmación, bajo la fe notarial, de que «conforme a su estatuto personal 
que en lo necesario declaró conocer...» tenía capacidad legal bastante para 
otorgar la escritura de compraventa, afirmación que es desvirtuada por 
aseveración contraída del funcionario calificador; que del párrafo final del 
artículo 36 del Reglamento Hipotecario hay que deducir que si el Regis-
trador conoce suficientemente el derecho extranjero podrá disentir del 
juicio de capacidad emitido por el Notario, pero, si por el contrario, des-
conoce el derecho extranjero aplicable y no utiliza los medios de averigua-
ción que estime necesarios —de conformidad con el párrafo final del 
artículo 12 del Código Civil—, no tiene más remedio que aceptar y pasar 
por la calificación del Notario, de quien, en su caso, sería la responsabili-
dad correspondiente; que de los documentos presentados y del propio 
contenido registral se deriva la conclusión de que la posibilidad de que 
el vendedor pueda por sí solo transmitir la finca queda acreditada por 
las tres siguientes vías: 1°, el título de adquisición del vendedor, hecho cons-
tar en la escritura y que figura inscrito debidamente en el Registro de la 
Propiedad, no consigna el nombre de la esposa del antes adquirente y hoy 
vendedor, por lo que el Registrador debe atenerse a los pronunciamientos 
del Registro según lo dispuesto en el artículo 1°, párrafo 3°, de la Ley 
Hipotecaria; 2.°, la declaración por el Notario de la capacidad del otor-
gante, afirmación de capacidad que comprende tanto la personal como la 
específica para disponer del bien concreto que se enajena en el referido 
título, además de que aun en el supuesto de entender reducida la afirma-
ción contenida en la escritura al solo ámbito de la capacidad personal, 
sobraría toda referencia al conocimiento del estatuto personal del otorgante, 
ya que bastaría su capacidad con arreglo al Derecho español, de conformi-
dad con el artículo 10, apartado 8°, del Código Civil y la Resolución de 
4 de marzo de 1981, y 3.°, aun a pesar de que confirma el artículo 168, 
regla 5.a, del Reglamento Notarial son suficientes las razones alegadas 
para considerar acreditada la capacidad del otorgante, a mayor abunda-
miento se acompañó una certificación expedida por el Vicecónsul de Gran 
Bretaña de la que resulta que en la Ley inglesa no hay régimen especial 
para la propiedad matrimonial, al señalar que «la Ley inglesa no impone 
régimen para la propiedad matrimonial de la misma forma que la juris-
dicción civil hace «y que» para evitar dudas por el presente se declara 
que nada en esta parte de esta acta..., c), impide a un esposo y esposa 
disponer de cualquier propiedad... en forma y como si no estuviesen ca-
sados»; que, respecto al segundo de los defectos señalados en la nota, de 
lo anteriormente expuesto resulta que la esposa del transmitente carece 
de todo derecho actual o futuro sobre el bien, por lo que no es preciso 
que conste el nombre de la esposa; 
RESULTANDO que el Registrador de la Propiedad de Las Palmas nú-
mero 2 emitió el correspondiente informe, alegando: Que la fe de capaci-
dad del vendedor dada por el autorizante no cubre todos los requisitos 
necesarios para la plena efectividad y validez de la compraventa, toda vez 
que parece referirse a la capacidad general para dicho contrato pero no para 
el caso concreto que se contiene en la escritura; que si al Notario le cons-
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taba la vigencia del régimen de separación de bienes en el Derecho inglés 
y la inexistencia de impedimentos, debería haberlo consignado expresa-
mente en la escritura; que, de conformidad con el último párrafo del artículo 
36 del Reglamento Hipotecario, si el Registrador conoce suficientemente la 
legislación aplicable podrá prescindir de que se le acredite, pero en caso contra-
rio podrá pedir que se le justifique la legislación extranjera; que, según la 
Resolución de 17 de enero de 1951, el Registrador tiene facultades para 
pedir la justificación del contenido y vigencia de las normas reguladoras 
de la capacidad civil de los extranjeros, sin que manifestaciones del feda-
tarfio le obliguen a la misma apreciación de la capacidad de los otorgantes; 
que la misma Resolución señala que carecen de valor las alegaciones de no 
constar en el Registro limitaciones del poder dispositivo del titular, ya 
que el haberse inscrito a su nombre no prejuzga la capacidad que se requie-
re para disponer; que el certificado de Ley que se acompaña dispone que 
«...nada en esta parte de ley, c) impide a un esposo y esposa de adquirir, 
poseer y disponer de cualquier propiedad conjuntamente...», con lo que 
resulta imposible armonizar esta disposición conjunta con lo establecido en 
el inciso final del párrafo transcrito por el recurrente; razón por la cual 
se estima que no ha quedado justificado que el otorgante pueda disponer 
por sí solo de los bienes adquiridos a título oneroso durante el matrimonio; 
que, respecto al segundo defecto, depende de la solución que se adopte 
respecto al primero; que su no constancia en el Registro carece de trans-
cendencia para la calificación del acto dispositivo y que, en caso de ser 
necesario el consentimiento de la esposa, habrá de indicarse si es o no la 
misma que al tiempo de la adquisición; 
RESULTANDO que el Presidente de la Audiencia Territorial de Las 
Palmas dictó auto por el que revocaba la nota de calificación alegando aná-
logas razones a las expuestas por el recurrente; 
Vistos los artículos 10, 8.° y 12 del Código Civil; 36 del Reglamento 
Hipotecario y la Resolución de este Centro de 4 de marzo de 1981; 
CONSIDERANDO que este recurso plantea la cuestión de si a efectos 
de inscripción de una escritura de venta de un inmueble que fue adquirido 
por un subdito inglés constante el matrimonio basta el juicio expresado por 
el Notario al aseverar «Que conforme a su estatuto personal, que en lo ne-
cesario declaró conocer» tiene capacidad suficiente o si por el contrario es 
necesario además acreditar —a través de otros medios— que la legislación 
extranjera —en este caso, la inglesa— permite al marido enajenar tal in-
mueble por sí solo sin requerirse el consentimiento de su mujer; 
CONSIDERANDO que en esta materia hay que tener en cuenta el 
profundo cambio producido en la redacción del artículo 36 del Reglamento 
Hipotecario por el Real Decreto de 27 de agosto de 1977, que trató de 
adoptarse a la reforma producida en el título preliminar del Código Civil, 
y en especial al contenido del artículo 10, 8." de este Cuerpo legal, y de 
ahí que si antes de la entrada en vigor del mencionado Real Decreto esta-
ban los Registradores de la Propiedad facultados conforme a reiterada 
doctrina de este Centro directivo para exigir que se acreditase la capacidad 
de los extranjeros que otorgan documentos inscribibles a través de la cer-
tificación consular que establecía dicho artículo a partir de la reforma indi-
cada tal capacidad civil puede ser acreditada, entre otros medios y bajo su 
responsabilidad, por la aseveración o informe del Notario autorizante de la 
escritura, como ha sucedido en este caso; 
CONSIDERANDO que con lo indicado anteriormente no se pretende 
señalar que la conducta del Registrador en esta materia sea puramente pa-
siva, pues de la lectura del vigente artículo 36 del Reglamento se deduce: 
a) Que si el Notario o Cónsul epsañol no asevera por falta de conocimiento 
directo la capacidad del otorgante puede el Registrador prescindir de cual-
quier medio si conoce suficientemente la legislación extranjera y lo hace 
constar en el asiento correspondiente; b), mientras que si no la conoce pue-
de acudir, a falta de juicio de capacidad por el fedatario, a los restantes 
medios que señala el artículo 36 y especialmente a la aseveración o informe 
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del Cónsul o funcionario competente del país de la legislación que sea 
aplicable, y c), en caso de discrepancia con el juicio de capacidad emitido 
por los funcionarios indicados, manifestar el punto concreto de su disen-
timiento al igual que sucede en el ámbito del derecho interno español; 
CONSIDERANDO que, a mayor abundamiento, se ha presentado una 
traducción oficial del certificado de la ley expedido por el Vicecónsul bri-
tánico en Madrid, de la que resulta que la Ley de este país no impone 
régimen para la propiedad matrimonial, y que a partir de la Ley de 1935, 
que suprimió las restricciones que afectaban a la capacidad de la mujer 
casada inglesa, nada impide a un esposo y esposa disponer de cualquier 
propiedad como si no estuviesen casados, así como tampoco que puedan 
ambos esposos adquirir, poseer y disponer de cualquier propiedad conjun-
tamente, y dado que de los asuntos regístrales aparece que la compra del 
inmueble la realizó únicamente el esposo, sin hacerse constar siquiera el 
nombre de su mujer, hay que concluir que se encuentra plenamente legi-
timado el marido para poder disponer del bien que adquirió. 
Esta Dirección General ha acordado confirmar el auto apelado. 
OBSERVACIONES.—La cuestión de fondo viene en parte a contra-
decir la tesis sustentada por la Resolución que precede a ésta en las anterio-
res páginas: la conducta del Registrador en esta materia (capacidad de ex-
tranjeros que disponen sobre inmuebles sitos en España) no puede ser mera-
mente pasiva; esta es la postura correcta y no la de acudir al artículo 
10-8.° del Código civil, que, por otro lado, no creo que sea el que deter-
mine la modificación del artículo 36 del Reglamento hipotecario que en su 
redacción de 27 de agosto de 1977 no hace sino aproximar este Regla-
mento al Notarial en su Artículo 168. 
La defensa de la argumentación en favor de la actuación notarial 
es muy acertada salvo en lo que se refiere a llamar en su favor al artículo 
10-8° por las razones que se apuntaban en el comentario a la anterior 
Resolución34. 
IV. DERECHO DE FAMILIA 
1.—Matrimonio 
A.—REQUISITOS PREVIOS A LA CELEBRACIÓN DEL MATRIMONIO. 
34 
ORDEN MINISTERIAL DE 1 9 DE MARZO DE 1977.—Dispensa de im-
pedimento y contrayente extranjero. 
En el expediente seguido a instancia de don Jacob Eljarrat Beniflach, 
de nacionalidad española, y de doña Meriam Beniflach Eljarrat, de nacio-
34. Respecto de la prueba del derecho extranjero puede verse, para completar el 
elenco citado por la DG, CORRIENTE CÓRDOBA: «En torno a la aplicación de la Ley 
Extranjera en el Derecho Español», en R.G.L.J., T. LXIX, julio 1974, pp. 10 ss., 
especialmente 34 y 35. 
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nalidad marroquí, en solicitud de que les sea concedida dispensa del im-
pedimento por parentesco de consanguinidad legítima en el cuarto grado 
de la línea colateral. 
Vistos los artículos 9, 12, 84 y 85 del Código Civil, 74 de la Ley del 
Registro Civil y 258, 259 y 365 del Reglamento del Registro Civil. Y tenien-
do en cuenta: 
1.° Que para contraer matrimonio, el parentesco entre colaterales en 
el cuarto grado de consanguinidad legítima constituye impedimento dispen-
sable por el señor Ministro de Justicia, mediando justa causa y solicitud 
del interesado. 
2° Que, como justa causa de índole particular y social para la con-
cesión de la dispensa, los interesados han invocado y acreditado suficiente-
mente la circunstancia de una prolongada convivencia anterior, hallándose 
incoado el reglamentario expediente previo para la celebración del matri-
monio civil. 
3.° Que han aportado igualmente un principio de prueba bastante 
respecto del impedimento de parentesco que existe entre ellos, sin que en 
ningún caso deba exigirse diligencia desproporcionada a la urgencia de la 
tramitación. 
El señor Ministro de Justicia, a propuesta de esta Dirección General, 
ha tenido a bien aprobar el expediente y conceder a don Jacob Eljarrat 
Beniflach la dispensa del impedimento de parentesco en el cuarto grado 
de consanguinidad legítima en la línea colateral a los efectos del matri-
monio civil que pretende contraer con doña Meriam Beniflach Eljarrat, 
sin que esta concesión prejuzgue la capacidad de la contrayente, según su 
estatuto personal, pero celebrar este matrimonio, ni los posibles impedi-
mentos que afecten a la misma según la legislación marroquí, y que no 
sean contrarios al orden público español. 
OBSERVACIONES.—La DG opta frente al espinoso problema de la 
autoridad competente para la dispensa de impedimentos por la tesis de la 
afirmación de la capacidad del Ministro de Justicia español en el tema 
cuando de contraer matrimonio civil en España se trata. No creo que 
quiera ni deba la DG atribuirse en exclusiva la posibilidad de dispensa, 
pero no me parece correcto el que no se plantee la cuestión de compe-
tencia. 
La doctrina suele plantear tres opciones: a) es competente la auto-
ridad correspondiente a la ley nacional de los contrayentes; la tesis la man-
tiene el Prof. González Campos 3 5 llamando en su apoyo al Art. 249 del 
RRC en su redacción anterior al R.D. 3.455/1977 de 1 de diciembre. 
El citado profesor reafirma su tesis con la Res. de 7 de julio de 1952 en 
la que se dice que «son las autoridades de la Iglesia Católica, radiquen 
éstas en España o en el exterior» las competentes para la dispensa. Hoy 
no cabe plantear el tema de la dispensa canónica si se tienen en cuenta 
los Arts. 46, 47, 48 y 63 del C.c. en su actual redacción de 7 de julio de 
1981; únicamente al Ministro de Justicia compete la dispensa, ya se trate 
de matrimonio civil o canónico. 
b) Competencia exclusiva de las autoridades locales del país de ce-
lebración. Creo que esta tesis no es defendible bajo ningún aspecto, ya 
35. En la obra conjunta dirigida por el Prof. AGUILAR NAVARRO, «Derecho 
civil internacional», Vol. I l l , de Derecho internacional privado, Madrid 1975, p. 303. 
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que el Art. 9 del C.c. en sus números 1 y 2 haría posible, en todo caso, 
la viabilidad de la dispensa otorgada con arreglo al estatuto personal. 
c) Posibilidad de opción entre la autoridad que corresponda según 
el estatuto personal y la del lugar de celebración, si bien, en este último 
caso, en los supuestos y bajo las condiciones establecidas por la ley per-
sonal del dispensado, salvedad ésta que parece tener en cuenta la Res. 
comentada en sus últimas afirmaciones al no prejuzgar la capacidad. No 
obstante debería la DG haber sido más clara y haber tenido en cuenta 
los requisitos exigidos por la ley personal para la concesión de la dis-
pensa. 
Este último sistema es el que acepta últimamente la doctrina inter-
nacionalista (Ponsard) y la que acoge el Convenio de París de 10 de sep-
tiembre de 1964 tendente a facilitar la celebración de los matrimonios en 
el extranjero, ratificado por España y publicado en el BOE de 19 de enero 
de 1977. El Convenio dispone en su Art. 1.° que «Cuando el matrimonio 
de un subdito de uno de los Estados contratantes fuere celebrado en el 
territorio de otro de tales Estados y el subdito residiere en él habitualmen-
te, las autoridades competentes del país de celebración podrán, en los ca-
sos y bajo las condiciones previstas por la Ley personal del futuro cónyuge, 
conceder a éste dispensa de los impedimentos matrimoniales establecidos 
por tal ley»36'. 
35 
RESOLUCIÓN DE 28 DE NOVIEMBRE DE 1978.—Publicación de edic-
tos en el extranjero en cuanto a matrimonios civiles. Casos en 
que es innecesaria la dispensa. 
Se devuelve a V. S. el adjunto expediente sobre dispensa de publicación 
de edictos en Alemania a los efectos del Matrimonio civil que pretenden 
contraer don Horst Müller y doña Esther Vallecillos Rovira, toda vez que, 
como ha tenido ocasión de declarar este Centro Directivo en su Instruc-
ción de 22 de marzo de 1974 sobre expediente previo al matrimonio civil 
(«B. O. del E.», de 15 de abril siguiente), su tramitación es innecesaria, 
pues «no se exigirá la previa publicación del matrimonio civil en país 
extranjero si por el Cónsul o funcionario competente se certifica que en 
la legislación de tal país no está prevista la publicación oficial previa del 
matrimonio», tal y como ha afirmado en este caso la Embajada de la 
República Federal de Alemania. 
Las razones para llegar a esta interpretación del artículo 91 del Código 
Civil se exponen por extenso en el epígrafe IV de la Instrucción citada. 
En todo caso debe tener presente el Juez Encargado que, para supuestos 
como el presente, debe extremar su celo en la prueba de la aptitud y li-
bertad matrimoniales, exigiendo certificación sobre ellas del Cónsul o fun-
cionario competente, el cual ya habrá tenido en cuenta, al efecto, las garan-
tías que sustituyan en su legislación a la publicación oficial previa del 
matrimonio. 
36. El Art. 249 en la redacción indicada dispone: «Al comunicar a los órganos 
extranjeros el cumplimiento solicitado de proclamas o la concesión de dispensas para 
matrimonio civil de españoles...». 
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OBSERVACIONES.—Insiste la DG en la aplicación de la ley personal 
para determinar la exigencia o no de proclamas razón por la cual en 
los casos en que por aquella ley no se exija dicho requisito no se pre-
cisa dispensa, siempre que se pruebe37 el derecho correspondiente a la 
ley personal por alguno de los medios admitidos en nuestro Derecho. 
La advertencia relativa a «las garantías que sustituyan en su legislación 
a la publicación oficial previa del matrimonio» recuerda la equivalencia 
de instituciones y, más en concreto, la «licencia matrimonial» del derecho 
de los Estados Unidos a que se alude en Res. del mismo Centro Direc-
tivo de 28 de marzo de 1962. 
Olvida la DG la vigencia en la fecha de la Rs. del Convenio de París 
de 10 de septiembre de 1964 que, vigente ya en Alemania, fue publicado 
en el BOE de 19 de enero de 1977 y que en su Art. 4.° dispone: «Las 
publicaciones previas a los matrimonios celebrados en la forma local en 
el territorio de uno de los Estados contratantes se regirán exclusivamente 
por la ley interna de ese Estado». De ahí se deduce que hubiera debido 
estarse a los dos años de residencia que tomaba el Art. 91 C.c. en su an-
terior redacción como parámetro para la publicación o no de las proclamas. 
El epígrafe IV de la Instrucción de 22 de marzo de 1974 dice lo 
siguiente: 
IV. El artículo 91 C. C. es un precepto que ha sido causa de que 
los expedientes matrimoniales en que alguno de los contrayentes sea ex-
tranjero sufra demoras indebidas. Nuestro sistema impone ciertamente que 
el matrimonio proyectado sea previamente publicado en el territorio donde 
el extranjero hubiere tenido su domicilio o residencia durante los dos años 
anteriores. Pero no cabe llevar esta exigencia hasta extremos que dificulten 
extraordinariamente el matrimonio. Se imponen dos suavizaciones en el 
rigor de la norma: 
1.° La primera suavización resulta del propio artículo 91 C. C. Según 
este precepto, la Ley local extranjera es la que ha de señalar las solem-
nidades exigidas para la publicación, la forma de certificar que se ha rea-
lizado, la Autoridad competente para expedir tal certificación. La Ley es-
pañola, pues, somete la publicación a las exigencias de la Ley local extran-
jera. Y por lo mismo, si por el Cónsul o funcionario competente se certi-
fica que en la legislación de tal país no está prevista la publicación oficial 
previa del matrimonio, no cabe inventar desde España solemnidades o me-
dios de publicidad cuyo régimen, por lo dicho, no depende de la Ley 
española; y habrá que concluir, en consecuencia, no que se pueda guber-
nativamente y a discreción dispensar o no el trámite imposible, sino que 
no se exige entonces la publicación en el país extranjero. Esta doctrina, 
concorde con los criterios antes expuestos como rectores de la interpre-
tación de los preceptos relativos al expediente matrimonial y, en concreto, 
con el de no crear impedimentos matrimoniales sin suficiente base legal, 
ya se contenía sustancialmente en el artículo 51 del Reglamento para la 
ejecución de las Leyes de Matrimonio y Registro Civil de 13 de diciem-
bre de 1870, y puede estimarse vigente en la actualidad. En tal caso, el 
Juez Encargado extremará su celo en la prueba de la aptitud y libertad 
matrimoniales, exigiendo certificación sobre ellas del Cónsul o funcionario 
competente, el cual ya habrá tenido en cuenta, al efecto, las garantías que 
sustituyan, en su legislación, a la publicación oficial previa del matri-
monio. 
37. En materia de prueba del Derecho extranjero puede verse CORRIENTE CÓR-
DOBA: «En torno a la aplicación de la ley extranjera en el Derecho español», en 
RGLJ, T. LXIX, núm. 1, julio 1974, pp. 9 a 36, especialmente pp. 20 a 25 y 34 y 35. 
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2.° La segunda suavización se desprende del artículo 92 del C. C. 
interpretado conforme a los precedentes legislativos, a su «ratio» y a la 
práctica de este Centro Directivo (Resoluciones de 3 de julio de 1959, 28 
de marzo de 1962 y 7 de septiembre de 1968). Hay casos en que la propia 
Ley dispensa de la publicación de edictos. En todos los demás casos, el 
Gobierno —y hoy el Ministro de Justicia (—artículo 74, L. R. C.)— 
podrá dispensarla mediando causas graves suficientemente probadas, una de 
las cuales pueden ser que se prevea una demora desproporcionada por causa 
de tal publicación. 
No importa, para la dispensa, que el interesado sea extranjero. Como 
se trata de dispensar un trámite que impone el Estado español, es lógico 
que a él mismo corresponda la dispensa. 
Está expresamente ordenado que los expedientes de dispensa se tra-
miten con urgencia (cfr. artículo 258 Reglamento Registro Civil). Y en la 
práctica, en efecto, se despachan con gran rapidez, por lo que el mismo 
no será causa de dilaciones. 
En la actualidad, tras la reforma de los Arts. 89 a 91 por la ley de 
7 de julio de 1981 debe señalarse con el Prof. Sancho Rebullida38 que 
«el vacío legal es más (muy) grave, pues los Arts. 89, 90 y 91 del Ce. 
regulaban detalladamente la mecánica de los edictos o proclamas y de 
su dispensa; el nuevo Art. 54 (se refiere a la redacción de 7 de julio 
de 1981), así como el Art. 245 del RRC las presuponen, pero no las 
regulan». 
Creo que hoy sigue, en cuanto a extranjeros, vigente el Art. 91 del 
Ce. en su anterior redacción por aplicación del Art. 9-2 del C e » . 
La advertencia y la referencia al Art. 9-2 son correctas y acertadas, 
pero me parece más dudosa la plena vigencia del Art. 91. 
IV.l.B.—FORMA E INSCRIPCIÓN DE MATRIMONIOS CELEBRADOS EN 
EL EXTRANJERO. 
36 
RESOLUCIÓN DE 13 DE JUNIO DE 1978.—Matrimonio civil celebra-
do en Rusia según la forma local en el año 1941. 
En el expediente sobre inscripción de matrimonio civil, recibido el día 
20 de enero de 1978 en el Registro General de este Ministerio, actuaciones 
seguidas a instancia de doña Julia Rodríguez Mata y que fueron remiti-
das por el Juez Decano de los de Primera Instancia y de los de Instrucción 
de Madrid, en trámite de recurso; 
RESULTANDO que el día 17 de enero de 1977 doña Julia Rodríguez 
Mata, de nacionalidad española, con domicilio en Madrid, presentó ante la 
Oficina del Registro Civil Central un escrito mediante el cual solicitaba la 
inscripción de su matrimonio en el Registro Civil español, porque así le re-
sultaba necesario, sin extenderse en otros pormenores ni fundamentadones. 
Acompañaba la siguiente documentation: 1) Certificación firmada por un 
38. SANCHO REBULLIDA y LACRUZ BERDEJO, Derecho de Familia, Barcelona 
1982, p. 149. 
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Cura Párroco de los de esta capital, en la que se hacía referencia a la cir-
cunstancia de que dicha peticionaria, que vivió en la propia demarcación 
parroquial durante varios años, no practicaba la religión católica y que exis-
tían informes relacionados con el matrimonio que aquélla había contraído 
civilmente el año 1941 en la URSS; 2) Fotocopia, debidamente cotejada 
de un documento extendido en idioma ruso; 3) Traducción al español por 
intérprete jurado del documento anterior, el cual se refiere a un certificado 
de matrimonio, contraído en el Registro Civil de la ciudad de Moscú el 
día 19 de julio de 1941, entre la promotora y don Ernesto Navarro Már-
quez; 4) Certificación literal de la inscripción de nacimiento referente a 
Ernesto Navarro Márquez, ocurrida el día 17 de mayo de 1899 en Cuevas 
de Almanzora (Almería); 5) Otra Certificación análoga, referente al naci-
miento de doña Julia Rodríguez Mata, ocurrido en Salamanca el día 6 de 
octubre de 1909; 6) Impreso con datos consignados respecto del matri-
monio cuya inscripción se solicita; 
RESULTANDO que la peticionaria se ratificó posteriormente en la pre-
tensión formulada identificándose con la exhibición de su pasaporte espa-
ñol y, en el propio acto, añadió las siguientes circunstancias: 1) Que ac-
tualmente vive separada de su esposo; 2) Que el actual domicilio de éste 
en esta capital es el que se indica; 3) Que había sido bautizada en la 
Religión Católica, no así su cónyuge; 4) Que al tiempo de celebrar dicho 
matrimonio no practicaba dicha religión; 
RESULTANDO que, acordada la citación del contrayente varón, a fin de 
darle vista de estas actuaciones, la promotora compareció para advertir que 
tenía referencias según las cuales su esposo no tenía intención de acudir 
a la Oficina Instructora, no obstante estar así acordado y, seguidamente 
declaró que ella se casó en Rusia con plena libertad en estado de soltera 
y sin que en aquel momento practicase la Religión Católica como ya tiene 
manifestado, circunstancias éstas que también concurrían en su referido es-
poso; concluye refiriéndose a la existencia de dos hijos, habidos en el ma-
trimonio, así como indicando el actual domicilio de los mismos; 
RESULTANDO que se presentó don Ernesto Navarro Márquez, el cual, 
identificado con su Documento Nacional de Identidad y enterado de la in-
coación de este procedimiento, manifestó que no era su propósito formular en 
este momento ninguna clase de alegaciones, aspirando únicamente a que se le 
otorgase un plazo prudencial en razón a las causas que apunta, y cumplido 
dicho plazo se personaría nuevamente para exponer cuanto considerase 
oportuno sobre el particular; una vez accedido a la fijación del plazo so-
licitado, y llegada la fecha señalada a tal fin, fue oído reservadamente el 
nombrado señor Navarro Márquez, apareciendo consignadas las sucesivas 
declaraciones: 1) Que es español, nacionalidad ésta que mantuvo siempre; 
2) Con certeza nada puede concretar en cuanto a su bautismo se refiere, 
pero supone que, por la costumbre imperante en el tiempo que nació, sí 
sería bautizado, aunque siempre ha estado ajeno a la práctica de la Reli-
gión Católica; 3) Que en circunstancias difíciles de guerra, y encontrándose 
en Moscú, contrajo matrimonio civil, prácticamente sin formalidad de nin-
guna clase, con la única idea de ayudar a la otra contrayente, compatriota y 
amiga, que se encontraba en serias dificultades personales; que por cuanto 
antecede y demás datos que recoge, estima que el aludido matrimonio debe 
considerarse como inexistente, ya que no tuvieron una clara intención nin-
guno de los dos de llevarlo a efecto, sino sólo facilitar la salida de Rusia de 
la contrayente; 4) Prosigue explicando la posterior situación real de sepa-
ración, aludiendo a la existencia de dos hijos, a los que tiene por legítimos 
y a su comportamiento con los mismos como un buen padre; 
RESULTANDO que los nombrados descendientes fueron notificados de la 
iniciación de estas actuaciones, quienes quedaron enterados de las mismas 
y, al propio tiempo, se adhirieron a la instrucción del expediente para ins-
cribir el matrimonio de sus padres; 
RESULTANDO que, también en forma reservada y separadamente, fue 
oída con posterioridad la peticionaria, la cual manifestó lo siguiente: «1.° Que 
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es bautizada en la religión católica; 2.°) Que siempre ha mantenido la na-
cionalidad española; 3.°) Que cuando celebró su matrimonio civil era sol-
tera; 4." Que se encontraba en Rusia a donde fue acompañando niños; 
5.° Que celebró el matrimonio con todas las formalidades que exige la ley 
soviética; 6." Que del matrimonio ha tenido dos hijos, uno nacido en Moscú 
y otro nacido en Méjico; 7.° Que el hijo nacido en Moscú fue inscrito a 
través de expediente gubernativo iniciado en la representación española en 
Méjico y donde trasladó su domicilio; 8.° Que entiende ella que el matri-
monio civil que celebró en Rusia tiene plena efectividad, pues tanto ella 
como su esposo eran solteros sin ningún impedimento para celebrar el ma-
trimonio, con plena libertad para llevarlo a efecto, el cual se celebró sin 
ningún género de coacción y quedó consumado con el nacimiento de dos 
hijos, que a su entender tienen la condición de legítimos». A preguntas 
del Encargado, manifiesta que «en efecto desde su llegada a España, de 
hecho, está separada del marido, viviendo en distinto domicilio, lo que no 
implica que en alguna ocasión tengan ciertos tratos, que generalmente se 
realizan a través de los hijos»; 
RESULTANDO que se publicó edicto en el tablón de anuncios del Re-
gistro Civil Central, no suscitándose en plazo reglamentario reclamación algu-
na, excepto un escrito presentado por don Ernesto Navarro Márquez, que se 
iniciaba con una narración de los antecedentes de hecho, donde afirmaba 
lo siguiente: 
«El año 1941, el suscrito y doña Julia Rodríguez Mata, se encontraban 
refugiados en Moscú, en situación dramática, no sólo por su condición 
de refugiados, sino por las proximidades a dicha ciudad del ejército ale-
mán en guerra con Rusia. No era, sin embargo, igual la situación de ambos 
puesto que, mientras al suscrito le era factible, como quería, salir en cual-
quier momento de Rusia, a ella se lo impedían las Autoridades locales. 
En tales circunstancias y con el común propósito de trasladarse a Méjico 
el suscrito accedió a la pretensión de ella de que contrajeran un matrimo-
nio de pura apariencia, para que le permitieran salir del territorio ruso 
como esposa del suscrito. Así, y con aquella exclusiva finalidad, sin propó-
sito, pues, de contraer verdadero matrimonio, se celebró una curiosa cere-
monia en Moscú que el suscrito no sabe —aunque duda— que se realizase 
de acuerdo con la Ley local, pero que desde luego, y con certeza, estaba 
en abierta contradicción con la ley española, como después veremos. Lo 
que sí se obtuvo con la ceremonia fue la autorización para que ella pudiese 
abandonar Rusia con el suscrito, dirigiéndose ambos a Méjico, donde fija-
ron su residencia. Algún tiempo después de residir en Méjico, cesó radical-
mente la vida en común por circunstancias que no son del caso especificar, 
pero que, en un matrimonio válido, hubieran fundamentado sobradamente 
la separación legal por causas imputables a ella. Y desde que cesó la vida 
en común hasta la fecha, el suscrito no ha tenido más noticia de ella que 
la que le ha suministrado el actual intento de inscribir aquella apariencia 
de matrimonio». Añadía como fundamentos legales, los siguientes: «I.—Aun 
suponiendo que aquella ceremonia, que hemos calificado ya de 'curiosa', 
revistiera las formalidades externas del matrimonio según 'lex loci', más aún, 
suponiendo que también hubiera cumplido los requisitos formales que im-
pone la Ley española para los subditos españoles bautizados en territorio 
extranjero, estaríamos frente a un matrimonio radicalmente nulo o inexis-
tente por ausencia del consentimiento en los contrayentes, ya que, como 
hemos dicho, la intención de éstos no fue contraerlo, sino obtener la auto-
rización de las Autoridades locales para salir de Rusia; II.—Si, como 
hemos visto, el matrimonio es inexistente en cuanto al fondo, es además 
nulo en cuanto a la forma. Dos datos son, a estos efectos, fundamentales: 
la fecha de la ceremonia (año 1941) y el hecho de que doña Julia Rodrí-
guez Mata, había sido bautizada. La fecha tiene importancia, porque de ella 
se deduce que el Reglamento del Registro Civil en particular, y la legisla-
ción aplicable en general, no serán las actuales, sino las vigentes en la 
fecha de la ceremonia»; Cita a continuación la Circular de este Centro de 
2 de abril de 1957, cuando exige para el matrimonio civil que se pruebe 
la apostasía formal y material de los bautizados, lo que no se ha practicado 
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y por ello tal enlace, incluso con arreglo al vigente artículo 249 del Regla-
mento es ineficaz. En la súplica final se contiene la pretensión de que sea 
denegada la práctica de la inscripción pretendida o, en todo caso, que se 
acuerde la mera anotación con finalidad meramente informativa: 
RESULTANDO que se practció sucesivamente prueba testifical, acordada 
de oficio, con intervención de dos declarantes que depusieron en sentido afir-
mativo acerca de la libertad, capacidad, inexistencia de impedimentos y tam-
bién respecto de hallarse apartados de la Religión Católica tanto la pro-
motora como su esposo, en el momento en que celebraron su matrimonio 
civil; añadieron que saben que del matrimonio nacieron dos hijos y que 
conocieron a la promotora y a su esposo en Rusia; 
RESULTANDO que el Fiscal Municipal, en su dictamen, estimó debía 
accederse a la petición entablada por la promotora, porque no encontraba mo-
tivo suficiente para que no fuese practicado el asiento pretendido, ya que 
no deben ser atendidas las alegaciones formuladas por el esposo oponente; 
RESULTANDO que el Encargado del Registro Civil Central dictó auto 
en el que acordaba, con aprobación del expediente y de su gratuidad, que se 
practicase la inscripción de matrimonio civil promovida en el escrito de ori-
gen por doña Julia Rodríguez Mata, así como las ulteriores referencias 
respecto del matrimonio de sus padres, en las respectivas inscripciones de 
nacimiento de los hijos, disponiéndose también las reglamentarias notifica-
ciones y advertencias. En la fundamentación del expresado acuerdo se ana-
lizaban las cuestiones conexas a la competencia para resolver, la adecuación 
del expediente a la pretensión planteada, la específica finalidad a que tien-
de en el presente caso las diligencias a practicar, en las que han quedado 
demostradas las concretas circunstancias básicas para la inscripción, pasando 
a rebatir con sistemática argumentación la oposición formulada por don 
Ernesto Navarro. Sobre este último extremo se indican las siguientes ra-
zones: «1.°) Respecto a la falta de requisitos formales exigida por la Ley 
rosa, porque es lo cierto que el matrimonio se inscribió en el Registro ruso y 
así está probado; 2°) En cuanto al requisito de forma español, de que los 
contrayentes, previamente al matrimonio no habían apostasiado de la Religión 
Católica ni habían probado su salida de esta Religión, al tiempo de cele-
brar el matrimonio (tesis que sostiene el señor Navarro Márquez) habrá que 
hacer las siguientes consideraciones: a) La exigencia de la Autoridad espa-
ñola, cuando va a autorizar la celebración de un matrimonio civil es clara 
en el sentido de que debe exigir la prueba de que los contrayentes no pro-
fesan en ese momento la Religión Católica. Pero esta exigencia no puede 
tenerla la Autoridad extranjera, cuando la Ley de su país no obliga a di-
cha exigencia. Será después la Autoridad española la que se encargará de 
valorar si en efecto los contrayentes no practicaban la Religión Católica 
cuando celebraron el matrimonio civil en el extranjero. Se trata simple-
mente de un medio de prueba, éste de que quienes van a contraer ma-
trimonio no practican la Religión Católica para que se autorice el matri-
monio civil, que atañe al hecho sustantivo de que en efecto no la practican. 
Y si no la practican y así se prueba, tardíamente, como tardío es el expe-
diente para la inscripción de matrimonio fuera de plazo, está claro que la 
exigencia de la Ley española está cumplida. Pero además este matrimonio 
se celebró en Rusia, país en principio no católico, en tiempo de guerra, 
si se quiere en forma apresurada, con un ejército invasor a las puertas 
de la ciudad en donde se estaba celebrando, y bajo una legislación que 
impedía por así decirlo aportar cualquier tipo de prueba de acatolicidad, 
sin ministros católicos o minimizados éstos y sin representación española 
en donde poder hacer ante ella algún tipo de manifestaciones. En tales 
circunstancias alegar que en aquel momento no se acreditó que no se era 
católico practicante, no parece ciertamente un motivo fundado; b) En el 
expediente ha quedado plenamente probado el apartamiento de los esposos 
de la Religión Católica, no sólo cuando se celebró el matrimonio sino con 
anterioridad y con posterioridad. Los dos han manifestado que no prac-
tican ni practicaban la Religión Católica y quien se opone incluso ha ve-
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nido a decir que no se acuerda siquiera si está bautizado. Pero es que ade-
más si ellos hubieran permanecido en la Religión Católica y por impedimen-
tos de la Ley rusa no hubieran podido celebrar su matrimonio en forma 
canónica, es lo cierto que de haber perseverado en tal confesionalidad ha-
brían refrendado su matrimonio con las formalidades canónicas durante 
el tiempo en que estuvieron en Méjico, habiendo tenido incluso en su mano 
el que se hubiese declarado válido en raíz dicho matrimonio civil, en forma 
canónica, al amparo de los Cánones 1.138 y 1.098. Y cuando no lo hicie-
ron así, cuando siguieron sólo con la atadura civil es porque evidentemente 
estaban alejados de la Religión Católica; c) La Dirección General de los 
Registros y del Notariado en su Resolución de 22 de mayo de 1975, ya 
se pronunció sobre el tema tratado, indicando que «el hecho de que un 
español celebre matrimonio civil en el extranjero, constituye por sí un 
fuerte indicio de que no practicaba en tal momento la Religión Católica». 
En el presente supuesto ese fuerte indicio ha quedado convertido en una 
prueba plena; 3.°) Tampoco es de tomar en consideración el defecto ale-
gado por don Ernesto Navarro Márquez, consistente en su falta de consen-
timiento a la celebración del matrimonio. Cualesquiera que fueran los mo-
tivos por los que se vio impulsado a contraer el matrimonio es lo cierto 
que con su actividad, llevada a efecto en los actos de su vida vino a re-
frendar el consentimiento si es que éste no existió en su raíz. El oponente 
se traslada a Méjico, vive con su esposa y con su esposa tiene dos hijos, 
a los que él mismo considera legítimos. El oponente sigue usando su filia-
ción de casado, incluso en el Documento de Identidad español, consintiendo 
día a día que ésta es su filiación y su estado y marcando así una clara 
conducta de que si hubo vicio en su consentimiento él mismo lo viene 
perfeccionando.»; 
RESULTANDO que se efectuaron las notificaciones y advertencias antes 
prevenidas, por efecto de las cuales un Procurador de los Tribunales, apode-
rado a tal fin por el señor Navarro Márquez, según la escritura de poder 
general para pleitos acompañada, presentó escrito mediante el cual se plan-
teaba recurso contra la resolución por la que se aprobaba el expediente y 
se disponía la práctica de la inscripción promovida, articulándose para ello 
la relación de hechos que sigue. Con una mayor extensión, se narran los 
antecedentes fácticos, previos y determinantes de la celebración del matri-
monio, que el nombrado poder dante tiene ya expresados en un escrito 
anterior. Luego se invocan los artículos 355 y 358 del Reglamento, como 
justificativos de la procedencia del recurso. Seguidamente se analiza cuál 
ha de ser la legislación aplicable para el enjuiciamiento de la cuestión de-
batida y, a la vista de la fecha del enlace en 1941, se achaca el fallo recu-
rrido el defecto de un haber respetado el principio legal de irretroactividad 
de las Leyes (artículo 3 del Código Civil), no ajustándose a la normativa 
vigente cuando el matrimonio impugnado se celebró. Se destaca que se 
trata de un pretendido matrimonio, de una parte, celebrado por dos espa-
ñoles, uno de ellos indudablemente bautizado y el otro, probablemente 
bautizado también. Por otra parte tal matrimonio se celebró el año 1941 
en Moscú ante funcionario ruso y sin intervención alguna del Cuerpo Con-
sular español. La primera circunstancia determina que, de acuerdo con los 
artículos 42 y 86 del Código, la Orden de 10 de marzo de 1941 y la Circu-
lar de 2 de abril de 1957, que se transcribe, haya que probar la apostasía 
material y formal de los contrayentes bautizados en la Iglesia, sin que sea 
suficiente el simple indeferentismo religioso. La segunda circunstancia im-
plica que el matrimonio es nulo por defecto de forma, con arreglo al ar-
tículo 100 del Código Civil, que modificó la posibilidad de acudir a la 
forma local que parecían permitir los artículos 70 de la Ley del Registro 
Civil de 1870 y el artículo 56 de su Reglamento del mismo año; y así lo 
ha declarado expresamente la Resolución de 19 de febrero de 1941. A con-
tinuación se insiste en el defecto de la aducida ausencia de consentimiento 
y después con un razonamiento de exclusión, se defiende la tesis de que 
sea practicada una anotación con valor simplemente informativo; 
RESULTANDO que en la sucesiva fase de procedimiento fue notificada la 
interposición del recurso tanto al Ministerio Fiscal como a la promotora, 
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formulando ésta las correspondientes alegaciones dirigidas fundamentalmen-
te a probar que el matrimonio, del que nació un hijo en Rusia en 1944 y 
otro en Méjico después de 1945, transcurrió durante muchos años con toda 
normalidad, para lo cual acompañaba diversa prueba documental privada, 
como cartas y fotografías, y también una escritura notarial, otorgada en 
Madrid en 1970, en la que el compareciente don Ernesto Navarro Márquez, 
que aseguró estar casado con doña Julia Rodríguez Mata, confería poder 
especial para ventas, tan amplio y bastante como en Derecho preciso, a 
su esposa, la nombrada doña Julia Rodríguez Mata. Como fundamento de 
derecho, en orden a la prueba de la acatolicidad y1 a la validez formal del 
matrimonio celebrado en Rusia, invoca, de un lado, las Resoluciones de 
5 de agosto de 1970 y de 7 de julio de 1971, así como las Sentencias del 
Tribunal Supremo de 20 de abríl de 1974 y 11 de marzo de 1975, y de 
otra parte, además de estas dos sentencias, el hecho de que el artículo 70 
de la Ley del Registro Civil de 1870 no puede estimarse derogado por el 
artículo 100 del Código Civil, como vino a reconocer la Orden de 14 de 
marzo de 1950; 
RESULTANDO que, en la presente fase de alegaciones, el Ministerio Fis-
cal, además de reiterar su precedente informe, manifestó que el matrimonio en 
cuestión debe inscribirse, ya que cuando se celebró los contrayentes no 
profesaban la Religión Católica y además eran libres para contraerlo, fina-
lizando con una referencia a la permisión del artículo 42 del Código Civil 
respecto de la celebración del matrimonio civil, cuando el mismo ha que-
dado depurado a través del expediente gubernativo que fija el artículo 73 
de la Ley del Registro Civil; 
RESULTANDO que el Encargado del Registro Civil Central, al emitir el 
informe reglamentariamente establecido, esencialmente se reafirmó en las 
consideraciones contenidas en el auto impugnado, apreciando que nada nue-
vo se aducía en el escrito de recurso para desvirtuar los hechos tenidos 
como básicos al dictar aquella resolución, refiriéndose también a las ma-
nifestaciones y pruebas presentadas por la parte promotora, que refuerzan 
aún más si cabe la tesis del informante; 
RESULTANDO que se cursó lo actuado al Juzgado Superior, donde el re-
presentante del Ministerio Fiscal dictaminó en el sentido de que procedía 
la confirmación de la resolución recurrida según sus propios fundamentos; 
RESULTANDO que seguidamente el Juez Decano de los de Primera Ins-
tancia y de los de Instrucción de Madrid acordó debía confirmarse la resolu-
ción apelada, en la que el Encargado del Registro Civil Central ordenó se 
inscribiera el matrimonio civil contraído en Moscú el día 19 de julio de 
1941 por don Ernesto Navarro Márquez y doña Julia Rodríguez Mata, acuer-
do aquél que debía mantenerse íntegramente. Disponía asimismo las opor-
tunas notificaciones y advertencias, así como también la gratuidad del re-
curso. Fundamentos principales de este auto son los siguientes: 1°) Que 
no puede entrarse a discutir, por exceder de la función del Encargado, la 
pretendida inexistencia del matrimonio por falta de consentimiento; 2.°) Que 
la forma local para el matrimonio civil está plenamente recogida en el ar-
tículo 11 del Código, tanto en su redacción anterior como en la actual, así 
como en el artículo 73 de la Ley del Registro Civil, sin que pueda discutir-
se si se cumplió o no la legislación rusa, ya que se ha probado la inscrip-
ción en el Registro Civil de Moscú; 3.°) Que en el expediente reglamen-
tario se han cumplido los requisitos exigidos, incluso el de la debida prue-
ba de que ambos contrayentes no profesaban la Religión Católica; en efec-
to, la aplicación de este requisito ha de efectuarse con arreglo a los cri-
terios actuales, sin que quepa la invocación de normas administrativas y 
circulares, expositivas de criterios interpretativos no vinculantes y acomo-
dados a la época en que se emitieron; y 4.°) La no profesión de la Religión 
Católica por ambos contrayentes en el año 1941 ha quedado ampliamente 
probada en las actuaciones; 
RESULTANDO que se notificó el referido auto dictado por el Juez De-
cano de los de Primera Instancia y de los de Instrucción de Madrid a lah 
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partes intervinientes en estas actuaciones, presentando el Procurador de los 
Tribunales y de don Ernesto Navarro Márquez, según ya consta acreditado, un 
escrito en el que se interponía recurso contra dicho auto. Examinado el 
contenido de éste, se advierte que se ajusta esencialmente a cuanto se tiene 
alegado en momento anterior por el nombrado Procurador, en defensa de 
los derechos que tiene encomendados, no advirtiéndose novedad que exija 
una particular mención; 
RESULTANDO que se dio traslado de la impugnación entablada, tanto a 
la promotora del expediente como al Ministerio Fiscal, produciendo ambos 
los consiguientes escritos, mediante los cuales se reiteraban fundamental-
mente los criterios que de una y otra parte aparecen ya expresados en su 
respectivo lugar, incluyendo únicamente la peticionaria como nuevo fun-
damento la cita de la Instrucción de este Centro de 7 de julio de 1971, 
sobre la prueba de la acatolicidad en los matrimonios civiles celebrados 
por españoles en el extranjero; 
RESULTANDO que el Juez Decano de los de Primera Instancia y de los 
de Instrucción de Madrid, en su reglamentario informe, se concretó a dar por 
reproducidas ahora las consideraciones mantenidas en el auto que es objeto 
de este recurso ante la Dirección General de los Registros y del Nota-
riado; 
Vistos los artículos 11 y 42 del Código Civil en su redacción origina-
ria; 3, 51, 83, 86, 100 y 101 del Código Civil; 73 y 98 de la Ley del 
Registro Civil; 245, 249 y 371 del Reglamento del Registro Civil; la Orden 
de 10 de marzo de 1941; las Sentencias del Tribunal Supremo de 1." de 
mayo de 1919, 26 de abril de 1929, 9 de febrero de 1934, 21 de octubre 
y 12 de noviembre de 1959, 16 de febrero de 1961, 14 de noviembre de 
1963, 5 de julio de 1965, 16 de marzo y 25 de abril de 1969, 29 de 
mayo de 1970, 20 de abril y 25 de septiembre de 1974 y 11 de marzo de 
1975; las Instrucciones de 7 de julio de 1971 y de 22 de marzo de 1974, 
y las Resoluciones de 19 de febrero de 1941, 20 de enero y 14 de marzo 
de 1967, 3 de agosto de 1970 y 18 de septiembre de 1972; 
CONSIDERANDO que, dados los términos del recurso, las únicas cues-
tiones planteadas son: a) si es válido el matrimonio civil contraído por es-
pañoles en Moscú en 19 de julio de 1941, a pesar de no haberse celebrado 
ante el Cónsul español; b) si puede estimarse acreditada la acatolicidad exi-
gida por el artículo 42 del Código Civil, según su redacción en aquella fecha; 
CONSIDERANDO que, en efecto, entonces se sostenía, incluso por 
parte de la doctrina oficial, la tesis, según la cual el artículo 100 del Código 
Civil imponía en su último párrafo la competencia exclusiva de los Cón-
sules y Vicecónsules para autorizar los matrimonios civiles de españoles en 
el extranjero, pero se apoyaba en más fuertes razones la tesis contraria —la 
única que vino a suponer vigente el artículo 73 de la actual Ley del Re-
gistro Civil— conforme a la cual el matrimonio civil podía contraerse con 
arreglo a la forma local en vigor en el país extranjero y sin intervención 
de Cónsul español, de acuerdo con lo establecido en los artículos 70 de 
la Ley del Registro Civil y 11 del Código Civil, entonces vigentes, y con 
las exigencias del tus nubendi que, de haber prevalecido la tesis contraria, 
habría quedado de hecho negado a los españoles que, como los del caso, 
residieran en país en que no hubiera a la sazón representación española; 
CONSIDERANDO que el hecho de haberse contraído matrimonio civil 
y las declaraciones de los interesados en el sentido de que entonces ambos 
eran ajenos a la práctica de la religión católica han podido estimarse sufi-
cientes para dar por acreditada la acatolicidad exigida por el artículo 42 
del Código Civil a los efectos de permitir para ellos el matrimonio civil, 
precepto que debe ser interpretado dentro de su propio contexto legal del 
que resulta que el bautismo de los contrayentes por sí no era obstáculo 
para contraer matrimonio civil (cfr. artículos 51 y 83-4.° del Código Civil), 
y sin que esta interpretación, avalada hoy por el principio de liberatd de 
religión, pueda ser invalidada con la invocación de disposiciones guberna-
tivas de insuficiente rango para modificar el Código Civil; 
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CONSIDERANDO que, con arreglo a los artículos 98 de la Ley y 371 
de su Reglamento, debe declararse la gratuidad del expediente y también 
de los recursos interpuestos, al no apreciarse temeridad en el recurrente; 
Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria: 
1.° Confirmar íntegramente el auto apelado. 
2.° Declarar la gratuidad de estas actuaciones. 
3 7 
RESOLUCIÓN DE 1 9 DE ENERO DE 1979.—Inscripción de matrimo-
nio celebrado en el extranjero según la forma local. 
Visto su oficio de 10 de enero del presente año, en el que transmite a 
este Centro la consulta formulada a esa Dirección General por algunos 
Consulados de España acerca de si la Instrucción sobre matrimonio civil, 
de 26 de diciembre de 1978 (Boletín Oficial del Estado de 30 de diciem-
bre), al declarar modificados por la Constitución los artículos 42 y 86 del 
Código Civil y no requerirse ya indagación sobre la religión de los contra-
yentes al celebrarse el matrimonio civil ante Jueces o Cónsules españoles, 
implica, igualmente, que el matrimonio contraído por español o españoles 
en el extranjero con arreglo a la Ley local, será inscribible directamente 
en el Registro Civil, por transcripción de la oportuna certificación extran-
jera y sin necesidad de expediente. 
Al trasladar esta consulta, Vuestra Ilustrísima pone de relieve que, a su 
parecer, aquella Instrucción no implica la supresión de la obligatoriedad 
del expediente previsto por los artículos 73 de la Ley del Registro Civil 
y 249 del Reglamento y que la única novedad que se introduce es que en 
el expediente no habrá que investigar la acatolicidad de los cónyuges, ni 
siquiera a través de la presunción de acatolicidad contenida en la nueva 
redacción de este artículo del Reglamento del Registro Civil, por el Real 
Decreto de 1 de diciembre de 1977. 
Esta Dirección General ha acordado comunicar, a Vuestra Ilustrísima, 
que es, en efecto, totalmente correcta la conclusión que se propugna, pues-
to que si la Constitución ha eliminado el requisito de la prueba de aca-
tolicidad para la celebración del matrimonio civil, por las razones que se 
señalan en la Instrucción de 26 de diciembre de 1978, no puede, en cam-
bio, afectar a un problema de mecánica registral, como es el del modo de 
inscribir el matrimonio contraído en el extranjero según la lex loci. El expe-
diente, pues, sigue siendo necesario para controlar la legalidad de estos 
enlaces y en él, conforme dispone el repetido artículo 249 del Reglamento 
—en la parte no modificada por la Constitución—, se acreditará debida-
mente la libertad de los contrayentes por inexistencia de impedimentos 
y, cuando no conste auténticamente, la celebración del matrimonio. Igual-
mente habrán de publicarse edictos, si se hubieran omitido, y se practicarán, 
en su caso, de oficio, las diligencias probatorias. 
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RESOLUCIÓN DE 3 0 DE JUNIO DE 1981.—Inscripción de matrimo-
nio civil celebrado en el extranjero. 
«En el expediente sobre inscripción del matrimonio civil de don Fernan-
do Vanero Frieben y doña Ester Elena Sananes, actuaciones remitidas a 
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este Centro en trámite de recurso en virtud del entablado por el esposo 
contra el auto dictado por el Juez de Primera Instancia Decano de los de 
Madrid, que confirmaba el del Juez Encargado del Registro Civil Central, 
ordenando la inscripción de dicho matrimonio. 
RESULTANDO: Que por escrito presentado ante el Registro Civil Cen-
tral y por doña Ester Elena Sananes, nacida en Buenos Aires (Argen-
tina), se promovió expediente para obtener la inscripción de un matrimo-
nio celebrado el 3 de diciembre de 1971 con don Fernando Venero Frieben, 
nacido en Madrid; dicho matrimonio, civil solamente, se celebró en Fran-
cia, en el Ayuntamiento 5 de París; ahora la interesada desea inscribir en 
España su matrimonio, a fin de legalizar la situación de su marido que aquí 
se le considera como soltero, con todos los problemas legales que ello com-
porta; e incluso para registrar a los hijos nacidos del matrimonio, aunque 
gracias a la fórmula «por declararlo así el firmante» y otras, la situación 
de los hijos, según consta en sus respectivas partidas de nacimiento, es 
regular; asimismo esta inscripción de matrimonio les permitiría contar con 
un Libro de Familia español en el que constaran los hijos, que actualmente 
figuran solamente en el pasaporte argentino de la madre, puesto que Fran-
cia no acepta inscribir hijos del matrimonio que no sea de nacionalidad 
francesa; solicita también hacer uso del artículo 21 del Convenio de doble 
nacionalidad, por el que, retroactivamente a la fecha en que contrajo ma-
trimonio, podía acceder a la nacionalidad española, sin renunciar, por ello, 
a la argentina; 
RESULTANDO que al escrito se acompañaban, entre otros, los siguien-
tes documentos: 1) copia del extracto del acta de matrimonio de la Pre-
fectura de París, Alcaldía de Distrito 5, B núm. 976403, debidamente le-
galizada y traducida; en este acta consta que el 3 de diciembre de 1971 
fue celebrado el matrimonio entre don Fernando Venero Frieben, nacido 
en Madrid, y doña Ester Elena Sananes, nacida en Buenos Aires, expre-
sándose sus respectivos datos de filiación y que no se hizo contrato de 
matrimonio; 2) certificación literal de inscripción de nacimiento de don Fer-
nando Venero Frieben, nacido en Madrid e inscrito en el Registro Civil 
de Universidad; 3) fotocopia de inscripción de nacimiento de la Municipa-
lidad de Buenos Aires (República Argentina) de la interesada; 4) impreso 
cumplimentado para inscribir el matrimonio entre don Fernando Venero 
Frieben y doña Ester Sananes y Domínguez; aportando como documentos 
base: Livret de Famillie, francés y extracto del acta de matrimonio, ya 
reseñada; 
RESULTANDO que, admitido el escrito, la interesada se ratificó en el 
mismo y se procedió a realizar una audiencia reservada en la que ésta 
manifestó ser de nacionalidad argentina, que se casó en estado civil de 
soltera, libremente y que, dentro del matrimonio, ha tenido dos hijos que 
están inscritos en el Registro Civil de Buenavista de Madrid; no compa-
reció don Fernando Venero Frieben, a pesar de estar citado, primero, por 
mediación de su esposa y, después, por citación personal en su nuevo 
domicilio, ya que desde el 9 de agosto de 1979 no vive en el domicilio con-
yugal, según afirmó la esposa; también se llevó a cabo la información testi-
fical ofrecida con la intervención de dos compañeras de la interesada, una 
da estudios y otra de trabajo, que manifestaron ser ciertos todos los ex-
tremos expresados por la promotora; 
RESULTANDO que, tras diversas incidencias, don Fernando Venero 
Frieben compareció ante el Encargado del Registro Civil Central por medio 
de un escrito, en el que se declaraba mayor de edad, español y soltero y 
en el que manifiesta que la pretensión de doña Ester Sananes Domínguez 
de inscribir el matrimonio civil contraído en París el 3 de diciembre de 
1971 es inaceptable porque no es un acto susceptible de inscripción en 
España en virtud del artículo 83 del Reglamento del Registro Civil, el 81 
del mismo texto legal y el artículo 101 del Código Civil, que considera 
nulos aquellos matrimonios que se celebren sin la intervención del Juez 
competente que, en este caso, en virtud del artículo 100 del Código Civil, 
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hubiera sido el Cónsul o Vicecónsul de España en París, porque el matri-
monio de un español, celebrado en el extranjero sin sujetarse a la norma 
española, carece de fuerza en España; que si acaso cabría la anotación, 
pero nunca la inscripción, según los artículos 80 de la Ley de Registro 
Civil y 152 de su Reglamento; no pone objeción a que dicho matrimonio 
se anote registralmente, según proceda en Derecho, puesto que el propio 
título extranjero confirma su existencia, pero no acepta que se pretenda 
deducir consecuencias en orden a la efectividad del mismo en la Ley espa-
ñola, por inexistencia de obstáculos legales, puesto que, para que el ma-
trimonio fuera inscribible, se tendría que renovar el consentimiento, hecho 
imposible pues no persiste la convivencia; a este respecto cita el artículo 
101 del Código Civil y los principios de la Constitución española, artícu-
lo 10; destaca, también, que el hecho de haber contraído matrimonio civil, 
al margen de la Ley española, se debió al propósito común de ambos de 
no dar trascendencia o efectividad en España a su unión, que consideraban 
circunstancial, como así ha sido, puesto que desde agosto de 1979, de 
común acuerdo, se puso fin a su unión; por todo ello le parece una pre-
tensión abusiva inscribir registralmente un documento que de suyo es 
absolutamente no susceptible de inscripción en España y, menos aún, reno-
var un consentimiento cuando la unión se ha roto; todo ello no impide 
que siga prestando la atención material y moral a los hijos comunes, que-
riendo, para ello, llegar a un documento transaccional con doña Ester; des-
taca que como resultado de aquel matrimonio, nulo para la Ley española, 
sus hijos son naturales (sic); por todo ello no se opone a la anotación de 
mencionado matrimonio en el Registro a efectos informativos, pero sí se 
opone a la pretensión de inscribir el mismo con eficacia legal para España; 
RESULTANDO que, después de reiteradas citaciones, el interesado se 
ratificó en el escrito presentado en su nombre por su Letrado don José Con-
de y se procedió a realizar una audiencia reservada en la que don Fernan-
do Venero Frieben manifestó que él pensaba que sí existieron obstáculos 
legales para la celebración del matrimonio por el que se pregunta, ya que 
con dicha celebración lo único que pretendía era dar una apariencia social 
a las relaciones sexuales mantenidas con doña Ester Sananes; que en el 
momento de contraer matrimonio él era soltero y piensa que doña Ester 
también, añadiendo que actualmente no convive con ella; 
RESULTANDO que el Fiscal de Distrito Decano de los de Madrid 
estimó que habiéndose observado todos los trámites prevenidos en la Ley 
para la inscripción de matrimonio civil, procedía acordarlo así, inscribiendo 
el matrimonio contraído en París, entre la promotora y don Fernando Vene-
ra Frieben, el 3 de diciembre de 1971; a su vez, el Juez Encargado dictó 
auto en el sentido de que procedía acceder a la práctica de la inscripción 
en ese Registro Civil Central del matrimonio mencionado tal como solicita 
la promotora, ya que pueden acceder al Registro Civil español los matrimo-
nios celebrados en el extranjero, previa la instrucción del correspondiente 
expediente gubernativo, cuando, como en el presente caso, se ha demostra-
do que, no había impedimento por parte de los cónyuges para celebrar 
dicho matrimonio (número 5 del artículo 95 de la Ley del Registro Civil 
y 243 y siguientes del Reglamento y 73 de dicha Ley y 343 del Regla-
mento), pues el impedimento que presenta el contrayente, de que lo único 
que pretendía al casarse era dar una apariencia social a las relaciones man-
tenidas con doña Elena, es un vicio de consentimiento, y si puede repu-
tarse como tal deberá dilucidarse en el juicio ordinario correspondiente; y 
el matrimonio es inscribible conforme a los artículos 15 de la Ley del 
Registro Civil y 68 y 249 del Reglamento; 
RESULTANDO que notificado el auto al Ministerio Fiscal y a los 
contrayentes, don Fernando Venero Frieben recurrió ante el Juez de Pri-
mera Instancia por medio de un escrito en el que reiteraba todos los extre-
mos de su escrito anterior destacando que el motivo que indujo a ambos 
a celebrar su matrimonio bajo Ley francesa, a pesar de residir en España, 
fue el carácter meramente transitorio que ambos quisieron dar a su unión, 
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eludiendo su ley personal para cogerse a la francesa, ya que eran conscien-
tes de que su matrimonio no tenía validez en España; su unión se rompió 
efectivamente en agosto de 1979 por lo que considera que las razones de 
doña Ester, al querer inscribir ahora el mismo son puramente crematísticas 
o, quizás, la de adquirir la nacionalidad española; señala como motivos del 
recurso los siguientes: 1) El carácter no inscribible del acto para la Ley 
española en el momento de su celebración, pues el Código civil «autori-
zaba» la forma civil del matrimonio sólo después de probar que ninguno de 
los contrayentes profesaba la Religión Catllica, de ahí que declarara nulo 
—artículo 100 del C. C.— todo matrimonio celebrado sin autorización del 
Juez Municipal cocmpetente (en el extranjero, el Cónsul o Vicesónsul); di-
chos matrimonios nulos no podían ser inscritos en Registros españoles 
(arts. 81, 83 y 274 del Reglamento del Registro Civil y 80 de la Ley 
del Registro Civil), sino tan sólo «anotados», a efectos informativos, sin 
eficacia legal; así lo argumenta también (sic) la Instrucción de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado de 7 de julio de 1971 sobre ma-
trimonios civiles de españoles en el extranjero; 2) Irretroactividad de la 
norma que removió el obstáculo legal para inscribir el acto —artículo 2°, 3 
del Código Civil— «Las leyes no tendrán efecto retroactivo, si no dispu-
sieren lo contrario; en su escrito reconoce que después de la Constitución 
española de 1978 un matrimonio como el suyo podría ser inscribible por 
no ser desajustado con nuestro Derecho, pero lo que el Juez Encargado del 
Registro Civil Central está haciendo al ordenar la inscripción en el Registro 
de aquel matrimonio, no es sino aplicar normas nuevas sobre un acto ce-
lebrado mucho antes de la entrada en vigor de aquéllas, dando, por tanto, 
eficacia retroactiva a una normativa que el legislador constituyente no pen-
só nunca dársela, ya que la Constitución entró en vigor el 29 de diciembre 
de 1978 y no antes; afirma que el principio de irretroactividad de las leyes 
es universal, desde el Código de Justiniano, así como en las Partidas, y ya, 
con mentalidad más moderna, dice que la retroactividad de la Ley choca 
frontalmente con el principio de la seguridad jurídica, reconocido por nues-
tra Constitución en su artículo 9,3; está bien, dice, que la ignorancia de las 
leyes no excuse su cumplimiento, pero de ahí a imponer el conocimiento de 
las leyes futuras hay un abismo y ciertamente las partes de este recurso, al 
obrar de la forma que lo hicieron, quisieron eludir la entonces vigente nor-
mativa española; como conclusión desarrolla, primero, el respeto a la norma-
tiva jurídica obligatoria para los países de Europa Occidental signatarios 
de la Convención de La Haya de 1936 en orden a la forma del matrimonio, 
si bien con el mismo carácter de vinculación, subsiste entre los países sig-
natarios respecto del principio de observar y no violar, en ningún caso, 
los preceptos de Derecho que constituyen «la Ley personal»; bajo tal con-
sideración el mandante hubiera podido salvarse de la sujeción a la formali-
dad del matrimonio según establece el Código Civil —artículo 100—, sin 
embargo, bajo el imperio de la segunda norma nunca podría salvarse !a 
burla de la Ley personal del contrayente por lo que se refiere a la obli-
gación establecida en el artículo 42 del Código civil, sobre la profesión de 
su Religión Católica; desarrolla, después, la posible aplicación de la nece-
saria equidad a las inevitables consecuencias que hayan de seguirse de la 
resolución que se adopte, habida cuenta de la diversidad y trascendencia de 
que dichas circunstancias han de estar revestidas; a este respecto destaca 
lo anecdótico de aquel matrimonio y el que la solicitante quiera inscribirlo 
justamente cuando se ha roto, y el hecho de la evolución ideológica de la 
configuración del Estado español con la progresiva y firme introducción de 
principios más flexibles en materia de familia, maternidad y matrimonio; 
por todo lo expuesto solicita se revoque el auto recurrido y se desestime 
la pretensión instada por doña Ester Sananes Domínguez de inscripción 
del matrimonio civil francés, celebrado en París el 3 de diciembre de 1971; 
RESULTANDO que, admitido el recurso, ratificado el interesado en su 
escrito y notificados la interesada y el Ministerio Fiscal, éste se ratificó en 
su informe anterior por lo que considera que debe llevarse a efecto la 
inscripción del matrimonio objeto del recurso, ya que el matrimonio fue 
perfectamente válido con arreglo a la Ley Francesa, rigiéndose las formas 
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y solemnidades de los actos jurídicos por la Ley del país en que se 
otorgue, habiéndose observado, asimismo, conforme previene el artículo 73 
de la Ley del Registro Civil las formalidades del correspondiente expediente 
gubernativo; a su vez compareció doña Ester Elena Sananes Domínguez 
que manifestó no estar de acuerdo en absoluto con el escrito presentado 
por su esposo sobre el carácter circunstancial del matrimonio, como lo 
demuestra el hecho de que en las inscripciones de nacimiento de sus hijos 
Inés y Fabia-Sara Venero Sananes, aparecieran ambos como hijos legítimos 
habidos del matrimonio de sus padres, como consta por afirmación del 
declarante, su propio padre, haciendo referencia él mismo a que el ma-
trimonio tuvo lugar el día 3 de diciembre de 1971 en París; el hecho de 
que el matrimonio no tuviera carácter circunstancial lo demuestra el que 
estuvieran viviendo casi ocho años matrimonialmente, hasta que el marido 
abandonó el domicilio conyugal donde ella sigue viviendo con sus hijos; 
que la circunstancia de contraer matrimonio en París se debió al hecho de 
que la contrayente había vivido en París durante seis años, pasando des-
pués a vivir una temporada en Londres, donde conoció a su marido, desde 
donde se trasladó a Madrid a conocer a la familia de su esposo; el hecho 
de casarse en París se debió principalmente a tener en dicha ciudad sus 
amigos y relaciones sociales y que a la boda asistieron, incluso, los padres 
de don Fernando Venero; que la iniciación del expediente por parte de 
la promotora se debe únicamente a la defensa de sus propios intereses al 
ser abandonada por su marido, que es cuando se entera que el matrimonio 
celebrado en París no estaba inscrito en el Registro español, a pesar de 
estar inscritos como legítimos los hijos habidos en el matrimonio; que 
quiere hacer constar que en toda su documentación, expedida por las auto-
ridades de su país, aparece de estado como casada, ya que la Ley argentina 
reconoce validez a los matrimonios celebrados por sus subditos fuera del 
país, siempre que éstos se celebren con arreglo a la Ley del lugar donde ten-
gan lugar; considear que lo que su marido pretende es infringir la Ley, 
cometiendo un fraude; por todo ello solicita del Juez de Primera Instancia 
Decano de los de Madrid la confirmación en todos sus extremos del auto 
del Juez Encargado del Registro Civil Central, por el que se acordaba la 
inscripción del matrimonio celebrado entre la solicitante y don Fernando 
Venero, en París; al escrito de alegaciones se presentó fotocopia de la cer-
tificación literal de nacimiento del primero de los hijos en la que consta, 
por afirmación del padre, el matrimonio de los padres, celebrado el 3 de 
diciembre de 1971, en París, tomo 361, pág. 580; 
RESULTANDO que, en la tramitación del recurso, el Juez Encargado 
del Registro Civil Central informó en el sentido de confirmarse en las 
consideraciones de su auto; hace constar que el matrimonio se celebró con 
todos los requisitos y formalidades de la Ley del lugar, accediendo al Re-
gistro Civil correspondiente; que su inscripción en el Registro español se 
ha hecho conforme a lo previsto en las normas regístrales vigentes, ha-
biendo constatado que en el momento de contraer matrimonio los esposos 
eran libres y que no existían impedimentos de tipo legal con arreglo a la 
Ley española, deduciéndose del mismo la existencia de hijos legítimos me-
nores, cuyo interés debe protegerse; los hechos no han sido desvirtuados por 
el escrito del recurrente, quien busca una interpretación literal de la Ley 
española, a cuyo tenor ningún matrimonio civil podría ser hoy inscrito 
en el Registro español; la aplicación de la ley nunca puede ser estricta, 
sino que tiene que adaptarse al espíritu y circunstancias del momento, como 
se recoge en la instrucción de la Dirección General de los Registros y del 
Notariado sobre matrimonio civil de 26 de diciembre de 1978, interpretando 
la Constitución en sus artículos 32-1, 16,2 53 y Disposiciones Derogatoria 
y Final, por lo que la Dirección ha entendido deben entenderse modifica-
dos los artículos 42 y 86 del Código Civil y las normas regístrales concor-
dantes,, sin indagar los Encargados sobre las ideas religiosas de los con-
trayentes; destaca en su informe que el recurrente ha efectuado esta ale-
gación sobre la Religión Católica a última hora en el escrito del recurso; 
este argumento es de muy escasa calidad y no puede tomarse en considera-
ción cuando ha habido una convivencia de años y han nacido hijos; el Re-
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gistro, por otra parte, no es órgano para hacer declaraciones de derecho 
y no puede entrar en los defectos posibles de vicio de un matrimonio, de 
los que deberán entender los Tribunales de Justicia; al Registro Civil 
corresponde el examen de los requisitos necesarios para inscribir o no 
un matrimonio y éste, indudablemente, tiene acceso al Registro; hace men-
ción a la doctrina sentada en casos similares tanto por ese Registro Civil 
Central, el Juzgado de Primera Instancia Decano de los de Madrid y la 
Dirección General de los Registros y del Notariado (Resolución de 13 de 
junio de 1978); 
RESULTANDO que, recibido el expediente, el Ministerio Fiscal, al in-
formar al Juez de Primera Instancia, estimó que debía confirmarse la re-
solución recurrida por sus propios fundamentos, así como los del informe 
del Encargado del Registro que el Ministerio Fiscal hace suyo; 
RESULTANDO que el Juez de Primera Instancia dictó auto confirman-
do el auto recurrido dictado por el señor Encargado del Registro Civil Cen-
tral por el que se acordaba la inscripción, fuera de plazo, en el Registro 
Civil de su cargo, del matrimonio celebrado entre don Fernando Venero 
Frieben y doña Elena Ester Sananes, el 3 de diciembre de 1971, en París 
y todo ello en virtud de los fundamentos de derecho expuestos por dicho 
Juez Encargado, y que en el auto recurrido están recogidas con acierto y 
ponderación las circunstancias de hecho del presente caso, formando un 
todo con el informe emitido por el Ministerio Fiscal; 
RESULTANDO que notificado el auto al Ministerio Fiscal y a ambos 
contrayentes, don Fernando Venero Frieben recurrió, por medio de don 
Francisco Guinea y Gauna, Procurador de los Tribunales, que acredita con 
el poder general para pleitos —que acompaña—, ante la Dirección General 
de los Registros y del Notariado por medio de un escrito en el que vuelve 
a abundar en las razones de nulidad del matrimonio por la intencionalidad 
de los contrayentes en no ajustarse al derecho sustantivo matrimonial de 
nuestro país en aquel momento; destaca que, en conversaciones privadas 
del Letrado con doña Ester, ésta le ha manifestado que lo único que le 
interesa es conseguir la nacionalidad española, cuando realmente tiene un 
camino mucho más sencillo para obtenerlo, debido a su larga residencia en 
España por lo que el Letrado piensa que sus fines son puramente crema-
tísticos; seguidamente vuelve a reproducir los dos puntos fundamentales 
de su escrito anterior, a saber: 1) carácter no inscribible del acto para la 
Ley española en el momento de la celebración del matrimonio; 2) irretro-
actividad de la norma que removió el obstáculo legal para inscribir el acto 
que aquí se trata, seguidamente señala un nuevo motivo para el recurso; 
3) la actitud responsable del recurrente respecto a las obligaciones familia-
res; a este respecto señala que en el lapso de tiempo en que se rompió la 
unión matrimonial y la solicitud de inscripción del matrimonio por parte 
de doña Ester Sananes, el recurrente ha tenido una convivencia diaria con 
sus hijos, quizá pasando con ellos mayor número de horas que los que han 
pasado con su madre y, por lo que atañe a la manutención económica, estuvo 
entregando a dicha señora la cantidad de 25.000 pesetas mensuales, más 
aún, el recurrente ha querido llegar siempre a un pacto convencional que 
garantizase el cumplimiento por ambas partes de los deberes legales que 
les atañen, respecto a sus hijos, negándose doña Ester a esa línea concilia-
toria, por razones personalísimas; termina invocando el artículo 32 de la 
Constitución, en relación con el artículo, 10 de la misma que hablan de la 
dignidad de la persona y de su libre desarrollo, por lo que no se puede 
obligar al recurrente al ir más lejos de lo que él pretendió con su matri-
monio francés; por todo ello solicita se dicte resolución desestimando la pre-
tensión de doña Ester Sananes Domínguez de inscribir su matrimonio fuera 
de plazo en el Registro Civil Central; 
RESULTANDO que, admitido el recurso, se notificó su interposición 
a la promotora, la cual, en fase de alegaciones, presentó un escrito en el 
que destaca: 1) Que el matrimonio que contrayeron el 3 de diciembre de 
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1971 en París don Fernando Venero Frieben y la solicitante no fue una 
mera apariencia, sino verdadero matrimonio para crear una familia perma-
nente, al que accedieron ambos libremente y sin impedimentos; el matri-
monio se celebró en París porque allí vivía la recurrente, desde hacía seis 
años, becada por el Estado francés y allí tenía su correspondiente autoriza-
ción de residencia, extendida por la Prefectura de París num. 1 CC 2575 
733-CE 89921, por lo que no son verdaderos los motivos que aduce su 
esposo al elegir París como lugar para celebrar su matrimonio; que los tes-
tigos de la boda, entre otros amigos de ella, fueron los padres de su 
esposo; que la Ley personal de doña Ester reconoce automáticamente cual-
quier matrimonio civil contraído en el extranjero, por lo que estaba claro 
que para ella no era una unión circunstancial; 2) Que como tal matrimo-
nio fijaron su residencia en Madrid, donde nacieron sus hijos Fabia-Sara 
y Jonás, en cuya inscripción de nacimiento como hijos legítimos, nacidos 
dentro del matrimonio, figura el estado de casados de los padres; 3) Que 
a lo largo de estos años, la posesión del estado de casados ha sido constante, 
como demuestra por documentos; 4) En agosto de 1979, don Fernando Ve-
nero, abandona el domicilio conyugal; es a raíz de este hecho cuando la 
recurrente conoce que el matrimonio no había sido inscrito en España y por 
tanto no tenía reconocido sus efectos, por lo que inició el correspondiente 
expediente de inscripción fuera de plazo; 5) No es cierto que su inten-
ción sea, por esta vía, obtener la nacionalidad española, sino proteger sus 
derechos y los de sus hijos, debido a la conducta de su esposo; pone de 
manifiesto la mala fe de este último que la ha engañado a ella, intenta un 
fraude de la Ley e incluso quiere negar la legitimidad a sus hijos; en 
cuanto a los motivos del recurso señala: 1) El recurrente confunde deli-
beradamente conceptos como existencia del matrimonio e inscripción en 
relación con los efectos civiles, artículo 70 de la Ley del Registro Civil; 
tampoco había impedimento para la inscripción en España del matrimonio 
porque se podía haber acreditado que los contrayentes no profesaban la 
Religión Católica en el momento de su celebración, que no se hizo por 
mala fe del esposo; además la inscripción que ahora solicita supondría el 
reconocimiento de unos efectos civiles que ya se produjeron desde el mo-
mento del matrimonio; no se trata aquí de averiguar si el matrimonio fue 
válido o no por culpa del esposo, sino que se inscriba un matrimonio de 
cuya existencia no hay ninguna duda (arts. 53, 54 y 55 del Código Civil); 
2) Tampoco puede hablarse de aplicación retroactiva de las normas ema-
nadas de la Constitución Española, puesto que lo que garantiza la Cons-
titución (art. 8,3) es la irretroactividad de las disposiciones sancionadoras 
no favorables o restrictivas de los derechos individuales y éste es justamente 
el caso contrario, la posible elección del tipo de matrimonio que se quiera 
celebrar; por eso la aplicación o no de la retroactividad estará condicionada 
al buen juicio y al «tacto político del buen gobernante» que juzgará siem-
pre en justicia; 3) Su esposo tiene totalmente abandonados a sus hijos y 
solamente en dos ocasiones les pasó una cantidad para alimentos y, ade-
más, debido a los malos ejemplos que de él recibían, la madre puso los 
hechos en conocimiento del Tribunal Tutelar de Menores, Expediente nú-
mero 913/14 de 1980, que con fecha 21 de octubre pasado concedió pro-
visionalmente a doña Ester la guarda y custodia de los dos hijos hasta la 
resolución definitiva; por otra parte el mismo Tribunal concedió al padre 
autorización para ver a sus hijos, sin que haya hecho uso de la misma 
desde septiembre pasado, ni haya ayudado económicamente a la madre; tam-
poco es cierto que don Fernando Venero haya intentado un pacto conven-
cional, puesto que si su esposa acudió al Tribunal fue motivado porque 
le dijo que nunca vería a sus hijos; por todo ello, se muestra totalmente 
de acuerdo con los autos del Juez del Registro Civil Central y del de Pri-
mera Instancia Decano de los de Madrid y se opone totalmente al recurso 
entablado por don Fernando Venero Frieben, por no ser ciertas sus mani-
festaciones, apreciándose mala fe y temeridad; 
RESULTANDO: Que al escrito se acompañaban los siguientes docu-
mentos: 1) fotocopia de pasaporte argentino de doña Ester Sananes, en el 
que figura como casada y en el que están incluidos sus dos hijos, habidos 
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en el matrimonio; 2) fotocopias de las partidas de nacimiento de los hijos, 
en las que los padres figuran coom casados, y el matrimonio de los mis-
mos consta por afirmación del declarante —el padre—; 3) fotocopia de 
pasaporte caducado de don Fernando Venero Frieben, en el que figura como 
casado; 
RESULTANDO que, en la tramitación del recurso, el Ministerio Fiscal 
informó que estimaba procedía la confirmación del auto recurrido por sus 
propios fundamentos y el Juez de Primera Instancia consideró que proce-
día la confirmación en todas sus partes del auto impugnado, por todas las 
pruebas practicadas y los fundamentos de derecho ampliamente expuestos 
en los autos e informes del Ministerio Fiscal; 
Vistos los artículos 14, 16 y 53 de la Construcción; 3, 7, 11, 42, 51, 
83, 86, 100 y 101 del Código Civil; 73 y 98 de la Ley del Registro Civil; 
245, 249 y 371 del Reglamento del Registro Civil; las Sentencias del Tri-
bunal Supremo de 1 de mayo de 1919, 26 de abril de 1929, 9 de febrero 
de 1934, 21 de octubre y 12 de noviembre 1959, 16 de febrero de 1961, 
14 noviembre de 1963, 5 de junio de 1965, 16 de marzo y 25 de abril de 
1969, 29 de mayo de 1970, 20 de abril y 25 de septiembre de 1974 y 11 
de marzo de 1975, las Instrucciones de 7 de julio de 1971, 22 de marzo 
de 1974 y 26 de diciembre de 1978 y las Resoluciones de 19 de febrero 
de 1941, 20 de enero y 14 de marzo de 1967, 3 de agosto de 1970, 18 de 
septiembre de 1972, 13 de junio de 1978 y 19 de enero de 1979; 
CONSIDERANDO que carece de toda consideración la apreciación del 
recurrente de que un matrimonio civil celebrado en Francia, según la 
forma local, por un español en 1971 es nulo por defecto de forma, por 
aplicación del artículo 101-4.° del Código Civil en relación con el artículo 
100 del propio Cuerpo legal, pues esta interpretación —en modo alguno 
segura antes de la nueva Ley del Registro Civil, a la vista de lo que enton-
ces establecían los artículos 70 de la antigua Ley del Registro Civil y 11 
del Código civil— ha sido paladinamente desechada por el artículo 73 de 
la actual Ley del Registro Civil en vigor ya cuando el matrimonio se cele-
bró, que admite explícitamente la validez del matrimonio contraído en el 
extranjero con arreglo a la forma del país, supeditando sólo su inscripción 
en el Registro español a la tramitación del expediente gubernativo que 
desarrolla el arcítulo 249 del Reglamento del Registro Civil; 
CONSIDERANDO: Que el principio de no discriminación por razón 
de religión (art. 14 de la Constitución) y de aconfesionalidad del Estado 
(art. 16), de aplicación inmediata al entrar en vigor la Constitución (cfr. 
arts. 53 y Disposición Derogatoria 3), impiden hoy que la competencia del 
Estado en relación con la celebración de un matrimonio en forma civil, 
y, en concreto que su inscripción en el Registro Civil, pueda seguir depen-
diendo de la prueba de la acatolicidad del contrayente español, como, en 
cambio, ocurría en 1971 según los principios y disposiciones entonces vi-
gentes; pero es que además no puede ser atendida por ser contraria al 
comportamiento moral exigible, la invocación del contrayente, el cual pri-
mero libre y solemnemente consintió el matrimonio y, por consecuencia, 
comprometió por ello gravemente los bienes más íntimos de la otra parte 
y proclamó socialmente la eficacia general de la relación matrimonial, y 
ahora, para desdecirse del matrimonio, pretende hacer valer la necesidad 
de probar previamente una actitud moral subjetiva, la no profesión del 
catolicismo, que de otra parte él no ha invocado ni demostrado, y que 
incluso está contradicha por la celebración sólo en forma civil de acto tan 
importante en una vida religiosa como en el matrimonio; 
CONSIDERANDO que en modo alguno pueden tenerse en cuenta las 
restantes alegaciones del contrayente en el sentido de que la unión fue 
meramente circunstancial, puesto que no es este expediente la vía adecuada 
para decidir sobre un hipotético vicio de consentimiento, aparte de que 
todas las pruebas acompañadas justifican precisamente lo contrario: la per-
sistencia de la convivencia matrimonial durante varios años y el naci-
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miento de dos hijos, inscritos por declaración del propio padre como hijos 
de tal matrimonio; 
CONSIDERANDO que el expediente es gratuito, conforme al artícu-
lo 98 de la Ley del Registro Civil, pero deben imponerse al recurrente, 
por aplicación del artículo 371 del Reglamento, las costas de los dos 
recursos que ha entablado, al ser palpable su temeridad y su propósito 
fraudulento, por sí o mal aleccionado, de desligarse de un matrimonio al 
que accedió libremente, por el camino de oponerse a su obligada inscrip-
ción; 
Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria: 
1." Confirmar el auto apelado. 
2.° Declarar la gratuidad del expediente. 
3.° Imponer al recurrente el pago de las costas de los recursos que 
ha interpuesto. 
3 9 
RESOLUCIÓN DE 2 DE NOVIEMBRE DE 1981.—Sobre inscripción de ma-
trimonio celebrado en el extranjero en forma canónica. 
Vista la consulta que formula V. I. a este Centro sobre la inscrpición 
en el Registro Civil del matrimonio canónico de españoles celebrado en 
el extranjero. 
En su consulta pone V. I. de relieve que hasta la entrada en vigor 
de la Lty 30/1981, de 7 de julio, se distinguía según que el matrimonio 
de españoles en el extranjero en forma religiosa se celebrará en forma 
canónica —caso en que bastaba para la inscripción la simple certificación 
eclesiástica (Circular de 15 de febrero de 1980)—, o que se tratase de otra 
formo religiosa —caso en que era necesario acudir al expediente previsto 
en el artículo 73 de la Ley del Registro Civil (Resolución de 25 de noviem-
bre de 1978)—. Con la entrada en vigor de la nueva Ley, el Cónsul General 
de España en Los Angeles ha llamado la atención de la nueva redacción 
dada al artículo 63 del Código civil, de cuyo tenor literal podría deducirse 
que, a diferencia del matrimonio canónico celebrado en España, el que tu-
viera lugar en el extranjero exigiría para su inscripción en el Registro Civil 
la tramitación del expediente previsto en el citado artículo de ía Ley del 
Registro Civil. A juicio de V. L, esta deducción vulneraria lo establecido 
en el artículo VI del acuerdo de 3 de enero de 1979, sobre asuntos jurídicos, 
entre el Estado español y la Santa Sede, que no establece diferencias, a 
fectos de su inscripción, por razón del lugar en que se haya celebrado 
el matrimonio canónico. 
Vistos los artículos 49, 63 y 65 del Código civil, 73 de la Ley del 
Registro Civil, 249 del Reglamento del Registro Civil, VI del Acuerdo entre 
el Estado español y la Santa Sede sobre asuntos jurídicos y la Circular de 
este Centro de 15 de febrero de 1980. Y teniendo en cuenta: 
Que, en efecto, una interpretación meramente literal de los artículos 
63 y 65 del Código Civil, en su actual redacción, llevaría a la conclusión 
de que en la legalidad actual, y con respecto a los matrimonios contraídos 
una vez entrada en vigor la Ley 30/1981, de 7 de julio, la inscripción del 
matrimonio celebrado fuera de España en forma religiosa requeriría, ade-
más de la presentación de la certificación de la Iglesia y de que de los 
documentos presentados o de los asientos del Registro no resulte la nuli-
dad del matrimonio, que el Cónsul encargado del Registro comprobase, an-
tes de practicar el asiento, si concurren los requisitos legales para su 
celebración. 
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Que,, no obstante, esta interpretación no está de acuerdo con la dis-
posición general contenida en el artículo 49 del propio Código Civil que, 
sin distingos, permite a cualquier español contraer matrimonio en la forma 
religiosa legalmente prevista «dentro o fuera de España», ni con el artícu-
lo VI, número 1, de los Acuerdos vigentes sobre asuntos jurídicos entre el 
Estado español y la Santa Sede, que, también sin distinciones por el lugar 
de celebración, señala que la inscripción en el Registro Civil «se practicará 
con la simple presentación de certificación eclesiástica de la existencia del 
matrimonio». 
Que siempre ha de ser preferible en la labor interpretativa de unas 
normas que atañen a un compromiso internacional suscrito por España aco-
ger la solución que no vulnere este compromiso, cuando, además, la letra 
de los artículos 63 y 65 del Código Civil no pugna totalmente con la con-
clusión obtenida, puesto que la referencia que este último precepto con-
tiene a «todos los demás casos en que el matrimonio se hubiere celebrado 
sin heberse tramitado el correspondiente expediente», para imponer enton-
ces un especial deber de comprobación al Encargado, puede entenderse limi-
tada a los supuestos de peligro de muerte en los que el propio Código 
(cfr. art. 52) dispensa de la tramitación del expediente exigido en general 
por el artículo 56. 
Que, finalmente, debe tenerse presente que no hay motivos claros para 
establecer, a efectos de su inscripción en el Registro, una diferencia tajante 
entre los matrimonios en forma canónica celebrados dentro o fuera del 
territorio español, especialmente porque todos ellos están sometidos al con-
trol impuesto por el segundo párrafo del artículo 63, a cuyo tenor «se 
denegará la práctica del asiento cuando de los documentos presentados o 
de los asientos del Registro conste que el matrimonio no reúne los requi-
sitos que para su validez se exigen en este título», y es excesivo obligar, 
además, al Cónsul encargado a comprobar, pro otros medios no concreta-
dos, si concurren los requisitos legales para la celebración. 
Esta Dirección General ha acordado resolver la consulta en el sentiod 
de que los matrimonios celebrados por cualquier español en el extranjero 
en forma canónica se inscribirán en el Registro Civil con la simple 
presentación de la oportuna certificación eclesiástica, sin perjuicio de la de-
negación del asiento por aplicación del segundo párrafo del artículo 63 del 
Código civil. 
OBSERVACIONES.—Las Resoluciones que sobre forma de matrimo-
nio se han producido en el período examinado plantean tres cuestiones: a) 
El matrimonio civil celebrado en el extranjero según la «lex loci»; b) El ma-
trimonio en forma religiosa celebrado en el extranjero y su inscripción en 
el Registro Civil, y c) La prueba de la acatolicidad para poder contraer 
válidamente matrimonio civil según la legislación anterior a 7 de julio 
de 1981. 
a) El matrimonio civil celebrado en él extranjero según la «lex loci». 
Apunta bien la DG que la tesis basada en el artículo 100 del Código Civil, 
en su anterior redacción, imponía la forma consular para el matrimonio 
de españoles en el extranjero; pero ya desde hace tiempo 3 9 se hacía pre-
valecer el artículo 73 de la L.R.C; de este último artículo y del 249 del 
R.R.C deducía la D.G. en 14 de marzo de 1967 y 27 de junio de 1979 
que «para la eficacia del matrimonio civil basta, en cuanto a la forma, 
39. LALAGUNA DOMÍNGUEZ: «Matrimonio de españoles celebrado en el extran-
jero en la forma de la 'lex loci'», en Estudios de Derecho matrimonial, Madrid 1962. 
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cumplir con las exigencias del país en que se contrae». Se acepta, con 
carácter general, la aplicación de la regla locus regit actum del artículo 11 
del Código civil, criterio éste reforzado hoy por el artículo 49 párrafo 
tercero y 50 del mismo Código en su redacción vigente que, en rigor, no 
hubieran sido necesarios de no haber existido tanta discrepancia doctrinal 
en torno a los artículos 100 del Código Civil, 70 y 73 de la L.R.C. y 
249 de su Reglamento40, pues hubiera sido suficiente con el artículo 11 
del Código Civil. 
Lo que sí hace necesaria la forma civil local extranjera es el expediente 
para la inscripción del matrimonio en el Registro Civil español, ya que no 
hubo intervención de autoridad española (Artículos 73 de la L.R.C. y 
249 de su Reglamento). Aparte se precisa la calificación por el funciona-
rio encargado del R.C. que impone el artículo 63 del Código civil en su 
redacción actual. 
b) El matrimonio en forma religiosa celebrado en él extranjero y su 
inscripción en el Registro Civil. Se ocupa de él (únicamente del católico) 
la resolución de 2 de noviembre de 1981 que en defensa del artículo VI 
del acuerdo de 3 de enero de 1979, sobre asuntos jurídicos, entre Estado 
español y la Santa Sede, apura la interpretación del artículo 63 del Código 
Civil en su actual redacción que se refiere, exclusivamente, a matrimonios 
celebrados en España. 
Lo que no aclara la DG es si su interpretación —insisto en que es for-
zada— alcanza a los matrimonios celebrados en el extranjero en forma 
religiosa no católica. La ratio decidendi de la Resolución es clara: «siem-
pre ha de ser preferible en la labor interpretativa de unas normas que 
atañen a un compromiso internacional suscrito por España acoger la solu-
ción que no vulnere este compromiso» (cosa que no hubiera estado de más 
tuviesen en cuenta nuestros legisladores al reformar el Código Civil). Sin 
embargo de la interpretación que hace de los artículos 63 y 65 del Código 
Civil la D.G. parece desprenderse que no se precise expediente para los 
matrimonios religiosos no católicos celebrados en el extranjero. 
En favor de la no exigencia de expediente para los matrimonios últi-
mamente citados están los principios constitucionales de igualdad religiosa 
(artículo 14 de la Constitución) y aconfesionalidad del Estado (artículo 
16,3 de la Constitución); en contra están los siguientes argumentos: 1.—La 
no existencia de acuerdos jurídicos con otras confesiones religiosas distin-
tas de la católica. 2.—La literalidad del artículo 63 del Código Civil. 
3.—La falta de inscripción en el Registro especial del Ministerio de Jus-
ticia de las confesiones religiosas extranjeras (artículo 50 del Código Ci-
vil), y 4.—La falta de una regulación precisa del matrimonio en la mayo-
40. Es de advertir, no obstante, que el artículo 50 se aparta del amplio abanico 
de opciones que se ofrece en el artículo 11 del Código Civil. El tenor literal del pre-
cepto excluye al matrimonio consular entre cónyuge español y extranjero, dentro 
de territorio español, ante Legación diplomática del extranjero. La D.G. en 1982 ha 
admitido sin embargo la apuntada posibilidad. El próximo año en este anuario se 
volverá sobre ello. 
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ría de las confesiones religiosas, a diferencia de lo que ocurre con la 
Iglesia Católica. 
En todo caso, como recuerda la DG «se denegará la práctica del asien-
to cuando de los documentos presentados o de los asientos del Registro 
conste que el matrimonio no reúne los requisitos que para su validez se 
exigen en este título (artículo 63 C.c.)4 1. 
c) La prueba de la acatolicidad. La acatolicidad de los contrayentes 
en el Derecho español, anterior a 7 de julio de 1981 (incluso a partir de 
la Instrucción de la D.G.R. y del N. de 26 de diciembre de 1978) era 
el punto clave de nuestro sistema matrimonial, incluso en el ámbito de las 
relaciones internacionales. 
Superada la consideración del tema como un problema de calificación 
(canónica o civil) 4 2 se venía teniendo la cuestión como un simple proble-
ma de prueba del que dependía la validez del matrimonio. Tres son los 
temas que presenta la prueba de la acatolicidad: 1.—Los medios de prue-
ba; 2.—Los efectos de la prueba, y 3.—El momento de la prueba43. 
1.—Los medios de prueba. Suprimida ya la necesidad de declaración 
a cerca de la confesión religiosa para la celebración del matrimonio civil 
desde la Instrucción de 1978 antes citada, el problema queda reducido 
hoy a una cuestión de derecho transitorio en la que la DG ha optado 
por acudir a la realidad social del tiempo en que ha de aplicar la norma 
(artículo 3 C.c.) y así, en la Resolución de 13 de junio de 1978 dice 
que el precepto debe ser: 
«interpretado dentro de su propio contexto legal del que resulta que el 
bautismo de los contrayentes por sí no era obstáculo para contraer matri-
monio civil (cfr. artículos 51 y 83-4.° del Código Civil), y sin que esta 
interpretación, avalada hoy por el principio de libertad de religión, pueda 
ser invalidada con la invocación de disposiciones gubernativas de insufi-
ciente rango para modificar el Código Civil». 
Se permite por tanto, abstracción hecha de las numerosas interpretaciones 
administrativas anteriores, cualquier medio de prueba admitido en derecho. 
2.—Efectos de la prueba de acatolicidad. No puede hablarse de una 
convalidación de todos los matrimonios anteriores a la vigente legisla-
ción en cuanto a la prueba de acatolicidad para la celebración de un ma-
trimonio civil, por ello, en cuantos matrimonios civiles celebrados en el 
extranjero con arreglo a la lex loci, que son los únicos que aquí interesan, 
será preciso probar la no profesión católica para lograr la inscripción en 
41 . En realidad el artículo 63 C.c. obliga a más que el 24 R.R.C. (evidentemente 
discordante este último con la actual regulación del C.c), razón por la cual no habría 
inconveniente en admitir la certificación de confesión religiosa no católica extranjera. 
42. A partir del trabajo del Prof. PECOURT GARCÍA: «Nota a la sentencia del 
Tribunal Supremo (Sala de lo civil) de 29 de septiembre de 1961, en R.E.D.I., 1963, 
pp. 611-615. 
43. Así lo hace el Prof. GONZÁLEZ CAMPOS en la obra dirigida por AGUILAR 
NAVARRO, Derecho civil internacional, 4." ed., 1975, p. 289. 
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el R.C. español (artículo 249 del R.R.C), lo que equivale a subordinar en 
España la plena eficacia de estos matrimonios a la justificación de dicha 
acatolicidad44. 
3.—Momento de la prueba de la acatolicidad. Hay que distinguir, se-
gún el artículo 249 del R.R.C, entre los matrimonios celebrados ante 
autoridades españolas en el extranjero en que la prueba de acatolicidad 
deberá ser previa a la celebración del matrimonio y los contraídos ante 
autoridad extranjera en que la prueba se realizará «a posteriori*, cual 
el caso de cuantos matrimonios tenga ocasión de analizar en lo sucesivo la 
DG; si no hay prueba no cabe la inscripción aunque sí la anotación con 
valor simplemente informativo (artículos 42.3.° Ce. 249 y 272.2° R.R.C). 
Debe señalarse, por último, la excesiva ligereza y ánimo de fraude 
(en ocasiones descarado) de los recurrentes en la mayoría de los supues-
tos que dan lugar a estas Resoluciones, lo cual refleja incluso la DG: 
«al ser palpable su temeridad y propósito fraudulento... de desligarse de 
un matrimonio al que accedió libremente, por el camino de oponerse a su 
obligada inscripción» (Resolución de 30 de junio de 1981). 
IV. l.C—DIVORCIO. 
40 
RESOLUCIÓN DE 6 DE ABRIL DE 1979.—Celebración de matrimonio 
civil entre española y extranjero divorciado. 
En el expediente recibido en el Registro General de ese Ministerio, el 
día 19 de febrero de 1979, sobre autorización para celebrar un matrimonio 
civil y que promueven don Rene Paul Grandvillemin y doña Rosa Tomás 
Rodríguez, actuaciones remitidas a este Centro Directivo en consulta sus-
citada por el Juez de Distrito número 2 de Cartagena. 
RESULTANDO que el día 10 de agosto de 1978 se presentó en la Ofici-
na del Juzgado de Distrito número 2 de Cartagena un escrito, por medio del 
cual don Rene Paul Gradvilleim, mayor de edad, divorciado, en aquella 
fecha interno en la Prisión de dicha Ciudad, y a los efectos de promo-
ver expediente previo para la celebración del matrimonio civil que proyec-
taba contraer, formulaba la siguiente declaración, que suscribía también, 
en prueba de conformidad, su prometida, doña Rosa Tomás Rodríguez, ma-
yor de edad y viuda: 1) Hacía constar constar las respectivas menciones de 
identidad; 2) Aseguraban que ninguno practica ahora la religión católica, 
pese a haber sido en ella bautizados; 3) El declarante está divorciado le-
galmente en Francia y la prometida enviudó el día 22 de mayo de 1977; 
4) Se refieren a la inexistencia de cualquier otra clase de impedimentos; 
5) Indican los lugares de residencia durante los dos últimos años; 6) De-
signan el Registro Civil de Cartagena como lugar escogido para la celebra-
ción del matrimonio civil proyectado; 7) Se comprometen a aportar el resto 
de la documentación que mencionan. 
RESULTANDO que el día 3 de noviembre de 1978 se presentaron ante la 
Secretaría del referido Juzgado los siguientes documentos 1) y 2); Original 
44. Así lo afirma la R.s. de 14 de marzo de 1967. 
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y traducción de la Sentencia de divorcio vincular dictada por el Tribunal 
de Gran Instancia de Avignon, en virtud de la cual, con fecha 12 de abril 
de 1973, se pronuncia el divorcio entre los esposos Grassi-Rosstte y Grand-
villemin-René; 3) y 4) Original y traducción de una ficha de estado civil, 
expediente a nombre de Rene Paul Gradvilleim, cuyos demás datos indi-
ca; 5) Expedida por el Ayuntamiento de Elda, certificación de residencia 
respecto de doña Rosa Rodríguez; 6) Certificación, en extracto, del naci-
miento de esta última persona nombrada; 7) Certificado de defunción de 
don Antonio García Riquelme, esposo de la anterior; 8) Fé de vida y viu-
dez extendida a nombre de doña Rosa Tomás Rodríguez. Posteriormente, 
también se incorporaron a las actuaciones el original y la traducción de un 
certificado referente al matrimonio civil contraído por la nombrada doña 
Rosette Grassi y don José García el día 22 de octubre de 1974 en la al-
caldía de LTsle-sur-la-Sorge (Vancluse), así como los documentos relativos 
al nacimiento de un hijo habido por estos últimos. 
RESULTANDO que se recibió declaración al peticionario, el cual mani-
festó que contrajo matrimonio civil con doña Rosette Grassi ante el Al-
calde de L'Isle Sorge (84), el día 24 de octubre de 1959 y el mismo día 
tuvo lugar el matrimonio canónico en la Parroquia de la referida ciudad; y 
que obtuvo se pronunciara Sentencia de divorcio entre los citados esposos 
por el Tribunal de Gran Instancia de Avignon, el día 12 de abril de 1973. 
RESULTA que se pasaron las diligencias al Ministerio Fiscal para que emi-
tiese dictamen y, a tal fin, hizo constar: El artículo 9, apartado 1 del Código 
Civil, establece que las cuestiones relativas a los deberes y derechos de fa-
milia, a la capacidad y al estado civil se rigen por la Ley personal; pero 
como quiera que el apartado 3.° del artículo 12 del mismo Código dispone 
que en ningún caso tendrá aplicación la Ley extranjera cuando resulte 
contraria al Orden público y el artículo 52 del mismo citado Código consi-
dera como única causa de disolución del matrimonio la muerte de uno de 
los cónyuges, es por ello que la Dirección General de los Registros y del 
Notario, en diversas Resoluciones, ha considerado, hasta ahora, de orden 
público el principio de indisolubilidad del matrimonio, negando validez 
para contraer nuevas nupcias en España al divorcio vincular decretado por 
Autoridades extranjeras. Ahora bien, continúa argumentando, promulgada 
la Constitución española como ésta en el apartado 2) de su artículo 32, 
establece que la Ley regulará las causas de separación y disolución del ma-
trimonio y sus efectos, al emplear el plural «causas de separación y disolu-
ción» parece deducirse la posibilidad de que, al ser desarrollado este prin-
cipio constitucional por la ley correspondiente, se establezca como causa 
de disolución del matrimonio alguna otra, además de la muerte de uno 
de los cónyuges que, en buena lógica, no podría ser otra que el divorcio 
vincular. De todo lo cual se sigue que, aunque todavía no ha sido regulado 
legalmente el citado principio constitucional, el solo hecho de ser reco-
gido en el propio texto consttiucional podría llegar consigo que el principio 
de indisolubilidad del matrimonio dejase de tener carácter y consideración 
de principio de orden público en el Ordenamiento jurídico, español. Por 
todo lo cual fue su opinión que se elevase el expediente en consulta al 
Juzgado de Primera Instancia inmediato por si, antes de resolver en defi-
nitiva, fuese procedente su curso, en consulta también, a la Dirección Ge-
neral de los Registros, y de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 250 
del Reglamento del Registro Civil. 
RESULTANDO que el Juez de Distrito, acogiendo íntegramente el criterio 
del Ministerio Público y como persistía en la duda razonable respecto de 
la viabilidad del matrimonio civil que se pretende contraer, acordó elevar 
lo actuado a la Superioridad, a fin de librar la pertinente consulta, según 
lo previsto en el invocado artículo 250 del Reglamento del Registro Civil. 
RESULTANDO que el Juez de Primera Instancia correspondiente dictó 
auto en cuya parte dispositiva acordaba reexpedir las actuaciones al Encargado 
del Registro inmediato, para que, por su conducto fuesen elevadas las 
mismas a la Dirección General para su resolución definitiva, como funda-
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mentación de tal acuerdo se verán a reproducir en lo esencial las argu-
mentaciones desarrolladas en el dictamen emitido por el Ministerio Fiscal. 
Vistos los artículos 16 y 32 de la Constitución; 9, 12, 42, 51, 52, 75, 
80 y 83 del Código Civil; 250 y 252 del Reglamento del Registro Civil, la 
Instrucción de 26 de diciembre de 1978; la Ley de Libertad Religiosa de 
28 de junio de 1967; las Sentencias del Tribunal Supremo de 12 de marzo 
de 1942; 23 de febrero y 12 de mayo de 1944; 30 de marzo de 1960; 
29 de mayo de 1962; 21 de diciembre de 1963; 23 de octubre de 1965; 
5 de abril de 1966; 9 de marzo de 1968; 12 de marzo y 29 de mayo de 
1970, y 22 de noviembre de 1977, y las Resoluciones de 13 de octubre 
de 1980; 15 de febrero de 1941; 10 de enero de 1949; 25 de marzo de 
1950; 26 de marzo de 1951; 7 de julio y 3 de octubre de 1952; 10 de 
agosto de 1961; 27 de junio de 1969; 23 de abril de 1970; 18 de sep-
tiembre y 9 de noviembre de 1971 y 23 de marzo, 5 de abril y 24 de agos-
to de 1976. 
CONSIDERANDO que la consulta elevada a este Centro por el Juez de 
Primera Instancia número 2 de Cartagena, conforme a lo permitido por el 
artículo 250 del Reglamento del Registro Civil, se dirige a determinar si 
el Juez Encargado correspondiente podrá autorizar el matrimonio civil que 
intentan celebrar una española, viuda, y un subdito francés divorciado vincu-
larmente, según su ley personal de un matrimonio anterior, contraído tanto 
en forma civil como canónica. 
CONSIDERANDO que la última doctrina sobre la cuestión planteada, 
contenida en las Resoluciones de 23 de marzo, 5 de abril y 24 de agosto de 
1976, y en la Sentencia del Tribunal Supremo de 22 de noviembre de 1977, 
ha consistido en distinguir según que el matrimonio anterior del extran-
jero, disuelto por el divorcio vincular, merezca para el Decreto español 
la calificación de simple unión civil o de matrimonio canónico, puesto que 
sólo en este segundo caso se estimaba que la excepción de orden público 
recogida en el artículo 12-3 del Código Civil, impedía conceder eficacia 
directa a la Sentencia extranjera de divorcio, con la consecuencia de deber 
reputarse subsistente el impedimento de ligamen derivado del primer matri-
monio, y esto a pesar de que el extranjero, conforme a su Ley personal 
(cfr. artículo 9-1 del Código), gozaba, en principio, de la capacidad necesaria 
para acceder a nuevas nupcias. 
CONSIDERANDO que no hay que olvidar que la excepción de orden pú-
blico es, por su propia naturaleza, de carácter variable, elástico y flexible, 
puesto que, si según la jurisprudencia el orden público está constituido por 
«aquellos principios jurídicos, públicos y privados, políticos y económicos, mo-
rales e incluso religiosos, que son absolutamente indispensables para la 
conservación del orden social en un pueblo y en una época determinada» 
(Sentencia del Tribunal Supremo de 5 de abril de 1966), es indudable su 
carácter relativo, ligado a la concepción social y política de cada momento 
histórico; aparte de que, en todo caso, en el campo internacional la excep-
ción de orden público, por suponer una quiebra a la comunidad jurídica 
universal, ha de ser interpretada y aplicada restrictivamente. 
CONSIDERANDO que es innecesario resaltar el profundo cambio político-
social, y también jurídico, que refleja y precisa la promulgación de la 
Constitución española; concretamente en el régimen del matrimonio, la in-
disolubilidad de éste —que ya tenía inflexiones y matizaciones en el pro-
pio Derecho interno, a pesar de la declaración del artículo 52 del Código— 
ya no tiene rango constitucional y basta, a estos efectos, comparar el antiguo 
artículo 22 del Fuero de los Españoles, con el artículo 32-2 de la nueva 
Constitución; y no es posible hoy estimar que sólo respecto del matrimo-
nio canónico, su indisolubilidad es de orden público, pues los principios 
constitucionales de no confesionalidad del Estado y de libertad religiosa 
(artículo 16 de la Constitución), impiden tales discriminaciones civiles por 
razones religiosas. 
CONSIDERANDO que, de otro lado, los artículos XXIII y XXIV del 
Concordato, todavía formalmente vigente, entre la Santa Sede y el Estado 
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español, recogimos fundamentalmente en los artículos 75 y 80 a 82 del Có-
digo únicamente contienen el compromiso internacional de España de reco-
nocer los efectos civiles y la competencia exclusiva de la Iglesia en cuanto 
a los matrimonios canónicos en el ámbito en que el Estado español, con-
forme a sus normas de colisión, se estima competente y no pueden alcan-
zar a los matrimonios extranjeros excluidos de la competencia de las autori-
dades de España y regidos por la Ley o Leyes nacionales de los contra-
yentes (art. 9-1 del Código Civil). 
Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria: resolver la consulta en el sentido de que actualmente la ex-
cepción de orden público no impide el matrimonio civil entre una espa-
ñola, viuda, y un francés divorciado, independientemente del carácter canó-
nico o civil del matrimonio anterior de éste, si está disuelto, según su ley 
personal, por la sentencia firme de divorcio vincular. 
4 1 
RESOLUCIÓN DE 1 9 DE OCTUBRE DE 1979.—Matrimonio civil de 
español en el extranjero. 
En el expediente recibido en el Registro General de este Ministerio, 
el día 1 de octubre de 1979, sobre autorización para celebrar un matrimo-
nio civil y que promueven don Miguel Lucena Baena y doña María Isabel 
Calabria Díaz, actuaciones remitidas a este Centro directivo en consulta 
suscitada por el Juez de Distrito de Linares. 
RESULTANDO que, por escrito ratificado el día 19 de mayo de 1979, don 
Miguel Lucena Baena y doña María Isabel Calabria Díaz, ambos mayores 
de edad, solteros según sus manifestaciones, vecinos de Linares y que se 
identifican con la exhibición de su Documento Nacional de Identidad, 
promovieron ante el Registro Civil de Linares expediente para la celebra-
ción del matrimonio civil que proyectan contraer ante el Juez Encargado 
de ese Registro, indicando las menciones de identidad de los solicitantes y 
de sus padres, y aduciendo su estado de soltería y la inexistencia de im-
pedimentos para el matrimonio. 
RESULTANDO que, a su citado escrito, acompañaron, además de sendas 
fotocopias de sus Documentos Nacionales de Identidad, las certificaciones 
literales de sus respectivos nacimientos, fes de vida y soltería de ambos y 
unas certificaciones municipales para acreditar su residencia en Linares. 
RESULTANDO que el Juez Encargado acordó la publicación de edictos, 
como así se efectuó, y procedió al examen reservado y por separado de 
los pretendientes, en cuyo trámite, mientras la declaración de doña María 
Isabel Calabria Díaz no produjo resultado especial, aconteció que don Miguel 
Lucena Baena afirmó que no cree se den obstáculos legales para el ma-
trimonio civil que intenta, pues contrajo matrimonio con doña Susana 
Lesley en Inglaterra, esta unión quedó disuelta por Resolución de un tribu-
nal inglés de fecha 14 de febrero de 1979, según la certificación que pre-
senta, por lo que su estado civil, al no existir en España el de divorcio, 
ha de ser el de soltero; en la certificación que se menciona, y que aparece 
traducida por intérprete jurado, consta que, según decreto del Tribunal 
del Condado de Colchester y Clacton, el matrimonio celebrado entre Susan 
Lesley y Miguel Ángel Lucena Baena el día 27 de diciembre de 1975 en 
la Iglesia Católica de Nuestra Señora de la Luz de Clacton-on-Sea, Distrito 
de Colchester, Condado de Essex, ha quedado disuelto por divorcio de 
modo definitivo y absoluto a partir del día 4 de abril de 1979. 
RESULTANDO que el Juez Encargado, conforme a lo que ya anunció en 
el trámite anterior de examen del contrayente, elevó el expediente al Juez 
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de Primera Instancia de Linares por medio de una comunicación en la que 
expresa que la Resolución de la Dirección General de los Registros de 6 
de abril de 1979 proclama la doctrina de la inexistencia de obstáculo para 
la celebración de un matrimonio civil entre una viuda española y un fran-
cés divorciado, por lo que le surge la consultante a la duda sobre si tal 
criterio es, o no, aplicable al caso presente; esta duda la somete el Juez 
Encargado al de Primera Instancia, bien para que éste la resuelva, bien para 
que la tramite a la Dirección General. 
RESULTANDO que, recibidas las actuaciones en el Juzgado de Primera 
Instancia, el Fiscal de Distrito informó en el sentido de que no procede la 
celebración del matrimonio, pues la decisión del Tribunal inglés no es de 
aplicación en España y no surte efectos respecto del solicitante, subdito 
español que ha de regirse por su ley personal, que es la española, la 
cual no admite el divorcio vincular. 
RESULTANDO que, interesado por el Juez de Primera Instancia, se unió 
a lo actuado testimonio expedido por el correspondiente Secretario de 
particulares de las diligencias previas sobre abandono de familia, denunciado 
por Miguel Lucena Baena contra Susan Lesley en el mismo Juzgado, de las 
que resulta que el primero manifestó que su matrimonio no se inscribió 
en el Registro español, figurando unida a los autos una certificación nega-
tiva de la inscripción de dicho matrimonio en el Registro Civil Central. 
RESULTANDO que el Juez de Primera Instancia de Linares dictó auto por 
el que se decidía que no era procedente la celebración del matrimonio en 
cuestión, ya que conforme a la Ley personal española del pretendiente, 
aplicable según el artículo 9, apartado 1.° del Código Civil, subsiste el 
vínculo válido anterior del mismo; se añade en el auto que, a la vista 
de la Resolución de la Dirección General de los Registros y del Notariado, 
de 6 de abril de 1979 y del cambio que ha sufrido el concepto de orden 
público como consecuencia de la Constitución, procede, por estimarlo cues-
tión de interés con arreglo al artículo 250 del Reglamento del Registro Civil, 
dejar en suspenso lo acordado y remitir las actuaciones al Encargado del 
Registro Civil de Linares para que, por su conducto, se eleve —como así 
se efectuó a continuación— a la Dirección General, junto con el expediente 
y el dictamen fiscal, para la resolución definitiva de la consulta. 
Vistos los artículos 9, 12, 51, 52, 75, 76, 77 y 83 del Código Civil; 2, 14, 
24, 26, 70 y 71 de la Ley del Registro Civil; 64, 65, 94 95 y 250 del 
Reglamento del Registro Civil y las Resoluciones de 16 de febrero de 1977 
y de 6 de abril de 1979. 
CONSIDERANDO que la consulta elevada a este Centro, conforme a lo 
permitido por el artículo 250 del Reglamento del Registro Civil, se ciñe a 
determinar si el Juez Encargado correspondiente podrá autorizar el matri-
monio civil que intentan contraer dos españoles, ella soltera y él casado 
canónicamente en Inglaterra, con subdita de este país, habiendo recaído 
sentencia firme de divorcio vincular decretado en la misma nación. 
CONSIDERANDO que la circunstancia de que ese matrimonio canónico 
no haya sido inscrito, al parecer en el Registro español, podrá originar una 
especial responsabilidad del contrayente y dificultar el pleno reconocimiento 
de sus efectos civiles en España, pero no ha de impedir que el matrimonio 
haya de ser reputado válido desde su celebración y subsistente hasta la 
muerte de uno de los cónyuges o hasta que se dé alguna otra causa legal 
de nulidad o disolución. 
CONSIDERANDO que el estado civil de un español se rige por la Ley es-
pañola (artículo 9-1 del Código Civil), de modo que, según ésta, el preten-
dido contrayente sigue siendo casado y las nuevas nupcias aparecen impedi-
das por la existencia de un ligamen anterior (art. 83-5." C. C), sin que el 
divorcio dictado en el extranjero deba influir para nada en esta conclusión, 
ya que se trata de una forma de disolución no reconocida, hoy por hoy, 
en nuestro ordenamiento jurídico. 
CONSIDERANDO que conviene tener presente que si la promulgación de 
la Constitución española puede haber supuesto —como, en efecto, lo ha 
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hecho— un cambio en la conceptuación del orden público matrimonial (Re-
solución de 6 de abril de 1979), tal cambio no afecta en absoluto al caso 
consultado, puesto que no se trata de que la Ley extranjera normalmente 
competente deje de ser aplicada y sea sustituida por la española, por resul-
tar aquella abiertamente contraria a principios esenciales del Derecho patrio, 
sino que aquí, según nuestras normas de conflicto, la ley española se aplica 
directamente, y no por excepción, y la inglesa es incompetente para regular 
la relación jurídica en disputa. 
Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, resolver la consulta en el sentido de que el español válida-
mente casado, aunque haya obtenido el divorcio vincular en el extranjero, 
no puede acceder a nuevas nupcias por consecuencia del impedimento de 
ligamen, mientras éste subsista conforme a las normas del ordenamiento 
español. 
4 2 
RESOLUCIÓN DE 2 8 DE ENERO DE 1981.—Matrimonio civil de ex-
tranjera divorciada. 
«En el expediente sobre celebración de matrimonio civil entre don 
Francisco-Ricardo Ventura García y doña Mercedes-Luisa Bóveda Sánchez, 
remitido a este Centro en trámite de recurso por virtud del entablado por los 
promotores contra el auto dictado por el Juez de Primera Instancia num. 1 
de Zaragoza, que, resolviendo la consulta formulada por el Juez Encargado, 
no autorizaba la celebración del matrimonio; 
RESULTANDO que, por escrito presentado ante la Oficina del Registro 
Civil de su domicilio, don Francisco-Ricardo Ventura García y doña Mer-
cedes Luisa Bóveda Sánchez, vecinos de Zaragoza, promovieron expediente 
para celebración de su matrimonio civil que tienen proyectado realizar en la 
propia ciudad; aparte de otros datos sobre este matrimonio, se hace constar 
que el contrayente es español y soltero y la contrayente española y divor-
ciada, puesto que contrajo un anterior matrimonio canónico en Vigo con un 
subdito holandés el día 7 de septiembre de 1957 y este matrimonio quedó 
disuelto por sentencia de divorcio decretada por un Tribunal de La Haya el 
29 de octubre de 1957; se añade que la contrayente adquirió la nacionalidad 
holandesa —condición con la que aparece en la sentencia de divorcio— por 
razón de ese matrimonio y conforme al artículo 23-3.° del Código Civil en 
su redacción entonces vigente; que es de aplicación la Ley holandesa al es-
tado civil de la solicitante, según el artículo 9-1 del Código Civil, y que la 
Resolución de 6 de abril de 1979 ha aclarado que, después de la Constitu-
ción, la excepción de orden público no llega a impedir el nuevo matrimonio 
civil en España de un extranjero divorciado según su Ley nacional; 
RESULTANDO que a este escrito se acompañaban, entre otros, los do-
cumentos siguientes: 1) certificación literal del nacimiento de Mercedes-Luisa 
Bóveda Sánchez, ocurrido en San Cugat del Valles (Barcelona) el día 12 de 
abril de 1938; al margen figura que la titular del asiento recuperó la nacio-
nalidad española por declaración ante el Registro Civil de Zaragoza, según 
asiento que se practica el día 22 de diciembre de 1977; 2) certificación lite-
ral del matrimonio canónico contraído en Vigo el día 7 de septiembre de 
1975 entre doña Mercedes-Luisa-Rosario Bóveda Sánchez, de 19 años de 
edad y don Waldemar Frederik Ernst Michel de 22 años, nacido en La Haya, 
ambos solteros; 3) documento en holandés, debidamente traducido y lega-
lizado, del que resulta que el Juzgado de Instrucción de La Haya, Sala Pri-
mera Única, dictó el 29 de octubre de 1957 sentencia de divorcio respecto 
del matrimonio antes mencionado celebrado en Vigo el 7 de septiembre de 
1957, y 4) certificación expedida por el Consulado General de los Países 
Bajos en Barcelona, en la que se hace constar que doña Mercedes-Luisa-Ro-
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sario Bóveda Sánchez adquirió la nacionalidad holandesa por razón de su 
matrimonio en 1957 con el subdito holandés Waldemar Frederik Ernst Mi-
chel, de acuerdo con la Ley vigente en aquel entonces; que esta nacionali-
dad persistió aún después de haberse dictado la sentencia de divorcio, hasta 
que la perdió años más tarde por no haber cumplido los requisitos indis 
pensables, por lo que pudo recuperar y recuperó su nacionalidad española 
de origen; 
RESULTANDO que, admitido este escrito, el Juez Encargado oyó re-
servadamente a ambos promotores sobre la existencia de impedimentos, afir-
mando que no existe ninguno; se publicaron edictos en esa Oficina sobre el 
matrimonio intentado; se unieron sendas certificaciones del padrón munici-
pal sobre residencia en Zaragoza de los solicitantes, y se acompañó una de-
claración firmada de la promotora en el sentido de que, después de su di-
vorcio, no ha contraído nuevo matrimonio canónico ni civil; 
RESULTANDO que el Ministerio Fiscal en su dictamen apreció no exis-
tir impedimento alguno para la celebración del matrimonio pretendido, de 
acuerdo con los fundamentos legales invocados por los promotores, y el 
Juez Encargado, teniendo dudas sobre la posibilidad del repetido matrimo-
nio, acordó elevar consulta al Juez de Primera Instancia, en comunicación 
clara y precisa, tal y como determina el artículo 250 del Reglamento del 
Registro Civil; 
RESULTANDO que al elevar esta consulta el Juez Encargado hizo cons-
tar que las dificultades que encuentra para la celebración del matrimonio 
civil radican en el hecho de que para apreciar la libertad en la contrayente 
deber constar marginalmente en la inscripción de su matrimonio canónico 
la nulidad del mismo, a través de la ejecutoria decretada por el Juez o Tri-
bunal correspondiente, cuando lo que aquí se ha obtenido es una sentencia 
de divorcio dictada por un tribunal civil holandés, y si bien es cierto que 
la interesada durante algún tiempo fue holandesa, ahora es española por re-
cuperación y esta legislación le es aplicable; concluye que la dificultad estriba 
en inscribir un matrimonio, estando vigente la inscripción del celebrado con 
anterioridad; 
RESULTANDO que el Ministerio Fiscal nuevamente informó en sentido 
favorable a la celebración del matrimonio, indicando que la simple falta de 
una formalidad registral, como es la inscripción de la nulidad del matrimo-
nio anterior, no puede ser obstáculo para el nuevo matrimonio cuando se 
cumplen en ésta todos los requisitos de fondo necesarios; 
RESULTANDO que el Juez de Primera Instancia Decano de los de 
Zaragoza dictó auto declarando no haber lugar a la celebración del matri-
monio pretendido; para esta conclusión argumenta que, si bien para el ex-
tranjero divorciado la Resolución de la Dirección de los Registros de 6 de 
abril de 1979 le faculta para contraer nuevo matrimonio, de acuerdo con su 
estatuto personal, en cambio, tratándose de españoles, la Resolución de 19 
de octubre de 1979 niega tal facultad, habida cuenta de que mientras el pre-
cepto constitucional no se desarrolle el estado civil del español divorciado es 
el de casado, y esto es lo que ocurre en el caso presente respecto de la so-
licitante desde que recuperó la nacionalidad española, que había perdido 
cuando por matrimonio adquirió la nacionalidad holandesa; 
RESULTANDO que este auto fue notificado a los interesados, lo que 
dio lugar a que éstos presentaran recurso para ante la Dirección General 
de los Registros en escrito, en el que señalan fundamentalmente que el 
hecho de que la compareciente recuperara la nacionalidad española no pue-
de afectar en nada a su estado civil, pues ella era divorciada, según la 
ley holandesa aplicable, y ha de seguir ostentando esta condición, del mis-
mo modo que ocurriría si su marido holandés divorciado se hubiera 
naturalizado español, caso en el que no se habría convertido en español 
casado; se agrega que en otro caso se llegaría a la conclusión inaceptable de 
que su marido holandés sí que podría contraer nuevo matrimonio civil en 
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España, conforme a la Resolución de 6 de abril de 1979 y no, en cambio, 
la mujer holandesa, por el solo hecho de haber recuperado la nacionalidad 
española; se concluye que la eficacia de la sentencia extranjera de divorcio 
ha de ser igual para los dos divorciados y que no hay sospecha de fraude 
de Ley, puesto que la compareciente adquirió la nacionalidad holandesa 
y perdió la española, por mandato del Código Civil en el momento del 
matrimonio; 
RESULTANDO que la interposición del recurso se notificó al Ministerio 
Fiscal, el cual dio por reproducidos sus anteriores informes, y fueron ele 
vadas las actuaciones para su resolución a este Centro con informe del 
Juez de Primera Instancia, quien ratifica las razones expuestas en el auto 
recurrido; 
Vistos los artículos 16 y 32 de la Constitución; 9, 12, 42, 75, 80, 83, 
86 y 327 del Código Civil; 23 del Código Civil en su redacción por Ley 
de 18 de julio de 1954; 1, 2, 15, 76 y 98 de la Ley del Registro Civil; 
66, 83, 84, 244, 250 y 371 del Reglamento del Registro Civil; el Acuerdo 
entre el Estado Español y la Santa Sede sobre asuntos jurídicos, publicado 
en el «Boletín Oficial del Estado» de 15 de diciembre de 1979; la Instruc-
ción de este Centro de 26 de diciembre de 1978; la Sentencia del Tribunal 
Supremo de 22 de noviembre de 1977; el auto del Tribunal Supremo de 
24 de octubre de 1979 y las Resoluciones de 23 de marzo, 5 de abril y 24 
de agosto de 1976 y 6 de abril y 19 de octubre de 1979; 
CONSIDERANDO que el objeto de este recurso versa sobre si será po-
sible autorizar el matrimonio civil que desean contraer en España un es-
pañol soltero y una española, en la que se dan las siguientes circunstan-
cias: 1) Contrajo matrimonio canónico con un subdito holandés en Vigo 
en 1957, adquirendo por este hecho la nacionalidad holandesa y perdiendo 
la española; 2) En ese mismo año un Tribunal holandés dictó sentencia 
de divorcio de dicho matrimonio y, 3) La interesada, que conservaba la na-
cionalidad holandesa, recuperó en forma legal su anterior nacionalidad es-
pañola en 1977. 
CONSIDERANDO que el estado civil de un extranjero se rige por su 
ley personal (artículo 9-1 del Código Civil), sin que haya ya motivos des-
pués de la Constitución, por las razones que expuso la Resolución de este 
Centro de 6 de abril de 1979, para estimar que la excepción de orden pú-
blico internacional (cf. art. 12-3 C. c.) impide reconocer eficacia en España 
a una sentencia extranjera de divorcio vincular aunque haya recaído sobre 
un matrimonio canónico; consiguientemente la interesada, si está divorciada 
vincularmente según su ley nacional, tenía capacidad para contraer nuevo 
matrimonio, y esta conclusión ha de seguir siendo válida por más que haya 
recuperado la nacionalidad española, pues es evidente que esta recuperación 
no puede implicar cambio en el estado civil del sujeto, y no puede haber atis-
bo alguno de fraude de ley (cf. art. 12-4 C. c.) cuando la aplicación de la 
ley extranjera ha tenido lugar, no por una naturalización voluntaria pre-
via al divorcio, sino por una adquisición impuesta de la nacionalidad ho-
landesa por razón del matrimonio mismo, con pérdida automática también 
de la nacionalidad española (cfr. art. 23-3.° del Código Civil, en su redac-
ción por la Ley de 15 de julio de 1954); 
CONSIDERANDO que, conforme a los artículos 86 del Código Civil 
y 244 del Reglamento del Registro Civil, la contrayente debe presentar la 
prueba del divorcio vincular del anterior matrimonio, el cual, y por ser 
un hecho aún no inscrito en el Registro español, puede ser acreditado 
por otros medios distintos a la certificación registral, como puede ser 
el testimonio de la sentencia de divorcio vincular con el carácter de firme 
(caracteres ambos que no resultan de la traducción aportada) o el corres-
pondiente certificado consular; pero entonces, y en cumplimiento de lo 
dispuesto en el artículo 2." de la Ley del Registro Civil, será requisito 
indispensable, para la admisión de estas pruebas, que, previa o simultánea 
mente, se haya instado la inscripción de la disolución en el Registro español, 
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que todavía no ha sido practicada, no obstante tratarse de un hecho 
sujeto a inscripción conforme a lo establecido en el artículo 66 del Re-
glamento; 
CONSIDERANDO que, con arreglo a los artículos 98 de la Ley y 372 
de su Reglamento, son de oficio las costas de estas actuaciones; 
Esta Dirección General ha acordado de conformidad con la propuesta 
reglamentaria: 
1." Revocar el auto apelado. 
2.a Declarar que no existe obstáculo por razón del matrimonio ante-
rior, con tal que se justifique debidamente su disolución por sentencia firme 
del Tribunal Holandés, y que, previa o simultáneamente se ha promovido 
bien ante el Registro competente, bien a través del Registro Civil del 
domicilio, la inscripción de la sentencia del divorcio vincular, sin que sea 
necesario esperar a la práctica de esta inscripción ni completar los requi-
sitos de la correspondiente solicitud. 
3." Declarar la gratuidad de las presentes actuaciones. 
4 3 
RESOLUCIÓN DE 2 3 DE DICIEMBRE DE 1981.—Matrimonio entre sol-
tero y divorciada. 
«En la consulta sobre autorización de un matrimonio entre soltero y 
divorciada, actuaciones remitidas a este Centro por el Juez de Primera 
Instancia de Chiclana de la Frontera. 
RESULTANDO: Que por escrito presentado ante el Registro Civil de 
Barbate de Franco (Cádiz), su domicilio, y por don Francisco Cortejosa 
Jiménez y doña Ana María Barrios Castillo, ambos identificados con su 
D. N. I., se promovió expediente para contraer matrimonio civil, haciendo 
constar que no existe impedimento alguno para contraer dicho matrimo-
nio, si bien aparece que él es soltero y ella divorciada; 
RESULTADO: Que al escrito se acompañaban los siguientes docu-
mentos: 1) certificaciones de empadronamiento de ambos en Barbate de 
Franco; 2) fes de vida y estado, en las que el novio figura como soltero 
y la novia soltera (divorciada); 3) certificaciones literales de inscripción de 
nacimiento, don Francisco Cortejosa Jiménez nacido en Vejer de la Fron-
tera (Cádiz) y doña Ana María Barrios Castillo, nacida en 1940 en Arcos 
de la Frontera (Cádiz), hija de padre nacido en la misma población y sin 
que figuren asientos marginales; 4) certificaciones traducidas, aunque sin 
legalización completa, de sentencia de divorcio del Tribunal Superior del 
Distrito de Columbia (U.S.A.), División Familiar, de un matrimonio ante-
rior de doña Ana María Barrios Castillo con Thomas P. Heery celebrado 
el 22 de diciembre de 1957, en Tánger (Marruecos); la sentencia de di-
vorcio tiene fecha de 6 de marzo de 1980 y se fundamenta en la existencia 
de una separación de hecho mantenida durante más de un año sin cohabi-
tación; del demandante se dice que tiene su domicilio en el Distrito de Co-
lumbia; 
RESULTANDO: Que, admitido el escrito, los interesados se ratificaron 
en el mismo y el Ministerio Fiscal estimó que existía duda sobre la posibi-
lidad de autorizar el matrimonio civil solicitado en atención al estado de 
divorciada de la solicitante, por lo que procede evacuar consulta al Juez 
de Primera Instancia, remitiendo al efecto los documentos aportados; y 
el Juez Encargado, invocando el artículo 250 del Reglamento del Registro 
Civil, fue del mismo parecer, dado que por las pruebas aportadas no pa-
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rece claro el estado civil de la solicitante, divorciada de un matrimonio 
anterior; 
RESULTANDO: Que, recibido el expediente, el Ministerio Fiscal infor-
mó que al haber desaparecido actualmente el concepto de orden público por 
la regulación del matrimonio en la Ley de 7 de julio de 1981, que regula 
expresamente el divorcio en sus artículos 85 y siguientes, y la eficacia de 
las sentencias de los tribunales extranjeros en materia de separación y di-
vorcio, conforme a las normas de la Ley de Enjuiciamienot Civil en sus 
artículos 951 y siguientes (art. 107-2 C. c), debe concluirse la inexistencia 
del impedimento de ligamen del artículo 46-2 y, por tanto, la capacidad 
de las partes para contraer matrimonio civil, sin perjuicio del cumplimiento 
de las obligaciones regístrales, al parecer incumplidas al no haberse inscrito 
la sentencia de divorcio en el Registro Civil Central; 
RESULTANDO: Que, ordenado para mejor proveer por el Juez de 
Primera Instancia se recibió el expediente seguido a instancia de Ana María 
Barrios Castillo para declaración de vida y estado ante el Registro de 
Barbate, en el que habían comparecido dos vecinos de dicha localidad que 
manifiestan que doña Ana María Barrios Castillo goza de la posesión de 
estado soltera, divorciada, sabiéndolo por revisado de los escritos de su 
divorcio; 
RESULTANDO: Que el Juez de Primera Instancia dictó auto resol-
viendo la consulta planteada por el Juez Encargado de Barbate en el sen-
tido de estimar que Ana María Barrios Castillo está ligada en la actualidad 
por vínculo matrimonial y no procede, por ahora, celebrar el matrimonio 
civil solicitado, acordando dejar en suspenso la ejecución del auto y ele 
vario a la Dirección General de los Registros y del Notario, con las actua-
ciones, para la resolución definitiva, ya que la existencia del impedimento 
mencionado se deduce de la certificación de la sentencia de 6 de marzo de 
1980 del Tribunal Superior del Distrito de Columbia, División Familiar, 
de los Estados Unidos, que evidencia el matrimonio contraído por la soli-
citante en Tánger, sin que se conozcan, por otra parte, más datos sobre 
la forma u otros extremos, ni sobre las posibles modificaciones de la na-
cionalidad de la misma, ni conste que se hayan cumplido las obligaciones 
registrales impuestas por los artículos 14 y concordantes de la Ley del 
Registro Civil, lo que, por otra parte, no afecta a la validez de dicho ma-
trimonio, presumible en virtud del principio general «favor matrimonii*, 
entendiendo que a su celebración concurrían los requisitos de validez de 
nuestro ordenamiento, sin que tal presunción pueda estimarse destruida 
por el expediente para obtener fe de vida y estado de la solicitante, toda 
vez que la razón de ciencia del estado de soltera lo conocen los testigos 
por los escritos de divorcio; supuesta la existencia de matrimonio anterior, 
éste puede haber sido disuelto por la sentencia extranjera, a lo que, desde 
luego, no se opone ya el orden público, pero sí el artículo 107 del Código 
civil, cuyo segundo párrafo exige para que esas sentencias produzcan efec-
tos en España que sean reconocidas conforme a lo dispuesto por la Ley 
de Enjuiciamiento Civil, es decir, el trámite del «exequátur» ante la Sala 
competente del Tribunal Supremo; de este modo la sentencia por ahora 
no es susceptible más que de anotación y no de inscripción en el Registro 
Civil (arts. 23 y 38 L, R. C. y 83 R. R. C.) y no es eficaz por sí sola 
para acreditar la disolución del previo vínculo de la interesada, a la que 
hay que estimar, mientras no se subsane el defecto observado, afectada por 
impedimento dirimente de ligamen (artículo 46-2.° del Código civil); 
Vistos los artículos 46, 49, 61 y 107 del Código civli; 23 del Código 
civil en su redacción por la Ley de 15 de julio de 1954; 951 y siguientes 
de la Ley de Enjuiciamiento Civil; 2, 24, 26, 70 y 73 de la Ley del Re-
gistro Civil; 83, 244, 249 y 250 del Reglamento del Registro Civil; las 
Resoluciones de 14 de marzo de 1967, 18 de septiembre de 1972, 16 de 
febrero de 1977, 13 de junio de 1978, 6 de abril y 19 de octubre de 1979, 
28 de enero, 30 de junio y 2 de noviembre de 1981 y el auto del Tribunal 
Supremo de 24 de octubre de 1979. 
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CONSIDERANDO: Que para resolver esta consulta hay que partir de 
la base de que la interesada ostenta la nacionalidad española y de que su 
matrimonio —celebrado en Tánger en 1957 y sobre el que ha recaído la 
sentencia extranjera de divorcio— es válido: lo primero, porque no consta 
causa alguna de pérdida de su nacionalidad española _originaria (cfr. art. 
23-3." C. c. en su redacción por la Ley de 15 de julio de 1954), y lo se-
gundo, porque así viene a reconocerlo aquélla, porque lo impone el «favor 
matrimonii* y porque no son estas actuaciones cauce adecuado para decidir 
la nulidad de un matrimonio; 
CONSIDERANDO: Que el hecho de que este enlace no haya sido aún 
inscrito, al parecer, en el Registro Civil español podrá originar una especial 
responsabilidad de los interesados, pero no es tampoco motivo bastante para 
negar la existencia y efectos del matrimonio en este ámbito, puesto que en 
todo caso y cualquiera que sea su naturaleza y forma el matrimonio pro-
duce efectos civiles desde su celebración (art. 7Ó L. R. C. y art. 61 C. c. 
en su redacción vigente) y si para el «pleno reconocimiento» de estos efec-
tos civiles es necesaria la inscripción, ello no puede significar, dada la fina-
lidad general de los preceptos citados, los principios regístrales sobre 
prueba de los hechos inscribibles, las consecuencias prácticas inadmisibles 
de la conclusión contraria y la salvedad establecida en cuanto a los derechos 
adquiridos de buena fe por «terceras personas», que por la sola voluntad 
de los cónyuges éstos puedan desligarse sin formalidad alguna de su unión 
libre y voluntariamente aceptada; 
CONSIDERANDO: Que en el expediente para la celebración de un ma-
trimonio en forma civil es necesario presentar (cfr. art. 244 R. R. C.) la 
prueba de al disolución del vínculo anterior y, tratándose de una sentencia 
extranjera de divorcio que afecte a un español, esta prueba ha de consistir 
precisamente hoy, no ya por motivos superados de orden público, sino 
porque así lo exige el artículo 107, párrafo segundo, del Código civil, en 
el «exequátur» obtenido conforme a lo dispuesto en la Ley de Enjuicia-
miento Civil, ya que hasta entonces esa sentencia, en cuanto se refiere 
a un español, no produce efectos en nuestro ordenamiento; 
Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propues-
ta reglamentaria: 
1." Resolver la consulta planteada en el sentido de que la interesada 
no puede contraer nuevo matrimonio en España mientras no sean recono-
cidos en forma legal los efectos de la sentencia extranjera de divorcio. 
2.° Comunicar al Ministerio Fiscal la existencia del matrimonio referido 
no inscrito, a fin de que, por imperativo del principio de concordancia 
entre el Registro y la realidad (arts. 24 y 26 L. R. C. y 95 R. R. G), pro-
mueva la inscripción del matrimonio en el Registro Civil Central por los 
cauces oportunos, de no haber hecho ya los interesados. 
OBSERVACIONES.—Examinadas en el epígrafe anterior las cuestiones 
de forma del matrimonio, se ocupa éste de los temas de fondo que han 
sido objeto de análisis por el DG en el período de que se trata45. 
La evolución experimentada por la DG en esta materia, como conse-
cuencia de los últimos cambios legislativos, es clara y abierta: 
-— La capacidad para contraer matrimonio, en nuestro Derecho, se 
rige por la ley personal (nacional), en este sentido la Resolución de 19 de 
octubre de 1979 afirma 
45. Sobre prueba de la acatolicidad ver el comentario a las Resoluciones del 
epígrafe anterior. 
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«que él estado civil de un español se rige por la Ley española (articulo 9-1 del 
Código Civil), de modo que, según ésta, el pretendido contrayente sigue siendo 
casado y las nuevas nupcias aparecen impedidas por la existencia de un ligamen 
anterior (art. 83-5.° C. C), sin que el divorcio dictado en el extranjero deba in-
fluir para nada en esta conclusión, ya que se trata de una forma de disolución 
no reconocida, hoy por hoy, en nuestro ordenamiento jurídico. 
Considerando que conviene tener presente que si la promulgación de la Cons-
titución española puede haber supuesto —como, en efecto, lo ha hecho— un 
cambio en la conceptuación del orden público matrimonial (Resolución de 6 de 
abril de 1979), tal cambio no afecta en absoluto al caso consultado, puesto que 
no se trata de que la Ley extranjera normalmente competente deje de ser apli-
cada y sea sustituida por la española, por resultar aquella abiertamente contraria 
a principios esenciales del Derecho patrio, sino que aquí, según nuestras normas 
de conflicto, la ley española se aplica directamente, y no por excepción, y la in-
glesa es incompetente para regular la relación jurídica en disputan. 
— La ley nacional española (antes de 7 de julio de 1981) no admite 
el divorcio por lo que no puede reconocerse efecto alguno (salvo los deri-
vados de la institución del orden público atenuado: nacionalidad, filiación, 
régimen de liquidación de bienes de la sociedad conyugal, etc. 4 6 a la 
sentencia que decrete el divorcio de un nacional español, independiente-
mente de la nacionalidad del otro cónyuge y de la competencia jurisdic-
cional del Tribunal que haya decretado el divorcio. La razón era el carácter 
de orden público que se daba a la indisolubilidad del matrimonio. 
— Eu un momento posterior, a la sentencia extranjera de divorcio 
no se opone la excepción de orden público cuando se trata de matrimo-
nio civil (al margen del curioso supuesto del saharaui resuelto por la DG 
en 18 de Sep. 1981) pero sí cuando se trata de matrimonio canónico. (Re-
soluciones de 23 de marzo, 5 de abril y 24 de agosto de 1976 y senten-
cia del T.S. de 22 de noviembre de 1977). 
— Publicada la Constitución, la indisolubilidad ya no es de orden 
público (principios de no confesionalidad y libertad religiosa del artículo 
16 de la Constitución), salvo que se trate de matrimonio canónico que 
según las normas de colisión de nuestro Derecho deban quedar sujetos 
a la jurisdicción eclesiástica española, debido al compromiso internacional 
asumido por España en los artículos XXIII y XXIV del Concordato con 
la Santa Sede de 1953. 
— Sustituido el Concordato de 1953 por los Acuerdos sobre asuntos 
jurídicos de 1979 nada se opone hoy (máxime a partir de la reforma del 
Código civil de 7 de julio de 1981) a la posibiüdad de admisión de una 
sentencia extranjera en que se decrete el divorcio vincular de matrimonio 
canónico, y, en este sentido la Resolución de 28 de enero de 1981 señala 
«que el estado civil de un extranjero se rige por su ley personal (artículo 
9-1 del Código civil), sin que haya ya motivos después de la Constitución, 
por las razones que expuso la Resolución de este Centro de 6 de abril 
de 1979, para estimar que la excepción de orden público internacional 
(cfr. art, 12-3 C.c.) impide reconocer eficacia en España a una sentencia 
46. Sobre orden público atenuado en materia de divorcio puede verse GONZÁLEZ 
CAMPOS, «El divorcio en el Derecho Internacional privado español», en la obra 
conjunta dirigida por el Proffl AGUILAR NAVARRO, Derecho civil internacional, vol. II 
de Derecho Internacional privado, 4.* ed., 1975, pp. 352 y ss., sobre todo pp. 362 a 
366, y las obras citadas en el apéndice bibliográfico. 
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extranjera de divorcio vincular aunque haya recaído sobre un matrimonio 
canónico». 
— En todo caso se precisa el exequatur de la sentencia extranjera 
«firme» y de «divorcio vincular» (Vid. Rs. 28 enero 1981), y que pre-
viamente o a la vez que se pretenda aportar la prueba de nulidad (sen-
tencia con exequatur) se inste la inscripción de la disolución en el Re-
gistro civil español47. 
— La conclusión fundamental es la plena vigencia del estatuto per-
sonal, en forma distributiva, respecto de la capacidad para contraer primer 
o ulterior matrimonio, así como para obtener la disolución del vínculo 
(aunque en este punto la aplicación de la ley no sea distributiva sino 
única para ambos cónyuges: artículo 9-2 del Código civil) 4 8. 
IV.2.—RÉGIMEN ECONÓMICO-MATRIMONIAL. 
4 4 
RESOLUCIÓN DE 6 DE MAYO DE 1977.—Capitulaciones matrimonia-
les en Vizcaya. Conflictos interregionales. 
En el expediente recibido el día 7 de marzo de 1977 en el Registro 
General de este Ministerio, actuaciones sobre inscripción de capitulaciones 
matrimoniales otorgadas por los cónyuges don Alfonso González Allende 
y doña María Inmaculada Artiach Saralegui, que fueron cursadas por el 
Juez de Primera Instancia número uno y Decano de los de Bilbao en 
trámite de recurso interpuesto por el Notario de Guecho, autorizante de 
la respectiva escritura. 
Resultando que se presentó en el Registro Civil de Bilbao, para su ins-
cripción, testimonio de la escritura autorizada el día 6 de julio de 1976 por 
el Notario de Guecho don Jesús Hernández Hernández, sobre capitulacio-
nes otorgadas por los cónyuges don Alfonso González Allende y doña 
María Inmaculada Artiach Saralegui, quienes sustituían el régimen foral 
de comunicación de bienes, que venía rigiendo entre ellos, por el de sepa-
ración absoluta, estipulando las reglas concernientes a este último. El testi-
monio parcial en cuestión aparece expedido, a los efectos oportunos, para 
su presentación en el Registro Civil del Juzgado Municipal de Bilbao. 
Resultando que, sin constar otra diligencia intermedia, el Encargado del 
Registro Civil de Bilbao dictó auto motivado «denegatorio de la inscripción 
pretendida con tal presentación, por el defecto insubsanable de estar prohi-
bidas las capitulaciones post-nupciales en el artículo 41 de la Compilación 
del Derecho Civil de Vizcaya y Álava, que no ha sido derogado por la 
reforma del artículo 1.320 del Código Civil, según la Ley de 2 de mayo 
47. Sobre la «necesidad de ajustarse al Derecho del Estado» las sentencias 
canónicas de nulidad y si ese ajuste implica o no un exequatur, Vid.: JORDANO BAREA, 
«El nuevo sistema matrimonial español», en A.D.C., T. XXXIV, año 1981, pp. 916 
y ss.; FUENMAYOR CHAMPIN: «El marco del nuevo sistema matrimonial español», en 
RGLJ, pp. 266 y ss., y LÓPEZ ALARCÓN: «El matrimonio canónico en el proyecto de 
reforma del Título IV del libro I del Código civil», en R.D.P,. septiembre 1980, 
pp. 899 y ss. 
48. Tener en cuenta en toda esta materia los problemas de orden público. 
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de 1975, ya que dicho artículo solamente rige en las regiones forales con 
carácter supletorio y contradice el sentido de la legislación foral de Vizcaya; 
después de referirse al cambio de criterio entre la Comisión de 1.900 y la 
actual Compilación, y a las injusticias que el régimen de separación puede 
acarrear al cónyuge viudo, privado de derechos sucesorios y de las venta-
jas de la comunicación», se disponían las oportunas notificaciones y regla-
mentarias advertencias sobre impugnación. 
RESULTANDO que se notificó el acuerdo denegatorio al Ministerio Fis-
cal y al Notario autorizante, interponiendo éste recurso contra dicha denega-
ción, esgrimiendo en su apoyo las siguientes alegaciones: 1) Resumen los 
hechos acaecidos y explica que los cónyuges eran aforados al tiempo de 
otorgarse la escritura; 2) Entiende que la Compilación foral vizcaína no 
regula en realidad las capitulaciones matrimoniales, limitándose a la norma 
permisiva del artículo 42 para el supuesto de inexistencia de contrato sobre 
bienes y estableciendo entonces el régimen de comunicación foral siempre 
que el marido fuera vizcaíno infanzón al tiempo de celebrarse el matrimo-
nio, deduciendo que, en consecuencia por capitulaciones puede establecerse 
cualquier otro régimen matrimonial y siendo en todo lo demás de aplica-
ción supletoria la regulación del Código Civil, tanto sobre el contrato de 
capitulaciones matrimoniales, como respecto de la modificación de éstas; 
se refiere a la laguna que dicho Cuerpo legal presentaba al no regular el 
cambio de estatuto personal, laguna completada en el sentido de la inalte-
rabilidad por la doctrina y por la jurisprudencia y esa misma laguna fue 
luego subsanada con el citado artículo 41 de la Compilación que en realidad 
trata de un problema interregional no resuelto expresamente por el Código, 
debiendo estimarse en esta materia a dicho Código como de aplicación su-
pletoria, salvo en la determinación del régimen legal de bienes a falta de 
capitulaciones. Por consecuencia, cualquier alteración del Código será igual-
mente aplicable, por lo que si la modificación de la Ley de 2 de mayo 
de 1975 sobre dicho Cuerpo legal no se hizo extensiva a la Compilación 
es porque no era necesario, ya que ésta no regula la materia; 3) Respecto 
de la sustitución del régimen legal de comunicación foral, pactando otro 
distinto en capitulaciones, analiza los distintos puntos de vista doctrinalmen-
te mantenidos con anterioridad a la Compilación y la evolución que llevó 
a la actual formulación del artículo 42 de aquélla, concluyendo con lo 
incorrecto de adoptar una postura negativa en cuanto al pacto posterior 
al matrimonio, en razón a la situación de injusticia planteada para el cónyu-
ge viudo al privarle de derechos sucesorios, ya que esta misma situación 
puede darse por las capitulaciones anteriores al matrimonio. 
RESULTANDO que, en el trámite de la impugnación planteada, el Fiscal 
Municipal dictaminó que prestaba su conformidad al acuerdo denegatorio 
recurrido y estimaba que debía ser mantenido el indicado pronunciamiento, 
y el Juez Municipal, Encargado del Registro Civil, emitió el reglamentario 
informe en el que exponía sucesivos argumentos para consolidar la confir-
mación del acuerdo denegatorio, los cuales se inician atribuyendo al artículo 
1.320 del Código Civil mero valor supletorio a falta de normas especiales 
y haciendo resaltar que el artículo 41 de la Compilación declara terminante-
mente la inmutabilidad del régimen conyugal; recuerda el amplio desarrollo 
que hizo la tradición foral en Vizcaya respecto de las capitulaciones matri-
moniales en las que no se establecía régimen económico distinto del foral 
y se detiene también en el análisis de las posturas de los tratadistas ante-
riores al Proyecto de 1928, cuyos artículos en la materia vienen a coincidir 
con los actuales 41 y 42 de la Compilación. Por todo lo cual estima que 
no debe pensarse que la Compilación se haya guidao exclusivamente por 
la finalidad de colmar una lengua del Código Civil en cuanto al cambio 
de estatuto personal, entendiendo que la admisión de un criterio diferente 
exigiría profundas reformas en el texto de la Compilación, pero en tanto 
no se realicen no puede pretenderse otra interpretación perturbadora, que 
en este momento es claramente «contra legem». 
RESULTANDO que se recibió el expediente en el Juzgado de Primera Ins-
tancia inmediato, siendo oído de nuevo el Ministerio Fiscal que estimó, 
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motivadamente que no se habían desvirtuado los fundamentos básicos del 
acuerdo denegatorio impugnado; puesto que la aplicación extensiva del 
artículo 1.320 del Código supondría un arriesgado uso de la analogía y un 
desconocimiento de la realidad y peculiaridades del derecho foral vizcaíno. 
RESULTANDO que el Juez de Primera Instancia número uno y Decano 
de los de Bilbao dictó auto desestimando el recurso interpuesto y, en conse-
cuencia, confirmaba el acuerdo recurrido, sin especial imposición de cos-
tas. En la motivación del fallo aparecen consideraciones sobre el principio 
de inmutabilidad del régimen de bienes que consagra el artículo 41 de la 
Compilación con carácter absoluto; contniúa refiriéndose a la antigüedad del 
sistema de inmutabilidad, según los datos históricos que cita, criterio que 
también recogía el artículo 1.320 del Código Civil hasta su modificación 
por la Ley de 2 de mayo de 1975; prosigue razonando en base a lo que 
dispone el artículo 13 del Código Civil en orden al principio de Derecho 
sobre primacía de la Ley especial sobre la genera lo supletoria, para llegar 
a la inequívoca conclusión jurídica de la vigencia, sin variación alguna, del 
principio de inmodificabilidad post-nupcias de las capitulaciones o régimen 
material en aras de la seguridad jurídica, y sin perjuicio de que la evolu-
ción del Derecho privado en este tema aconseje, quizá, en un futuro no 
lejano, la reforma del artículo 41 de la Compilación. 
RESULTANDO que fue notificado dicho auto al Ministerio Fiscal y al No-
tario autorizante, interponiendo seguidamente este último posterior recurso 
de apelación contra el referido fallo. Con alegaciones pone inicialmente de 
relieve los dos problemas que a su juicio plantea la cuestión debatida, 
después de la Ley que recientemente modificó determinados preceptos del 
Código Civil: 1) Si es posible a los cónyuges aforados vizcaínos otorgar 
capitulaciones matrimoniales después de contraídos el matrimonio, y 2) Si 
admitida esa posibilidad, cabría alterar, en las capitulaciones que se pacten, 
el régimen económico conyugal legal o el paccionado anterior. En cuanto 
al primer punto, expone las vicisitudes históricas y las dudas de los tra-
tadistas, las cuales han sido resueltas por la Compilación, la cual vino a 
establecer la libertad de pacto y un régimen legal supletorio, pero ante 
su silencio sobre el tiempo de otorgar las capitulaciones, es hoy forzoso 
aplicar el Código Civil según su última reforma; y, respecto de la segunda 
cuestión, estima que no existen razones para establecer un criterio foral 
distinto del propio del Derecho común supletorio, ya que no es insupera-
ble la letra del artículo 41 para llegar a la solución que se propungna, si 
se tienen en cuenta los antecedentes del artículo 41 y la verdadera «ratio-
iuris» del precepto: consagrar la inmutabilidad para el caso de cambio de 
vecindad, supuesto no previsto por el Código Civil. Sigue afirmando que 
solamente una interpretación literal estricta del referido artículo 41 podría 
justificar el fallo contenido en el auto impugnado, pero en abierta contra-
dicción con una interpretación sistemática, histórica y finalista de la norma, 
con el abierto espíritu de libertad del Derecho fodal y contra el signo y 
espíritu del Derecho privado moderno, como el propio auto reconoce; cita 
el supuesto de un matrimonio celebrado bajo el Derecho común, que hubie-
se ganado vecindad en teritorio foral, al que habría que aplicarle la Com-
pilación y si así se hiciera con el artículo 41, según el criterio del auto im-
pugnado, no le sería posible cambiar capitularmente su régimen económico 
matrimonial por otro que pudiera compensar al cónyuge viudo, en su día, 
la ausencia de derechos sucesorios viduales en la propia Compilación apli-
cable, insistiendo en su criterio de minimizar la interpretación literal de 
la norma. 
RESULTANDO que se notificó la interposición del recurso del Ministerio 
Fiscal, que no formuló alegación en plazo, y el mencionado Juez que dictó 
el auto recurrido informó en el sentido de que no se habían desvirtuado los 
fundamentos básicos de la decisión combatida ni tampooc los del acuerdo 
inicial denegatorio, remitiéndose a las consideraciones articuladas en aquél, 
añadiendo que aunque no existen precedentes históricos indiscutidos en el 
Derecho foral de Vizcaya que de una manera inequívoca sancionen y con-
sagren la norma prohibitiva de la modificación de las capitulaciones ma-
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trimoniales, constante matrimonio, quizá fuera una medida legislativa a adop-
tar «de lege ferenda» la concordancia del artículo 41 de la Compilación con 
la modificación obrada recientemente para el Derecho común en el artículo 
1.320 del Código Civil. 
«Visto slos artículos 9, 13, 16, 1.315, 1.320 y 1.322 del Código Civil; 
5, 41, 42 y Disposición final segunda de la Compilación de Derecho civil 
foral de Vizcaya y Álava; 77 y 98 de la Ley del Registro Civil; 125, 264 
y 371 del Reglamento del Registro Civil; 2° del Decreto 1.836/1974, de 
31 de mayo, y la Base séptima de la Ley 3/1973, de 17 de marzo.» 
CONSIDERANDO que el presente recurso plantea la cuestión de si será 
eficaz, y, consiguientemente, susceptible de indicación en el Registro Civil, 
una escritura de capitulaciones matrimoniales en la que se pacta el régi-
men de separación absoluta de bienes, otorgada después del matrimonio 
por cónyuges vizcaínos, sujetos a la vecindad civil foral de la tierra llana 
y cuyo matrimonio, dada la vecindad del marido en el momento, había sido 
contraído bajo el régimen de la comunicación foral de bienes; por lo que 
queda al margen el problema de los efectos de tal escritura si no contuviera 
modificación del régimen económico-matrimonial. 
CONSIDERANDO que, antes de examinar este problema de fondo, con-
viene resolver la cuestión previa acerca de si el Notario autorizante de la 
escritura está legitimado para solicitar la práctica del asiento correspondiente, 
aun cuando no haya duda de su personalidad para recurrir contra la ca-
lificación denegatoria del Encargado del Registro (art. 125 del Reglamen-
to del Registro Civil). 
CONSIDERANDO que, si bien el artículo 1.322 del Código Civil, en su 
redacción vigente, establece en términos relativamente imperativos que en to-
da inscripción de matrimonio se hará mención, en su caso, de las capitulacio-
nes matrimoniales, esta frase no debe ser interpretada en el sentido, de 
imponer al Notorio autorizante una especial obligación de promover el 
asiento correspondiente en el Registro Civil; por el contrario, el hecho de 
que el propio artículo 1.322 utilice análogos términos imperativos para 
imponer la toma de razón de las capitulaciones en el Registro de la Pro-
piedad —en el cual, sin duda alguna, la inscripción es voluntaria—, y la 
circunstancia de que el artículo 77 de la Ley del Registro Civil prevea, en 
su segundo párrafo, una posible consecuencia perjudicial para los contra-
yentes ante la falta de indicación o ante una indicación o ante una indi-
cación tardía, al dejar a salvo entonces los derechos de terceros de buena 
fe, obligan a entender que las indicaciones regístrales sobre régimen econó-
mico de la sociedad conyugal no son de las que han de promoverse de 
oficio, sino que «sólo se extenderán a petición de interesado», como de-
clara el párrafo segundo del artículo 264 del Reglamento del Registro 
Civil. 
CONSIDERANDO que, aun siendo esto así, hay que entender que, cuan-
do el Encargado del Registro ha admitido la presentación del título rea-
lizada directamente por el Notario autorizante, es que ha juzgado a éste 
con la representación suficiente de los otorgantes al objeto de solicitar el 
asiento, pues tal tipo de encargos es habitual en la práctica notarial. 
CONSIDERANDO que, así solventada esta dificultad previa, la cuestión 
de fondo se centra en la interpretación que deba darse al artículo 41 de la 
Compilación de Vizcaya, el cual establece lo siguiente: «El régimen de bienes 
en el matrimonio, una vez contraído éste, es inmutable aun en el caso de 
pérdida o adquisición voluntaria o involuntariamente por parte del marido 
de la cualidad de vizcaíno infanzón». 
CONSIDERANDO que el artículo transcrito incluye claramente, según 
su tenor literal, dos normas de distinto contenido: la primera, de Derecho 
material o sustantivo, por la que se estatuye el principio de inalterabilidad 
del régimen económico-matrimonial, pactado o supletorio, existente al cele-
brarse el enlace de los cónyuges aforados; la segunda, de Derecho formal, 
por la que se resuelve la cuestión de Derecho interregional relativa a la 
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repercusión en el régimen de bienes de los cambios de vecindad civil so-
brevenidos a los contrayentes. 
CONSIDERANDO que la primera de las normas indicadas, cualesquiera 
que sean su origen histórico y el motivo de su inclusión en la Compilación, 
y aunque se admita que no se trata de un precepto de arraigo foral —lo 
que no es insólito en las Compilaciones— sino, en este caso, de una tras-
posición a Vizcaya del principio de inmutabilidad proclamado por el Código 
Civil antes de su última reforma, es lo cierto que hoy constituye una 
norma foral vigente y no derogada por ninguna otra posterior, puesto que 
los nuevos artículos 1.315 y 1.320 del Código, en su relación por Ley 
14/1975, de 2 de mayo, no son directamente aplicables a los territorios 
de Derecho foral, ni tampoco puede sostenerse su aplicación en concepto 
de Derecho supletorio, cuando un precepto de la Compilación establece 
expresa y claramente una regulación distinta. 
CONSIDERANDO que, en cuanto a la segunda de las normas señaladas, 
es de observar que si los cónyuges hubieran perdido su vecindad civil del 
infatizonado y adquirido nueva vecindad en las villas, o en cualquier otro 
territorio español, hubieran podido alterar por pacto capitular su primitivo 
régimen económico-matrimonial, al permitirlo entonces su Ley personal 
(art. 9-3, en relación con el 16-1, del Código Civil). En efecto, él artícu-
lo 41 de la Compilación en la parte en que —excediéndose del propio 
ámbito foral— señala límites a reglas que no son las forales vizcaínas, 
está sustituido por las normas del nuevo Título Preüminar del Código Civil, 
el cual conforme a la Ley de Bases de 17 de marzo de 1973, «en cuanto 
determina los efectos de las leyes y de los estatutos y las reglas generales 
para su aplicación tendrá aplicación general y directa en toda España»; 
pues es sólo «en lo demás», en lo que el Título Preliminar, «con pleno 
respeto a los derechos especiales o forales de las provincias y territorios 
en que están vigentes», «no altera lo regulado en las Compilaciones de 
los derechos especiales o forales», según resulta de la conjugación de los 
criterios de la Ley de Bases —que es Ley posterior a todas las Compilacio-
nes— con los del artículo 2° del Decreto de 31 de mayo de 1974. 
CONSIDERANDO que las presentes actuaciones no devengan derechos, 
y lo mismo ocurre con los recursos entablados al no ser de apreciar teme-
ridad en el recurrente (arts. 98 de la Ley y 371 de su Reglamento). 
Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria: 
1.° Confirmar el auto apelado. 
2.° Declarar la gratuidad de estas actuaciones. 
OBSERVACIONES.—Advirtiendo que no son lugar unas breves notas 
para abordar problemas tan profundos como la adecuación de las ya abso-
letas Compilaciones a las reformas legislativas que se han producido tras 
la reforma de la Constitución española de 1978, máxime tratándose de 
la legislación vizcaína, que es la más antigua de nuestras forales, debe in-
dicarse, con relación a esta Resolución: 
1.—Que la mutabilidad del régimen económico-matrimonial vizcaíno 
no está prevista, pese a la dicción literal del artículo 2° del D. 1836/1974 
de 31 de mayo y el vigente artículo 9.3 del Código civil. 
2.—Que la actual situación del Derecho interregional, dada la estruc-
tura autonómica (quasi-federal a efectos de Derecho internacional privado) 
del Estado español, puede plantear problemas distintos a los planteados 
hasta ahora. 
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1.—La inmutabilidad del régimen económico-matrimonial vizcaíno. El 
admitir que por acuerdo de los cónyuges pueda cambiar el régimen eco-
nómico-matrimonial legal vizcaíno plantea, como señala en la Resolución 
el Juez Encargado del Registro civil (por cierto el más fecundo escritor 
sobre Derecho vizcaíno: Adrián Celaya Ibarra), problemas hoy aún no 
resueltos, lógicamente, por la Compilación de 1959; problemas que han 
de plantearse igualmente en caso de divorcio y consiguiente liquidación 
de la sociedad conyugal legal. 
Como ejemplo de los problemas que surgen si se admite la mutación 
del régimen matrimonial legal vizcaíno podrían señalarse, entre otros, 
los siguientes: 
—No podrá saberse (si no hay hijos del matrimonio al tiempo de 
la mutación por capítulos) si hubiera habido o no comunicación foral de 
bienes en cuanto a los bienes existentes al tiempo del cambio, ya que no 
ha habido disolución del matrimonio (artículos 42 y 49 de la Compila-
ción). 
— La adjudicación de bienes matrimoniales a cónyuge no tronquero 
haría entrar en juego a los llamamientos forales (artículo 10 de la Com-
pilación). 
— Si el matrimonio capitulante readquiere infanzonía y no hubo hijos 
el supérstite quedará en peor situación que la viuda pobre indotada cata-
lana si se pactó separación de bienes, ya que sólo tendrá el usufructo 
de la mitad del quinto (artículo 26 de la Compilación) o, todo lo más, 
y si testó el premuerto, el pleno dominio del quinto no troncal (artículo 
28 de la Compilación). 
—¿Deberán respetarse las normas de los artículos 49 y 50 de la Com-
pilación en la liquidación de la sociedad? 
—¿Seguirá vigente la reserva del artículo 37 de la Compilación en caso 
de segundas nupcias? 
2.—Los regímenes autonómicos. Debe tenerse en cuenta el artículo 
14.1 a) y b) del Estatuto de autonomía para el País Vasco que atribuye 
competencia exclusiva y en todas las instancias a los órganos jurisdiccio-
nales autónomos: a) En el orden civil, a todas las instancias y grados, 
incluidos los recursos de casación y revisión en las materias del Derecho 
Civil Foral propio del País Vasco, y c) A los recursos sobre calificación 
de documentos referentes al Derecho privativo vasco que deban tener acceso 
a los Registros de la Propiedad. De la disposición citada cabe intuir que 
hasta que se llegue a una ley sobre Derecho interregional español49 pue-
de ocurrir que las soluciones a los problemas que se planteen serán dis-
tintas según el conocimiento del asunto discutido corresponda (vía com-
petencia ¿o conflicto de jurisdicciones, aunque sea una para todo el Es-
tado?) a los Tribunales de un lado u otro 5 0. 
49. La tesis de su necesidad es sostenida con gran acierto por el Prof. PECOURT 
GARCÍA: «El nuevo sistema español de Derecho internacional», Ponencia general de 
las primeras jornadas del Instituto Español de Derecho Foral, Pampolna 1975. Separata. 
50. Sobre esta materia puede consultarse, en general, cualquier manual de De-
recho norteamericano, dado su sistema federal. Entre los europeos ha tratado por 
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Por lo demás, la aplicación del artículo 9-3 del Código civil hecha 
por el Centro directivo me parece correcta. 
45 
RESOLUCIÓN DE 7 DE DICIEMBRE DE 1981 .—En el recurso guber-
nativo interpuesto por el Notario contra la negativa del Registra-
dor de la Propiedad a inscribir una escritura de capitulaciones 
matrimoniales. 
Excmo. Sr.: En el recurso gubernativo interpuesto por el Notario de 
Tacoronte, don Juan Antonio Pérez Giralda, contra la negativa del Re-
gistrador de la Propiedad de La Laguna, a inscribir una escritura de capi-
tulaciones matrimoniales; 
RESULTANDO: Que por escritura autorizada por el Notario de Ta-
coronte, don Juan Antonio Pérez Giralda, el día 29 de agosto de 1980, 
los esposos don Juan Cabrera Alonso, subdito venezolano por naturaliza-
ción desde el 29 de agosto de 1978 y doña Eulalia de la Cruz Labrador, 
española, procedieron al otorgamiento de capitulaciones matrimoniales; que, 
según resulta de la referida escritura, los comparecientes habían contraído 
matrimonio el día 24 de abril de 1942, en la villa de La Orotava, siendo 
ambos de nacionalidad española; 
RESULTANDO: Que presentada copia de la anterior escritura en el Re-
gistro de la Propiedad, fue calificada con nota del siguiente tenor literal: 
«Denegada la inscripción del presente documento, por adolecer del defecto 
que se califica de insubsanable siguiente: Resultando, de los antecedentes 
de este Registro, que don Juan Cabrera Alonso era de nacionalidad española 
y doy día, de la comparecencia de la escritura ser subdito venezolano, 
la posible modificación del régimen económico matrimonial estará supedita-
do a lo establecido en el párrafo del artículo 9 del Código Civil. Y aun 
partiendo de la más benévola interpretación de dicho precepto cual es el 
no entender que tal modificación está supeditada a que la nueva Ley Na-
cional haya de ser común a ambos cónyuges resulta evidente que habiendo 
cambiado de nacionalidad el marido, el cambio de su régimen económico 
matrimonial no ha de ser impedido por su nueva Ley Nacional. Y resultan-
do de certificación que se aporta expedida por el Cónsul general de la 
República de Venezuela en Santa Cruz de Tenerife, que conforme al artícu-
lo 144 del Código Civil de dicha República, la validez de las capitulacio-
nes matrimoniales modificativas está supeditada a su otorgamiento o mejor 
registración antes de la celebración del matrimonio, es evidente la nulidad 
de lo pactado en el procedente documento, La Laguna, 3 de octubre de 
1980»; 
RESULTANDO: Que por el Notario autorizante de la escritura se inter-
puso recurso gubernativo contra la anterior calificación y alegó: Que en el 
presente supuesto han de destacarse los siguientes hechos: 1), que los es-
posos ostentaban la nacionalidad española al tiempo de contraer matrimo-
nio; 2) que la esposa sigue ostentando sin variación dicha nacionalidad; 
extenso el tema de Novo A: «Natura del diritto interlocale»; «Diritto interregionale e 
diritto internazionale privato»; «Per l'unificazione delle norme di diritto internazio-
nale privato e di diritto interregionale privato vigenti nelle vecchie e nelle nuove 
provincie italiane», y otros en Scritti di diritto internazionale privato, Padova 1977. 
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3) que las relaciones patrimoniales del citado matrimonio se rigen por la 
Ley española, que fue la del marido en el momento de la celebración de 
aquél y la última común de los esposos, y 4) que los bienes objeto de la 
escritura cuya inscripción se deniega están sitos en España; que la admisi-
bilidad de las capitulaciones matrimoniales —teniendo diferente naciona-
lidad los esposos— viene condicionada, según el vigente artículo 9, 3° del 
Código Civil, a su admisión por la Ley de uno de los dos esposos, el 
marido o la mujer, admitiéndose por tanto las capitulaciones matrimoniales 
cuando la autorice la Ley Nacional de cualquiera de los esposos; que la 
reforma del título preliminar del Código Civil pretendió con esta nueva 
regulación el favorecer el imperio de la voluntad y la validez de las capi-
tulaciones así como mejorar la situación de la mujer; que, a diferencia 
del supuesto de variación de la nacionalidad de los dos esposos en el caso 
de modificación de la nacionalidad de uno sólo de ellos, ha de venir regu-
lado por el artículo 9, 3.° en su primera parte que permite con carácter 
general el otorgamiento de capitulaciones cuando lo permita la Ley del ma-
rido o la Ley de la mujer; que el tipo de conflicto móvil contemplado por 
el artículo 9, 3." del Código Civil es el relativo al cambio de estatuto per-
sonal de los dos esposos; que entender lo contrario supondría el descono-
cer que el pronombre relativo «su» está referido a «los cónyuges», que sería 
un absurdo declarar la admisión de capitulaciones matrimoniales si lo auto-
riza cualquiera de las leyes nacionales del marido o de la mujer para a 
continuación declarar su prohibición si están prohibidas por la ley de uno 
sólo de ellos y por último habría que aceptar que el cambio de estatuto 
personal de uno sólo de los esposos —que puede no ser consentido o co-
nocido por el otro— puede llegar a afectar al régimen económico del matri-
monio; que en el supuesto del recurso el otorgamiento de las capitulacio-
nes no está amparado en una conexión anómala sino que es la Ley permisiva 
—la española— la que regula las relaciones patrimoniales del matrimonio; 
que en consecuencia, las capitulaciones matrimoniales son válidas por per-
mitirlo la Ley española —artículo 1.315 y 1.320 del Código Civil— que es 
aplicable según la norma del primer inciso del artículo 9, 3.°; 
RESULTANDO: Que el Registrador de la Propiedad informó; que el 
primer párrafo del artículo 9, 3." del Código Civil establece una regla 
general que es aplicable no sólo al supuesto de que los esposos tengan 
nacionalidad diferente, sino también cuando los esposos la tienen común; 
que tal regla general dispone para regular las relaciones patrimoniales del 
matrimonio, dos conexiones: la primera consiste en el régimen pactado caso 
de ser éste admitido por la legislación personal de cualquiera de los con 
yuges, y una conexión subsidiaria que se remiten a la Ley reguladora de 
las relaciones personales entre los sónyuges; que la contradicción existente 
entre el primer párrafo y el segundo de dicho artículo 9, 3.° ha llevado 
a la doctrina a sostener las más variadas posturas siendo de destacar las 
tres siguientes: 1.* Aquella que entiende que el principio de inmutabilidad 
sólo es aplicable al supuesto de régimen económico matrimonial pactado, 
mientras que si se tratase de régimen legal supletorio se aplicaría la regía 
del cambio automático cuando se adquiere una nueva nacionalidad común 
por ambos cónyuges. 2.' Aquella que sostiene que tanto si el régimen 
económico es pactado como si se rige el legal supletorio, ha de aplicarse 
el principio de la inmutabilidad con la salvedad que el propio precepto 
admite es decir que para poder efectuar el cambio de régimen, se requerirá 
que exista cambio de nacionalidad, acuerdo entre los cónyuges y admisi-
bilidad o ausencia de prohibición por la nueva Ley Nacional, y 3. a Aquella 
que entiende que ya ha sido superado el dogma de la inmutabilidad del 
régimen económico matrimonial y por tanto al no distinguir el artículo 
9, 3.° el momento en que pueden otorgarse las capitulaciones que se per-
mite en el primer párrafo, es posible que tal pacto tenga lugar antes o 
después de la celebración del matrimonio con posibilidad pues de modi-
ficar el régimen preexistente tanto legal como pactado, aunque si bien 
unos autores admiten la posibilidad de cambio de régimen por variación 
de la nacionalidad de uno de los cónyuges si lo permite cualquiera de las 
leyes personales, otros autores se inclinan en este supuesto por tener en 
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cuenta la Ley Nacional adquirida; que a juicio del informante la correcta 
interpretación puede averiguarse a través de la trayectoria legislativa del 
actual artículo 9, 3.° del Código Civil y así puede señalarse que —aparte del 
precedente permisivo del Código Civil italiano de 1942— el anteproyecto 
de reforma elaborado en el año 1944 seguía fielmente el principio de la 
inmutabilidad, que ya en el año 1962 el proyecto de reforma del título 
preliminar admite la posibilidad del cambio de régimen económico matri-
monial y que el proyecto de 1965 y la Ley de Bases de 17 de marzo de 
1973 señalaban que «el cambio de nacionalidad no alterará el régimen 
económico matrimonial salvo que así lo acuerden los cónyuges conforme 
a su nueva Ley Nacional común» redacción que es idéntica a la formulada 
por el Decreto de 3 de mayo de 1974 con la salvedad de que se ha 
sustituido el término «conforme» por el de «no impedimento» y habiéndose 
suprimido la exigencia de la Ley Nacional común; que ante los proce-
dentes del actual artículo 9, 3.° podría entenderse que su párrafo primero 
viene referido al régimen inicial del matrimonio y distinguiendo según 
existan o no capitulaciones prematrimoniales y el segundo párrafo vendría 
referido a la modificación de dicho régimen inicial, que sólo se admitiría 
dentro de los límites que el propio precepto señala; que, en definitiva aun 
dando al precepto la interpretación más amplia relativa a la admisión de 
capitulaciones matrimoniales en todo caso y momento en el supuesto de 
cambio de nacionalidad, había de cumplirse la exigencia legal de ausencia 
de veto por la nueva Ley Nacional; que por último, en caso de prosperar 
la tesis del recurrente debe exigirse la prueba del momento en que se 
produjo la naturalización como venezolano de don Juan Cabrera Alonso para 
determinar las consecuencias que pudieran haberse derivado en orden a la 
nacionalidad de su esposa pues caso de haber seguido la nacionalidad del 
marido el propio recurrente reconoce la imposibilidad de la convención 
capitular; 
RESULTANDO: Que el Presidente de la Audiencia Territorial de Las 
Palmas acordó para mejor proveer que se aportase al recurso el documento 
acreditativo del cambio de la nacionalidad de don Juan Cabrera Alonso 
y de su fecha y resultando del documento aportado —una constancia expe-
dida por el Director de Control de Extranjeros del Ministerio de Relacio-
nes Interiores de la República de Venezuela— que a don Juan Cabrera 
Alonso le fue concedida la nacionalidad venezolana por naturalización publi-
cada en la Gaceta Oficial» de dicha República de fecha 29 de agosto 
de 1978; que el Registrador de la Propiedad manifestó —a efectos de ca-
lificación— que estimaba dicho documento como suficiente al objeto de 
acreditar que la naturalización se produjo con posterioridad a la Ley de 
2 de mayo de 1975, con lo que la misma no afectó a su esposa que con-
servó su nacionalidad; 
RESULTANDO: Que el Presidente de la Audiencia dictó auto por el 
que se confirmaba la nota del Registrador, alegando análogos fundamentos 
a los señalados por aquel funcionario; 
Vistos los artículos 9, 3.°, 21 y 1.320 y 1.322 (redacción anterior a 
la Ley de 13 de mayo de 1981) inclusive del Código Civil; 
CONSIDERANDO: Que contraído matrimonio el día 24 de abril de 
1942 siendo ambos cónyuges españoles y naturalizado venezolano el ma-
rido el 29 de agosto de 1978, la cuestión que plantea este expediente es 
la de decidir acerca de si es inscribible una escritura de capitulaciones ma-
trimoniales en la que los esposos disuelven y liquidan la sociedad legal 
de gananciales y se adjudican los bienes de la misma, a la vez que se pacta 
para el futuro el régimen de separación; 
CONSIDERANDO: Que el cambio producido en nuestra legislación 
interna al modificarse el Código Civil por la Ley de 2 de mayo de 1975 
y sustituir en el entonces artículo 1.320 el principio de inmutabilidad de 
las capitulaciones matrimoniales por el de la posibilidad de su alteración, 
incide en la interpretación que ha de hacerse del artículo 9, 3.°, también 
940 DOCTRINA DE LA DIRECCIÓN GENERAL 
reformado poco antes por la Ley de 1973 y que regula la cuestión relativa 
a las relaciones patrimoniales de los esposos en el campo del Derecho 
internacional privado; 
CONSIDERANDO: Que el artículo 9, 3.° del Código Civil en su pri-
mera parte prevé la norma de conflicto para las relaciones patrimoniales 
en el caso de que la nacionalidad de los esposos sea diferente e indica 
que si cualquiera de las leyes nacionales de uno de los cónyuges lo permite 
se puede pactar entre ellos las correspondientes capitulaciones matrimo-
niales y sólo en defecto de pacto se regirán estas relaciones patrimoniales 
por la misma Ley que las relaciones personales; 
CONSIDERANDO: Que la anterior disposición aparece establecida con 
un carácter general, por lo que en principio hay que entender compren-
dida en su texto lo mismo, las capitulaciones otorgadas antes del matri-
monio como las posteriores con independencia de si su nacionalidad actual 
es originaria o derivativa ya que la Ley no distingue en estas materias 
y solamente exige que tal pacto esté permitido por la Ley Nacional de 
cualquiera de los esposos; 
CONSIDERANDO: Que no es obstáculo a lo anterior la norma con-
tenida en el inciso final del repetido artículo 9, 3." del Código Civil que 
se refiere únicamente al supuesto derivado del cambio de nacionalidad de 
los dos esposos —lo que aquí no ha sucedido— y sin que se deba extender 
su contenido a supuestos distintos, como lo prueba no sólo una interpreta-
ción gramatical dados los términos literales del precepto referido a los 
«cónyuges», sino también una interpretación lógica, ya que de extenderse su 
contenido a más supuestos del indicado, dicho precepto sería contradictorio 
al permitir la celebración de las capitulaciones si lo admite una de las capi-
tulaciones si lo admite una de las legislaciones aplicables y a la vez prohi-
birlas si lo impide una sola de ellas; 
CONSIDERANDO: Que en consecuencia adquirida la nacionalidad ve-
nezolana por el marido y subsistiendo la nacionalidad española en la mu-
jer, al permitir nuestra legislación la modificación de las capitulaciones ma-
trimoniales incluso después del matrimonio basta esta circunstancia para que 
puedan los interesados realizar el acto discutido y ser reconocida su validez 
en el Director español, con independencia de lo que pueda ordenar el 
Derecho venezolano, 
Esta Dirección General ha acordado revocar el auto apelado y la nota 
del Registrador. 
OBSERVACIONES.—Sigue con razón la Dirección General el tenor 
literal del artículo 9.3 del Código civil que condiciona la validez de los 
capítulos a la aceptación por la ley de cualquiera de los cónyuges. 
Como señala el Prof. Aguilar Benítez de Lugo, «La transformación 
operada (en el Código civil) aparece inspirada por un doble objetivo: en 
primer lugar favorecer el imperio de la autonomía de la voluntad y la 
validez de las capitulaciones, lo que se consigue merced al empleo de 
conexiones alternativas (ley del marido o de la mujer), y, en segundo 
lugar, contribuir a paliar la situación de inferioridad en que se encuentra 
la mujer51, pensando especialmente en la situación de la española que 
51. Entre los países que aplican la ley nacional del marido como punto de co-
nexión en el régimen económico-matrimonial, cabe citar, además de España, Bélgica, 
Portugal, Italia, Grecia, Holanda, República Federal de Alemania, Finlandia, Guate-
mala, Japón, Irán, Rumania y Suecia. 
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contrae matrimonio con un subdito extranjero, cuya ley nacional no admite 
las capitulaciones matrimoniales»52. 
También Simó Santonja se ha pronunciado en favor de la validez 
de las capitulaciones otorgadas por cónyuges de distinta nacionalidad si 
uno de eÜos tiene la españolaB. 
Con el artículo a que se viene haciendo referencia se acerca nuestro 
legislador al sistema seguido por la Convención de La Haya de 1905 
(artículo 4) y por la de 14 de marzo de 1978 (artículos 3 y concordantes)54 
en las que se acepta el principio de autonomía de la voluntad aunque con 
una serie de límites objetivos en la elección de leyes aplicables al régimen 
aplicable, uno de los cuales es, precisamente, el de la nacionalidad de 
uno de los cónyugesS5. 
Es evidente, aparte lo dicho, que el legislador español se aparta, para 
la determinación de la validez de los capítulos, de la ley del régimen 
económico-matrimonial (ley nacional común o del marido al tiempo de 
la celebración) para buscar una conexión más favorable al contrato ma-
trimonial: la ley personal de los cónyuges aplicada distributivamente (de 
cualquiera de ellos). 
No obstante lo acertado del criterio de la Dirección General debe 
tenerse en cuenta que las capitulaciones otorgadas por cónyuges a los que 
el estatuto personal de uno de ellos no permite otorgarlas serían claudi-
cantes en el país del que se establezca la inmutabilidad del régimen. 
V . — R E G I S T R O C I V I L 
1.—Cuestiones generales 
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RESOLUCIÓN DE 1 9 DE FEBRERO DE 1979.—Legitimación -para so-
licitar la Inscripción de los Registros Consulares y Central. 
52. AGUILAR Y BENÍTEZ DE LUGO: en Comentarios al Código civil y Com-
pilaciones forales, dirigidos por ALBALADEIO, 1978, t. I., p. 149. 
53. SIMO SANTONJA, en el Libro azul, de la Unión Internacional del Notariado 
Latino: Regimes matrimoniaux, sucessions et libéralités. Droit comparé, Neuchátel 
(Suiza), 1979, t. I, pp. 716 y 727. 
54. Sobre esta ultima, en materia de mutabilidad de régimen matrimonial, hay 
abundante bibliografía, pueden consultarse, entre otros: LOUSSOUARN: «La Convention 
de La Haye sur la Loi applicable aux regimes matrimoniaux», en Journal du Droit 
international, 1979, n,° 1, pp. 5 y ss.; DROZ: «Les principaux Traites multilatéraux 
relatifs aux regimes matrimoniaux, sucessions et libéralités», en el Libro azul de la 
U.I.N.L., cit., t. I, pp. 225 y ss. 
55. El sistema español es también, en cuanto al punto objeto de examen en la 
Resolución y el comentario, entre otros países, el de Luxemburgo (así lo afirman, entre 
otros, DE VALKENEER y VAN LAETHEM en el citado Libro azul de la U.I.N.L., t. II, 
p. 101); el portugués, si uno de los cónyuges es portugués: artículo 53.3 del Código 
civil; el austríaco: artículos 9 y 19 de la Ley de 15 de junio de 1978, y el belga, 
según el Prof. RIGAUX (en «Quelques reflexions sur la loi du 14 juillet 1976-Droit 
interne et droit international privé», en Rev. du droit jam., 1978, (n.° 1), núms. 2 5 y 28 . 
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Vista la consulta que ha formulado a este Centro V. I. sobre la inter-
pretación que deba darse al artículo 68, párrafo segundo, del Reglamento 
del Registro Civil, que tras su reforma por el Real Decreto 3.455/1977, de 
1 de diciembre, ha quedado redactado así: «Cuando sea competente un 
Registro Consular, si el promotor está domicilado en España, deberá prac-
ticarse antes la inscripción en el Registro Central y después, por traslado, 
en el Consular correspondiente.» 
En la consulta pone V. I. de relieve que el origen del precepto obe-
dece, sin duda, a la finalidad de evitar una posible duplicidad de ins-
cripciones promovidas con intención fraudulenta. Ahora bien, la plurivalen-
cia del término «promotor», así como la mayor o menor amplitud con que 
se entienda la expresión «domicilio», pueden dar lugar en la práctica a so-
luciones poco deseables e, incluso, desfavorables para los interesados, a los 
que sería necesario tener, por ejemplo, su residencia habitual en el extran-
jero para poder solicitar la inscripción del nacimiento, matrimonio o de-
función acaecidos en la demarcación del Consulado correspondiente, a pe-
sar de estar residiendo ahí de hecho y desear que se practique la inscrip-
ción cuanto antes. A la inversa puede recurrir que el emigrante que vuelve 
a España se vea obligado a promover la inscripción omitida del Registro 
Central, cuando frecuentemente se verá desprovisto de los documentos base 
para practicar la inscripción y habrá de solictarlos a través del Registro 
Consular que, sin embargo, no sería competente para la inscripción, con lo 
que ningún beneficio proporcionaría la norma a los particulares. 
A juicio de V. I. el problema se reduce básicamente a determinar si 
aquel precepto constituye una facilidad dada a los que se encuentran en Es-
paña al solicitar la inscripción de un hecho acaecido en el extranjero y de 
ahí la excepción a lo previsto en el párrafo 1.° del artículo 68, o si es 
un requisito indispensable para la práctica de la inscripción, cualquiera que 
sea el lugar en el que se promueve la misma. 
Por su parte, el Encargado del Registro Civil Central, a quien esta Di-
rección General ha dado traslado de la consulta de V. I., ha informado a 
este Centro, en síntesis, en el sentido siguiente: que hay que interpretar 
el párrafo segundo del artículo 68, entendiendo que, de un lado, se han 
querido mantener las facilidades que daba ya a los interesados el mismo 
precepto en su anterior redacción, para que a la vez se desea evitar que 
sobre un mismo asunto recaigan decisiones diversas del Registro Consular 
y del Central; que el concepto de «promotor» es intrascendente para deter-
minar el alcance de la reforma, pues ya la legislación del Registro Civil 
se preocupa en multitud de artículos (24, 43, 71 y 83 L.R.C., entre otros), 
de señalar quiénes están obligados a promover la inscripción impone al 
Encargado que no deba investigar cuál es el «domicilio» en sentido legal 
del promotor, sino que le habrá de bastar el hecho de que el solicitante 
esté en el lugar donde formula su petición. 
Vistos los artículos 15, 16, 24, 26, 43, 71, 84 y 97 de la Ley del Re-
gistro Civil y 66, 68, 94 y 95, 347 y concordantes del Reglamento del Re-
gistro Civil. Y teniendo en cuenta: 
Que hay que partir de la base de que la nueva redacción dada al artícu-
lo 68, párrafo segundo, del Reglamento pretende, sí, dar facilidades a los 
particulares y procurar que, antes y en aras del principio de concordancia 
entre el Registro y la realidad, se practique la inscripción omitida, ya sea 
dentro o fuera de plazo, pero también —como resulta de la comparación 
del nuevo texto con el introducido por el Decreto de 22 de mayo de 1969— 
obedece a la finalidad de evitar el peligro de que, al quedar la compe-
tencia a la libre elección del particular interesado, pudiera ocurrir que 
éste, luego de habérsele denegado un asiento en el Registro Central, pu-
diera obtener la extensión del mismo en el Registro Consular, o a la inversa, 
debido a los posibles criterios divergentes de uno y otro Encargado. 
Que, desde el punto de vista del Registro Consular, ningún problema 
debe plantear, para que sea posible la inscripción, la ambivalencia de los 
términos «promotor» y «domicilio»; en efecto, en cuanto a la primera 
expresión habrá de bastar con el hecho de que quien promueva el asiento 
esté obligado a legitimado para ello, sin olvidar que si existe interés pú-
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blico, la obligación incumbe al propio Canciller del Consulado, en funcio-
nes del Ministerio Fiscal (art. 54 R.R.C), y en cuanto a la segunda expre-
sión, puesto que el precepto no impone expresamente ninguna obligación 
al Cónsul de investigar el verdadero domicilio legal del promotor, ha de 
reputarse suficiente que éste tenga su simple residencia en la demarcación 
del Consulado. 
Que, mutatis mutandis, los mismos criterios habrán de seguirse cuando 
la inscripción omitida se solicite del Registro Central. 
Que, si bien es cierto que esta interpretación no alude totalmente el 
peligro de duplicidad de decisiones contradictorias de un Registro Consu-
lar y del Central —el particular puede desplazarse de España al extranjero 
o viceversa— es la única que permite conjugar los diferentes intereses en 
juego, facilitando, en la medida de lo posible, la labor de los Encargados 
y no creando a los particulares obstáculos insuperables. 
Atendiendo a las siguientes consideraciones, esta Dirección General ha 
acordado declarar: 
1° Basta que la persona que promueva el asiento esté legitimada para 
ello y tenga su simple residencia en el territorio de demarcación del Re-
gistro, para que sea competente para practicar la inscripción el Registro Con-
sular o el Central. 
2." Si existe interés público en lograr la concordancia entre el Re-
gistro y la realidad, el Ministerio Fiscal está obligado a promover el 
asiento omitido, de modo que su actuación subsanará la falta de competen-
cia del Encargado, cuando el asiento haya sido solicitado inicialmente por 
un particular no residente en la demarcación del Registro. 
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RESOLUCIÓN DE 6 DE NOVIEMBRE DE 1981.—Sobre expedientes de 
nacionalidad y matrimonio: tasas judiciales en los mismos. 
Vista la consulta formulada por uno de los Jueces Encargados del Re-
gistro Civil de Barcelona sobre el régimen económico al que deben suje-
tarse los expedientes de naturalización por residencia o por carta y de 
autorización de matrimonios civiles. 
En la misma se señala la existencia de dos criterios contrapuestos en 
la interpretación y aplicación de las normas en vigor, de modo que en unos 
Registros se aplica el criterio general de gratuidad y en otros el opuesto, 
que comporta el devengo y percepción en los citados expedientes de tasas 
judiciales. 
Este segundo criterio tiene su apoyo en el artículo 46 (tarifa 1.a) del 
Decreto de 18 de junio de 1959, sobre tasas judiciales, en sus párrafos pri-
mero y segundo, en relación con el artículo 102 de la Ley de Registro Civil 
en el que se señala que la imposición o modificación de aranceles o exac-
ciones relativas a los Registros Civiles se hará por Decreto, y con d 
artículo 370-4." del Reglamento del Registro Civil, que parece establecer 
que en general son de pago todas las actuaciones que devenguen derechos 
especialmente señalados en arancel legalmente confeccionado. 
Los defensores de la gratitud invocan el artículo 98 de la Ley del Re-
gistro Civil, que sienta este principio, y el artículo 100 de la misma Ley, 
que establece las excepciones a la gratuidad, sin mencionar los expedientes 
antes citados; es la tesis mantenida por Peré Raluy en diversos trabajos 
y que parece seguir la Resolución de la Dirección General de los Registros 
y del Notariado de 18 de abril de 1972; los partidarios de esta conclusión 
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rechazan también la interpretación del artículo 370-4.° del Reglamento del 
Registro Civil en cuanto que se estima que el artículo 46 de la Tarifa 1.* no 
contiene un arancel «legalmente confeccionado», como exigiría la norma 
reglamentaria a la que se hace referencia, y ponen de relieve que el artícu-
lo 102 de la Ley del Registro Civil se refiere sólo a exacciones «permitidas 
por las leyes». 
La situación creada por estas dos interpretaciones es extremadamente 
contradictoria en la praxis registral, con todos los problemas que lleva 
consigo el desigual trato dado a los administrados y el desdoro al pres-
tigio de la Administración de Justicia y de los órganos regístrales, por lo 
que el consultante solicita de este Centro Directivo, al amparo del artículo 
43 R. R. c, se dicte Resolución, conforme a Derecho proceda, para que sea 
correcta y uniforme la doctrina sobre el régimen económico de los expe-
dientes regístrales sobre naturalización por residencia o por carta y sobre 
autorización de matrimonio civil. 
Al elevar esta propuesta al Centro Directivo, el Juez de Primera Ins-
tancia Decano de los de Barcelona, insiste en la importancia práctica del 
problema planteado, apuntando que el mismo debe resolverse, por razones 
de política judicial, en favor del criterio de gratuidad. 
Vistos los artículos 9-3 de la Constitución, 1-2 del Código Civil, 23, 26 
y 28 de la Ley de Régimen Jurídico de la Administración del Estado, texto 
refundido de 26 de julio de 1957, 98, 100 y 102 de la Ley del Registro 
Civil, 370 del Reglamento del Registro Civil, la Ley de 26 de diciembre 
de 1958 y el Decreto 1.035/1959, de 18 de junio, por el que se convalida 
y regula la exacción de tasas judiciales. Y teniendo en cuenta: 
Que la cuestión objeto de consulta consiste en decidir si las tasas judi-
ciales, impuestas por el artículo 46, tarifa 1.*, del Decreto citado, para 
los expedientes de concesión de nacionalidad por residencia o de carta de 
naturaleza y para los expedientes de matrimonio civil, vulneran o no el 
principio general de gratuidad de los expedientes del Registro Civil, según 
su Ley reguladora; 
Que la Ley del Registro Civil, tras proclamar en su artículo 98 dicho 
principio general de gratuidad, establece en su artículo 100 los expedientes 
que, por excepción, deben devengar derechos y entre ellos no se mencio-
nan los de nacionalidad, ni los de matrimonio, los cuales consiguientemente 
entran en ese principio general; 
Que, si bien el artículo 102 de la propia Ley —y ésta es la razón fun-
damental de la difundida opinión contraria— señala que la imposición o 
modificación de aranceles o exacciones relativas a los Registros Civiles se 
hará por Decreto, no hay que olvidar que ello se limita, según el tenor del 
propio artículo, a la imposición o modificación «permitida por las leyes» 
y ninguna disposición de este rango autoriza las exacciones contenidas en 
el artículo 46, Tarifa 1.*, del Decreto sobre tasas judiciales; 
Que los principios de primacía de la Ley y de jerarquía normativa, im-
plícitos en nuestro ordenamiento, fueron acogidos expresamente por la Ley 
de Régimen Jurídico de la Administración del Estado y hoy están procla-
mados en el artículo 1-2 del Código civil, según el cual «carecerán de va-
lidez las disposiciones que contradigan otra de rango superior», e incluso 
en la Constitución, que garantiza el principio de legalidad y la jerarquía 
normativa (cfr. art. 9-3). 
Esta Dirección General ha acordado resolver la consulta planteada en 
el sentido de declarar que son ilegales, por transgredir lo dispuesto en 
la Ley del Registro Civil, las tasas judiciales establecidas para los expe-
dientes de matrimonio civil y para los de nacionalidad por residencia o 
carta de naturaleza por el artículo 46, tarifa 1.*, del Decreto 1.036/1959, 
de 18 de junio. 
Dios guarde a V. S. muchos años. 
Ver también, sobre cuestiones generales, en materia de Registro civil, 
la Resolución de 22 de septiembre de 1977. 
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V.2.—RECTIFICACIONES. 
4 8 
RESOLUCIÓN DE 1 1 DE OCTUBRE DE 1977.—Corrección de defecto 
formal: Registro Civil consular en Méjico. 
En relación a los problemas que pueden plantear los asientos prac-
ticados en los libros del Registro Civil del Consulado de España en Mé-
jico, con anterioridad a la reanudación de las relaciones diplomáticas; y 
dada la conveniencia de dar con urgencia algunas pautas de actuación. 
Esta Dirección General ha acordado informar a V. I. para su traslado 
al Consulado correspondiente: 
1." El problema fundamental sé plantea por haber actuado en el Con-
sulado Conforme a la legislación vigente estamos ante un caso de defecto 
meramente formal, que encaja en lo dispuesto en el artículo 298, 2.°, del 
Reglamento del Registro Civil, ya que es indudable que quien no estaba 
legítimamente encargado de funciones en el Registro, las ejercía en Méjico, 
públicamente. 
Este defecto formal de los asientos puede ser corregido por simple 
expediente gubernativo (cfr. art. 95, 3.°, Ley Registro Civil) «siempre que 
se acrediten debidamente los hechos de que dan fe», pero el Reglamento 
del Registro Civil, facilita extraordinariamente en estos supuestos la prueba 
ya que, «en caso de intervención de funcionario ilegítimo», se presumen 
acreditados «si se acredita que ejerció la función con diligencia y pericia 
ordinarias» (art. 299, 2.°, R. R. C). 
El expediente se tramita y resuelve en el propio Consulado. El Cónsul 
actuará en funciones de Juez de Primera Instancia y el Canciller en fun-
ción del Ministerio Fiscal, conforme a lo dispuesto en el artículo 54 del 
Reglamento del Registro Civil. La tramitación del expediente se ve ade-
más facilitada porque en el mismo el anuncio a los interesados puede ha-
cerse de modo general como prevén los artículos 299, fine, y 349 del Re-
glamento del Registro Civil. La corrección puede hacerse constar en el 
Registro del modo simplificado previsto en el artículo 309 del Reglamento 
del Registro Civil. 
2.° En cada asiento pudiera haber otros defectos en los que ahora, 
en este informe, no es prudente entrar. Puede dar criterios orientadores 
lo dispuesto en la Disposición transitoria 12.' del Reglamento del Registro 
Civil. Pero sin olvidar nunca la especial relevancia que en la legislación del 
Registro tiene, según queda dicho (cfr. también arts. 324-8 y 325-2.°, R.R.C.) 
el funcionario de hecho, proclamada solemnemente, además, en el artícu-
lo 22 de la Ley del Registro Civil: «La invalidez de las actuaciones reali-
zadas por quien, sin estar legítimamente encargado del Registro, hubiera 
públicamente ejercido sus funciones, sólo perjudica a quienes obraron de 
mala fe.» 
Ver también la Resolución de 19 de abril de 1979. 
V.3.—NACIMIENTOS. 
CIRCULAR DE LA D G R N DE 8 DE JULIO DE 1 9 8 1 . 
4 9 
RESOLUCIÓN DE 7 DE MAYO DE 1980.—Sobre inscripción de na-
cimiento fuera de plazo. 
«En el expediente sobre inscripción fuera de plazo del nacimiento de 
un varón en el Registro Civil Central, seguido a instancia de don J. V. J., 
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actuaciones remitidas a este Centro Directivo en trámite de recurso por el 
Juez Decano de los de Primera Instancia y de los de Instrucción de M., 
en virtud del entablado por el promotor contra la resolución de dicho 
Juez que desestimaba la propuesta formulada por el Encargado de aquella 
oficina registral; 
RESULTANDO que don J. V. J., casado y con domicilio en M., pre-
sentó en el Registro Central de este Ministerio un impreso que contenía 
los datos para la inscripción del nacimiento de un varón, a tenor del 
siguiente cuestionario: Datos del nacido: nombre O.; primer apellido: V.; 
segundo apellido: L.; sexo: varón; nacimiento ocurrido a las diez horas y 
quince minutos del día 6 de junio de 1978 en T., indicando datos de la 
inscripción efectuada en el Registro local; datos del padre: J. V. J., hijo 
de M. y de C, nacido en M. en la fecha que expresa, de estado casado 
y de nacionalidad española, añadiendo la profesión y el domicilio actual; 
datos de la madre: C. L. D., hija de M. y de S., nacida en P. en la fecha 
que indica, de estado soltera y de nacionalidad francesa, añadiendo la 
profesión y el domicilio; 
RESULTANDO que se acompañaban al referido impreso los siguientes 
documentos: 1) y 2) Original francés y traducción autenticada del extracto 
de una partida de nacimiento referente al de O. V., hijo de J. V. J. y 
de C. F. L., nacido en T. el 6 de junio de 1978; 3) y 4) Original y tra-
ducción autenticada de otra certificación de la misma inscripción a la que 
se refiere el precedente extracto y en la que se consigna la hora del na-
cimiento y el dato de que el niño ha sido reconocido por el padre en ese 
Ayuntamiento de T.; 5) Certificación en extracto de la inscripción de na-
cimiento del solicitante; 
RESULTANDO que, requerido al efecto el firmante de aquel impre-
so-declaración compareció ante la oficina del Registro Civil Central donde 
hizo las siguientes manifestaciones: Que su estado es el de casado con doña 
R. M. M., por matrimonio celebrado el día 28 de agosto de 1971 en R. y 
que en dicho matrimonio recayó resolución de divorcio, por lo que en la 
actualidad su estado es el de divorciado; que dicho divorcio se produjo 
en el mes de abril del pasado año; que fuera del referido matrimonio ha 
tenido un hijo con doña C. L.; que el nacido fue inscrito en el Registro 
Civil francés de la ciudad de T. como hijo del compareciente y de la men-
cionada C. L. según acredita con la documentación aportada, reconociendo 
a diho menor como hijo suyo; solicitada la inscripción del mismo en el 
Registro Civil Central con la nacionalidad española y reconociendo que no 
puede figurar en dicha inscripción tal filiación paterna, solicita que a 
efectos de identificación figure como nombre del padre el de J., preten-
diendo asimismo que se inscriba dicho menor con los apellidos que veine 
usando y que son los de V. y L. pues así fue inscrito en el Registro fran-
cés; seguidamente compareció doña C. C, L., que, además de prestar su 
total conformidad a lo manifestado por don J. J. (sic), por ser de estado 
soltera reconocía expresamente como hijo suyo a Ó. V. L., y que quiere 
que se realice la inscripción en el Registro Civil Central del mencionado 
menor con los mismos nombres y apellidos que figuran en el Registro Ci-
vil francés y que, si con arreglo a la Ley española su hijo es español, no 
tiene inconveniente en que se inscriba en dicho Registro con tal nacio-
nalidad; 
RESULTANDO que el Ministerio Fiscal interesó se requiriera al peti-
cionario para que aportase certificaciones relativas a su matrimonio y a la 
disolución del mismo, solicitando también que se practicase prueba testi-
fical con el fin de acreditar los hechos que se tienen aducidos en el escrito 
de origen; 
RESULTANDO que, requerido al efecto, el promotor hizo entrega de 
los siguientes documentos: 1) Expedido por el Registro Civil Central, cer-
tificado en extracto de la inscripción del matrimonio canónico contraído 
en R. el día 28 de agosto de 1971 por don J. V. J. con doña R. M.; 2) y 
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3) Original y traducción de la sentencia dictada el día 11 de abril de 
1978 por el Juzgado Municipal de Z. en la causa relativa a divorcio, y en 
la que figura como demandante la antes nombrada contrayente, aparecien-
do la siguiente conclusión: «se disuelve el matrimonio de las partes, con 
liquidación judicial de costas»; constan después las consecuencias de la 
separación que se relacionan; en la información testifical practicada inter-
vinieron el padre y la madre del declarante, confirmando ambos tanto el 
nacimiento del varón cuya inscripción se postula como que el nacido viene 
ostentando y utiliza los apellidos V. y L.; 
RESULTANDO que el Fiscal de Distrito, ejerciente en el Registro Civil 
Central, emitió dictamen, no oponiéndose a la inscripción del nacimiento 
de O. V. L. si bien debe figurar el mismo con filiación paterna descono-
cida, imponiéndole como nombre de padre, a efectos identificadores el de 
J.; respecto a las demás circunstancias de la inscripción deberá transcribirse 
la certificación del Registro Civil Local francés, como consta en el expe-
diente, agregando que asimismo deberá inscribirse con la nacionalidad es-
pañola, por aplicación del artículo 17 del Código Civil, y con la aproba-
ción judicial del reconocimiento materno, pero conservando los apellidos 
que viene usando, es decir los de V. y L.; 
RESULTANDO que el Encargado del Registro Civil Central acordó 
formular al Juez Decano de los de Primera Instancia y de los de Instruc-
ción de Madrid, propuesta para la aprobación del presente expediente, 
debiendo autorizarse la inscripción del nacimiento de O. V. L., como na-
cido en T. a las diez horas, quince minutos del día 6 de junio de 1978, 
con aprobación del reconocimiento de la madre doña C. F. L., con filiación 
paterna desconocida, fijándose como nombre nombre del padre, a efectos 
de identificación de la persona el de J., y conservando los apellidos que 
viene usando se decir, V. y L., así como con la nacionalidad española; 
como fundamentos de tal acuerdo se argumentaba: 1) Después de con-
cretar el supuesto planteado en estas actuaciones, se examinaba la propai 
competencia para formular este auto-propuesta y practicar luego los asien-
tos regístrales derivados, ya que el marido es español, conforme al artícu-
lo 17 del Código Civil, y resultan de aplicación Civil y 68 de su Regla-
mento; 2) Se analizaba la viabilidad del expediente gubernativo seguido, 
aparte de que cabría la aplicación del artículo 23 de la Ley, al existir 
certificación del Registro extranjero; 3) Se apreciaba acreditada la identidad 
del no inscrito; 4) Por estimar la concurrencia de los presupuestos adecua-
dos, se concluía favorablemente respecto de la procedencia de proponer 
la aprobación del reconocimiento de filiación natural otorgado por la madre 
del no inscrito; 5) Finalmente se señala que es posible la inscripción del 
reconocimiento de hijo natural con filiación paterna, ilegítima no natural, 
desconocida, con arreglo a la doctrina mantenida por este Centro Directivo 
en la Resolución de 9 de julio de 1976, concretando sucesivamente sobre 
la imposición de nombre de padre sólo a efectos identificadores, y la con-
servación de los apellidos que viene usando el no inscrito, que puede apro-
bar el Juez de Primera Instancia (artículo 59-3 de la Ley), al mismo tiempo 
que aprueba el reconocimiento; 
RESULTANDO que en el Decanato de los Juzgados de Primera Ins-
tancia y de los de Instrucción de M. el Ministerio Fiscal, evacuando el 
trámite conferido, no se opuso a la aprobación de la referida propuesta 
formulada por el Encargado del Registro Civil Central, pero el titular de 
aquél dictó auto en el que acordó, con condonación de costas, no haber 
lugar a la aprobación de este expediente, denegando por consecuencia la 
práctica del asiento promovido; la motivación esencial de tal acuerdo, des-
pués de citar el contenido de los artículos 1 y 15 de la Ley y 190 del 
Reglamento, hacía constar la improcedencia de aprobar la propuesta al 
no ser inscribible en el Registro Civil español los nacimientos de personas 
nacidas en el extranjero, hijos de padres no españoles, y con respecto a las 
cuales en el Registro Civil español, por la normativa que indica, ha de 
atribuirse filiación paterna desconocida, con imposición de un nombre pro-
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pió de padre a efectos de identificación, atribución registral que no permite 
establecer la nacionalidad española del nacido y por lo tanto su acceso al 
Registro Civil español, que hubiera tenido lugar caso de ocurrir el naci-
miento en España según lo dispuesto en el artículo de la Ley del Registro 
Civil, aún atribuyendo al nacido la nacionalidad francesa; 
RESULTANDO que en consecuencia a las notificaciones efectuadas al 
Ministerio Fiscal y al promotor, éste interpuso recurso de apelación contra 
el auto dictado últimamente y que basaba en las siguientes alegaciones: 
1) Manifiesta su disconformidad con la interpretación «puramente formal» 
de los preceptos legales en que se apoya la denegación impugnada; 2) Des-
pués de transcribir el artículo 39 de la Constitución vigente, compara el 
espíritu de este precepto con el criterio que da lugar a la denegación 
acordada en la resolución contra la que se apela y que contrasta con la 
acertada propuesta del Encargado del Registro Central; 3) Se refiere a 
determinado proyecto de Ley, por el que va a modificar el Código Civil 
en materia de filiación, patria potestad y régimen económico matrimonial y 
que tuvo entrada en el Congreso de los Diputados el día 10 de agosto de 
1979, realizando un estudio sobre el tratamiento que se da en aquél al tema 
de la filiación; 4) Pone de relieve que en las actuaciones tanto el Fiscal 
que informó en la propuesta inicial como el que dictaminó en el trámite 
de primera instancia, lo hicieron a favor de la inscripción fuera de plazo 
y nacionalidad, por lo que el Ministerio público debería adherirse formal-
mente a la petición de que se revoque el auto impugnado; 5) Además de 
la apuntada infracción a un precepto constitucional, el auto recurrido se 
opone a lo dispuesto en el artículo 1." de la Declaración Universal de los 
Derechos del Niño, por lo que, en consecuenia de todo ello, concluye supli-
cando se ordene la inscripción solicitada con arreglo a lo pretendido en 
el escrito inicial; 
RESULTANDO que se dio traslado del referido recurso al Ministerio 
Fiscal, que informó debía dar por reproducido su informe inmediatamente 
anterior y el Juez Decano de los de Primera Instancia y de los de Instruc-
ción de Madrid, en su reglamentario y preceptivo informe asimismo estimó 
demían tenerse por reproducidos los fundamentos legales, las considera-
ciones y la misma determinación que dio lugar al recurso motivador del 
informe, señalando que en éste no se cita precepto legal alguno infringido y 
que el propio solicitante reconoce el hecho de no poder figurar la filiación 
paterna en la inscripción, interesando se atribuya un nombre de padre a 
efectos identificadores, pero esto no puede ser base para reconocer al na-
cido la nacionalidad española y, en consecuencia, su acceso al Registro 
Español; 
Vistos los artículos 14 y 39 de la Constitución; 9, 11, 17 y 133 del 
Código Civil; 2, 15, 283, 54, 95, 98 y 100 de la Ley del Registro Civil; 
66, 68, 83, 85, 185, 186, 190, 191, 192, 212, 213, 311 a 316, 371 y 376 del 
Reglamento del Registro Civil y las Resoluciones de 7 de mayo de 1965, 
4 de febrero de 1966, 29 de diciembre de 1971, 19 de diciembre de 1973, 
11 de agosto de 1975, 19 de octubre de 1979 y 3 de enero y 4 de febre-
ro de 1980; 
CONSIDERANDO que la cuestión fundamental que plantea el recurso 
es la de decidir si puede inscribirse en el Registro español el nacimiento 
de quien aparece reconocido en el expediente como hijo por un español, 
casado al tiempo de la concepción de aquél, estando de acuerdo con esta 
confesión la que en el Registro francés consta como madre y afirma ser 
soltera; 
CONSIDERANDO que, conforme al artículo 15 de la Ley del Re-
gistro Civil, en el Registro español constarán los hechos inscribibles que 
ofecten a españoles, como lo son, sin distinciones por la clase de filiación, 
los hijos de español (cfr. art. 17-1.° C. c.) y, por otra parte, no es nece-
sario para proceder a la inscripción, que se dé una seguridad, legal o moral, 
plena sobre la nacionalidad del sujeto según se desprende del párrafo se-
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gundo del artículo 66 del Reglamento; así pues la inscripción de nacimien-
to de practicarse en casos, como el presente, aunque, por los motivos que 
sean, la filiación paterna de la que se deriva la nacionalidad no puede tener 
acceso al Registro, pues basta a estos efectos, conforme tiene declarado 
este Centro a partir de la Resolución de 7 de mayo de 1965, que existan 
indicios racionales de que al nacido le corresponde «iure sanguinis» la 
nacionalidad española; 
CONSIDERANDO que esta conclusión, ya reiteradamente sentada por 
la doctrina de este Centro Directivo, tiene hoy además respaldo constitu-
cional al estar proclamada la igualdad de los hijos ante la Ley con indepen-
dencia de su filiación (arts. 14 y 39-2 de la Constitución); y con ella se 
evita que haya supuestos, cuya frecuencia ha aumentado con la emigración, 
en que queden fuera del Registro —y de la protección como españoles— 
personas que jure sanguinis tienen esa nacionalidad, pero respecto de los 
cuales hay, de momento, dificultades para una determinación oficial de 
la correspondiente filiación; 
CONSIDERANDO que no procede examinar en el caso presente si 
es o no posible la inscripción de la filiación natural materna —única 
filiación cuya constancia registral ha sido solicitada— pues no aparece 
concedida la aprobación judicial exigida por el artículo 133 del Código Ci-
vil para los reconocimientos que de menores se hacen en documento público 
(fuera de los casos en que sea efectuado en testamento, o al inscribirse 
oportunamente el nacimiento en el Registro Civil español), pues esta apro-
bación judicial es una de aquellos formas o solemnidades que afectan a la 
validez o licitud del acto y, a la vez, exceden de la estricta cuestión de 
su formalización y que, en este caso, son regidas por la ley española por 
su relación con la capacidad del español reconocido y con la protección 
de sus intereses personales, por lo cual ha de ser siempre exigida, incluso 
en el caso de que el acto haya sido otorgado en el extranjero; 
CONSIDERANDO que, al no poder entrarse a discutir la inscripción de 
la filiación, hay que cumplir lo especialmente previsto para estos casos 
por los artículos 213 y 191 del Reglamento del Registro Civil, manteniendo 
para el no inscrito los apellidos, y nombre de padre y madre a efectos 
dientificadores, que viniere usando como menciones de identidad; 
CONSIDERANDO que, en cuanto al nombre propio, el que viene 
utilizando el nacido es el francés O., el cual tiene traducción usual a las 
lenguas españolas y, por lo tanto, sólo podrá tener acceso al Registro en la 
versión que elija quien haya de imponer el nombre, por ejemplo: O, en 
castellano, O. u O. en catalán, todo ello por aplicación de los artículos 
192, 213-2.° y 212 del Reglamento del Registro Civil; 
CONSIDERANDO que, con arreglo a los artículos 98 y 100 de la 
Ley del Registro Civil y 371 y 376 de su Reglamento, son de oficio todas 
las costas causadas; 
Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria: 
1.° Revocar el auto apelado. 
2.° Ordenar que se inscriba en el Registro Civil Central el nacimiento 
de un varón, ocurrido en T. a las diez horas y quince minutos del día 
6 de junio de 1978; no constarán datos de filiación, figurará con los apelli-
dos V. y L., consignándose los nombres de J. y del C, como nombres de 
padres a los solos efectos de identificar a la persona; finalmente como 
nombre propio del nacido se hará constar la forma española que proceda, 
elegida por el representante legal o impuesta de oficio, del nombre francés. 
3.° Dejar a salvo la inscripción de filiación para cuando concurran los 
requisitos precisos. 
4.° Declarar la gratuidad de todas las actuaciones seguidas. 
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V.4.—NOMBRES PROPIOS. 
5 0 
CIRCULAR DE 2 DE JULIO DE 1980.—Sobre inscripción de nom-
bres propios en el Registro Civil. 
Las profundas transformaciones producidas en los últimos años en la 
sociedad española, como consecuencia de la implantación de un régimen 
político democrático y pluralista, inciden necesariamente en múltiples ma-
terias de Registro Civil y, entre ellas de forma inmediata, en los criterios 
para la imposición de nombres propios a los nacidos. 
En este sentido debe destacar cómo —por imperativo del principio de 
libertad religiosa y por respeto al sentir popular y regional de distintas 
zonas de España— la Ley 17/1977, de 4 de enero, suprimió la referencia 
al nombre impuesto en el bautismo y amplió a cualquiera de las lenguas 
españolas, la hasta entonces obligatoria utilización de la lengua castellana, 
indicando también en su preámbulo que «la libertad en la imposición de 
nombres no debe tener, en principio, otros límites que los exigidos por el 
respeto a la dignidad de la propia persona». 
Sin perjuicio de que sea conveniente en esta materia una reforma le-
gislativa, es ya oportuno que, sin esperar a ella, señale este Centro directivo, 
para unificar la práctica de los distintos Registros Civiles, los criterios inter-
pretativos de la normativa vigente, a la luz de la realidad social, cultural 
y política actual y muy especialmente de los principios y valores plasma-
dos en la Constitución Española de 1978. A este fin se encamina la pre-
sente Circular por la que se indican para la imposición de nombres pro-
pios a los nacidos, los siguientes criterios: 
Primero. El principio general es el de libertad de los padres para 
imponer al nacido el nombre que estimen conveniente y la excepción son 
los límites y prohibiciones contenidos en los artículos 54 de la Ley del 
Registro Civil y 192 del Reglamento del Registro Civil y que tienen su 
justificación en el respeto a la dignidad de la persona del nacido y en la 
necesidad de evitar confusiones en su identificación. 
Segundo. Tales prohibiciones, por su propia naturaleza, han de ser 
interpretadas restrictivamente, de modo que no cabe rechazar el nombre 
elegido por los padres más que cuando claramente y de acuerdo con la 
realidad social actual aparezca que aquel nombre incide en alguna prohibi-
ción legal. 
Tercero. En principio, no pueden considerarse extravagantes, impro-
pios de personas, ni subversivos los nombres que se refieran a valores 
recogidos por la Constitución. 
Cuarto. Para fijar los conceptos, tan subjetivos, de impropiedad y 
extravagancia, hay que tener en cuenta no sólo la tradición católica sino 
la realidad actual de nuestra cultura, sociedad y organización política plu-
ralistas. 
Quinto. El concepto de irreverencia no ha de referirse sólo a la Reli-
gión Católica sino, por imperativo de los principios de libertad religiosa 
y aconfesionalidad de nuestra Constitución, a todas las creencias religiosas 
de la sociedad española. 
Sexto. Como consecuencia de los criterios expuestos y conforme a la 
doctrina de este Centro, puede señalarse, por vía de ejemplo, que son admi-
sibles los nombres extranjeros que tengan equivalente onomástico usual 
en las lenguas españolas; los de personajes históricos, mitológicos, legenda-
rios o artísticos, bien pertenezcan al acerbo cultural universal, bien al de 
determinada nacionalidad o región española, los geográficos que, en sí mis-
mos, sean apropiados para designar persona y, en fin, cualquier nombre 
abstracto, común p de fantasía, que no induzca a error en cuanto al sexo. 
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RESOLUCIÓN DE 1 3 DE JUNIO DE 1980.—Sobre nombre propio. 
«En el expediente sobre imposición de nombre propio, actuaciones 
remitidas a este Centro en trámite de recurso por virtud del entablado por 
el promotor contra el auto dictado por el Juez de Primera Instancia 
número 1 de Orense que, confirmando el del Juez Encargado, rechazaba 
la inscripción del nombre pretendido; 
RESULTANDO que, según el cuestionario para la declaración de un 
nacimiento al Registro Civil firmado por don Carlos Luis Fernández-
Vivancos Romero, presentado el día 22 de noviembre de 1979 ante la 
Oficina del Registro Civil único de Orense, dicho firmante solicitó la ins-
cripción dentro de plazo del nacimiento de una hija suya y de su esposa, 
nacida el día 14 de noviembre en Orense, con base en la declaración con-
tenida en el referido cuestionario en el que se consignaba como nombre 
propio el de Carla María; 
RESULTANDO que el Juez Encargado inmediatamente dictó providen-
cia en la que rechazaba el primer nombre de Carla, por estimarlo extran-
jero y apreciar que tiene traducción usual al catsellano en cuya lengua 
corresponde al de Carlota, requiriéndose a continuación al solicitante para 
que, sin perjuicio del posible recurso, en el plazo de tres días manifestase 
la versión de las lenguas españolas, que elige para el primer nombre seña-
lado para su hija; 
CONSULTANDO que, notificada la anterior resolución al peticionario, 
éste interpuso seguidamente recurso ante el Juez de Primera Instancia in-
mediato, haciendo constar en el escrito las siguientes puntualizadones: 1) 
Carla es un nombre usual español y su origen filológico es claro: del ori-
ginario Carolo, del cual procede Carlos y mediante la formación feme-
nina latina en «a», surge Carola y por contracción aparece Carla; 2) Admi-
tiendo la posibilidad de que Carla es nombre extranjero, entonces se re-
chaza su traducción a ninguna de las lenguas españolas y menos como Car-
lota; añade que del nombre «extranjero» Carla no cabe traducción, pues 
sólo es admisible Carla, ya que Carlota es la traducción de Charlotte (nom-
bre francés e inglés) y no de Carla, nombre éste que posee unas raíces 
latinas tan puras que hace totalmente admisible su uso por reconversión 
filológica en cualquiera de nuestras lenguas, concluyendo con la súplica de 
que se acepte el presente recurso y se permita la inscripción del nombre de 
Carla en el Registro Civil; con el referido escrito de impugnación se 
presentó un informe que suscriben dos Catedráticos del Instituto Nacional 
de Bachillerato Mixto número 3 «Otero Pedrayo» de Orense, del que se 
pueden entresacar los siguientes conceptos: del germánico Karl, y a través 
de la forma latinizada Carolus, procede el nombre propio castellano Car-
los; los nombres castellanos que aparecen en el Santoral como femenino 
de Carlos son Carolina y Carlota, pero ambos son derivados, ya que éste 
es la transcripción castellana del francés Charlotte y Carolina es disminu-
tivo español del positivo Carola, femenino de Carolo (procedente de Caro-
lus) añadiendo que el italiano Carla es al femenino del antropónimo de va-
rón Cario; más adelante se afirma que el latín Carola dará en castellano 
Carla, con el mismo fenómeno de síncopa de la o medial, añadiendo que 
podría admitirse el mantenimiento de la o medial en castellano como cul-
tismo, con lo cual resultaría Carola, o bien con síncopa como vulgarismo 
de donde resultará Carla, explicando luego que no es admisible de ningún 
modo, desde el punto de vista lingüístico y filológico, considerar Carolina y 
Carlota como traducciones del femenino de Carlos, ni mucho menos como 
sustitutivos del femenino Carla, nombre éste totalmente normal y regular 
en castellano y en gallego, tanto en su evolución fonética como en calidad 
de transcripción; 
952 DOCTRINA DE LA DIRECCIÓN GENERAL 
RESULTANDO que el Juez de Distrito, Encargado del Registro Civil 
de Orense emitió el reglamento informe, haciendo resaltar que el patroní-
mico Carla es extranjero, concretamente italiano y pasa a analizar lo que 
consecuentemente determina el artículo 192 del Reglamento en cuanto a los 
nombres extranjeros, sólo permitidos cuando on tengan traducción usaul 
a alguna de las lenguas españolas, citando al respecto alguna de las Re-
soluciones dictadas por este Centro, examinando seguidamente el nombre 
de Carlota, vocablo castellano que expresa el femenino de Carlos y que así 
aparecen en el Santoral y que ha de estimarse traducción usual femenina 
del italiano Carla, lo mismo que Carlos se corresponde a Cario; añade que 
no se han probado las circunstancias que permitan imponer el vocablo 
italiano Carla como nombre propio a la hija española del recurrente, puesto 
que tiene traducción usual y conocida ocn el castellano Carlota y aquél no 
ha elegido versión en alguna de las otras lenguas españolas, como podría 
haber hecho, y así se lo informó en su momento, con el vocablo «Karle» 
como correspondiente en lengua euskera al castellano Carlota; 
RESULTANDO que, recibidas las actuaciones en el Juzgado de Prime-
ra Instancia, en el Juzgado de Primera Instancia, el Fiscal de Distrito 
informó en el sentido de que debía rechazarse por improcedente el recurso, 
dado que el nombre Carla es un vocablo italiano cuya traducción usual al 
castellano es Carlota; 
RESULTANDO que el Juez de Primera Instancia inmediato acordó 
desestimar el recurso de apelación interpuesto, porque entiende no es pro-
cedente imponer el nombre de Carla, que es extranjero y tiene traducción 
al castellano como Carlota, opinión basada en cuanto establecen los artícu-
los 54 de la Ley del Registro Civil y 192 de su Reglamento; 
RESULTANDO que se practicó la notificación prevenida al solicitante, 
omitiéndose la referente al Ministerio Fiscal, entablando aquel sucesivo re-
solución del Juez de Primera Instancia mediante escrito que contiene las 
siguientes alegaciones: 1.*) El fundamento del auto recurrido adolece de 
un error, por cuanto según se ha acreditado, con los informes filológicos 
aportados, el nombre Carlota es la traducción al castellano del francés 
Charlotte, femenino de Charles, que es Carlos en castellano, pero en nin-
gún momento la traducción del italiano Carla, concluyendo con que dicho 
antroponónimo no habría sido vertido al castellano; 2.') Tras invocar 
los artículos 192 del Reglamento y el 54 de la Ley del Registro Civil, siendo 
para él evidente que el nombre de Carla no tiene traducción al castellano, 
ha de ser admisible en su denominación original; 3.a) Ante la eventua-
lidad de que el nombre de Carla fuera denegado y como quiera que en el 
único considerando del auto recurrido se expresa que el recurrente deberá 
consignar un nuevo primer nombre, muestra su aceptación respecto de que 
se invirtiera el orden de los nombres propuestos, pasando a ser María 
Carla; se acompañaba al escrito de recurso la certificación de partida de 
bautismo referente a Carla Fernández-Vivancos Marquina, que corresponde 
a la hija del recurrente; 
RESULTANDO que en cumplimiento de lo ordenado por este Centro, 
al que se había remitido el expediente, se notificó el recurso al Ministerio 
Fiscal, que en trámite de alegaciones manifestó se ratificaba totalmente en 
el anterior dictamen, puesto que si bien cabe la imposición de un nombre 
extranjero, éste ha de cumplir la condición de no tener traducción usual 
al castellano o alguna de las lenguas españolas, condición que no cumple 
el nombre de Carla, pues evidentemente se trata de un vocablo italiano 
cuya traducción usual al castellano es Carlota y el Juez de Primera Instancia 
número 1 de Orense, en su reglamentario informe hizo constar: que dado 
que el nombre de Carla es extranjero y tiene traducción al castellano 
adoptando la forma de Carlota, cuyo nombre es por otra parte usual 
en el idioma castellano, no procede imponer el nombre de Carla que figura 
en la declaración del nacimiento al Registro Civil; 
Vistos los artículos 54 y 98 de la Ley del Registro Civil; 192, 193 y 
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371 del Reglamento del Registro Civil y las Resoluciones de 18 de junio 
de 1968, 17 de noviembre de 1971 y 11 marzo y 31 de mayo de 1976; 
CONSIDERANDO que es un hecho notorio, reconocido por el propio 
recurrente, que el vocablo Carla es un nombre propio italiano que cons-
tituye la versión femenina del masculino italiano Cario; y también es no-
torio que aquel nombre, lo mismo que éste, tiene perfecta equivalencia 
usual al castellano (Carola, Carolina, Carlota) y a otras lengua sespafiolas, 
de modo que solamente en una versión onomástica española podrá tener 
caceso al Registro Civil, por imperatico de lo que dispone el artículo 192 
del Reglamento del Registro Civil, a cuyo mandato, mientra sno sea dero-
gado, ha de atenerse este Centro Directivo; 
CONSIDERANDO que frente a esta conclusión no pueden prevalecer 
las alegaciones del recurrente, encaminadas a demostrar, desde un punto de 
vista de erudición lingüística, que Carla debería ser la forma femenina 
castellana correcta de Carlos y que Carolina y Carlota no pueden esti-
marse traducciones de Carla; puesto que, para conocer si «Carla» es voca-
blo español, y si Carolina o Carlota no lo son, no ha de estarse a las re-
glas que, en general, rigen en la evolución de las palabras, sino a la reali-
dad de su concreta admisión en el lenguaje usual, sea regular o sea insó-
lito el resultado; 
CONSIDERANDO que, con arreglo a los artículos 98 de la Ley del 
Registro Civil y 371 de su Reglamento, son gratuitos los recursos inter-
puestos al no apreciarse temeridad en el recurrente; 
Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propues-
ta reglamentaria: 
1.° Desestimar el recurso y confirmar el auto apelado. 
2° Ordenar al Juez Encargado que requiera al padre para que, en 
el plazo de tres días naturales, a contar desde la notificación de esta reso-
lución, proponga nuevo nombre propio para su hija, con la especial ad-
vertencia de que si el requerido deja transcurrir ese plazo, o si el nom-
bre propuesto es inadmisible, el mismo se impondrá de oficio por el pro-
pio Encargado. 
3.° Declarar la gratuidad de estas actuaciones. 
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RESOLUCIÓN DE 28 DE OCTUBRE DE 1980.—Sobre nombre propio 
prohibido. 
«En el expediente sobre cambio de nombre civil por el canónico de 
María Alonso Novo, actuaciones remitidas a este Centro en trámite de 
recurso, por virtud del entablado por el promotor contra el auto dictado 
por el Juez de Primera Instancia número 1 de Gijón, que no autorizaba 
el cambio pretendido; 
RESULTANDO que por escrito presentado ante el Registro Civil de 
Gijón, don Ángel Francisco León Alonso, Procurador de los Tribunales 
que actuaba en nombre y representación de don Adolfo Alonso Suárez, 
promovió expediente para obtener el cambio del nombre propio de una hija 
de ésta, María Alonso y Novo, y subsidiariamente, si ello no fuera po-
sible, agregar el de Desirée; indica que la niña nació en Gijón el día 7 
de septiembre de 1975 y que desde su nacimiento tanto el padre como 
la madre desearon imponerle el nombre de Desirée, aunque no lograorn 
su inscripción pues el Juez Encargado competente les dijo que en aque-
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Mas fechas no era admisible, aunque era probable que lo fuera en lo su-
cesivo; que en esta confianza los padres, familiares y amigos, y también 
en el Colegio, llaman a la niña con ese nombre, y que, enterados de que 
se ha admitido el mismo en los Registros Civiles de Aviles y de Soto del 
Barco, según las inscripciones que detallan, hacen esta solicitud que tiene 
sus fundamentos de derecho en los artículos 59 y 60 de la Ley del Regis-
tro Civil y 209 y 210 de su Reglamento; 
RESULTANDO que a este escrito se acompañaban los documentos si-
guientes: 1) Certificación en extracto de nacimiento de María Alonso Novo, 
hija de Adolfo y de María-Esperanza, nacida en Gijón el 6 de septiembre 
de 1975; 2) Certificación en extracto del matrimonio contraído en Soto 
del Barco el 23 de octubre de 1969 entre Adolfo Alonso Suárez y María-
Esperanza Novo Tamargo; 3) Partida de bautismo relativa a la niña a que 
se refiere la inscripción mencionada en el núm. 1 y a la que se designa 
con los nombres María Desirée (sic); 4) Certificación librada por la Agen-
cia Consular de Francia en Gijón, en la que se afirma que el nombre fran-
cés Desirée es propio de persona del sexo femenino y que su traducción 
al castellano es Deseada; y 5) Copia de una escritura de poder general 
para pleitos otorgada por don Adolfo Alonso Suárez, vecino de Gijón, entre 
otros al Procurador don Ángel Francisco León Alonso, facultándoles espe-
cialmente para el expediente de cambio de nombre de María Alonso Novo 
a tramitar en el Juzgado de Distrito de Gijón; 
RESULTANDO que, admitido el escrito inicial, se notificó la incoación 
del expediente a la esposa del poder-dante y se practicó información testi-
fical con intervención de dos personas, ambas vecinas del matrimonio 
interesado, las cuales declararon que la hija de éstos, de cuatro años de 
edad, es llamada por todos por el único nombre de Desirée y no como 
María Desirée o María solamente; 
RESULTANDO que el Fiscal de Distrito en su dictamen informó des-
favorablemente a lo solictado por entender que no está autorizado legal-
mente en nombre de Desirée, que es únicamente la traducción francesa 
de la palabra española «Deseada», y el Juez Encargado del Registro Civil 
de Gijón propuso también al de Primera Instancia la desestimación de la 
pretensión deducida, con imposición de costas y como base de esta pro-
puesta, con cita de los artículos 54 de la Ley del Registro Civil y 192 
de su Reglamento y de numerosas Resoluciones de la Dirección General, 
se señala que el hecho de que un nombre propio determinado haya sido 
impuesto en el bautismo y venga utilizándose habitualmente no obliga, sin 
más, a autorizar el cambio del nombre civil por el canónico, pues habrá 
que rechazar éste si resulta prohibido por las normas civiles, y así, por 
aplicación de lo dispuesto para los nombres extranjeros por el artículo 192 
del Reglamento del Registro Civil, Desirée sólo puede tener acceso al 
Registro en su versión traducida, careciendo de todo valor el argumento 
de que en ciertos Registros haya sido admitido con equivocación evidente 
aquel nombre; 
RESULTANDO que el anterior autopropuesta fue notificado al Minis-
terio Fiscal y al Procurador actuante, lo que dio lugar a que este último 
presentara escrito de recurso ante el Juez de Prmiera Instancia número 1 
de Gijón, con amparo según se dice, en el artículo 355 del Reglamento 
del Registro Civil; en este escrito, además de insistir en los hechos ya 
relatados se afirma que el artículo 192 del Reglamento permite los nom-
bres extranjeros y que si la versión traducida de Desirée al castellano es 
efectivamente Deseada, sin embargo el padre ha elegido el nombre de De-
sirée conforme autoriza el mencionado precepto; se acompaña una hoja de 
un periódico de Oviedo en la que se hace referencia a que la Dirección 
General de los Registros va a dictar, a iniciativa del Ministro de Justicia, 
una Circular para que se admitan todos los nombres propios de personas 
que no sean indecorosos; 
RESULTANDO que el Juez de Primera Instancia admitió el recurso, 
cuya interposición se notificó al Ministerio Fiscal, el cual informó que no 
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procede el nombre pretendido, por ser francés y tener traducción a cual-
quiera de las lenguas españolas, pudiendo el promovente elegir cualquiera 
de ellas, y seguidamente el Juez dictó auto rechazando el recurso enta-
blado; como fundamento de este fallo se señala que hay que atender a las 
normas actuales sobre la mteria, contenidas en los artículos 54 de la Ley 
del Registro Civil y 192 de su Reglamento y en la reciente Circular de 
2 de iulio ultimo; que si el principio general de este tema es el de la liber-
tad de los padres para imponer nombre a sus hijos, este principio está 
limitado por la existencia de ciertas prohibiciones legales; que, entre éstas, 
se encuentra la relativa a los nombres propios extranjeros establecida en 
el artículo 192 del Reglamento del Registro Civil, Desirée sólo puede tener 
acceso al Registro en su versión traducida, careciendo de todo valor el 
argumento de que en ciertos Registros haya sido admitido con equivocación 
evidente aquel nombre; 
RESULTANDO que el anterior autopropuesta fue notificado al Minis-
terio Fiscal y al Procurador actuante, lo que dio lugar a que este último 
presentara escrito de recurso ante el Juez de Primera Instancia número 1 
de Gijón, con amparo, según se dice, en el artículo 355 del Reglamento 
del Registro Civil; en este escrito, además de insistir en los hechos ya re-
latados se afirma que el artículo 192 del Reglamento permite los nom-
bres extranjeros y que si la versión traducida de Desirée al castellano es 
efectivamente Deseada, sin embargo el padre ha elegido el nombre de 
Desirée conforme autoriza el mencionado precepto; se acompaña una hoja 
de un periódico de Oviedo en la que se hace referencia a que la Dirección 
General de los Registros va a dictar, a iniciativa del Ministro de Justicia, 
una Circular para que se admitan todos los nombres propios de personas 
que no sean indecorosos; 
RESULTANDO que el Juez de Primera Instancia admitió el recurso, 
cuya interposición se notificó al Ministerio Fiscal, el cual informó que no 
procede el nombre pretendido, por ser francés y tener traducción a cual-
quiera de las lenguas españolas, pudiendo el promovente elegir cualquiera 
de ellas, y seguidamente el Juez dictó auto rechazando el recurso entablado; 
como fundamento de este fallo se señala que hay que atender a las nor-
mas actuales sobre la materia, contenidas en los artículos 54 de la Ley del 
Registro Civil y 192 de su Reglamento y en la reciente Circular de 2 de 
julio último; que si el principio general de este tema es el de la libertad 
de los padres para imponer nombre a sus hijos, este principio está limitado 
por la existencia de ciertas prohibiciones legales; que, entre éstas, se en-
cuentra la relativa a los nombres propios extranjeros establecida en el 
artículo 192 del Reglamento, y que es sobradamente conocido por Desirée 
responde a la versión castellana de Deseada, de frecuente utilización, por 
lo que el nombre original francés no es admisible, sin perjicio de que el 
interesado elija su versión onomástica equivalente en alguna de las len-
guas del Estado; 
RESULTANDO que este auto fue notificado al Procurador menciona-
do, el cual presentó recurso para ante la Dirección General de los Regis-
tros, en escrito en el que, tras una reiteración de los hechos relatados, 
que el nombre castellano Deseada aunque sea la traducción del francés 
Desirée no es de frecuente utilización y que tal nombre Deseada incurría 
en las prohibiciones legales; 
RESULTANDO que se notificó la interposición de este recurso al Mi-
nisterio Fiscal, quien en fase de alegaciones ratificó su anterior dictamen, 
señalando también que la Circular de 2 de julio de 1980 no ha venido 
a contradecir las normas legales tenidas en cuenta en la resolución recu-
rrida, y fueron elevadas las actuaciones a este Centro con informe del 
Juez de Primera Instancia, en el que se indica el cambio social operado 
en España en los últimos años, que se ha extendido a este campo de los 
nombres propios, pero la normativa actual, discutible o no, coherente o no, 
impide admitir el vocablo femenino Desirée por dos razones indiscutibles: 
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una que Desirée es palabra francesa que tiene su traducción española en 
Deseada, de muy frecuente utilización, y otra, que nada vale que algún 
Registro haya admitido aquel nombre, porque entonces o se desconoció 
la norma legal o se interpretó de manera diversa a la correcta, que es la 
propugnada ñor el informante y por el Ministerio Fiscal; 
Vistos los artículos 54, 59, 60, 98 y 100 de la Ley del Registro Civil; 
192, 209, 210, 354, 358 y 371 del Reglamento del Registro Civil y las 
Resoluciones de 5 de mayo de 1967, 18 de junio de 1968, 17 de noviem-
bre de 1971, 26 de septiembre de 1973, 11 de marzo y 31 de mayo de 
1976, 24 de febrero de 1977 y 13 de junio y 2 de julio de 1980; 
CONSIDERANDO que, aun cuando obviamente un simple auto-propues-
ta del Juez Instructor Encargado no es susceptible de recurso alguno, en el 
presente caso, admitido el recurso interpuesto contra ese auto-propuesta 
y confirmado éste íntegramente por el Juez de Primera Instancia com-
petente, la economía procesal aconseja que esta Dirección General, sin ne-
cesidad de responder las actuaciones, entre a conocer del fondo del asunto; 
CONSIDERANDO que la cuestión debatida consiste en determinar si 
es admisible el nombre propio femenino Desirée, ya que, si la respuesta 
a esta cuestión es negativa, es indudable que el Juez de Primera Instancia 
carecerá de facultades para autorizar el cambio del nombre actual de la 
interesada por aquél, aunque el mismo sea el canónico y el usado habi-
tualmente; 
CONSIDERANDO que, cualquiera que sea el criterio interpretativo 
liberal vigente en esta materia, en todo caso han de acatarse los prohibi-
ciones legales que limitan la libertad de los padres para elegir el nombre 
propio de sus hijos, contenidas en los artículos 54 de la Ley del Registro 
Civil y 192 de su Reglamento, y entre las que se cuenta la relativa a los 
hombres extranjeros, que sólo pueden acceder al Registro en su forma 
originaria cuando carezcan de traducción usual a cualquiera de las lenguas 
españolas; 
CONSIDERANDO que es incontrovertible que «Desirée» constituye 
un nombre propio femenino francés, con equivalente onomástico usual, al 
menos, en lengua castellana, en la que vierte a «Deseada», por lo que es 
forzoso rechazar aquella versión extranjera, que, además, fonéticamente y 
por consecuencia de la «e» muda francesa, podría hacer confusa la identi-
ficación de la persona e, incluso, inducir a error en cuanto a su sexo; 
CONSIDERANDO que este recurso devenga derechos por aplicación 
del artículo 371 del Reglamento, además de las costas del propio expe-
diente según el artículo 100-1.° de la Ley del Registro Civil; 
Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria: 
1.» Desestimar el recurso interpuesto. 
2.° Imponer al promotor el pago de las costas del recurso, sin perjui-
cio de las que deba devengar el expediente. 
Ver la Circular de la DGRN de 8 de julio de 1981. 
V.5.—NACIONALIDAD. 
A.—Adquisición. 
Ver las resoluciones de 30 de mayo y 25 de octubre de 1978 y 29 
de febrero de 1980. 
V.5.B.—PÉRDIDA. 
Ver Resolución de 3 y 30 de enero y 19 de abril de 1978. 
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RESOLUCIÓN DE 25 DE OCTUBRE DE 1978.—Inscripción de pérdida 
de la nacionalidad española. 
Vista su consulta sobre la forma de hacer constar en el Registro Civil 
español la pérdida de la nacionalidad española dictada por un Cónsul es-
pañol, al amparo de la disposición transitoria de la Ley de 2 de mayo 
de 1975 y de la Instrucción de este Centro de 11 de diciembre de 1975, 
respecto de una mujer alemana casada con español con anterioridad a la 
Ley citada de 1975, esta Dirección General tiene el honor de comunicar a 
V. I. lo siguiente: 
1.°) Que es preciso, en primer lugar, que de acuerdo con el artículo 
67 de la Ley del Registro Civil y 232 y 342 del Reglamento del Registro 
Civil se haya seguido el oportuno expediente para inscribir la pérdida, el 
cual requiere la citación a la interesada y el cumplimiento de los demás 
trámites generales, así como que el auto haya sido dictado, en funciones 
de Juez de Primera Instancia, por el Cónsul competente, que es, en este 
caso, el correspondiente al lugar del nacimiento de la interesada (art. 46 
L. R. C). 
2.°) Que, una vez cumplidos estos trámites, el hecho de que el naci-
miento de la interesada no esté inscrito en el Registro Consular no es obs-
táculo para que se practique la inscripción marginal de pérdida. En efecto, 
de no poderse practicar inmediatamente aquella inscripción de nacimiento, 
siempre cabe extender la anotación soporte de asientos marginales, conforme 
prevé el artículo 154-1 del Reglamento del Registro Civil. 
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RESOLUCIÓN DE 14 DE ENERO DE 1981.—Por la que se declara no 
acreditada la pérdida de la nacionalidad española y se ordena la 
cancelación de la inscripción practicada. 
Ver esta Resolución en el n.° 23 de esta sección. 
V.6.—MATRIMONIO. 
Ver Resoluciones de 19 de enero de 1979 y 30 de junio y 2 de no-
viembre de 1981. 
V I . — I N V E R S I O N E S E X T R A N J E R A S E N I N M U E B L E S 
E S P A Ñ O L E S 
1.—Compras por extranjeros en zonas fronterizas 
54 
RESOLUCIÓN DE 27 DE MARZO DE 1979.—Compraventa por ex-
tranjero. Zonas de interés para la Defensa Nacional. 
Excmo. Sr,: En el recurso gubernativo interpuesto por el Notario de 
Vigo, don Luis Solano Aza, contra la negativa del Registrador de la Propie-
958 DOCTRINA DE LA DIRECCIÓN GENERAL 
dad número 2, de la misma población, a inscribir una escritura de com-
praventa, pendiente en este Centro, en virtud de apelación a ambos fun-
cionarios. 
RESULTANDO que por esvritura autorizada en Vigo por el Notario 
recurrente el 9 de abril de 1978, don Gerolamo Tatti compró a don José 
María Pernas Martínez el piso noveno A del edificio señalado con el núme-
ro 7, de la calle Alcázar de Toledo, de la ciudad de Vigo; que en la 
escritura se consigna literalmente «que manifiesta don Gerolamo Tatti 
que lleva residiendo en España más de siete años, y por haber ejercido 
durante ese tiempo la profesión de mecánico, el precio de esta compraventa 
lo satisfizo en pesetas adquiridas por consecuencia de tal actividad, exhi-
biendo autorización de residencia, expedida por la Comisaría de Policía de 
Vigo, el 30 de octubre de 1975». 
RESULTANDO que presentada en el Registro primera copia de la 
referida escritura fue calificada con nota del tenor literal siguiente: «Suspen-
dida la inscripción del precedente documento, porque aunque no se declare 
expresamente la condición de extranjero del comprador, del contenido de los 
párrafos segundo y tercero y de la nota final de la cláusula tercera del 
otorgamiento, y a pesar de la declaración que éste hace en la comparecen-
cia, debe deducirse tal circunstancia, por lo que no resultando acreditado 
haberse obtenido la autorización militar prevenida en el artículo 37, en 
relación con el 32, b-5 y del nexo II-5, del Reglamento de Zonas e instala-
ciones de interés para la Defensa Nacional de 10 de febrero último, no es 
posible practicar la inscripción solicitada, de acuerdo con lo dispuesto en 
el artículo 40 del mismo texto legal.» 
No se tomó anotación por suspensión, a pesar del carácter subsanable 
del defecto, por no haberse solicitado. 
RESULTANDO que el Notario autorizante de la escritura interpuso re-
curso gubernativo contra la anterior calificación y alegó: que la nota de 
calificación contradice lo dispuesto en la Ley de 12 de marzo de 1975 y 
en su Reglamento de 10 de febrero de 1978, al que hace referencia; que 
las disposiciones que se esgrimen en apoyo de la nota son inaplicables 
ya que todas están incluidas en el capítulo III del Reglamento —dedi-
cado a las zonas restringidas a la Propiedad por extranjeros— cuyo artícu-
lo 35 dispone que «queda fuera del ámbito de aplicación de este capítulo, 
la superficie ocupada por los actuales núcleos urbanos de poblaciones no 
fronterizas, o sus zonas urbanizadas o de ensanche», y que «a los efectos 
de este Reglamento, se considerarán poblaciones fronterizas las ubicadas 
en términos municipales colindantes con una frontera»; que en consecuen-
cia, ante la claridad de este artículo, nadie puede dudar que cualquier 
extranjero puede comprar un piso en el núcleo urbano de Vigo; que el 
error de calificación adquiriría, en nuestro caso, la mayor gravedad como 
consecuencia de lo dispuesto en el artículo 41-3.° del citado Decreto que 
dice que «la falta de inscripción de los títulos indicados que se otorguen 
a partir de la fecha de entrada en vigor de este Reglamento, dentro de 
los dieciocho meses siguientes a sus respectivas fechas, determinará la nu-
lidad de pleno derecho de los mencionados actos o concesiones, de lo cual 
deberán hacer advertencia expresa los Notarios autorizantes, en la corres-
pondiente escritura». 
RESULTANDO que el Registrador informó: que en contra de la opinión 
del recurrente, la aplicación a nuestro caso del artículo 35 del Reglamento 
de 10 de febrero de 1978, dictado para la ejecución de la Ley de Zonas 
e Instalaciones de interés marítimo no aparece nada clara; que la propia 
redacción del citado artículo es gramaticalmente defectuosa, aumentando las 
dificultades de interpretación si lo enfrentamos con el artículo 38 del mis-
mo texto; que es evidente que para la aplicación de la excepción que regula 
el artículo 35, dadas las circunstancias objetivas que la condicionan, es 
imprescindible justificar previamente que el objeto de la adquisición se 
halla situado en superficie ocupada por los actuales núcleos urbanos de 
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población o sus zonas urbanizadas o de ensanche; que la definición de 
tales conceptos no viene formulada ni en la Ley ni en el Reglamento que 
comentamos, por lo que hay que acudir a los preceptos administrativos; 
que de todo ello se deduce que la excepción consagrada en el artículo 35 
no puede operar automáticamente, siendo precisa una declaración concreta 
de su aplicabilidad en cada caso; que tratándose de una ley exculsivamente 
militar la facultad para decretar tal aplicabilidad corresponderá por ello 
a las autoridades militares, y concretamente al Ministro de Defensa o por 
delegación, a los Capitanes Generales (artículos 81 y 82 del Reglamento); 
que por ello el Registrador no puede inscribir, sin acreditarse previamente, 
la oportuna autorización militar. 
RESULTANDO que el Presidente de la Audiencia revocó, en parte, la 
nota de Registrador, al no estimar necesaria la autorización de la Autoridad 
militar, confirmación con el carácter de defecto subsanable en cuanto que 
no se hace constar la condición de extranjería del adquirente en la escri-
tura calificada, ni tampoco que la ciudad de Vigo no es fronteriza y que 
la calle donde se encuentra ubicado el piso comprado se halla dentro del 
casco urbano. 
RESULTANDO que tanto el Notario autorizante como el Registrador se 
alzaron de la decisión presidencial ante este Centro. 
Vistos los artículos 16 a 27 de la Ley de 12 de marzo de 1975; 32 a 
48 del Reglamento para su ejecución, de 10 de febrero de 1978 y las 
Resoluciones de 14 de marzo y 29 de abril de 1978. 
CONSIDERANDO que la cuestión que plantea este recurso se reduce a 
determinar si la adquisición de un piso situado dentro de un núcleo urbano 
de una población no fronteriza, concretamente en Vigo, requiere la autori-
zación militar prevista en el artículo 37 del Reglamento de ejecución de 
la Ley 8/75 sobre Zonas e Instalaciones de interés para la Defensa Na-
cional. 
CONSIDERANDO que los artículos 16 de la Ley, así como el 35 del 
Reglamento no se limitan a declarar, sin más, que la superficie ocupada por 
tales núcleos urbanos está excluida del cómputo de superficie máxima sus-
ceptible de adquisición por extranjeros, sino que establece en forma casi 
idéntica que «queda fuera del ámbito de aplicación de este capítulo, y, por 
consiguiente, no se incluirá en el cómputo, la superficie ocupada por los 
actuales núcleos urbanos de poblaciones no fronterizas o sus zonas urba-
nizadas o de ensanche actuales», por lo que ha de entenderse que las dis-
posiciones del citado Capítulo —y no sólo, por tanto, las que se refieren 
al porcentaje máximo de adquisición por extranjeros y a su cómputo— 
son inaplicables a tales núcleos, y que, precisamente, ésta es la causa por 
la que se les excluye, también, del cómputo, interpretación que igualmente 
se deduce, a mayor abundamiento de los artículos 17-2.° de la propia Ley 
interpretado a sensu contrario, y 34-2.° del Reglamento. 
CONSIDERANDO, en consecuencia, que al haber sido declarado por 
los artículos 16 de la Ley y 35 del Reglamento que quedan fuera del 
ámbito de aplicación de los respectivos Capítulos los núcleos de que se 
trata, no hay necesidad de incluirlos nuevamente dentro del contenido de 
excepción del artículo 38 del Reglamento, si hubiera sido lógica tal inclu-
sión, ya que la finalidad del precepto es distinta y más reducida que la 
del artículo 35, por lo que procede decalrar que no es neecsaria la auto-
rización exigida por el artículo 37 del mismo. 
CONSIDERANDO, respecto de la omisión en la escrtiura de adqui-
sición del inmueble de la circunstancia de que la calle Alcázar de Toledo 
está situada en el núcleo urbano de Vigo y en la que tanto el Notario 
como el Registrador apelantes están de acuerdo en la «relevancia de esta 
omisión —que propiamente no es tal—. ya que al hacerse constar en la 
misma que se ha autorizado de conformidad con el artículo 35 del Regla-
mento de 10 de febrero de 1978, implícitamente se colige tal situación, 
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y dado que, además, al Registrador le consta por la documentación y ar-
chivo del propio Registro la situación física de la mencionada calle de estar 
enclavada dentro del casco urbano de su distrito hipotecario circunscrito 
al casco antiguo de la misma ciudad, no procede estimar esta falta de 
aclaración como defecto. 
Esta Dirección General ha acordado que con revocación parcial del 
Auto apelado, procede declarar inscribible la escritura calificada. 
5 5 
RESOLUCIÓN DE 2 8 DE MARZO DE 1979.—Compraventa por ex-
tranjero. Zonas de acceso restringido a la propiedad de extran-
jeros. 
Excmo. Sr.: En el recurso gubernativo interpuesto por el Notario de 
Vigo, don Luis Solano Aza, contra la negativa del Registrador de la Pro-
piedad número 1, de dicha capital, a inscribir una escritura de compraventa, 
pendiente en este Centro, en virtud de apelación del Notario y del Re-
gistrador. 
RESULTANDO que por escritura de 2 de agosto de 1978, autorizada 
por el Notario recurrente, don Martín Esser Kunne, de nacionalidad alema-
na, compró a doña Margarita Romón Serraita el piso segundo, letra B, 
del edificio señalado con el número 152 de la Avenida de Felipe Sánchez, 
de la ciudad de Vigo. 
RESULTANDO que, presentada en el Registro primera copia de dicha 
escritura, fue calificada con nota del tenor literal siguiente: «Suspendida la 
inscripción del precedente documento, por no acreditarse la oportuna auto-
rización militar prevenida en el artículo 37 del Decreto de 10 de febrero 
de 1978 y 18 de la Ley de 12 de marzo de 1975 sobre Zona Militar de 
Costas y Fronteras. No se tomó anotación por suspensión por no haberse 
solicitado.» 
RESULTANDO que el Notario autorizante de la escritura interpuso re-
curso gubernativo contra la anterior calificación y alegó: que la nota que 
se recurre está en contradicción con el espíritu y la letra de la Ley y Re-
glamento que tratan de esta materia; que es cierto que el artículo 37 de 
este último texto legal exige determinadas autorizaciones, pero no es me-
nos cierto que tal artículo está integrado dentro del Capítulo III del Re-
glamento, que es de absoluta inaplicación al caso planteado toda vez que 
el artículo 35 del mismo capítulo excluye de su ámbito a la superficie 
ocupada por los actuales núcleos urbanos de poblaciones no fronterizas, o 
sus zonas urbanizadas o de ensanche actuales, añadiendo en su número 5 
que, a los efectos de este Reglamento, se considerarán poblaciones fron-
terizas las ubicadas en términos municipales colindantes con una frontera; 
que la Avenida de Felipe Sánchez, una de las más importantes de Vigo, 
está enclavada dentro de su núcleo urbano, no teniendo el término muni-
cipal de Vigo ningún punto de colindancia con la frontera de Portugal, 
que es la más próxima, ya que entre tal frontera y aquel término muni-
cipal existen otros muchos, todo lo cual es perfectamente conocido por el 
Registrador; que, por tanto, cualquier extranjero goza de absoluta libertad 
para comprar pisos en el núcleo urbano de Vigo, y éste es también el 
criterio del Ministerio de Defensa, ya que en escrito (cuya fotocopia se 
acompaña), de 13 de septiembre de 1978, el Subsecretario de este Depar-
tamento, contestando a la solicitud de autorización para adquirir dos fin-
cas urbanas sitas en Vigo por parte de un subdito inglés, declaró que «no 
es precisa la autorización de este Ministerio, por tratarse de viviendas sitas 
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en núcleo urbano (artículo 35 del Reglamento de ejecución de la Ley 8/ 
1975)»; que la importancia y gravedad del caso se pone de manifiesto al 
examinar el artículo 41, párrafo tercero del Reglamento, según el cual, 
«la falta de inscripción de los títulos indicados que se otorguen a partir 
de la fecha de entrada en vigor de este Reglamento, dentro de los die-
ciocho meses siguientes a sus respectivas fechas, determinará la nulidad de 
pleno derecho de los mencionados actos y concesiones, de lo cual deberán 
hacer advertencia expresa los Notarios autorizantes en las correspondientes 
escrituras», por lo que el otorgante, al no inscribirse su título y sre sus-
ceptibles de devenir nulo, podría dudar de la competencia del Notario y 
exigirle la correspondiente indemnización de perjuicios a tenor del artícu-
lo 146 del Reglamento Notarial, en concordancia con el artículo 22 de la 
Ley Hipotecaria; que los Registradores de Galicia vienen inscribiendo títu-
los en casos semejantes al presente. 
RESULTANDO que el Registrador informó: que la legislación vigente 
ha modificado los criterios de la anterior normativa, constituida por la Ley 
de 23 de octubre de 1935 y Reglamento de 28 de febrero de 1936, que 
excluía expresamente la necesidad de autorización en casos análogos al 
presente; que el artículo 37 del Reglamento vigente establece que «en las 
zonas de acceso restringido a la propiedad, quedan sujetas al requisito de 
la autorización militar...; a) la adquisición, cualquiera que sea su título, 
por parte de personas físicas o jurídicas extranjeras, de propiedad sobre 
fincas rústicas o urbanas, con o sin edificaciones, o de obras o construc-
ciones de cualquier clase», siendo de observar que este precepto no se li-
mita a fincas situadas fuera de poblados y no incluidas en sus ensanches 
o zonas urbanizadas, sino que, en general, se refiere a fincas rústicas o 
urbanas sitas en zonas de acceso restringido a la propiedad; que el artícu-
lo 30 del mismo Reglamento establece excepciones a lo dispuesto en el 
artículo anterior, entre las cuales no figuran sino las relativas a centros o 
zonas de interés turístico nacional; que si se hubiera querido exceptuar 
de la previa autorización militar la adquisición de fincas sitas en núcleos 
urbanos de poblaciones no fronterizas, se habría comprendido esta excep-
ción en el artículo 38; que el hecho de que la superficie ocupada por los 
núcleos urbanos aludidos no deba incluirse en el cómputo del porcentaje 
a que se refieren los artículos 32 y 33 del Reglamento, no excluye, ni 
siquiera tácitamente, la necesidad de autorización; que una cosa es el 
cómputo del porcentaje que habrá de hacer la Autoridad Militar a efectos 
de conceder o no, la autorización, y otra cosa es que los Registradores 
puedan prescindir de la autorización misma; que la exigencia de ésta deriva, 
conforme al artículo 37, del hecho de estar situada la finca dentro de la 
zona de acceso restringido a la propiedad, esté o no situada dentro de un 
núcleo urbano, y de no estar exceptuada expresamente por el artículo 38 
del Reglamento; que el artículo 40 impone a los Notarios y Registradores 
la obligación de exigir el acreditamiento de la oportuna autorización militar; 
que a este informe se acompañan fotocopias de dos autorizaciones conce-
didas por la Autoridad Militar competente, de fechas posteriores a la del 
escrito del Subsecretario del Ministerio de Defensa citado por el Notario 
y cuya fotocopia aportó a este expediente, relativas a dos apartamentos 
sitos en la calle Cánovas del Castillo, de Vigo, y dimanantes de superior 
autoridad. 
RESULTANDO que el Presidente de la Audiencia confirmó la nota 
del Registrador, declarando: que el artículo 32 del Reglamento, en el que 
se determinan las zonas de acceso restringido a la propiedad, menciona la 
«Zona de Galicia», donde el porcentaje máximo de adquisición será el 
15 por 100; que entre este artículo y el 37, que exige la previa autoriza-
ción militar, se halla el artículo 35, en el que se establece como excepción 
a las limitaciones que el Capítulo III del Reglamento ordena, la exclusión 
del ámbito de su aplicación y consiguientemente del cómputo del porcen-
taje máximo de adquisición establecido en el artículo 32, la superficie ocu-
pada por los actuales núcleos de población no fronterizos; que el citado 
artículo 35 no precisa para su operatividad otro requisito que el de que 
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el Notario declare bajo su fe lo pertinente en la escritura de adquisición, 
pues la omisión de ambos extremos de hecho es tanto como remitir al 
Registrador la apreciación de circunstancias de hecho necesarias para la 
inscripción y extrínsecas a la escritura, lo que evidentemente excede de 
la naturaleza y límites de la función registral; que esta interpretación del 
artículo 35 se fortalece con el documento, aportado por el Notario al expe-
diente, en el que la Autoridad Militar declara que no es precisa la pre-
via autorización en tales casos; que, aunque atendida su obviedad, pudiera 
tenerse por inoperante o inútil la mención de que la ciudad de Vigo no 
es fronteriza, no es así en lo que respecta a la circunstancia de que su 
Avenida de Felipe Sánchez está enclavada dentro del casco urbano, dato 
que en la escritura de compraventa se omitió indebidamente, lo cual 
constituye una falta subsanable conforme al artículo 65 de la Ley Hipo-
tecaria, por lo cual procede confirmar la nota del Registrador, revocándola 
parcialmente en el sentido de considerar subsanable la omisión del dato 
citado. 
RESULTANDO que tanto el Notario como el Registrador se alzaron 
de la resolución presidencial. 
Vistos los artículos 16 a 27 de la Ley de 12 de marzo de 1975; 32 a 
40 del Reglamento para su ejecución de 10 de febrero de 1978 y las 
Resoluciones de 14 de marzo y 29 de abril de 1978. 
CONSIDERANDO que este recurso se plantea por el mismo Notario 
y con idéntica cuestión a la resuelta por este Centro Directivo en el día 
de ayer —27 de marzo de 1979— y en la que se declaraba que no se re-
quiere la autorización militar prevista en el artículo 37 del Reglamento 
de ejecución de la Ley de 12 de marzo de 1975, para la inscripción en 
el Registro de la Propiedad de un piso situado dentro de un núcleo urbano 
de una población fronteriza, dado lo establecido en los artículos 16 de 
la Ley y 35 de su Reglamento que las excluye del ámbito de aplicación 
de las normas contenidas en el Capítulo, y sin que el artículo 38, con una 
finalidad más reducida y que contiene una excepción a lo ordenado en el 
artículo 37, implique que haya de aplicarse este régimen, así como que 
la omisión en la escritura calificada ha de hacer constar la circunstancia 
de que el inmueble se encuentra dentro del núcleo urbano, no constituye 
falta alguna. 
Esta Dirección General ha acordado que con revocación parcial del 
Auto apelado procede declarar inscribible la escritura calificada. 
56 
RESOLUCIÓN DE 1 3 DE JUNIO DE 1979.—Compraventa por ex-
tranjero. Zonas de acceso restringido a la propiedad de extran-
jeros. 
Exmo. Sr.: En el recurso gubernativo interpuesto por el Notario de 
Vigo, don Luis Solano Aza, contra la negativa del Registrador de la Pro-
piedad número 1, de la misma ciudad, a inscribir una escritura de compra-
venta a favor de extranjero, pendiente en este Centro, en virtud de apela-
ción del Registrador. 
RESULTANDO que por escritura de 9 de octubre de 1978, autorizada 
por el Notario mencionado, el subdito portugués don Jorge Teixeira Coelho 
Da Silva compró a la Entidad Mercantil «Inmobiliaria Los Robles», S. A., 
un piso ubicado en la Avenida de García Barbón de Vigo, haciéndose 
constar en la escritura que dicho piso está situado en el núcleo urbano 
de la misma ciudad. 
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RESULTANDO que, presentada en el Registro primera copia de dicha 
escritura, fue calificada con nota del tenor literal siguiente: «Suspendida 
la inscripción del precedente documento, por no acreditarse la oportuna 
autorización militar prevenida en el artículo 37 del Decreto de 10 de fe-
brero de 1978 y 10 de la Ley de 12 de marzo de 1975 sobre Zona Militar 
de Costas y Fronteras. No se tomó anotación por suspensión por no ha-
berse solicitado.» 
RESULTANDO que el Notario autorizante entabló recurso guberna-
tivo alegando las mismas razones expuestas en los escritos de interposición 
de los que motivaron las Resoluciones de 27 y 28 de marzo de 1979. 
RESULTANDO que el Registrador informó esgrimiendo idénticos ar-
gumentos a los formulados con ocasión de los recursos que provocaron 
las Resoluciones citadas. 
RESULTANDO que el Presidente de la Audiencia revocó la nota del Re-
gistrador en base a una interpretación análoga a la declarada por aquél en 
los anteriores recursos. 
Vistos los artículos 16 a 27 de la Ley de 12 de marzo de 1975; 32 a 
48 del Reglamento para su ejecución de 10 de febrero de 1978; las Reso-
luciones de 14 de marzo y 29 de abril de 1978 y las de 27 y 28 de marzo 
de 1979. 
CONSIDERANDO que, no obstante haber sido interpuesto el pre-
sente recurso el día 30 de enero de 1979, fue recibido en este Centro con 
posterioridad a la fecha de publicación de las Resoluciones de 27 y 28 de 
marzo de este año —que decidieron idéntica cuestión a la que es objeto 
de controversia y entre los mismos funcionarios— y por tanto, lógica-
mente tanto el Notario como el Registrador no podían tener conocimiento 
de su contenido. 
CONSIDERANDO que en las citadas Resoluciones se declaraba que 
no se requiere la autorización militar prevista en el artículo 37 del Regla-
mento de ejecución de la Ley de 12 de marzo de 1975, para la inscripción 
en el Registro de la Propiedad de un piso situado dentro de un núcleo 
urbano de una población no fronteriza, dado lo establecido en los artículos 
16 de la Ley y 35 de su Reglamento, que las excluye del ámbito de 
aplicación de las normas contenidas en el capítulo, y sin que el artículo 
38, con una finalidad más reducida y que contiene una excepción a lo orde-
nado en el artículo 37, implique que haya de aplicarse este régimen. 
Esta Dirección General ha acordado, confirmando el Auto apelado, er-
vocar la nota del Registrador. 
OBSERVACIONES.—Constituye la adquisición de viviendas en nú-
cleos urbanos de poblaciones no fronterizas por extranjeros una de las ex-
cepciones a las zonas de acceso restringido a la propiedad por parte de 
aquéllos y por razones de Defensa nacional. 
Uno de los problemas que plantea el artículo 16 de la Ley de 12 de 
marzo de 1975 y 35.1 de su Reglamento es el de la determinación de qué 
deba entenderse por casco urbano de población no fronteriza. Para Lucas 
Fernández56 «por casco urbano hay que entender, en defecto de una 
definición específica en esta Ley, podría ser útil la que nos ofrecía 
el artículo 12, párrafo 4, de la Ley del Suelo (antes de la reforma de 
2 de mayo de 1975), según el cual: El casco comprenderá los sectores 
56. LUCAS FERNÁNDEZ, F.: Temas sobre intervenciones extranjeras y control de 
cambios, 1981, t. I, p. 237. 
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urbanizados, a medida que la construcción ocupe dos terceras partes de 
la superficie edificable en cada polígono». 
Herráez Gómez5 7 hace referencia a cierta opinión manifestada al efecto 
por el Ministerio de Defensa. «Muy interesante resulta a estos efectos 
—dice— uno de los pocos dictámenes oficiales (en este caso, de la asesoría 
jurídica de la Dirección de Servicios Generales del Ejército) elaborados 
sobre la presente materia: después de hacer un estudio histórico compara-
tivo (la Ley de 1935 empleaba el término «fuera de población», mientras 
que la actual utiliza el de «núcleo de población»), llegando a la conclu-
sión de que la actual legislación no ha pretendido establecer un distinto 
criterio, trata de delimitar el controvertido término de núcleo de pobla-
ción, acudiendo a la Ley del Suelo, jurisprudencia sobre el arerndamiento 
rústico y urbano, contribución territorial y Dirección General del Registro 
y del Notariado. Este último organismo, en Resolución de 28 de septiem-
bre de 1972, y con motivo de un Auto apelado en la Audiencia Territorial 
de Santa Cruz de Tenerife, resolvió respecto a un caso concreto de aplica-
ción de la Ley de 1935 (ya hemos señalado antes que el criterio es el 
mismo de la legislación actual) afirmando que por casco urbano ha de 
entenderse «cualquier zona poblada o barriada con población propia». 
Se considerarán poblaciones fronterizas las ubicadas en términos mu-
nicipales colindantes con una frontera (art. 35,5 del Reglamento de ejecu-
ción de la Ley de Zonas). 
Ahora bien, según el párrafo 2.° del artículo 17 y artículo 36,1 de su 
Reglamento, el Gobierno podrá, también por Decreto aprobado en Consejo 
de Ministros, a propuesta de la Junta de Defensa Nacional e iniciativa del 
Misterio de Defensa, eliminar esta excepción, extendiendo la aplicación de 
las normas sobre estas Zonas a determinadas poblaciones no fronterizas 
o a sus zonas de ensanche, o fijar una límite máximo de superficie por 
adquirente. 
VI.2.—COMPRAS POR EXTRANJEROS EN ZONAS DE INTERÉS PARA LA 
DEFENSA NACIONAL. 
57 
RESOLUCIÓN DE 1 8 DE OCTUBRE DE 1980.—Sobre inversiones ex-
tranjeras en zonas de interés para la defensa nacional. 
Visto el escrito de 30 de septiembre de 1980 del Secretario General 
para Asuntos de Política de Defensa, de la Subsecretaría del Ministerio 
de Defensa, por el que, a los efectos procedentes pone en conocimiento 
de este Centro Directivo: 1°) que el Estado Mayor del Ejército ha comu-
nicado a dicha Secretaría que la Sociedad «Suerte de Tierra, S. L.» ha ad-
quirido una finca de 10.000 metros cuadrados en la isla de Lanzarote, 2.°) 
Que teniendo en cuenta que la escritura correspondiente se otorgó con fe-
cha 28 de mayo de 1978 ante el Notario de Arrecibe don Blas Sancho 
Alegre, y la inscripción en el Registro de la Propiedad se practicó el día 20 
de junio del mismo año, se estima que tanto el Notario como el Registra-
dor han contravenido lo dispuesto en el artículo 40 del Reglamento de 
57. HERRÁEZ GÓMEZ: «Comentarios y observaciones sobre la nueva legislación 
que regula las zonas e instalaciones de interés para la Defensa Nacional (Ley 8/1975 
y Decreto 689/1978», en Revista Española de Derecho Militar, julio-diciembre 1978, 
página 87. 
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Zonas e Instalaciones de Interés para la Defensa Nacional; y 3.°) Que a 
dicha sociedad, de capital extranjero, se le impuso por el Capitán General 
de Canarias la multa de 20.000 pesetas, que fue abonada en su momento 
por no haber solicitado la autorización correspondiente. 
Vistos, asimismo, los informes emitidos por el Notario don Blas Sancho 
Alegre y por la Junta Directiva del Colegio Notarial de Las Palmas; el 
artículo 19 de la Ley 8/1965, de 12 de marzo, sobre Zonas e Instalacio-
nes de interés para la Defensa Nacional, y los artículos 32, 37, 39 y 40 de 
su Reglamento aprobado por Real Decreto 689/1978, de 10 de febrero; 
los artículos 7, 32 y demás concordantes del Reglamento de Inversiones 
Extranjeras aprobado por Decreto 3022/74, de 31 de octubre; las Resolu-
ciones de la Dirección General de Transacciones Exteriores de 17 de abril 
de 1975 y 18 y 19 de enero de 1977, sobre listas de Sociedades con par-
ticipación extranjera en su capital; y la Resolución Circular de esta Di-
rección General de los Registros y del Notariado de 15 de julio de 1976, 
sobre interpretación de los artículos 7 y 32 del citado Reglamento de 
Inversiones Extranjeras. 
CONSIDERANDO que si bien es cierto que, con arreglo a los artícu-
los 32, 1, a.l, 37.a) y 39.1 del Reglamento de la Ley de Zonas e Insta-
laciones de Intereses para la Defensa Nacional, se precisa la autorización 
militar para las adquisiciones inmobiliarias realizadas en la Isla de Lan-
zarote por Sociedades españolas cuyo capital pertenezca a personas físicas 
o jurídicas extranjeras en proporción superior al 50 por 100, no es menos 
cierto que, conforme al número 2 del mismo atrículo 39 de dicho Regla-
mento, para determinar el porcentaje de inversión extranjera en una Socie-
dad Española se habrá de atender a lo dispuesto en los artículos 7 y 32 
del Reglamento de Inversiones Extranjeras. 
CONSIDERANDO que el artículo 7,1, de dicho Reglamento dispone 
que «a los efectos de determinar el porcentaje de inversión extranjera 
en una Sociedad, se computará como tal la efectuada en ella por otra 
Sociedad española en la que, a su vez, exista participación extranjera...», 
la cual aparece regulada en el propio artículo 7 del Reglamento en base 
a distintos criterios cuantitativos y cualitativos, añadiendo el artículo 32 
del repetido Reglamento que la Dirección General de Transacciones Exte-
riores publicará en el «Boletín Oficial del Estado», mediante Resolución, 
sucesivas listas de Sociedades españolas que tengan participación extran-
jera en su capital conforme a los datos obrantes en el Registro de In-
versiones del Ministerio de Comercio. 
CONSIDERANDO que la interpretación conjunta de ambos artículos 
suscitó algunas dudas en orden a la forma en que habían de proceder los 
Notarios y Registradores en los casos de Sociedades que, aún teniendo 
participación extranjera, según lo dispuesto en el artículo 7 del Reglamento 
no aparecen incluidas en las listas que prevé el artículo 32. 
CONSIDERANDO que tales dudas fueron virtualmente disipadas por 
la Resolución Circular de este Centro Directivo de 15 de julio de 1976, 
conforme a la cual, sin perjuicio de los efectos de todo tipo a que pueda 
dar lugar la actuación de los interesados en las sociedades a las que re-
sulte aplicable lo dispuesto en el artículo 7.° del Reglamento de Inversio-
nes Extranjeras, los Notarios y los Registradores no podrán exigir decla-
ración ni comprobación alguna sobre el extremo relativo a la participa-
ción extranjera en Sociedades españolas que no estén incluidas en las 
listas vigentes previstas en el artículo 32 del mencionado Reglamento. 
CONSIDERANDO que, comprobado el hecho de que la Sociedad «Suer-
te de Tierra, S, L.», no aparece incluida en ninguna de las listas publica-
das al efecto por la Dirección General de Transmisiones Exteriores y vi-
gentes en la fecha del otorgamiento de la escritura controvertida, resulta 
obligado concluir que no existen motivos para declarar incorrecta la actua-
ción del Notario Sr. Sancho Alegre, todo ello con independencia de las 
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responsabilidades y sanciones en que haya podido incurrir la mencionada 
Sociedad adquirente. 
CONSIDERANDO que a la vista de cuanto antecede se hace impro-
cedente entrar en el análisis de la pregunta irregularidad en la actuación 
del Registrador de la Propiedad que inscribió la escritura de referencia. 
Esta Dirección General, a propuesta del Servicio del Sistema Notarial, 
ha acordado declarar correcta la actuación del Notario de Arrecife de Lan-
zarote, Don Blas Sancho Alegre, en cuanto a los extremos que son objeto 
de este expediente, y, en consecuencia, archivar las actuaciones. 
OBSERVACIONES.—La Dirección con objeto de defender la seguri-
dad del tráfico hace una interpretación restrictiva de los artículos 19 de la 
Ley 8/1975 y 39.1 de su Reglamento aplicando, para las sociedades con 
participación mayoritaria de capital extranjero o dominadas por extran-
jeros, el criterio sentado con anterioridad en la Circular de 15 de julio 
de 1976: 
«sin perjuicio de los efectos de todo tipo a que pueda dar lugar la actuación de 
los interesados en las sociedades a las que resulte aplicable lo dispuesto en el 
artículo 7.° del Relgamento de Inversiones extranjeras, los Notarios y los Regis-
tradores Mercantiles no podrán exigir declaración ni comprobación alguna sobre 
el extremo relativo a la participación extranjera en sociedades españolas que no 
estén incluidas en las listas vigentes, previstas en el artículo 32 del mencionado 
Reglamento». 
El problema queda resuelto para los casos de adquisición por socie-
dades de las que se viene tratando, pero nada se dice de qué ocurriría caso 
de que la sociedad española compradora se convirtiera, en un momento 
posterior a la compra, en sociedad con participación mayoritaria o domi-
nio extranjero. Cabría pensar, por supuesto, en un fraude de ley con las 
consecuencias que se derivarían del mismo, pero caso de existir terceros 
regístrales de buena fe o, simplemente, en el supuesto de que no exista 
fraude, no debe acudirse a la nulidad de la adquisición, sino al mante-
nimiento de la propiedad de la modificada sociedad. Cabría, analógica-
mente, aplicar las soluciones de los artículos 23 y 25 de la Ley citada, 
que respetan la propiedad extranjera en los casos de sucesión hereditaria 
y en el de rebasar los límites porcentuales de propiedad extranjera, pero 
obligando en el primer caso a solicitar autorización en el plazo de tres 
meses o enajenar a nacional en un año y, caso de no enajenarse o autori-
zarse la adquisición, concediendo al Gobierno la facultad de expropiar; en 
el segundo caso sólo se permite la posibilidad de expropiar58. 
Guernica, junio 1982. 
58. Para un estudio más extenso de estas cuestiones puede verse LUCAS FER-
NÁNDEZ, 0.c, pp. 22 a 231. 
